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I N T R o o u e e I o N 

En el esguo=ma fundament.al do=! contrato se o=sgrimo=n 
los element•JS gue definen los límites y alcances del acto 
jurídico, de tal modo que permi t.e11 constat.ar el grad•J de 
participación que las partes tienen en la celebración de 
c,quél, por el cual t?)<iste una mut.ua correlatividad en 
der-=ch•Js Y •Jb! igac i•Jnes como resul ta•j•J del act•J que 
suscriben. 

En el c:ontratc1 de derech1:1 común, se c1:insigna la 
decisi6n individual, ci::mcreta y determi11ada, per1:i c1:in un 
cont.enido y efecto bilat.eral, porqu,;, el objeto del act.o es de 
tal naturaleza c¡ue permite a l1::is sujet•.:is, partes del 
cc.nt.rat.o, olbigarse en la forma y bajo lc•s t.érminos que 
previamt:nte han elegid·.:i Pi=>l, así permitírselos la norma 
posi t.iva. 

Así en el acto cont.ractual se e>:presan tod•JS 
aquellos actos necesarii:1s pa1,a c•::i11fi9ura1, la existencia y 
v'didez de ést.e, •:le fc•rmz, qui? como acto jurídico presupone su 
C1Jnsti tuc ión y com•.:i n•.:it,ma c1::i11tractual, el c:un1pl imiento y 
ejecución de aquello a que las partes se han obligado 
p,~eviamente. 

C:uz,ndc• la disposición del cont.rato queda a favor de 
una de las partes, n•:i se piet~de lC:t determinación negocial, ni 
rfle11c•s aérn la libert.ad de iorm¿~r y suscribir un acto en cierto 
sentido. El lo fu11c ii:ina así, siempre que se encuentr~ 
objetivamente det12rmi nado el al canee de lo que ha de 
f av•:irecer a u111:. en dc:t1• imento del 1:itro. P·:>r el l•:i, la 
adhesión C•JnK• forma concreta para el nacimiento de los 
derech•:is y •Jbligacio::ines del C•:>ntrato, supone una 
predisposici6n y preelaboración del ucto, por le• cual la 
superic•ridad •:iel sujet•::i para determinar el contenido del 
acto, ha s:idci l¿i fc•rma viable para asimilar al coiitrato 
administrativc C•Jr1l•J un acti:• P•Jr adhesi1~n. N•:'I sucede lo mismo 
con el cont.rat.o de obra pélbl ic¿:t, cuyc• contenido se encuent.ra 
inr1mrs1:"1 i::.-n el sistema legal obje1.iv1:i con las particularidades 
propizis de la gi:neralidad y abst.racci6n de la norma jurídica. 
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De acuerde• con lo ant.erior, la disposición que 
at\"ibuye potestades a una de las partes en el cont.l"ati'l, P1l\' 
derivar d.; una relación norr~at.iva ent.re el sujeto 
adnünist\"at.iV•j y el adr.linist\"ado, si \"Ve de fundamento para 
inaividualizar y concret.1zar el sist.ema objet.ivo, a t.ravés de 
la forroalizaci6n del acto jurídico. 

A dif,;:rencia de cualquier ot.ro acto de Derecho 
Público, e1"\ el c•J11t.rati:1 adrninist1 .. at.ivo se define aquella 
Pól"t.e nes.:•cial e indisponible para las part.es; con ello, la 
reali:ación 1:::iel c1Jrnet.id1:> públic1~ tiene un efect·~ directo en 
los di vers·:•s asi=·ect.c•s que contract.u~lu1ent.e pueden definir 
cada un•:i de b:>s contratantes. Así, l•Js limites del acto no 
s~· determinan en razón a los derechos y obligaciones de los 
~ujet.,s , sin.:i que la p1:1sici6\1 que 9uardal1 ambas partes 
implica una relación especial de sujeción que define de una 
rnane\"a col1Cl"eta la situación jU\"Ídica de las partes. Lo 
anteri.:i\", e11 virtud de la remisión direct.a que hace el 
ordi::namiento positivo al \'"egular el actc c1:.intract..ual y los 
¿dc¿~nces C•:int.enidcs en SL~S disposicii:•nes para cada una de las 
partt:-s, l•:i cual hacen de éste un C:1:i\1trato de Oe\"eth•:i Público. 

Para Jos fines que nos ocupan, he11lOS de reducir el 
est.u.jio:> del Cmit.rat•:> Adroinist1·ativ•:. al C•:>ntrat•:> de Ob1·a 
F'IJblica y ~\ la jurisdicción C•:irrespondiente para deducir las 
C•.,nt\'•'versias de\" ivadas del acto de derech•::J p(Jbl ico, una vez 
definida la sit.uación juridica de las part.es. En ese 
sentido, necesariamente el c1:nitrat'' adr1linist..1"ativo 
1'"eprei:::ent.i"i el géner•:i de la especie de t•:idc1s aquellos 
c1:.\1t\"atos de derech1:i. p(Jblic''• que suscribe la AOministraci6nl 
Pública co\1 part.iculares para la sat.isfaccibn de un interés 
eminenter11e11t.e públ itl). F'•:>r el lo, e\1 atenc i.Sn a aquel l•:is 
aspee tos de interpret.aci6n, ejecución o cumpl irrtient.o del 
cont\"ati::i de ·~bra p(Jbl ica han de sel" objeto de una mayi:ir 
r=·recisi.:111 1 a fin de determinar el ejercicic• de las acciones 
ju.j1c ialt:s tJrigi nadas por la contrQversia ci:int..rac tual. 

Para lograr tal cometidc•, debe cc•nsiderarse al 
ci,ntrat.·~ de ob\"a pública como especie del a.et'' jurídico, cuyo 
estudio c.bjet.ivo pret.ende 1:lefinir la dett:rr1\inacibn jur1dica 
•='e dich., acto, el Pt"oces•:J de su f1:Jrmaci6n, el c1:>\1tenido 
n6gocial y la situación juridica que suardan los c.-·-·ratistas 
1j~ la admiliistración corno c1:insacue11cia de la fonoalización 
del ac t.c1. 



~: 

Sobre ese esquem;; se ha propuesto el est.udio del 
co11trato adnlinistra.tiv1:i de obra pública para abordarl1:> en el 
c•rden siguient.e: 

Dentro de la primera parte hemos de ocuparnos del 
procedirnümto unilateral de selección del contratista. Su 
irni:·ort.ancia radica en la determinación jurídica de lc1s act-os 
·=iue C•::imprenden el procedinlient1::i de licitación pública, así 
come• el régimen jurídico que presuF•one la disposición de 
a.cti:is de la a1jministració11 para seleccionar al contratista de 
la Administración POblica. El alcance y la naturaleza de 
cada u110 de los actos que se c.:int.emplan en el c•:mt.e11id1::i y 
desarrollo de dich•:i procedimient.c• obedece su est.udio, a la 
d~terminación de la situación jurídica de los licitadores 
coniC• resul t.adc· de l..:1s actos del órgano convocante. 

En la se•aunda pa1·te se huce especial hincapié en la 
fuente de las ob! igac iones del C•:•nt.rat.o de Obra Pública, 
adqui1~iendo relevancia: la n•::irma p1:isitiva, las disposiciones 
de carácter adrninistPat.iv•:•, y las resoluciont-s de la 
Admi111stra.ci611 Pública Federal. L·::i ante1,i•:ir implica que a 
pesar de la prescripci6n jurídicc:, del ordenamiento legal en 
cuant•::i a las potestades públicas c1:>11f iadas a la 
Administ.rclCi•:1n Pública pc:,ra la det.e1,mi11ació11 y ejecuci6n del 
acto, el contrat•:i en sí tiene un efect.o jurídico que parece 
t.raduc irse en dt-rechc•s y c•bl i-:;acione-s como resul t.ado de actos 
meram2'nte ci:mtractuales, siendo C•bjeto extraci:1nt1~actual 
aguellas sit.uaciones de sujeción especial en que se encuentra 
el contratista fre11te al Organ1:i Admi11istrativo, como 
consecuencia del ci:•nt.enido potestativo que expresamente 
contiene la norma jurídica. 

:::in emb¿,rgo, queda por cc.nsiderar el contenido 
1:ibl igac io11al o facultativo de derecho públ ic 1:i derivado de 
aguellas disposicio11es administrativas, que aún cuando t.ienen 
efectos eminanternente administrativ.:is, reportan ve1,daderas 
•:1bli9acic1nes en la ejecución y c1.Ht1plimient.o del contrat.o para 
el C•:icontratante del órgano estatal. En ese sentid•:-, la 
fue11t.e de las cbl i9áC iones no c•bedece a un sólo concepto, que 
en atención al contrat•:i de de1"ech1::i ccimún se reduce a lo 
c1ri9inalr1h?11te pact.ado. 
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En la tercera part.e de este t.rabajo, se previene la 
res isión administrativa p\"eVi•:i el procedimicnt-:i: 
adr11 nist.rativo de rescisión cont.emi:olado originalr1lente en las 
Reg as Gene\"ales 1:ie C:ont.r·atación y P•:>steri•:irmente PO\" 
rnc1j fiCé:\ción en el Re·3larnent . .:• a la Ley de Obras Públicas. En 
iasr.::- sentido, el conflict.•:i jurisdicci1:inal Nidica e\1 el acto de 
¿;\ut. 1: 1ridi1d qut: rescinde el Contrato:• de Obra Pública. Sin 
embarg1::i, :mtes 1;je cualquie1' 1Jesi9nac i1)n e\1 cuanto al 
t.Pat.ar1uento de la rescis1ón cor1-..:• act.ei de autoPidad, se debe 
&11aliza\" objetivamente el efecti:i de la llamada Teoría del 
F'act.o Ci:•rnisorio Exi=·reso en los contrat.os de derecho común, 
rnisrna •=tue se encue11t1"a recon1:ic ida por nuest.1"0 máximo Tribunal 
.Ju.:Hcic::d, pero con efectc•s erninent.eri"iente contractuales. 

Desde u\1 punto de vist.a d1:;:1ctrinal, los efectos de la 
rescisión, en un sentido ne·3ocial o pot.est.ativo deben ser 
a11al izad1:is pa1 .. a C•:.nf igu\ .. ar el eje1 .. c ic io .je la a.ce i6n ante el 
Tribunal .Judicié::d que ha de rescilver la cont.roversia 
or1·;:iinada pQr actos de la administración en el cont1 .. ato de 
obra pública. En ello radica le::\ jLH'is.::íiccibn del Cont.rato 
Administrativo reduci1ja con exclusividad al de Obra Pública, 
porque e como facul t.ad reservada por la Ley al Organo 
Admi1iist1"at.ivo, puede implicar necesariamente u11a p1:it.estad 
i:·úbl ict, que n.:i puede ser \"ecc•noc i·ja por las partes comi:1 
consecuencia de la conve11c ión ne·3•:ic ial. 

Lo anterior se reaf i rm.:"' p•:ir el procedimient•:i 
administrativo de \"escisión, en el cual se ci:.insa•:;;Jran l1:is 
efec t.os de la ti t.u!aridad de derechos scibjetivos F·úblicos del 
adrninistl .. ado, mismcis que \"esulta.n de dificil disp1:inibilidad 
cont.ract.ual en det.\"iment.o del preipio contratista. 

Nos hem•:is referido a la rescisió\1, para definir el 
conflict.•:i jurisdiccicinal que a la fecha exist.e en el Contrato 
Administr-ativ•:i de Obra F'ública, t•"1ja vez que el act1:.i que 
rescínde el cont.rat.o da pie a d•:•s enfoques d1stinteis; en el 
áh1bi t,,, subj..;:·tivo, en cumit1:i al Ente Administ.\'at.iv•:i v a su 
coceint.r¿,t.ante y objetivo, es decir ceimo acto de aut.oridad o 
c•:ifl'K'I \ .. esultad1:i del Pacto C1:imisori.,, Expreso. 



PRIMERA PARTE: LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS 

ASPECTOS JURIDICOS DEL CONTRATO ADMINISTRATIVO DE OBRA 
PUBLICA. 

I.1 Concepto de Contrato Administrativo. 

En el ejercicio de las funciones del Estado, a través de 
la A•jministraci6n Pública Federal <APF), se encuentra el 
satisfacer el interés general directa o indirectamente. 
Directamente si lo realiza por su cuenta, es decir por medio 
de los órganos que componen la Administración Pública 
Central izada o Paraestatal, per•' esas mismas fu1ic iones puede 
efectuarlas indirectamente, por conduct.c• de los particulares 
a los gue está li•3ado por un contra to. De ahí surgen l•'s 
contratos gue celebra el Estado y gue son de carácter público 
o privado según corresponda. 

Los cont.ratos de derecho público son e la si f icadc1s por la 
doctrina en contrato de derecho público externo e interno 
(1), refiriéndose lc1s primeros al tipo de tratados­
convenciones que suscribe el órgano ejecutivo con la 
aprc•bación del sem1do <Art .. 1~:3 de la Constitución Política 
de los Estados Uiiidos Mexican,,s). Los de derecho público 
interno son denominados ccsntratos de la adfl'dnistración, 
mismos que pueden realizar cualquiera de los tres órganos en 
que se divide el 8uprem1:1 Poder de la Federación. 

Así, los contratos de la administración vinculan al 
particular con dichos órganos del est.ado, quedandc• por est.e 
sólo hecho divididos en dos especies: contratos 
administ.rativos y contratc•s de derechc1 ceirnún de la 
administración. 

Establecida la rar1iificación de los contratos 
administrativos como especie de los contratos de la 
administ.raci(1n, correspc1nde precisar los alcances que 
configuran la e>::istencia de éstos, a través de las diversas 
posiciones que la doctrina ha adciptado tratando de explicar 
la figura jurídica del contrato administrativo. 

(1) Manuel María Diez, MANUAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO (Ed. 
Plus Ultra, Argentina 198.S, T1:imo !) pag. 281 
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Como parte de los fundament.•os que se han argumentado 
para negar la existencic.. de lc1s cont.ratc•s administ.rativeis, 
encontramos los siguientes: 

A) La Presunción única del acto unilateral del Estado. 

Bl La exclusividad del contrato en la doctrina 
privat.ista. 

De conformidad con lo anterior, la tendencia a 
ci:msiderar que la.acc:i6n del Estad'' sólo se manifiesta a 
t.ravés da actos administrativos unilaterales, ha prevalecidc• 
en l.a doctrina alemana. Los actoS- de sumisión de l•:>S 
part.icular·es CC•t1 su consentimiento, no son sino mereis actos 
unilaterales con obligaciones de carácter público a cargo del 
Co.dMinistrado. 

Dent.rc• de esta pc•stura se encuentra la del elementc• 
accesorio al acto administrativo, la eficacia del acto 
depende de la voluntad del administrado, pero aquél siempre 
existe aún sin la declaración de éste. 

A fin de esclarecer lc•s criteric•s antes precisados, se 
s•ostiene por autores como Otto Mayer / Fr i tz Fleiner gue el 
contrato resulta inaplicable en el Derecho Administrativo por 
la desigualdad jurídica de las partes, resultante del plano 
superior en que act.úa el Estado, así cor.-,o de las facultades 
que la ley inviste al Ente Público. (2) 

Asimismo se insiste en que s6lc• puede hablarse di: 
contra ti:1s, si la voluntad de cada U11a de las partes posee la 
misma fuerza jurídica, siendo que est.o no ocurre, ya que las 
relaciones de derecho públ iC•J sólo están reguladas 
unilateralmente por la voluntad del Estado. 

En relaci6n con el elen1ento accesorio del acto 
administrativo, según Ranelletti y Zanobini, la eficacia de 
éste depende del act•:i unilateral coligado del administrado. 
(3) 

(2) Ci tad<•s por Miguel Angel Bercaitz, TEORIA GENERAL DE LOS 
CONTRATOS ADMINISTRATIVOS (Depalrna, Buenos Aires 1980) 
pag. 16E· 

(3) Jorge Héctor Escc•la, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRAT !VOS (Depalma, Buenos Aires 1977, Tomo ll 
pa·3. 37 
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Ante ello, la forma y el surgimiento del act·~ nada tiene 
que ver ccin los efect.os en los cuales incide la adhesión de 
la voluntad del administrad•::> para .:¡ue sea eficaz el acto. 

Sobre esta primera base se ha ne·3ado la e:Kistencia del 
contrato administrativo; sin embargo, queda por confirmar el 
Pl'Coeeder de la Administración Pública Federal en uso de su 
pot.,stad pública, la cual se manifiesta de dos maneras: 
discrecional o reglada. (4) 

En principio es actividad reglada de la A.P.F. la que 
debe sujeta1•se a los te>: tos legales que la limitan; por el 
contrarie•, la discrecionalidad está en función del poder de 
apreciación, condicionad:> por el fin de la actividad 
administrativa. 

En ambc•s casos lo que se persigue es el asegurar la 
libertad de los particulares implantándose el dogma d"l 
legal isrnc1 f c•rmal en la ac ti vi dad administrativa, pero t•ajo 
reglas que regulan la acción estatal en lo que podríamos 
denc•minar al caso que nos ocupa, la vía de derechc• 
administrativo. (5) 

De estas premisas, se sigue que la desigualdad a la que 
se alude en el criterio unilateral del acto estatal, sólo 
respc1ndt:o a la presunción exclusiva de la declaración de 
autoridad en ejercicio del poder público, así como de la 
reserva exclusiva de la fuerza c•bl igatoria del Derecho 
Público. 

En esta materia todo es relación ent.re el si:Jbdito y el 
poder público, con un doble efecto; da al administrad•j una 
dcterminaci(•n jurídica en la relación que se establece entre 
el administrado y la autoridad, creando una obligación de 
ésta irent.e al súbdito de t.rat.arlo de esta manera. Es lo que 
da como resultado el efec:t•j externo y el efecto interno, por 

C4l Carlos García Ovied•), DERECHO ADMINISTRATIVO (EISA, 
Madrid 1957, Tomo !) pag. 183 

(5) ,Tc•rge Héctor Escola, COMPENDIO DE DERECHO ADMINISTRATIVO 
<Depaln\a, Buenos Aires 1984, Vol. !) pa•3. 546-548. A 
diferencia, la "vía de hecho" administrativa est.á 
constit.uída por aquellos actos materiales provenientes 
de la Adrninistraci6n Pública que ésta realiza al margen 
del •)rden jurídico aplicable, siendo esta categoría 
rest?rvada únicamente en el ejercicio de la acción 
administrativa. 



4 

l•o ·:iue la re•3la de derech•J público cuenta con ese doble 
resultado. (E.) 

Así, aún 
V•~lunt.ad del 
eficiencia, la 
efect.1:1 jurídico 
si rillSíriO. 

cuandQ se considera la acces•:iriedad de la 
administrado al acto unilateral para darle 
critica se esgrime en cuanto a que carece de 

la voluntad accesoria; el acto es eficaz por 

Por ello, no s61·:- la desigualda1j de fuerzas jurídicas se 
ci:>nc ibe en un regimen .je Estado de Der·ech1J, por el cual la 
ley imprime la directriz del obrar administrativo y prevé la 
au-;..Qtutela de la pr1.:ipia administrnción bajQ instancias y 
recursos en la via administrativa, sino como efecto del 
co11t¿·nido obligacional del acti:1 suscrito e11tre el poder 
público y el administrado al amparo del sistema normativo. 

Ccm el 1:1bjeto de ese la1·ecer la si tuac ió11 gue guardan en 
el marco jurídico los actos del poder públici::i en su doble 
proyección frente al administrado. tant•:i en el orden de su 
int.i::·3rac ió11 como en el de sus eft?ctos. cabe se11ialar que la 
autotutela de la Administración Pública, ccimprende la 
facultad dt=?l Est.ado para regular l•:is medios qu12 permitan 
controlar administrativamente la actividad de ese orden. 

Es decir, la 
de la auti::itutela. 
guar-dar, en el 
administ1~at.ivas la 

relevancia a la que se refiere el concepto 
se c.::i11sti tuye cm111.:i instrument1:i para hacer 
ámbit.::. del ejercicio de las funcii::nies 
juridicidFJ.d de los acti:is administrativi::is. 

Ah•:ira bien, lo que sucede con el acto producto de la 
suma o supe1~pos1c1•:>n de actos unilaterales pr1:ipios de cada 
uno de los sujeti:is que están en relaci6n, y de la que puede 
infe1~irse una conformidad de los mismos s•::ibre algún punto 
concreto de hecho •:i de derecho, o bien de un acti:i jurídico 
que p1~ocede a la vez de dos o más sujetos, con11:) obra conJunt.a 
de l.:•s misruos y que const.it.uye entre ellos u11 vínculo 
d~te1~rn1na1j1;,, c1:insti t.uye un a1,gunient1) para el estudio del 
contrato ad1~inistrativo. 

En relaci6n con la doctrina privatista, se arguye como 
criterio dominante el que la Administración P6blica actúa ~11 
?l campe• cont.ractual >' lo hace mediante c•:n1tratos de de1~ech 1:i 
:.¡"'ivad·~; cuc.ndo no actúa de11tr1:i del ci::intratQ de derechi:::1 
=·rivi:tdo 1 actúa fuePa del carnpi::i contractual, unilateralrnent.e 
l'.:om.) aut•:ir id.ad dotada de pod~I' público. 

(6) Otto Mayer. DERECHO ADMINISTRATIVO ALEMAN (Depalma 
E:uen1:is Aires 19:=:2) pag. 109 
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El principal argument•) aducido radica en que el contrato 
implica la igualdad de las partes cuyas voluntades se 
comprenden para su c:oncertación; est.::i implica no sólo la 
libertad de contratar en forma que nadie pueda obligar a 
nadie a c1:intI•atar, sin1::i también en la 1 ibertad contractual, 
es decir nadie puede irnpc1ner unilateralmente el contenido del 
contrato a su ci:mtratante. 

Sin embargo, sob1 .. e esta postura se esgrime el fundamento 
de-1 c1::intrati::i P•:::>r adhesión en donde la 1 ibertad de contratar 
gueda sujeta a la aceptación de las condicic:1nes previamente 
se\~aladas y de las cuales por ese simple hecho se configura 
la relac i.Sn C•.)ntractual, quedando al mapgen la 1 ibertad 
contractual. (7) 

Ante ello, el argumento precisado por la doctrina 
privatista se considera superado al contemplar en p1~incipio 
el doble caracter que reviste el Estado en el ejercicio de 
sus funci·:>nes: d2 det•ech•:. público y de derecho p1•ivadc:1, 
dc:.ndo cabida en el cauce inicial al acto por adhesibn cuand•:i 
la relación ha de comprenderse entre el administ1•ad1J y la 
o.dmi11ist.raci6n. Es decir, entre la libertad de contratar y 
la libertad C•Jl1tractual se e11cuentran la implicaciones de 
consentirnient1:i, 1:,ibjeto y forma que sustentan al cont1·ato, de 
tal manera que con el distin90 previsto se entie11de al 
contrato por adhesión. 

Sin embarg1J, no es P•Jr demás resaltar la t.utela· que 
sobre este tip•:i de contratos recae, a fin de conservar el 
equilibrio en la relación contractual. Es decir, mientras la 
disposición del contenid1J obligaci•J11al del act•:i es 
determinada por voluntad unilateral, no puede comprenderse 
salvo pacto en contrario, la tutela sQbre su cabal 
c: . ...tMPl imient.1::i, a menc:1s que, como sucede e-n el contrato 
ndministrativ1J, se encuent1•e definida poi· ley a fav1:>r del 
Estado. 

Por su parte Fernández de Velasco, en su conocida obra 
LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, reconoJce la e:<istencia del 
cent.rato administrativo (8), resulta imPlícit1:i en la m:irma Y 

(7J Ramón S,;inchez Medal DE LOS CONTRATOS CIVILES <Ed. Porrúa 
Mé~dco 1988) pag. 11 

(:~) Recaredo Fernández de Ve lasco. LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS C:Espa.sa Calpe, S. A., Madrid 1927) pag. 
31-.51 
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su regulación queda fuera del ámbito privatista siendo sujeto 
al régimen de derechc• pút•lico. Ne• c·bstante, una cuesti(1n que 
por lo mismo ha resul tad:::s novedosa aún sie1ido de antaf'lo, en 
relación con las tendencias a negar Ja existencia del 
contrat1:i administrativ.:i, es gue que•:la al margen de su estudio 
la cuest.ión denc1minativa de dicho acto, pc1r carecer de t.odc1 
tipo de interés. 

Análogamente a Ja posición adc•ptada por Fernández de 
Velasco, Hauriou opor1e la idea •:le institución a la de 
c 1: 1nt.rato; es decir, el nacimient.o y existencia del contrato 
alcan=an el grado institucional cuando se prolonga hasta su 
extinci6n por causas n1:1rmales. El cont.ratc• administrativo 
existe bajo la sujeción normativa, pero experimenta una 
momentaneidad exclusiva en las relaciones que traba, por 
tratarse de situaciones reglamentarias en cuanto al objeto en 
el que recae. (9) 

Fuera de las posicic•nes ante-s seft'aladas, se atenderá a 
los criterios ·:iue sostienen la plena existencia del contrato 
administrativo sin condicionamiento legal. 

al El contrato administrativo sobre la base del Acto 
Administrativo Bilateral. 

b) El contrato administrativo como resultado del acto 
p1:>r adhesión. 

Como premisa necesaria en el ejercicio de las funciones 
administrativas, se ha considerado en nlayor medida la 
par-t.i c ipac ión colabc•rati va del administrado en la realizac Ión 
de dichas funciones. Esta idea de colaboración conduce 
directamente a recc•nocer al particular como contratante con 
toda una gama de derech•)S y obligaciones en virtud de la 
relación cc•ntractual. Sc•bre esta base queda configurada la 
participación del particular en los actos administrativos. 

Lo anterior ccinduce a precisar dicho concepto en razón 
a la determinación del acto administrativo. Marienhoff, 

(9) Ibídem. pag. 48. Así en c•pinión del prcofesor Hauriou, 
cuando la relación se prolonga surge la Institución. En 
las situaciones Institucionales se une a la idea de una 
duración, la evoluc i6n y adaptac i6n a las nuevas 
condiciones de la vida, evolución y adaptación que no se 
pr1::iducen en los contratos por que el imperio normativo 
hace traspolar de una mera relación contractual a una 
Institución que amplia sus derechos y obli•;aciones a 
t.ercerc•s ajenos. 
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Canasi, Manuel María Diez, entre otros, sostienen la 
exist.encia pc•r sí misma del actc• administ.rativo cc•ntractual o 
bilateral. Su carácter cont.ractual surge cuando el acto se 
cc•nf igura cc•n la intervención de dos su jet.os de derecho, en 
la cual una parte es el Estado, y la otra parte el 
particular, una persona física o jurídica, pQblica o privada, 
sobr·e materia pr1:>pia del derecho administrativo es decir, una 
prestación pQblica que constituye su objeto. (10) 

Sobre estas bases descansa la existencia del c•:>ntrato 
administrativo, con los efect.c•S análogos del acto 
administrativo el cual implica la concurrencia al proceso de 
su formaci~·n de la propia Administ.raci6n Pública, pero a 
través del órgano u órganos sujetos de la relación jurídica 
que ccincurren a formar el act.o (especialmente el contrato). 
( 11) 

No obstante resulta conveniente cc•nsiderar como 
modalidad de las declaraciones de voluntad con efect•)S 
jurídico administrativos, los actos plurilaterales. Bajo 
este rubro quedan comprendidos las simples convenciones, así 
como un grupo de actos de car~cter cont.ractual que son 
aquellos designados bajo la denominación de contratos 
administrativos que crean situaciones jurídicas individuales. 
(12) 

Con base en la distinción entre actos de autoridad y 
actos de gestión, el Dr. Bielsa ramifica esta Ql tima 
categoría del acto administrativo en actc•s de gestión pQblica 
y actos de gestión patrimonial, quedando el contrato 
administrativo bajo la clase de gestión pQblica; a tal fin, 
se1~ala a aquellos, que la administración realiza en función 
de su actividad pQblica con motivo de la prestación de 
servicii:>s públicos propios o de obras públicas. (13) 

El concepto moderno que se tiene del contrato 
administrativo, atendiendo las posturas de Bercaitz y Escola, 
permite reccinocer la existencia de un acuerdo de voluntades 
destinado a reglar los derechos y obligaciones de las partes 
que intervienen en la celebración del contrato. Pero para que 

( 10) José Canasi, DERECHO ADMINI8TRATIVO <Depalrna Buenos 
Aires, 1974), Volun1en II, pá·3ina 123. 

(11) Rafael Bielsa, DERECHO ADMINISTRATIVO (Buenc•s Aires, 
1964 Toni•:< Ill, pági11a 35 

<12l Jorge Héctor Escola, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, ob. cit. pag. 88 

(13) Rafael Bielsa, DERECHO ADMINISTRATIVO, ob. cit. pag. 26 
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exista un C•jntrato de esta naturaleza es pre e iso que u11a de 
las partes sea la Administración Pública cuya finalidad 
advierta la satisfacción del interés público. (14) 

El cc•ntrato adr1)inistrativo es, pues, un ccintrato 
celebrad•J P•Jr la Adrninistración Pública co11 una finalidad de 
interés pC.tilico, le• cual implica reconocer una situación de 
derech1:i público que en el orden contractual se reconoce a 
t.ravés de cláusulas exorbitantes del derect-10 pri vadeo (y por 
tanto, propias del ré·3imen público) colocando al contratante 
de la administración en una situación de subordinación 
respecto de ésta. ~ 

En la exposición sucinta de los criteric•s que niegan o 
admiten la existencia del contrato administrativo se hace 
especial hincapié en la situación jurídica que guarda el 
administrado frente a la Administración Pública; la invocada 
superioridad de la administración en relación con »U 
c•:intra tan te en nada se opone a su conf igurac i6n, toda vez que 
el acuerde• de voluntades se da t•ajo aspectc•s particulares del 
acto por adhesión en cuanto al grado de participación en la 
determinación del cont.enidc1 c•t•ligacional del cont.ratei. 

En atención a la causa •:le la •Jbligación del contrato 
administrativo, la desigualdad que guardan las partes no es 
sustento suficiente para negar la existencia del contrato, 
t.oda vez que las c1bl igac iones se encuentran determinadas en 
forma concomitante por obedecer a una finalidad de intereses 
propios que se encuentran identificados por el interés 
públic•J. Es decir, esa desigualdad de intereses no afecta en 
fc•rma alguna la existencia del contrato administrativo; 
cuadra tener presente de alguna forma que la característica 
del cont.rat.c• públicc• hállase en la finalidad de la convención 
y en la igualdad proporcional, y no cuantitativa o aritmética 
de los derechcos de las partes. (15) 

A fin de determinar objetivaniente el contrato 
administrativo nos referiremos a las principales 
definiciones, sef'\alando a sus respectiv1Js autores. 

A> Segón Bielsa, el contrat.o administrativo es el que 
celebra la Administración F'úblicei. con otra persona pública o 
privada ffsica o jurídica, de utilidad pública. 

( 14) Jc,rge Héctor Escola, COMPENDIO DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO, Vol. I I, ob. cit. pag. 614 

(15) Miguel S. Ma1•ient"oc•ff TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO 
(Abeledo Perrot, Buenos Aires 1978, Torno III-A> pag. 30 



8) Manuel María Diez define al c•Jntl'·ato administrativo 
dicienck• q•...ie es a·::¡uél en que la adlflinistración ejerce 
prerrogativas en cuant•:> a su i11terpretación, ejecución y 
extinc1on, cuidando no alterar la ecuación financiera del 
mismo. 

C) f'ara Marienhoff el contrato administrativo es un 
acuerdQ de v1:.lu11tades generad1:>r de obligacim1es celebrado 
ent.re un ór•3an1:i del Estad1:i en ejercicio de la funciones 
administrativas que le competen, con otro órgano 
administrativo o con un particular o administrado para 
satisfacer necesidades públicas. 

0) :3egón Cassagne, contrato administrativ·~ es todo 
a.cuerd.::i de voluntades ..::ienerador de obligaciones, celebrado 
por un órgano estatal en ejerc1ci1J de la función 
a 1jministrativa, ca1~acte1'izado p1:ir un régimen e;l'.orbita11te del 
derecho privado susceptible de F•rc>ducir efectos con 
r~laci6n a terceros. 

E) Escc>la define a los contratos administrativos como 
aquell•:>s celebrados por la Administ.raci611 F'ública c•:m una 
finalidad de int.e1'és público y en los cuales, por tanto, 
pueden e~dsti r e láusulas exorbitantes del derecho privado o 
·~·Je coloquen al contratante de la Administración F'óblica en 
una situación de subordinación respect1:i de ésta. 

Por 111.Jestra parte podemos decí1" en principio que, el 
contrato admi11ist1'ativo queda conformado por el acto suscrito 
enire la Ad111inist1"aci6n Pública, en el ejercicio de sus 
f~nci1~nes administrativas y su contratante, ci:m u11a finalidad 
d1? interés público definido por la ley y en la cual e~<isten 
e láusulas exorbi ta11tes de derecho privado gue col1:>can al 
papt.ic•.Jlar en una !iit.uación de s1Jjeción, respecto al órgano 
administratiVQ para la ejecución y cumplimiento del objeto de 
la relación contractual. 

Hem1:•s de referirnos al . interés público com1:i motivo 
determinB.nte del contrati:i, para c1:impret1der bajo este 
concepto, todas aquellas razones que asisten al cumF•limiento 
1je la actividad estatal, sujeta siempre al régimen legal que 
condiciona el obrar de la Ad1ninistración Pública. 

El interés pGblico, el interés general, el fin p6blico, 
etc., previstos en los textos ni:irmativos, quedan sujetos 
a. los límites jurídicos de la actividad administrativa, p1Jr 
lo cual, delimitar esas razones en cuestiones concretas y 



10 

particulares obedece a aspectos de mera legalidad que deben 
c1bservarse en el ejt?rcicic• de la acción administrativa. 

1.2 Determinación Jurídica del C~ntrato Administrativo. 

El caso de los llamados contratos adroiinistrativos por el 
sujeto que los celebra y por la finalidad que se persigue, no 
encuentra un paralelo idéntico en el derecho contractual 
Privado, pc.rc:¡ue no supone ninsi::m ejemplo de colaboración 
patrimi::inial entre partes, u11 fenómeno eco116mico de 
int.erc::w1bic•, sino pi:ir el ccn1tra1·ic•, un simple acuerdo sobre 
la me 1:!1da de una obligación, ei de una ventaja, típicas de una 
relación de sumisión jurídica pública previamente establecida 
entre la administración y la persona con quien ella conviene. 

En ese sent.idc•, la relación jurídico administrativa no 
resp1:1~.je úni e amente al mero intercambio pres tac ional en el 
orden patrimonial, sino a la c•bt.ención colaborativa del 
administre.do en las funciones propias del órgano estatal. 

A pesar de la tendencia liberalizadora que- se traduce en 
lo gue ha venido a l lama1~se administrac i6n concertada, en la 
cual la pr•c•Pia Administración renuncia a hacer imperativa y 
unilateralmente uso de:- su poderes, no queda exenta de 
e-·:¡uivercc•, en virt.ud de que los convenios o ccrntratcis no 
habilitan poderes que la Adniinist1•aci6n no tenga de antemano 
PC•r disposicibn normativa; de ahí la sujeción jurídico 
pública. No obstante, para determinar la situación de las 
part.es en la celebración del contrato y en el cumplimiento de 
las obligaciones como efecto de la vida contractual, ha de 
ser objeto de consideración lc1 que la doctrina privatista ha 
de distinguir entre el proceso de 11aciniie11to del acto y el 
result.etd.:1 de dicho actc1, es dc-cir el contrato como acto 
juridico y como norma juridica, sin que ello impida mantener 
la unidad del misruo por razcines eminentemente legales. (16) 

la 
en 
el 

Las necesidecdes de la vida contempc1ránea han requerido 
del Derecho y más precisamente de la teoría general del 
contrato, los mecanismos, las técnicas y las modalidades más 
convenientes para satisfacer las exigencias del tráfico 
ne•3eocial en la actualidad, han originado el <ibandc•no de las 

(16) Rafael Rojina Villegas DERECHO CIVIL MEXICANO (Editorial 
Porrúa, México 1980, Torno V vol. Il pag. 183 
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en la fol'fnulación de ofertas y 
lugar a un mt?canismo adecuado a la 
exige el comercio m•Jderno. Nace así 
a un contenido predispuesto. 

La estructura contractual experimenta en la vida social 
modalidades que atentan contra la existencia misrna del 
contrato; el marcado desequilibrio existente ante los 
individuc•s y la prevalencia ecc•n6rnica de unos frente a otrc•s 
ni:~ permanece estática, sino que por el co11trario esos efectos 
"dquier·•m relevancia en el ámbito jurídico. Otro aspecto que 
tiene la misma consecuencia en el mismo marco jurídico que la 
anterior, es el monopolic• reservado a det.erminados sujetos en 
la p1~estaci611 de servicios o enajenación de bienes cuya 
actividad se encuentra estrictamente regulada por el 
ordenamiento jurídico. <171 

De acuerde• a las causas que han originado el contenido 
predispuesto, el contrato por adhesión se caracteriza como 
aquél en el que hay un predc•minio exclusivo de una sóla 
parte, que obra como una voluntad unilateral, que dicta su 
ley a una colectividad in•jet.erminada y que espera la adhesión 
de aquellos que quieran aceptar la ley del contrato. En ese 
sent.ido det•e entenderse por contrato por adhesi.'.•n, aquél 
contenido contractual determinado con prelación, por uno sólo 
de los contratantes al que se deberá adherir el contratante 
que desee formalizar una relación jurídica obli•;atoria. (18) 

El contrate• por adhesi(·n revela la prevalencia de una 
parte, quien elabora el document•J que ha de regular la 
relación existente entre quienes los suscriben. Así para su 
configuración es preciso la existencia de dos momentos 
jurídicos: la preelaboraci6n y el perfeccionamiento del acto. 

Como se desprende del carácter del contrato por 
adhesión, uno de los elementos que se encuentran desvirtuados 
es el consentimiento, en su segunda acepción, como acuerdo de 
voluntades, no así en su primer=. acepci(1n en cuanto a la 
voluiitad de obligarse por anibas partes, de ahí la distinción 
qu., la doctrina privatista hace re»pecto a la libertad 
contractual y la libertad de contratar, distinción que 
c•bedece al orden de las acepciones ;:xpuestas. C19l 

<17) Carlos Gustavo Vallespinos EL CONTRATO POR ADHESION A 
CONDICIONES GENERALES <Editorial Universidad, Buen·~s 
Aires 1984) pag. 232. 

(18l Ibídem. pag. 238 
(19) Rambn :=:anchez Medal, ob. cit.. pag. 34 
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No obstante lo sel'lalado con anterioridad, en el contrato 
por ad/-1esión están dados todc•s los presupuest.os de existencia 
del contrato; ta11 sóbo hay una al te ración en el acuerdo de 
voluntades que aparece ahor-a impuestc• o rt1ás clarame-nte 
e~:presado en su pra:feterminac i6n por una de las partes que el 
c1trc• cont.ratante tendrá la 1 ibertad de tomar o dejar, pero 
ten 1:frá esa posibi 1 idad aunque se encuentre en presencia de 
aqued lc•s supuestc•s en los cuales no puede dejar de contratar 
baj•J los términ•Js .:¡ue le son predispuestos. 

1 
Se accit.a a lo sef1aladc1 con anterioridad el acuerdo de 

voluntades, rnismo que se configuran por dos posiciones claras 
y bien diferenciadas: PC•r una parte la e:•:presión de una de 
las volu11tades a través de condiciones generales 
predispuestas y en el otro extremo, la otra voluntad 
manifestada mediante la adhesión a esas condiciones 
gent?rales. 

Para la determinación jurídica del cc•ntrat.o por adhesión 
se ha fo1•ro1ulad•J por una parte la doctrina contractualista en 
la cual, estit presente el acuerdo de part.e-s nacido de-1 dot•le 
juego de las voluntades del estipulante y del adherente. La 
doct.rina anticc•ntractualista afirma que lo verdaderamente 
existente en estos actos es una declaración de voluntad 

. uni l at.eral, por sE-r de ter mi nadcis por una sola voluntad. La 
doctri11a ecléctica S•Jstie11e que el contrato por adhesión es 
un negc•cio de base contractual y de fondo regla101entario. (20) 

A fin de- determinar lo que por naturaleza implica el 
contrate' pc1r adhesi~1n, ha de considerarse lo que al inicio de 
este apartado se hizo referencia: como acto jurídico y como 
norma jur.ídica. Acto jur.ídico, en cuanto a la disposición 
para contratar bajo determinadas estipulaciones que set'lalan 
el co11tenido obligacional de la relación jurídica. Norma 
jurí.dica que p1:>r disposición de una de las partes determina 
los derechc1s y cibligacion~s de las partes contratantes, 
siendi:> efecto de la aceptación manifiesta que tiene por 
perfe-ccionadc1 al acto contractual. 

Sobre la base del co11trato por adhesión Bercaitz hace 
descansar la existencia del cont.rato administrativo; el 
consentimiento, mani fes tac ión de voluntad de •::::¡uien se aviene 
a ccilaborar con el Esta.do, unido al consentimiento de la 
Administración Pública para que así se realice, exteriorizado 
con las formalidades legales propias en gue debe expresarse 
la voluntad del Estado, sumados, co11stituyen innegablemente 

(20) Carlos Gustavo Vallespinos, ob. cit. pag. 247 
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por la co11traposición de intereses que comprenden y por los 
efectc•s jurídicos que pri:1ducen, un cm1trat.c•. (21) 

Así el acto por adhesión adquiere relevancia para el 
e ontratc1 cuando de su cc•nf igurac i(1n surge el contrato 
administrativo, toda vez que el adherente manifiesta su 
consentimiento cc•n el c1bjeto de cc•nstituir la relacibn 
contractual que lo vincula con la Administración Póblica. 

La nat.uraleza jurídica del contrato administrativo se 
\'educe en el orden expuesto a un contrato por adhesión, por 
virt.ud del cual el contrat.ante queda en una situación 
jurídica creada por un acto regla, y el cual por esa 
adhesión, establece, modi i i ca o suprime derechc•s y 
cbl igac iones en u11a situación especial. <22) 

No obst.ante lo expuest.co, Ja det.erminacil•n jurídica del 
contrato administrativo va más allá de una relación jurídica 
emanada de la disposición rnaniriest.a de una de las partes, 
ci:Jmo resultado del P•:>der que se reserva en la 
prE>deterr.iinaci6n d¡;J ceon~rateo. La naturaleza d¡; este 
contrato se encuentra coli•3aoj¿, por el f i11 que el Estado se 
prc1pone alcanzar con él, o por las necesidade?s colectivas que 
pueda afectar, de donde deriva una serie de consecuencias 
particulares que Jo colocan ineludiblem¡;nte bajo el imperio 
de normas de derecho público, n•:irmas que lo rigen inclusive 
en leis elementc•s patrimc1niales que lo integran, aún cuando 
subsidiarian1ente puedan aplicársele normas de derecho 
privado. 

Con ello adquiere especial relevancia la prerrogativa 
del poder póblico por excelencia con que Ja Administración 
cuent.a en los contratos administrativ.:1s, representa el 
privilegio de la decisión unilateral y ejecutoria, previa al 
conocimiento judicial que irnpcone al contratista el deber de 
su curnplimient1:i inmediato, con la car•3a de impugnación 
ccintencioso administrat.iva si está disconforme con su 
legalidad. 

Corno consecuencia de la situación que guarda la 
Administracion Pública en la relación contractual 
admi ni st.rat.i va, la predispcrsic i<•n de su contenido guarda un 
vínculo é-St.rech1:i C•:in el ordenamiento jurí.dic•:., al serialar los 
t.erminc.s y formas en que se ha de cc•ncertar el contrato 
administrativo, por lo cual el momento de la predeterminación 
de-1 cont.rat.o se encuentra sujet.c1 a la disposición norrnativa 

(21) Miguel Angel Bercaitz, eob. cit. pag. 187 
C22l Carlos García Oviedo, ob. cit. pag. 205 
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con las facultades del órgano estatal, sean regladas o 
discrecionales para sel"ialar el contenido del acto. Así, la 
decisión del admi11istrado de celebrar el contrato con la 
administración no implica la adhesión a la qut? se hizo 
1"eferencia con anterioridad; toda vez que la vinculación 
entre las partes va mas allá del orden negocial al quedar 
ojeterrninada por el sistema legal objetivo: de ahí la 
i1up1"ec isi6n de reducir la naturaleza del cc•ntrat.o 
adrninistrativo de obra pública a u11 contrato por adhesión 
cuya desigualdad jurídica nc1 es determinada en el marco 
contractual, sino en el ambit•, del derecho público, en virtud 
de la aplicación concreta de la norma jurídica en la 
celebrac lón del co11t1~ato. 

De acuerdc1 con lo expuesto, el contenido obligacional 
del contrato administrativi:i lo determina el órgano estatal, 
cc•rno rc-sultadc· de las facultades jurídico administrativas 
conferidas por disp•:>sic:i611 del ordenamiento positivo. En ese 
se-ntidi::i la pot.l!'stad pública no se genera en relación jurídica 
alguna ni en pactos o negocios jurí.dic•:>s; sino que procede 
directamente del sisti::roCt normat.iv•:•, por lo cual el efecto no 
corresponde a un deber u 1:>bl igac ión sino a una simple 
sujeci6n o sometimiento del sujeto cc•ntrCttante par~ sc•portar 
en su esfera jurídica las eventuales consecue11cias derivadas 
del ejercicic• de la potestad. 

En relación a lo anterior, la potestad jurídica con que 
cuent;; el órgano del Estado para establecer el contenido del 
cc•ntrato tiene un doble efect.c• en la vida del actc•: PC•r una 
part.e determinar los derech•:.is y obligaciones y por la otra 
las facultades cuyc1 ejercicic• corresponde con exclusividad al 
órgd.n.:l administrativo. Ambas situaciones derivan de la 
declaración unilateral de la Administración Pública con Ja 
conseci...1encia de que por un ladi:i se pueden cornprender los 
de1·echos y obligaciones en e-! plonc• cc•ntractual y por el ot.ro 
las potestades públicas com•::i resultado de la atribución legal 
al órganc• estatal. 

El contrato administrativo genera dos tipos de relación 
que aún pueden dar pie a una mayor discusión: por un lado la 
cont.ract.ual y por el citro la de sujeción o sometimiento del 
contratante de la administración. Sin embargo, al nlornento de 
formalizarse el act.o, est.e ha sidc1 predispuesto en su 
c•::inte-nidiJ P•=>r el órgano estatal corno consecuencia de la 
facultad irrenunciable, previamente eirdenada pc1r el sist.ema 
legal objetivo. 

En el orden expuesto la determinacibn jurídica del 
contrato administ-rativo de obra pública contempla la 
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exclusiva e irrenunciable potestad del Estado para su 
dispc1sición, quedandc1 dicho acto, al mal"gen de cualquier 
consideración de los llamad•os contratos por adhesión en 
cu::mt.c. a que u11a de las paf't.es, la Administ.ración Pública 
detenta potestades jurídico adl'llinistrativas que sobrepone a 
su contrat.ante el dere:-ch(I a negociarlo. 

Cabe sef'lalar q"~e en el acto contractual la formalización 
y el cumplirniento a lo prC?dispuesto trae ccinsigo el estado de 
sujeción o sometimiento del cQntratista por formar parte de 
aquello que el ordenamiento jurídico ha dispuesto y que 
resulta irrenu11ciable. No obstante, dentro de aquellas 
pct.estodes cc•nferidas al 6r•2anc1 estatal están las que 
perr1lit2n la inclusión en el pr1:iceso aplicativo de la ley de 
1.'na estimación sutijetiva de la prc1pia Administración, con la 
•=tue se completa el cuadre• le•;al que: condici1:111a el ejerci:io 
de la potestad o su contenido par•t.1cular. 

Esa estimación SLbjetiva no es una facultad extralegal, 
que surja de un supuesto poder c•riginario de la 
administrac i6n, anterior •:l: rnarginal al derech1:J: es por el 
contrario, Lma estimación cuya relevancia viene de haber sidc• 
l larnada expresamente P•Jr la ley que ha c•onf igurado la 
p•n12stad y que se le ha atribuído a la administración 
justamente con ese carácter. (23) 

En ese sentido, sobre la base de la discrecionalidad, el 
órgano estatal puede negociar lo dispuesto en el contrato con 
su cont.ratante para el curopliroie,nt.o del acto, sin que ello 
iniplique el total desconocimient.o al orden juridico. Asi la 
norma rernit.e parcialment.e para completar el cuadro regulativo 
de la potestad y de sus condiciones de ejercicio a una 
estimación administ.rativa, sólc• que no realizada por vía 
normativa general, sino analíticamente, caso por caso, 
mediante una apreciación de circunstancias singulares, 
realizables a la vez que precede al proceso aplicativo.(24) 

De acuerde• a lo previst.o cc•n anterioridad, en el 
contrato adrllinist1•ativo subsiste la potestad reglada Y 
discreciona~ por la cual el contratante de la Administración 
Pública se encuentra inmerso en una situación de 
suoordinación concreta y especifica en relación con el órgano 
estatal, pero en el marco de la discrecionalidad lo 
negc•ciable del acto es factible en cuant-o no ccintravenga la 

(2~:) 

(24) 

Eduardo García de Ent.erría y Teimás 
DE DERECHO ADMINISTRATIVO (Cuarta 
S.A., Espana 1988) pag. 430 
Ibídem. pag. 431 

Ramón Fernandez CURSO 
Edición, Ed. Civitas, 
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est.imativa subjetiva del Estad1:i ·a la medida que la ley ha 
dispuesto para el caso. 

En el orden de ideas expuesto, el contrato 
admi11istrativo es un acto por ·'el cual la Adrninistración 
h:Jblica determina en forma unilateral y en ejercicio de la 
p1::itest.ad pública conferida por t:: •:ordenamiento positivo, el 
ccint.eniao del c.;intrato, deterrninand1:1 la situación de 
sv:.i:irdinac ión '' sujeción del contra t.a1itt: al órgano estatal 
por· disposición del sistema norr1)alivo. 

Lo ne·aoc ial 1jel acto tiene su origen en aquel la 
est.imat.iva subjetiva del Estado para det.erlllinar· el contenidc• 
obligacional del contrato. Es decir, bajo este aspecto se 
adr11i t.i:=n aquel las e láusulas part.iculares sólo dentro de los 
rné.1"'ge11es, permitidos por la l.iFicidad del acto, no en cuanto 
las mismas puedan romper el marco legal tipico y llevar a una 
libre ci:1nfi·3uraci6\1 administrativa de la decisión. En otras 
palabras, el cirdenarniento juridicc1 perriüte a la voluntad que 
crea pa.ra la situación fá.ctica que ti:Jrna en co11sideraci6n 
·t..od:;1s o parlé de los efectos Jurid1cc1s Ccontenidc1 t.otal o 
parcialmente discrecional); de ahí deriva la distinción entre 
actos de contenido reglado y act.os de contenido discrecional. 
(25) 

As! la deterlllinaci6n jurídica del contrato 
administrativo, como act•:> ne•.:iocial, implica la bilateralidad, 
t.oda vez que la relaci~1n juridico administ.rativa queda 
cornprendida entre el órgano estatal y su contratante. No 
habría cont.rat.c. administrativo si la relación no se implica 
ent.re administrad1:i y ·~rgar"to estatal en el orden que se ha 
expuesto. No ot•stante, el t"1echo de que el cont.ratc• implique 
una relación, no queda al margen la situación de sujeción o 
subc1rdinación del ccintratista, :-... -10 por el contrario, su 
deterr1"tinación guarda estrecho V;i.nculo con las potestades 
regladas o discrecionales confiadas a la Adlllinistraci6n 
Pública por el ordenamiento positivo. 

1.3 Los Contratos Administrativc~ y los Contratos de 
Derecho eo.:in: Criterios e;, . '.stinci6n. 

Ante todo debe atenderse a la circunstancia fundamental 
de la diferencia entre el contrato administrativo y el 
cont.rato de derecho privado, aquél c1:1mci consecuencia de la 

(25) José María Boquera Oliver, ESTUDIOS 'SOBRE EL ACTO 
ADMINISTRATIVO CSa. Edición, Ed. Civitas, S. A. Espa~a 
1'388) pag. 77 
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la actividad administrativa y éste conh::i 
de las r·elacic•nes jurídicas entre lc1s 

Por el le•, no Pt•dertK•S soslayar semejantes criterios de 
distinción ~ue la doctrina ha vertido como reco11ocimiento 
pleno al contrato administrativo. 

A iin de: e:xpone:r de: ma11era sucinta las diversas posturas 
·:iue se han esgrimido papa dichc' argumento distintivo, se 
consideran pr i ne ipalr1\ente las si·:Juientes: a) criterio 
subje:tivo; b) criterio de la jurisdicción; c) criterio 
formal; dl Teoría del fin de utilidad pública; e:) Teoría de 
la cláusula exorbitante. C26l 

a) CRITERIO SUBJETIVO: "'" sost.ie:ne bajo esta 
pc•s1c1<in, que el hablc..r de contrato adrninistrat.ivo 
implica aquellos en los cuales el Estado es parte, 
aquellc•s que se concluyen con la Administ.ración 
Pública, o los concluidos por ésta obrando con10 
poder público. 

Lo anterior nc1 es sólo un reguisi t.o más del 
c1Jntrato administrativ1J, sino un presupuesto 
elemental de este tipo de actos. 

El err•Jr de esta postura radica en la imprecisión 
papa que la intervención de la Administ.raci6n 
Pública dé carácter administ1~ativo al c•:mtrato, 
para que actúe como tal, ccimo pc1der póbl i co, ya que 
pue:de: contratar sujetándose a las reglas que 
regulan los contratos di;. derecho privado, de ahí la 
insuficiencia del criterio subjetivo y orgánic•:'I 
para caracterizar l•:1s cc•ntratos administrativc•s y 
diferenciarli:1s de los ci:Jntratos de derecho civil. 

b) CRITERIO DE LA JURISDICCION: Se estima gue el 
contrato es administrativo cuando el órgano 
jurisdiccional habilitado para dirimir las 
pertinentes cuesticines litigiosas, es el t.ribunal 
co1i competencia en lo c•:Jntenc1c1so administrativ•J. 
El contrate• debe cc•nsidera1·se de derecho privadc1 
cuando dicha c•::impetenc ia corresponde a 11Js 
t.ribunales c•rdinar-ic•s. C27) 

(26) Migue:l Angel 8ercait.z, c•b. cit. pag. 190 
(27) Migue:l S. Marienhoff, Tomo III-A, ob. cit. pag. 48 
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A tal distinción no asiste autenticidad 
diferencial, toda ve~ que las controversias que se 
sus e i tan, son una met•a consecuencia de la 
naturaleza del respect.ivo cc•ntratc1; así se pretende 
confundir U\1a cuestión de sustancia con u1ia 
cuestión adjetiva, lo que resulta inadmisible. 

c) CRITERIO FORMAL: Quienes sostienen este criterio 
hacen descansat~ la celebrac i6n del contrato 
adrninist.rativCt en formalidades concretas, 
especialmente determi11adas ci::>n antelación, rnientras 
que el cont.rat.o priva•Jo esta e>,entc1 de esas 
formalidades, ajenas al ámbito de derecho común. 

Es decir, la especialidad de los contratos 
administrativi:•s debe estar en la re9lamentaci6n de 
las condiciones para llevarlc•s a su cometido, 
co11forrl"le a li:is procedimi.entcs establecid•:lS para su 
efectividad. (28) 

Sobre el particular, Garrido Falla sef"iala que la 
esencia de la f•:irma e11 la contra tac i6n 
administrativa no proporciona un criterio que 
permita diferenciarlo, ya que esas mismas 
formalidades pueden ser e>i:igibles en lc•s contrat.os 
de derech•:i: común de la adrninist1~ación. 

e) TEORIA 08... FIN DE UTILIDAD PUBLICA: Marienhc•ff 
admite la existencia del cc•ntrato administrativo 
por razón r11isrna de su objeto, cuo.ndo tratá.ndose de 
una prestación a ce:rgo del contratante o de la 
Adrninistrac ión F'úbl ica, dicha pres tac i6n se 
relaciona directa e i nr11ediatamente con algunas de 
las funciones ese11ciales o específicas del Estado 
cc1n un fin de utilidc:sd pC:.blicc:1. (29) 

(:28) Recaredc1 Fernández de Velosco, ob. cit .. pag. 51. Los 
contratos adminis~rativosi aparte de lo que afecta al 
sujeto, procura con ello el legislador garantizar hasta 
en sus menores detalles 121 inte1~~s colectivo exigie11d1:i 
precei=-tc•S innecesa1~:i.c•s CLlétlldO de meras relaciones 
privadas se trat..a 1 1:lriginand:> por este tip1:> de 
conciert.os, únicamente, forr.,as especiales de 
contratación; garantí.a tan 11ec:esaria cuando el objeto 
directo del c-ont.ratc• es encornendadc· a su part.icular, 
como la 1~eal i;:ac ión de una •:'.lbra i:.1 el suministro de un 
bien. 

( 29) J•orge Héc t.or Escola, TRATADO INTEGRAL DE LOS: CCINTRATC1S 
ADMINISTRATIVOS, ob. cit. pag. 77 
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Sin embargo, esta p1::isttJra es 1:>bjeto de criticas, 
toda vez que la noción de ut.i 1 idad pClbl ica, aunque 
es más amplia que la de servicio público, tampoco 
es precisa, pc1r lo que ei<Presada así en términos 
generales, aparece ci:>foo algo ambiguo y vago, 
irttPPopio para servir de base al criterio distintivo 
que se busca, entre este contrato y el de derecho 
común. (30) 

Aún econ la crít.ica vert.ida por el propio 
11arienhoff, en su obra en cita, considera que la 
prestación que caracteriza al contrate• 
adrni nistrati V•:J, ya de t•:i laborac ión, o de 
atribución, es la pre.-stación principal o 
fundamental determi\iante del contrato, o sea la que 
traduce o e:l(presa la esePcia o sustancia de éste, 
per•:. esta prestación relaciona directa o 
inrnediataroente, cc•n a ... :Juna de las funcic•nes 
esenciales o específicas del Estado, con los fines 
de utilidad pública propios de éste. 

Sobre este argume11t.o, Manuel María Diez aduce queo 
est.e criterio no es aceptable por cuanto la 
administración puede celebrar cont.rati:is de derac:h.:. 
comón cuyo fin sea también la utilidad pública; 
así un contrato de arrendamiento de un bien 
inMueble para que funcione en él una escuela 
dedicada a la enserian=a. El i in e11tonces, no es 
a1·9umento suficiente para dist.inguir los contratos 
administrativ1:>s de los contratos de derecho común. 
(:0:1) 

d) TEORIA DE LA CLAUSULA EXORBITANTE: La diferencia 
ent.re los contrat.os administrativos y los contratc•s 
de derech1:i privado, estriba en la existencia de 
cláusulas especiales insertadas en los primerc•s, 
exoi~bitantes del derecho privado, •:iue testimonian 
un régimen jurídico especial de derecho público. 

Si la Administración Pública, expresa Péquignot, 
deja traslucir en el contrato prerrogativas que le 
son propias o si somete al contratante a 
C•bl igac ic1nes o sujec ion!!-s que serían anormales en 

(:;:(l) Migue! S. Marien!-ioff, Trn10 Ill-A, ob. cit.. pa•3, 52 
(31) Manuel Maria Diez, MANUAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO, ob. 

cit .. pag. 28::: 
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un contrato de derecho privado, entonces hay una 
cláusula exorbitante. (32) 

Haciendo a un lado el objeto del co11trato, un 
contrat.•:• es administrat.ivc• cuando cont.enga 
cláusulas que salen de la Orbi ta del derecho comú11, 
sea porque e-n éste- dichas cláusulas son inusuale-s o 
p1:>rque incluidas en un contrato de derecho privado, 
f't?sult.arían ilícitas pol" exceder' el .t.r1)!:dt.o de la 
libertad co11tractual, o bien, por•::¡ue el ré'3imen 
norrnat.iVo irnpl''irne al acto este t.ipo de 
disposiciones. 

En t.ales supuest.c•s el contrate• será administ.rat.ivo 
poi~ el sólo hech•:i de contener dichas e láusulas 
e>=C•rbitantes del derecl"'1C• cc•mún, con prescindencia 
dc-1 1:.ibjeto. 

S 1:1bre lét existencia de la cláusula exorbitante en 
el contrato administrativo descansa en principio el 
ejercicio de las pot.estades públicas de carácter 
administrativo en el vinculo contractual. 

La doct.r·ina se ha encar•ziado de esbozar la 
distinción de a•::iuel las c iausulas virtuales o 
ilícitas y las exppesas, o concPetas. (3;:::) 

Así, la cláusula exorbitante podrá estar ause11te de 
la letf'a dt:l contrat.o, perc1 estd.rá siempre 
prese11te en su esencia, cuando el contrat1:>, por su 
misri1a naturaleza sea realmc-nte administrativo. Lo 
anterior permite concluir que la potestad pública 
aún cuand·:i no quede prevista en el te),t.o del 
co11trato, en cuanto a su contenido y alcance no 
invalida su ejercicio por parte de la 
Administración Pública, toda ve: que responde al 
irnperativo normat.ivc•, 1t1ismo que result.a 
irrenunciable por las partes co11tratantes. 

En vi rt.ud de los cri t.erios que se ha11 e:<puesto 
brev2mente, a fin de distinguir los cent.ratos administrativos 
de los contrat.os de derecho cc•mGln, pc1demc•s sef'lalar, que come• 
argumento distintivo del c1::int.rat1::i privado valen por sí 
1r11srnc1s, sin embargo de que sc•b1·e dichos argumentos se 
pi .. et.t?nda C•:instruir la noción 1:i2l c.:mtrat•:i administ1'ativo en 

(3:2) Miguel A. Bercaitz, ob. cit. pag. 20'3 
(3~:) Miguel :::. Mari .. enhoff, Tome• 111-A, ob. cit. pag. :::o 



21 

cada uno exc lusi Vamente, •:i di f erenc: iar los de los derech•:is 
común, resulta incorrect.c:• sc•sti=-ner. 

El contrato de derecho privado de la Administración 
Pública, queda comprendido dent.ro ds- la cate·3oría de los 
c•:.:ntratos de la adnünistración, por li:>s cuales ésta ·~ueda 
vinculada en relaciones de derecho privad.:• sin escapar del 
ré·.;ime11 de derech•:> público, tant•:i en el asi:•ecto de su 
fc1rrnaci•:•n volitiva, ceir1)C1 en la posibilidad deo at.ender en el 
pri:•ceso de ejecuci611 a un fin público. No obstante, el 
r-~s1men jurídico es uno ce los aspectos más sobresalientes 
pd.ra la determinación distintiva de los acti:is en cuestión. 

I.4 Los Actos de Derecho Póblico y los Actos de Derecho 
Privado previstos en los Contratos de la 
Ad .. inistración. 

E:ajo E-1 rubro de actos de derechc1 público o a et.os de 
derecho privado, hemos de cor11prende1~ la expresión jurídica 
del ré·~imen legal que ampara la e::dstenc ia de cada uno de 
ellos, como efecto del consentimiento de los sujet•JS ·~ue se 
encuentran bajo el sistema normativo vigente, tant.o en le• que 
se refiere a la existencia como al tipo de relaciones 
jurídicas que deben sujetal'se por disposición expresa de la 
l&y. 

Ardua ha sido la t.area por dist.inguir el Derecho Público 
del Derecho Privado; sobre esta diferenciación se han 
esgrimido tan variados criterios que para nuestros objetivos 
d12ben apreciarse l1Js que pretenden diferenciar ambos 
resiírrn?nes sc•bre la base de la relac i6n jurídica en que 
descansan las si tuacio11es de derecho. (34) 

El acto de derechc• público queda confiodo a la normo 
pública cuando se prevé por la misma la consideración de que 
ese acto ha de crear relacic•nes jurídicas de subordinación 
c1:in el ·3obernado; ante ello, cabe aclarar que aquél, como 
r·esul tado de la ley, presupcine una sun)isi~·n expresa en los 
vínculr:is juridic1Js que se crean, P•:::>r ello trascienden esos 
efectos c•riginandc• ccinsecuencias juf'ídicas que pueden 
implicar la coercitividad o ejecutividad del acto. 

Es decir, los efectc•S correspc1nden a la. estricta 
1"egulaci6n jurídica que contempla la legalidad del acto, 
desde 11:• que propiamente hemc•S de llar,)ar proceso de formación 

(~<4) Eduardo García M~yn&s, INTRODllCCION AL ESTLJD!(l DE 
DERECHO, (EditNial Porrú;;., Mt.xico 1982) pag. ¡:34 
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hasta las consecuencias gue inciden tanto en la esfera 
interna cc•mc• exte-rna de la Administracic!'in Püblica Federal. 

Cab~ aclarar, que la trascendencia jurídica del acto de 
derecno p~blico qu~da reducida a alcanzar l~ plena eficacia 
del rnismi:> bajo el le·~alisrno exist.encial del acti:::>. 

En relación con lo ~n~es expuesto, la Administración 
Fúbl i ca puede imp•:::>ner ~11 con e reto coacti vamenle sL.: pr1:ipia 
vc.lunt.,:td Prevaleciendo se.tire lci de los part.!cular·es, perc• 
sólo ct.1a11do tal prevale11cia haya sidi:i establecida e11 
absLrac~o, con referencia a futuras aplicaci0 -·~ concretas de 
un acto primario por una norma legislativa, lo que significa 
que la administraci6r1 poar~ hacer prevalecer coactivamente 
leis interest:s públic•:::>s (cuyo cuidad·:i tiene enc•::imendadi:i) 
sobr·e antit.ét.icos int.ereses individuales, pe, o sólc• cuando se 
trate de intereses cuya prevalencia haya sido establecida por 
un acto pr·ihiario legislativo cuya aplicación concreta 
presu1=>1Jn•3a, prec isamentc-, un futuro ac ti.:• con e reto p•Jr parte 
de la t~druinist.racit1n PGblica. (:35) 

Sobre este aspecto hemos de serialar que la coercitividad 
de-1 act.c• pre.viene de la ncrrrna abst.racca, que sujet.a al órgano 
administrativo al. _c:umplimienti:J. imperativo de la ley, bajo la 
aplicación particular del caso concreto, trascendiendo a la 
efecti~id~d 0bligacional de la disposici6n legal. 

Perc• la atribuci6n implícit.a o explícit.a de la facultad 
cc•nferida a la Administración Pública, en 11ada afecta la 
Pi"'evalencia del int.e 1~6s cc•lectivc' sobre el individual, en 
cuanto al hecho de "Ser ciperarja exclusivamente mediante act•:is 
c onc reteis ·:¡ue t-engan sus t undament.os en el derecho objetivo. 
Hasta aquí se ha de considerar ;:;t.l acto de derecho público por 
sí misrriei; en cuanto dichr::• actc1 represent~ una mani festaci(1n o 
declarac16n peir parte de la autoridad pública correspondiendo 
a sus respt!<ctivas facul i.etdes prev1dmente ci:•nferidas por el 
ordenamiento:1 positivo. 

La potestad jurídica, de la que se ha t.razadc• 
el fundamento y los l ineamienteis, constituye una 
jurídica general que abarca todas las distintas 
•:¡ue ci::irresponden por ley al 6r9a110 estatal, a fin 
l~·s crbjetivos públicos bajo ese acto concretizado 
car~ctE-r. 

brevemente 
categoría 

potestades 
de cumplir 
dt?l mismo 

c::.S) Renato Alessi, 1NSTITllCIONES DE DERECHO ADM1N1STRAT1VO 
(Bosch Casa Editorial, Barcelona Espaf\a 1970 T•omo Il 
pag. 1:::2 
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El acto de derecho privado, no es tal por su origen 
ál ~imo, ni por la fundamentaci~·n legal en que descansa; es 
privado porque deja un amplio margen de aplicación; es decir 
una autonomía a los particulares para crear relaciones 
jurídicas obligatorias entre las partes bajo los términos y 
condiciones que ellos seNalen y en la forma que lo prevean, 
es decir, crear actos negociales con las limitaciones que el 
sistema legal indique. (36) 

La máxima exaltación del principio de la autonomía de la 
voluntad junto con la libre acción de los particulares, ha 
sido la base por siglos del act.o de derecho privado, a(m 
cuando se haya levantado el dirigisnio contractual como efecto 
de la deprimente igualdad jurídica y de la estricta justicia 
que no corresponde a la que fue inicialmente concebida por la 
doct.rina para el acto jurídico. Lo anterior como 
consecuencia de elenientos subjetivos y objetivos que 
concurren a la formación del acto, mismos que quedan 
coniprendidos por otro tipo de actos o hechos determinantes de 
los elementos propios del acto jurídico. 

Corresponde revelar la graduación limitativa 
noru.a positiva imprime al acto jurídico en vista del 
tutelado por la misma ley. 

que la 
objeto 

Es decir, el interés jurídico de los comparecientes 
queda sujeto al interés público de conformidad con lo 
previsto por la norma jurídica, la cual precisa el alcance de 
todos Y cada uno de los elenientos que asisten a la forniación 
del acto. 

En este contexto, el acto de derecho privado, en cuanto 
es objeto del ordenamiento legal y de la apreciación del 
interés público, tiene un doble efecto que repercute 
directamente en la caracterización del acto y que la doctrina 
ha denominado la publicización, come• un grado mayor de lo que 
antes se había referido como el dirigismo estatal. 

El acto de derecho privado deja de ser privado en cuanto 
a los intereses. Sobre el mismo, caminan los intereses del 
Estado; pero sin que ello trascienda definitivamente hasta el 
grado de ser un acto de derecho público, con la uniformidad Y 
particularidad de este tipo de actos. · 

En el contrato acontece la publicización de la actividad 
de los particulares, consistente en que terrenos en que 

(36) Miguel Acosta Romero, TEORIA GENERAL DEL DERECHO 
ADMINISTRATIVO (Editorial Porrúa, México 1986) pag. 17 
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siempre habían cultivado sus relaciones jurídicas los 
part.iculares, sometidos al régimen de derecho privado, pasan 
ahora a formar parte de los terrenos en que cultiva sus 
relaciones jurídicas el Estado, soro\etidos al régimen del 
derecho público. (37) 

Ello implica que el contrato deja de ser un contrato de 
derecho privado para ser uno de derecho público: sobre este 
argurr1ento se esgrime como último peldaf'lo la intervención del 
poder público, dispuesto por normas de derecho público. Así 
permite comprender que el régimen del acto es eminentemente 
público. 

En principio hemos de considerar que el derecho objetivo 
no logra contener bajo el régimen de derecho público, el acto 
jurídico eminentemente privado, no sólo por los sujetos que 
comparecen al concierto, sino por el mismo objeto y fin 
deto?rminados por la norma. 

El hecho de quo? el elemento objo?tivo y el motivo 
determinante de la voluntad se encuentren tutelados Por el 
sistema normativo, no alcanza la categoría jurídica especial 
en la que se encuentra el acto de derecho público: ante ello 
el acto concertado' con particularo?s sigue siendo privado, 
aún cuando el derecho público requiera el cumplimiento de 
do?terminados requisitos, pero sin trascender a la libertad de 
contratar y de ejercer el dominio de los actos encaminados a 
la o?fectividad y cumplimientc• del contrato. 

A diferencia del contrato suscrito entre Particulares, 
el contrato de derecho cc•mún de la administración sí 
encue1itra relieve en el derecho público, en principio por la 
relación que repercute en el Organo Administrativo, así corno 
en los efectos que pueden producirse sobre el objeto del 
contrato, de tal Manera que logran incidir en los intereses 
co\icretos de la administración y abstractos de la norma de 
derecho público. 

Sin embargo, hemos de referirnos al ente adrninistrativo 
que en cuanto a la determinación volitiva externamente 
c~bjetivizada, tiene un contenido y carácter de acto 
administrativo, por lo que todo lo relativo a su emanación 
(forrnacH•n de la determinación volitiva, dictámenes, 
aprobaciones necesarias, formas y modalidades para la 
maní festacH•n de la voluntad administrativa, etc.) está 

(37) Miguel Angel 8ercaitz, ob. cit. pag. 54 
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sometida a los principios de derecho público que regulan 
formalmente el ejercicio de la actividad administrativa. (38) 

Por lo expuesto, una vez que la voluntad administrativa 
se ha fc•rroado como productc• del legalismc• forrnal 
administrativo, dado que dicha actividad tiende a la 
satisfacción del interés meramente concretizado, deberá 
exteriorizarse en uno de los medios jurídicos ofrecidos por 
el Derecho Privado, lo cual implica que el acto es de derecho 
privado excepto las desviaciones debidas a la repercusión del 
carácter público del sujeto ya activo, ya pasivo, de la 
relación. 

Bajo el régimen de derecho privado se encuentra el 
ejercicio y cumplimiento del acto de carácter privado, el 
cual está sometido por el medio jurídico adc•ptado, lo que 
implica que el sujet•J público se encuentre en los mismos 
lírnit.es que el sujeto privado en el desarrollo de su 
actividad jurídica. 

Aún cuando la actividad de la Administración Pública se 
desarrolla según los cauces jurídicos del derecho, ha de 
tenerse en cuent.a que la naturaleza pública del sujeto ~ue la 
ejerce no deja de ilifluir sobre el régimen de dicha 
actividad. Por ello, ha de considerarse que repercute en el 
acto lo siguiente: 

A) En el momento de creación de la relación: 

a) Todo lo relativo al proceso formativo de la 
voluntad del sujete• adrninistrativo, es materia 
regulada por el derecho público. 

b) En algunos casos, la elección del contratante 
particular ha de llevarse a cabo a través de 
procedimientos aptos para garantizar que let 
e lec e ión se real ice de la manera n\á.s acorde con el 
interés público. 

e) La lirnitación que puede sufrir la fase que en 
las relaciones entre los particulares esta 
integrada por la negociacicines que preceden a la 
formación de acuerdo contractual. 

d) La considerac:i<'.1n de que en ocasiones la 
manifestación de voluntad del particular no es más 
que una simple adhesión al esquema contractual 

(38) Renato Alessi, ob. cit. pag. 214 
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prestablecido por la administración. En este punto 
queda reducido el efecto del consentimiento al merco 
acto por adhesión. 

e) La forma contractual puede teombién sufrir 
alteraciones que la simple formalidad del acto 
jurldico sea incapaz de satisfacer el requisito de 
derecho público. 

f) Un último aspecto que afecta el momento del 
nacimienti:.i de la relación, se presenta cuando se 
t.rata de actc•S sujet.c•s a la aprc•bación de órganos e• 
entes superiores, es decir, la administración no 
queda vinculada sino hasta en tanto no se apruebe 
el contrato. 

B> En segundo lugar, durante la vida de la relación. 

Cl 

a) Ante todo, la ley puede imponer u11 
obligaciones accesorias a cargo del 
particular, conjunto desconocido en 
privado. 

conjunto de 
Contra tan te 
el derecho 

b) En relación con lo antes sef'\alado, existe la 
posibilidad, desconocida en el régimen privad•J, de 
que se inrponga al cc•ntratante part.icular, por parte 
de la administración durante la vida de la relación 
contractual una agravación de cargas u 
obligaciones, de conformidad con el interés 
abstractc• e impersonal que sef'lale la propia ley. 
(39) 

Por lo que se refiere a la extinción 
relación: 

de la 

al La vida de la actividad privada está siempre 
subordinada a la subsistencia adroinistrativa que 
contiene el acuerdo de cc•ntratar, en el supuesto de 
que ésta haya tenido una autonomía exteriorizada 
fc.rmalmente, por lo que en case• de anulación de 
oficio de dicho acuerdo por ilegitimidad, se 
extingue toda la relación nacida de aquella 
disposición. c:n 

(39) Renato Alessi, ob. cit. pag. 218 
(:j:) En relación a lo antes expuesto, hemos de indicar el 

alcance que el interés primario y abstracto de la norma 
t.enga directamente sot•re la legalidad del acto y el fin 
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evidente del carácter público es la bl Reflejo 
potestad de 
uni lateralniente 
algu11c1s casc•s. 

la administración de proceder 
a la resolución de la relación en 

Dl Por último, en lo relat.ivo a la ejecución a favor 
de la Administración: 

al Una repercusión de carácter público radica en 
la posibilidad de utilizar un procedimiento de 
derecho p0blico para la ejecución, procedimiento 
que si bien no excluye totalmente a la autoridad 
judicial, difiere en varios puntos esenciales del 
procedimiento.ordinario. 

bl La posibilidad que t.iene la administración, en 
algunos casos, de proceder directamente a la 
ejecución del contrato pendiente de decisión 
judicial. C40l 

Ahora bien, distinto es lo relativo al fin propuest.o por 
la propia adniinistrac ión que ·:¡ueda bajo los lineamientos del 
interés público y que se distingue del propio acto 
contractual que motiva al ente administrativo a su 
celebración. 

Come• último punto a considerar en la celebración del 
contrato de derecho común por la administración, es lo 
relativo al fundamento lógico jurídiceo de la celebración de 
este tipo de act•os. Al efecto se han previsto tres 
si tuacic•nes distintas: 

a) La primera situación es la determinada por la falta 
de normas específicas de carácter público que 
regulen e),presamente la relación entre la 

pt'.lblico de éste, de tal manera que si el acto se 
encuentra en una manifiesta contravenc i6n al 
c•rdenamiento administrativo, goza de plena disposición 
legal del acto de anulación por ilegitimidad, es decir, 
éste trasciende a la vida del acto jurí.dicc•; lo que pone 
en juego las defensas del particular. Sin embargo, 
queda por considerar la posible potestad conferida al 
Organo ya administrativo, ya judicial para declarar la 
anulación del acto jurídico por motivos de mera 
legalidad del acto administrativo. 

(40) Renato Alessi,. ob. cit.. pag. 219 
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administración y un particular, aún siendo esa 
relación de tal naturaleza como para poder quedar 
som.,tida a un conjunto general de normas de 
naturaleza privada. 

b) La segunda situación está determinada por el hecho 
de que tanto el derecho público como el derecho 
Privado ofrecen alternativas jurídicas para la 
obtención de una determinada finalidad práctica. 

c) La tercera sit.uación se encuentra determinada por 
la existencia de normas específicas de carácter 
público que regulan una cierta relación, no 
obstante lo cual, dada la entidad del contenido de 
esta relación entre administración y administrado 
con otras relaciones entre particulares reguladaz 
PC•r el derechc1 privado, puede caber bajo este 
régimen aquel la relac i611 como resultado 
simplificador de la nueva situación. (41) 

En virtud de lo anterior, ha de considerarse que la 
nc.turaleza del act.o a ser celebrado no encuentra su 
calificativo directamente por el derecho público: por ello 
gut"?da sujeto al régimen privadc• en tanto el sistema normativo 
110 confiera facultad"'s de orden público a la Administración, 
c¡ue trasciendan a la relación cc•ntractual . Pc•r lo tant.o, 
no existe una renuncia voluntaria a su supremacía por parte 
del ent-1? público, sino una renuncia necesaria, ese-ncial, 
debida a la 11aturaleza jurídica del acto y de las facultades 
reservadas por el ordenamiento jurídico al 6r9anc1 
administrativo; así el acto jurídico debe desarrollarse bajo 
el régimen de dere-cho privadc1, en condiciones de igualdad con 
los particulares, mientras no se prevenga lo contrario por 
las normas de Derecho Público. 

Sobre lo· anterior, hemos de aclarar que la supuesta 
renuncia de las potestades públicas del ente administrativo 
quedan reducidas, en tanto el li:i implica la celebración del 
acto jurídico, pudiendo incidir sobre el acto privadcr según 
se ha seNalado, al terandi:.1 los efectos y condiciones del 
contrate•, come' resultado de los intereses, potestades y 
cargas de carácter público propios del ejercicio de la 
actividad administrativa. 

El valc•r atribuible al actc• jurídico concertado con la 
Administración Pública, n•o implica c¡ue la legalidad del acto 
sólo es con observancia al rt:ogimt?n que prevé el acto, sino en 

(41) Ibídem, pag. 2'20 
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atención al ordenamiento jurídico administrativo; por ello 
aquel régiroen es la" nc•rroa directa del acto y éste solo incide 
indirectamente en el acto, pero su consecuencia está 
dir&ctarnente relacionada con los d&rechos y obligaciones del 
propio ente administrativo, P•Jr lo que, cuando el derecho del 
órgano rebasa los límites ceNidos por el acto jurídico o 
régimen común, queda como potestad pública, si el fundamento 
esta en lc•s intereses primaric1s o secundaric•s de orden 
público. 

I.S El Régimen Jurídico de lo!i Contratos 
Adainistrativos. 

El régimen jurídico del contrat.o administrativo va más 
allá del relativo al negocio jurídico; la Administración 
Pública es una corganización compleja situada ante el derecho 
en una especial posición de tal manera que sólo puede actuar 
cuando la ley la habilita para ello y en los términos 
precisos de esa habilitación; por eso la trascendencia del 
régiroen jurídico sobre los actc•s queda en función del sujeto 
y de la facultad conferida por el propio ordenamiento legal. 

En virtud de lo ant.erior, la potestad administrativa 
siempre se encuentra sujeta al orden jurí.dico, regulada C0\1 
mayor ei menor rnedida en lo que ha de determinarse la 
actividad reglada y discrecional. 

Por esta razón , cabe sef'!alar que en el variado conjunto 
de vincules contractuales que se dan en el contrato 
administrativo, se reconoce Por una part.e, que el 
régimen jurídico no es unitario y puro e11 este tipo de 
actc•s, sino variable y mixt.o apareciendo siempre mezclado en 
distintas proporciones entre el Derecho Administrativo y el 
Derecho Privado. C42) 

Es lo que hemc•s de denc•minar bajo esta corriente, el 
relativismo juridico de los actos celebrados entre la 
Administración Pí'.Jblica y su cocontratante. Lo anteric1r hace 
suponer la igualdad resultante en lo que se refiere a la 
regulacil•n de fondo de los contratos privados de la 
administración. 

De las consideracic1nes antes expuestas, se desprende que 
la calificación de un co11trato de la administraci611 ya sea 

(42) Eduardo García de Enterría y Teomi.s Raml•n Ferni.ndez, ob. 
ci t . pag . 4 79 
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privad1:> o administrativo no tiene por sí misma una 
trascendencia deci-siva en orden a la determinación de la 
regulación de fondo de u11os o de otros. En toda clase de 
ccintrat.cis de la administración es patente la mezcla del 
derech" administrativo y del derecho privado. 

A fin de precisar el alcance jurídico de cada uno de los 
actos en que interviene: la administración, de acuerdo a las 
facultcides conferidas en el cumplimiento de sus funciones 
públicas, hemos de sef'lalar que el vínculo jurídico que se 
e rea pc•r di sposi e ión expresa del derecho público no aparece 
ni puede quedar bajo el régimen privado, toda vez que se 
t.rata de figuras jurídicas insuscept.ibles de ser utilizadas 
entre los particulares, ya que son de la e:<clusividad estatal 
por el interé,s que baje• ese rubro ampara la norma 
legislativa.(431 

Sc1bre esta base, la regulación jurídica se prevé 
fundamentalmente por el derecho público, lo que implica que 
en ciertos aspectc•s en que est;;.n vigentes determinados 
principios ge11erales del derecho privado, est•:>s no logra11 
trascender al régimen de derecho público. 

Así, el contrato admi11istrativ1:i ·~ueda reconocido dentro 
del régimen de car;;.cter público sin e:<cusa de conocimiento 
por las posibles cuestiones privadas que sobre el mismo 
puedan recaer, perei dicha caracterización que-da limitada al 
reconocimiento expreso y directo que la misma ley prevea, sin 
t.c.mar en cuenta cuestione-s de mera analogía, es decir, 
obedece a la habi li taci6n legal de la facultad 
adrninistrativa. 

Es rnotivei de todc· contrate•, la relación jurídica que se 
origina como efecto de la n1anifestación de la voluntad para 
la celebración del acto jurídico; por ello siendo el régimen 
público el que regula y prevé la norma jurídica derivada del 
concierto, aquella relación suele entenderse en el sentido 
jurídico administrativo, con el efecto de subordinación o 
supraordi nación, la cual se caracteriza pc•r la potestad 
conft:=rida al órgano administrativo y que se traduce e11 un 
mandato PC•sit.ivo de hacer o bien, negativo de abstención. 

De mod1:i que esa subordinaci611 queda compre11dida por la 
situación que guardan las part.es en el concierto, es decir, 
p1:>r disposición e;c:presa de la ley queda investida la 
administración del poder püblico, suficiente y necesario para 
el cumplimiento de sus cometid1:.s con esos fi11es, y de la otra 

(43) Enrique Sayagués Laso, Tomo I, ob. cit. pag. 538 
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parte se encuentran los deberes públicos, como correlación de 
potestades y cargas en mutua relación obligacional de 
carácter público. 

Así, la desigualdad en que se hallan las partes 
contratantes es de derech1:> y no de hecho; sin embargo, es 
s6lo el efecto de aquella sit.uaci(1n tutelada por el derecho 
público. (44) 

Cornc• última consideración que no puede pasar por al te•, 
es la relativa a que la norma de Derecho Público 111:> queda a 
la disponibilidad cc•ntractual o negc•cial en los contratos ya 
administrativos, ya de derecho común celebrados por la 
Adrninistraci<'on Pública. El poder público en el Estado de 
Derecho se ejerce por y ante cualquier tipo de intereses o 
volunt.ades que lo contradigan sin al t.erar por sí mismo el 
canl¡:.o exclusivo de la propia Administración, de tal ma\1era 
que el tL.HllPlimiento efectivo de los act.os de ésta, tienen como 
efecLO el ·~ue la doctrina administrativa denomina 
eje-cutividad prüPia e imprc•pia en cual·=iuier tipo de relación 
de derecho público. 

I.6 CONCEPTO DE OBRA PUBLICA Y DE TRABAJO PUBLICO 

Independient.emente del concepteo que se tenga del 
contrat.:1 de obra pública como c•:>ntrato administrativo a 
diferencia del de derecho común, hemc•s de sef1alar lo que debe 
entenderse por obra pública y poJ1' trabajoJ público, en vista 
de que la C•bra pl.Jbl ica es übjet.o de diversas situaciones que 
co1ifiere interés a la noción en cuestión. 

Un primer punto de vist.a t.eleol6gico C• finalista que 
predomina, es el que confiere al c•:mcepto de obra pública el 
fin de interes público. 

Así, la obra pública es aquella realizada por cue.-nt.a 
del Estado, que tiende a ese 10•3ro o satisfacción, por lo 
cual es lógico que el cont.rat.c• de c1bra pública aparezca 
determinad•:> por esa finalidad, de tal ma11era •=iue será 
necesal"iament.e un contrato administrativc1. (45) 

Otra situación prevista para la consideración de la obra 
pública, es la que sef1ala el bien sc•bre el que recae el 

< 44) ,Torge Héc tor Escala, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, ob. cit. pag. 107 

(45) Jorge Hli.ctor Escala, COMPENDIO DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO, Vol. II, ob. cit. pag. 763 
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objeto de hacer de la obra pública, es decir su afectación 
al uso público, dominio público o su incorporación al dominio 
privado del Estado. (46) 

Sot•re esta base descansa el debate de la exclusividad de 
la obra pública en los bienes inmuebles; sin embargo, los 
argumentos aducidos en favor de los bienes muebles, corno 
objeto de la obra pública resulta del interés público, por la 
definitiva incorporación al inmueble, o bien por lc•s 
intereses concretos con que interviene la persona pública. 

Los bienes muebles quedan bajo la apreciaci(•n de la obra 
pública cuando Por s.í mi sniQs reú11en los elementos de lQs que 
se ha hecho referencia anteriormente para la obra pública; a 
diferencia, este tipo de bienes puede ser adquirido por los 
mt?dios jurídicos privados e incc1rpc1radc•s a una c•bra püblica 
co11siderada como tal, p•:.r lo que dicho bien al ser 
incc•rporado pasa a formar parte de la obra pcJblica, sin que 
a11tes lo sea por ni n-.;ún moti vi:>. 

En relac i(1n con lo antc-s expuesto, incide en lo que ha 
de entenderse por obra pública, el bien construído o 
realizado por el Estadc•, direct.a c1 indirectamente. Así la 
construcción ,je la obra pública puede quedar co11fiada al 
Estadc• o bien, Ct t.ravés de terceros que colaboran en la 
realización de la obra. C*> 

Has t.,. ;;,quí, se han consideradc• las notas relevantes que 
co11fieren unidad a la obra pública, sin embargo, resulta 
necesario distinguirla del trabajo público. 

La doctrina francesa seNala que de la noción de trabajo 
público se caracteriza por la presencia de tres condiciones 
tradicionales: el objeto inmobiliario del trabajo, su fin de 
utilidad general y su realización por cuenta de una persona 
pública. <47) 

(46) Osvaldc• Máxim•; Bezzi, EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA (2a. 
Edición Abeledo Perrot, S. A., Buenos Aires 1981) pag. 
11 

(*) Al respect.o( ··E:ielsa estima que es obra pública toda 
construcción integral y reparación realizada por la 
Admi nistrac i·ón PClt•l i ca di rec lamente, por Contratistas, o 
bien por concesionarios sobre cosas <inmuebles o 
muebles) directa o indirectament.e afectadc•s al usc1 

público. 
(47) OsvaldoMáximoBezzi, ob. cit. pag. 12 
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A pesar de la posible similitud de situaciones que 
determinan cada conceptc•, hemcis de reconc•cer que- el trabajo 
público implica la ejecución n\ater ial de di versas actividades 
con el objeto de construir, reparar, mantener, modificar, 
demoler, etc., la obra pública, es decir, la obra pública es 
simultiine-aroente la causa y e-1 resultado del ti·abajo público. 
Ambos fornian parte de una misma materia y por ello puede 
decirse que tcoda obra pública es el resultado de un trabajo 
público. (48) 

De manera que el trabajo público queda conceptuado como 
la efectividad concreta destinada al cumplimiento> de los 
objetivos de la obra pública, peor los medios requeridos para 
la realización de ésta. 

En mérit.o de lo expuesto, podernos establecer como noción 
de obra pública aquel bien mueble o inmueble, gue es el 
resul tadc• de un trabajo pClblico, realizado directamente pop 
la adnlinistraci6n o indirectamente por un tercero, con el 
prcepósi te• de obtener' en forma di re-eta e inmediata, el logro c1 
la satisfacción de un interés público. 

E:ajo esta determinación, la eibra pClbl ica es un bien que 
crea la actividad humana, la cual deno>rnina trabajo público 
por la causa Y efecto a o:iue se destina esa actividad. Sin 
embargo, el bien objeto de la obra pública es 
irremediablemente destinado a la satisfacción de un interés 
público, el cual es sujeto al régimen patrimonial del Estado. 

Como última consideración para la ejecución de la 
pública, se comprende la formalización del contrato de 
pública, el cual sujeta la realización de lc•s t.pabajos 
lineamientos sel'lalados por la Administración. 

obra 
obra 

a lc•s 

Asimismc•, es previsible que el Organo Administrativo 
realice por sí la obra, lo que implica la ejecución directa 
de la misma. En lc1s térrninos del artículo 51 de la Ley c1e 
Obras Públicas, la ejecución de la obra por administración 
directa implica la no intervención de contratistas. 

I.7 CONCEPTO DE CONTRATO DE OBRA PUBLICA 

El co11trato de obra pública aparece cuando el Estado 
recurre a un tercero para que éste lleve es cabo la c•bra, de 

(48) Miguel S. Marienhoff, Tomo III 8, ob. cit. pag. 507 
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tal manera que es celebrado por la Administración Pública con 
una finalidc.d de interés público, directa o im1h?diata, y en 
él, tal ve:: r.l.'..s tipicamente que en 1iingún otro contrato 
administrativo, aparecen numerosas cláusulas exorbitantes dt? 
derecho privado. Es sin duda la figura contractual más 
definid~ ~n e--1 ~mbit.o administrativo. 

A efect1:i de cofigurar este contrato, debe existir 
necesariame11te una Adroini strac i6n Pública como parte 
pri11c ipal y otra denominada Contratista, quien toma a su 
cargo la ejecución de la obra; el objeto debe implicar la 
ejecución de un trabajo de construcci6n, modificación, 
reparación, mant.eni·rriiento o dernolici<•n de un bien. (49) 

De acuerdo con lo anterior, la •obligación de hacer, si 
t:iit-n forma parte del cont.enido de la prestaci(1n a cargo del 
Contratista, guarda relación con el conte11ido c1:int1~actual del 
acto gue si:- celebre con la Administ.raci(1n Pública; sin 
embargQ, el origen de esa obligación sobrepasa el acto 
negc•cial, en cuant.c. la norma pc•sitiva previene las 
situaciones en que se encuentran las partes, .:¡uedando el 
ce>ntrat.1st.a de la Administración en un estadc• de 
subordinación a la potestad administrativa, e11 virtud de que 
la ley define la situación concreta y particular de las 
partes, para la ejecución de la obra pública. 

Así lo que implica el hacer, no es debido con10 tal, sino 
como medio para alcanzar un fin u obtener un resultado 
concrete• es decir, en cuanto va dirigido a producir la obra. 
Ello quiere de.-cir que el hacer necesario por sí mismo, no 
satisface los intereses ya abstractos e> concretos, sino en la 
medida en que es alcanzado el resultado previsto en el 
instrumento cc•ntractual. CSO) 

Sobre estos argumentos se puede det.erminar en principio 
el co11cepto de contrato de obra pública, como el contrato 
administrativo que celebra la Administración Póblica para la 
realización de una obra pública, bajo los términos Y 
condicicines previstos en el contrato y en la norma 
admi11istrativa mediante una retribución al Contratante 
part.i cular. 

Hemos pasado por altc• el fin de interés público en el 
contrato P•:ir encontrarse implícito en el objeto del acto, el 

(49) Enrique Sayagués Laso, Tc•mC• II, e>b. cit. pag .. 89-90 
(.SO) Manuel María Diez, DERECHO ADMINISTRATIVO, ob. cit. pag. 

29 
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cual forma parte de los element•:>S esenciales del contrato. 
Asimismo, se reduce su naturaleza jurídica a la del cont.rato 
administrativo en donde predominan las cláusulas exorbitantes 
de derechc• privadc1 y demás elementcis prc•pios de este tipo de 
conciertos. 

Dentrc• del marco positivc• debe ccirflprenderse lo que se 
entinde com•:> contrato de obra pública a fin de determinar su 
ceince¡:.tc•; así en l.a Ley de Obras Públicas y en su respectivo 
Reglamento, el contrato de obra pública comprende dos 
elt?rnentos fundamentales; subjetivo y objetivo. El primero de 
el los se reduce al hecho de .::iue ha 1je ser suscrito por el 
Estad..:+ a través de lc1s órganos que integran la Administración 
Pública Ce11tralizada, o bien por la Administración Pública 
Paraestat.al, trat.ándose en éste último caso de aquel los 
órganos con personalidad jurídica. 

Pc•r otrc• ladc• el element.c• esbjet.ivo, necesario para 
referirse al contrato de obra pública, lo comprende el 
i11t.erés público que implica el otijt?t.o del cont.ratc1 1 es decir, 
es interés en cuantc1 sea determinado por el ordenamiento 
juridicc1 al cual se encuentr·e sujeto el órgano 
adn·iinistrativo. E1i ese sentido los preceptos décimo segundo 
y décimo cuarto de la Ley de Obras POblicas previenen la 
determinación a que ha de sujetarse la realización de la obra 
pública cc•rrespondiendo a lc•s cibjetivc•s encomendados a cada 
6r-·3ano del estado para su ejecución. 

Qut?da t?n estrecha relación el que los fienes y objetivos 
del 6r•3ano administrativo ·:iue reporten u1ia actividad de 
inti?rés pOblico sean realizados por medio del cont.rto de obra 
pública en cumplimiento a una se•3unda disposición como lo es 
la Ley de Obras Públicas, de aM que el interés público sea 
previamente determinado por otra Ley, -=1uedando sujeta su 
real izac i•:in a lo previsto en la Ley de Obras Públicas y a su 
respectivo Reglamento. La afectación al presupuesto del 
<irgano dl?l Estadc• para la real izac i(,n del la C•bra pública es 
el efecto o consecuencia de que la Administración Pública 
re-alice lc•s c1bjetivc•s que le estén encomendados por la norma 
positiva, por tal motivo ~ueda el aspecto del gasto al n\argen 
de cualquier determinación de lc1s elementcis cc•nstit.utivos o 
deterniinantes del contrato de obra p(Jblica. 

Cabe destacar coroo caracteres del contrato de obra 
póbl ica los siguie11tes: es un contrato ci:msensual; la 
perfecci6n del contrate• coincide con el cambio recíproco de 
las promesas de las respectivas prestaciones; es 
eminentemente bilateral porque de él surgen obligaciones para 
ambas partes; es sinalagmático porque cada promesa de 
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prestación constituye la causa de la promesa de la otra 
Partt?, es oneroso por las cc•ntraprest.aciones equivalentes. 
<Sll 

Por otra part.e, se sost.iene gue las eguivalencias no se 
entienden en la correspondiente igualdad objetiva de 
pi~est.aciones, sino en el sentido subjetivo ccimc• resultado de 
la aprec iac i611 de los intereses gue persiguen las partes con 
la celebración del acto. Por ello, ante la situación que 
guarda11 las partes y P•Jr las facultades conferidas al órgano 
admi ni stf'ati vo por la propia ley, así cc•mo la mutabilidad del 
co11trabJ, resulta como efecto la llamada ecuación económico­
financiera que tiusca ante tc1dc1 el equilibrio contractual. 

Otro aspecto del contrato de obra pública, es el 
car·ácter ext.ensivo quE- deriva, en primer lugar del concepto 
amplio de la ·noción de obra pública y de la relación gue debe 
unir el cont.rat.o al derecho i:·úblic•:. ri~ra que pueda existir. 
Es decir, el ca11trato tiene un objet.o determinado cuya 
t?jecuci6n interesa tanto a la administración CC•Mo al 
Contratista, Pero también adquiere relevancia para su 
ccinc lusión, los acuerdos accesorios que pueden haber sido 
concertados en ocasión del c•:mtra te•. 

El elementc" extensivo del contrat.o de obra pública se 
manifiesta en el caso de convenciones c•::implejas que son 
suscritas con la Administración Pública y el c1bjet.c• inmediato 
incide en el contrato de obra pública, pero la preponderancia 
del element.c1 de c•bra públicei en las combinaciones cc•mplejas 
tienen límites, toda vez, que el trabajo ·~ueda cefllido a los 
objetivos de aquella. En t.al car~cter pc1dríaMos cont.emplar, 
gue ante la obligac i6n de hace1· del contrato, caben ague! los 
t.rabajeos previos y complementar·ieos no contemplados en el 
pro•3ranla de trabajo. 

Las ccinvenc icmes complejas se refieren a actc.s 
conci=rt.ados con terceros ajenos al t:>bjeto de la ob1~a pública, 
perc1 necesarios para el cumplimientc• de éste, t.c•da vez, que 
aún cuando sean accesorios, la forma de ser concertados queda 
bajo la t.ute-la del régimen jurídicc• pr~visto. Por ejemplo" en 
la const.rucci6n de u11 camin.:i, el acto celebrad1:i P•:lr el 
C:cintratista cein un t.ercerei para el suministro de 111aquinaria o 
refacciones, queda al margen de la obra p~blica, a diferencia 

( Sl) Jaime Vida! Perdeor.ico, EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA 
(Universidad Externado de Col•Jnibia 1979) pag. 20 
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de los acuerdos adicionales entre la administración y el 
cocc•ntratante sobre las técnicas necesarias en vista de la 
dirección y vigilancia de la obra pública. 

Queda corno última consideración, la ejecución sucesiva o 
de tract.o sucesivo, ya que las prestaciones se extienden en 
el t.it?mpo, conforme al programa de trabaja, el cual forma 
parte del contrato de obra pública, cuya existencia no 
depende de ningún otro y por ello adquiere la calidad de 
principal. 



II . - Pf:'.(;·:::EDil1IENTO ADMINISTRATIVO DE CONTRATAC:ON 
~QNTf.;,(Q DE OBRA PUBLICA 

EN EL 

II.1 La Regulación Administrativa en la Formación de 
la Voluntad de la Administración Pública Federal 

F! sujeto active• de la funci6n administ.rativa es 
precisamente la Administración F"ública, en cuanto constituye 
el conjunto de cent.ros de la funci6n administrativa, es 
decir, de órganos estatales a los que está atribuida en forma 
nc1rrnal y característica el desarrollo 01? dicha función; en 
una palabra, el aparato administrativo. Dicha funci6n 
adguiere eficacia cuand1:i el propio órganc• estatal ejerce una 
actividad manifiesta y expresa, consistente en actos 
jurídicc•s y en operacic•nes materiales. 

La observación de que el act•:i jurLdit1:) y el hecho 
material c;uedan bajo e:-1 efecto de la norma jurídicc., ne• es 
si111:1 el resultad:> del presupueste) jurídic1::i abstracto y la 
consecuencia de la actividad habilitada por la propia regla 
jurídica. 

Dentro de la cirganización interna de la Administraci6n 
Pública se encuentra la jerarquía i::ir·3ánica de la 
adrni ni strac iC:1n-apar"at.c•, es lo que pc•r una parte representa el 
ejercicio de las funci1::ir1es póblicas y se constata e11 cada una 
de las cc•mpet.enc ias que atafien a los propios 6rganc1s 
adminis:.rativ1:as en observancia a una función administrativa 
más pr-ecisa, cc•ncreta y determinada del género funcibn 
es1.atal. 

De acuerdci a lo anteric1r, la complejidad de la 
o;rgani::ac ión estatal está constituida por múltiples entes 
públicc•s con sus respect.ivc•s órgcanc1s, lc1 qut- plantea la 
necesi•jad de- co1::irdinar la acción de unos y otros, lo cual se 
10·3pa vinculitndeilc1s entre sí de manera rnuy diversa; ello nc•s 
lleva a mencionar come- formas de organización institucional, 
la centralización y descent.ralizaci6n segOn corresponda en la 
jerarquía funcional administrativa. 

La atribución a los órgancis que forman parte de la 
organización administrativa, baj1:i una u otra forma, quedan en 
la condición de sujeteis dt? la funci6n administrativa, toda 
vez que en el cumplimientc• de sus objetivos se encuentran en 
pie la observancia de la nc1rma. Lo ant.eric•r no contradice a 
la auton•:lmia funcional u organizativa, de tal manera que 
+ .. rascienda a la condición suje-t.o jurídico de- aquella 
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c•rgani:zación que representa la e:>::Presión activa de la propia 
Administración PQblica. (1) 

En ese orden de ideas, hemos de considerar que ante el 
ejercicio de las funciones concretas y particulares, se 
re·:¡uiere que per-sonas f .ísicas formen y exteric1ricen la 
voluntad de la propia Administración Pública. Lo antes 
expuesto neis conduce a considerar que la cc1mpetencia 
determina eii qué medida la actividad de un órgano ha de ser 
cc•nsiderada come• act.ividad del c-nte administrativo; pc1r ello 
la distribución de competencias e11tre los divers•)S órganos de 
un ente constit.uye una ciperación t·~sica de la c•rganizaci6n. 

Así, la competencia queda determinada por la propia 
norma jurídica, siendo irrenunciable su ejercicio por el 
órga110 que la te11ga atribuida con10 propia, aunque la misma 
no1'rtta pueda prever supuest.c•s de dislocación competencia!, 
corno la delegación o sustitución. 

De conformidad con al dcict.rina, la competencia puede 
quedQi determina•ja por una diversidad de ra::o11es jurídicas 
·~ue dt:-fine1i las atribuciones del órgano administrativo. 

Sin embargo, .no basta c1:in ...,ue determinado acto proceda 
de una administraci6n emane, a través de 6rganc1s 
c·:irnpetente; es r1lenester que la perso11a •:i perso11as físicas que 
actúen en lci. correspondiente declaraci6n corno titulares de 
ese 6r•3a111::i ostenten la investidu1'a le•3l.tima correspondiente. 

(1) Renci.to Alessi, Tomo I, ob. cit. p~·3. 3:;:, F'or su parte 
el aut•,1· en e>~a sef'lala que en la noción de 
Administ.raci6n Pública deben comprenderse no solamente 
los auténticos y pNpios órganos administrativos del 
Estado stri ctu sensu, que const.it.uyen lo que se llama la 
administración directa del Estado, sino también las 
personas jur ídi e as públicas r1H?l1C•)'es que constituyen la 
llamada administración indirecta, las cuales se 
presentan al igual que aquél, cc•mc1 sujetos activos de la 
función administrativa y precisamente corno sujetos 
auxi 1 iares del estadoi denominá.ndciseles también por esto 
entes auxiliares. Es decir s1:in sujetos activos de la 
función administrativa los órganos administrativos del 
estado (admi11istraci6n directa), las personas jurídicas 
pi;Jblicas menc•res (administración indirecta) y los 
particulares investidos de funciones administrativas 
(funciones públicas en sent.idc• estricto y servicios 
públicos). Solamente las dos Primeras const.i tu yen 
aquello que se denc1r1linan la Administ.ración Pública en 
sentido subjetivo. 
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Lo expuest.c• implica al mismo t.iempo que no se tenga 
relación perso11al directa o indi1~ecta ci:m el fondo del asunto 
de que se trate, esto es el mant.ener íntegra la situaci~1n 
abstracta de imparcialidad por nr:i estar inmerso e11 los 
SLlF·UE-st.os de abst.enc ión o recus.;c i ón. 

Com•:i consecue11cia de la conlpetencia atribuida al órgano 
d12l Est.ado, ést.e act.Cic. las potest.ades que le han sido 
previamente atribuidas. Si la administrac i6n pretende 
i ni erar una ac tuac i6n cc•nc reta y ne• cuenta con potestades 
previame11te origi11adas para ello por la legalidad existe11te, 
n•:i se podría iniciar la actuación de est- órgano en el ámbito 
·:¡ue s,;, prete11•ja compre11d,;,r. El acto admi11istrat.ivo deb,;, 
eManar· de un órgano que actuando en ejercicio de la función 
adrninistr·ativa, te119a conferida competencia para dictarli.J. 

En el procedi1iiiento administrativo de cont.ratac ión, el 
6rgan1:i dt? Estado decla1~a en f•:.lrma 1.milateral su voluntad 
preiduc iendo ef ec tc•s jurídicos subjetivos, pero tal 
declaración tiene su origen y configuración en la legalidad, 
d¿. t.al mone-rei que el carácter del acto administrativo como 
ex:pr8si6n 11ecesaria de una potestad rep1~esenta la conexi611 
del actci a la le .. 3alidad y lo funcionaliza. 

Para que u11 acto sea válido 110 basta co11 que ,;,l sujeto 
titular produzca una decisión que cuaare en la órbita de su 
com~etencia y tienda a producir un fin, establecido como 
legit.1rno, sinc1 gue el dere.-chc• forme parte de modo positivo en 
la estimación de las raz:c.11es predeterfl)i11antes de aquella 
voluntod .:¡ue ha de ser de cart-ic ter público y que guarda una 
relacic>11 co11 el fin concreto para. el gue fue atribuido al 
s1.;jet.•:1 e:•l PC•der que por él s~ t?jerc ita. (2) 

En l•.Js actos adniinistrativos ha de aparecer p•:>r una: 
part.e, la realidad del presupuesto normativo o de hecho a que 
el ac~o se aplica, y Por otra parte, el servicio al interés 
público específico gue ccinstituye el fin propio de la 
potestad administrativa que se ejercita, fin cuya efectividad 
en cr:injunción con la relaci6n directa del mc•tivo a la ley, 
viene11 a co11sti tui r la causa propia del acto. 

Sobre estas bases, hemc•s de considerar al margen de la 
norma, razones puramente subjetivas como manifestación de 
intereses persc•nales, sit:ndc· de- ccint.enido volitivc1 el 
resultado de los presupuestos de hecho de la norma positiva, 

(2) Carlos García Ovie•jo, ob. cit. pág. 210. 
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PC•r lo que la causa deja de ser impulsiva para quedar como 
causa final del pri:;ipio acto. 

El act.o administ.rett.ivo es precisamente un act.o 
tipificado por la ley, e11 cua11to como se e:.:presó con 
eintt?T'ioridad, es fruto del e-jercici1:1 de potest.ades t.asadas y 
E-5Pec i f icadas por el ordenamiento y 110 de un abstracto y 
general principie• de autc1nc1mía de la voluntad; ni se expresa 
en el un poder virtualmente ilimitado, ;i111::i que se limita a 
actualizar previsicines le·~ales especificas y típicas las 
cuales porta11 en sí su propia causa; si11 embargo, no debem1:is 
C•lv:dar gue en t?l presupuesto normativo o de hecho, pueden 
darse apreciaciones subjetivas en cuanto a la oportunidad o 
mél"i t.c• de lc•s act.os, pero sc•bre la base- normativa, tanto en 
lo relativo al momento de ernitir el acto y declararlo, c•:>mo 
en los cauce-s de la. propia formaci6n. (8) 

Asi gueda e>c:puesto sucintamente el que la administración 
nei tiene otra act.uaci6n ni ot1~a vida psicoli:1gica que- la 
estrictamente legal, baj.;:i la modalidad discrecional según los 
presupus-stos necesaric•s par-a configurar el actc•. 

queda por abordar el contenido formal de.! nacimiento, 
manife-stación y declaración de la voluntad administrativa 
pat'a la forrilaci6n del acto administrativo. Sin embarg1::i, el 
actc1 ne• queda ceNido a una función bajo características 
pr1::ipias de éste, sinci a un c•::incepto abst1'acto de acto 
jurídico c..:•r1;0 expresi6n de cada una de las funciones de la 
administración Cacto normativo, acti::. jurisdiccicmal 1 acti::i 
subjet-ivc•, acto condici6n, actc• discrecicinal, actc• 
imperativo, entre otros). F"·:ir el momento y c1:imo efecto de­
est.e apartado, hemos dt? ocuparnr:1s de los act.c•s internos o 
provt:-ídos ·~ue se produce11 en el seno de la administración y 
que los dict.a sin relevancia ext.erna, pero cuyos efect.os 
pueden incidir e11 la c1:111stitución de nuevas obligaciones o 
d1?rt?ch1:1s en concc1rdar1cia con ot.rc•s c.ctos de car.t.cter externo, 

(3) En virtud de e.lle• los t.rat.adist.as Eduardo García de 
Enterría y Tomás Ramó11 Fernánde::, TOnl•:J I, ob. cit .. pág. 
348, precisan que el presupuesto de hecho, en cuant.o 
proviene di1'ectamente dí? la norma atributiva de la 
potest.ad, es siempre un elt?ment.o reglado del acto Y por 
tanti:.- perfec tarnenle- normativo; si el presupuesto de 
hecho legalu.ent.e t.ipificado no cumple en la realidad, la 
potestad legalmente c•Jnf igurada en fu11c ión de dicho 
presupue-st.c• no ha podido ser utilizada correctamt?nte. 
La volaración del supuesto de hecho podrá eventualmente 
ser c1bjeto de una apreciación discrecional si la ley así 
lo autoriza. 
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e~ b1 1~ merame-nte int12r11os. Por lo anterior, cibedece al 
princ: pi1J legal el que todo a.et.o administrativo, quede sujeto 
a os principios sust.ancíales del prciredimiemto 
ai::i11lir. ~strativo, como un mod1:i de re·3ulaci6n en la prcducción 
de los 21ct.;1s jurídicos pa1·t1endc· de las n•:irmas super·iores que 
redund~n en la valí1:jez y existencia propia de a·.::¡uellos. 

El procedimiento administrativo no se limita a articular 
fines e11 función d~ divers.3.s inter·venci011es orgá1iicas, sino 
que ¡;s~·~ura t.&mbién en t. re tc•das el las y p1:•r la acti viciad ctUE­
deser!)pef1a11 en el jueg1:s del nacir1\ient1:1 del act.c•, un 1:>-rde11 
dete1~rninado en el cual lc•s dist.int.eos act.0$ det•en ser 
curiiplidos hasta C()11clu1r el actc• defi11it.ivo y final. (4) 

De lo sefialadeo por el aut.or en cit.a, conviene aclarar 
-gue el p.r 1::icedimie11t1::i no es el cauce, sin•::i lo que discurr-e pc1r 
Gl cauce, y ~ste es la re9ulac ión de &c;i..:él. Lo que­
constit.uYt? el procedimient.Q son l•::is trár1lites ·:iue prepara11, 
fo~man o ejecutan la decisión administrativa. Los actos 
admini=:;trativos se produc:i1,án por el órgano ci::i.mpetente 
median ta el pi·ocedimi el1tc• ·::iue 1 E-n su e aso, estuviere 
establa-c:idi:l,; dicho procedimí1E-nto garantiza a su ve:: la 
posibilidad de acierto y eficacia en la administración y los 
de1·echi::1s de los particulares posiblE-m~nte aft:ct.ad1::is en forma 
dir•E-ct.a e• índirect.a ~·r.:1r lo:•S ;;:,ct.r:•s administ.r-ativos. 

Ha de ser objeto de aclaración que si bien el proveído 
int.ern•:i de la administraci0:111 es \"'t?le.-vante en e-1 campo de las 
1•-:laciones propias de la Administ.raci611 Pública, no implica 
elle· el desc:onoct!-r el ¡::.r-cice•jimient.o administr·ativo que ha de 
ser- ·observado para el 11acirinenti:r de:l acto o proveíd1.:;i, toda 
vez que su r:1bservcincia implic21 ase·3urar el ejercicio de las 
pre1·1·ogativas póblícas, aún cuandi::i índi1~iactament.e se 
ga1·antic:en las liber-t.adt?s públicas de lc's administ.rados. (5) 

Así, el P1'"ot.\:itíp.:; del primero de.- los aspectos antes 
se-fialados sí adquiei·e sust.ant.ividad prc•?ia en todc1 tipo de 
PT1:...ct.::dimient.:os, ·::iuedani:::k.r por discutir la segunda de las 
si t.1..~~c icsnes indicadas en el pat-ra'fo inrnediat.o anterior, tc•da 
ve::: ~Ué' para ello deberh estarse i.:-n lo especifico a los 
ef2.:t.i.::1s del act<:• de la administración. 

(4) Eduardo García de Enterria y Te.mas Rambn F..arnande-:z, Tomo 
I , ob . e i t. pág. :3.S 7. 

(.SJ José Robert.o Drcon>i, EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
(Instituto de Estudios de Adffii nist.\,a.c i6n, Ma.drid 1'3815,) 
pá•3, 22. 
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Ha do? pr,¡;vt?nirse, ciue t?n el llamado procedimient.o 
i11te1'nv, la admini..stración en su ámbito meramente gestivo o 
de C•Perati vi dad func ionéil entre sus ór-ganos, no int.erviene en 
la esfer·a de 11:>s pa1~ticulares. pudiendo ser previ1:i a una 
de-cisi<'in c1 resolución, o pc1steri•:1r a la ejecución del acto 
nieramente interno.(*) 

Sin embargc1, ad·~uiere impcirtanc ia el hecho de ciue los 
efectos del acto interno l1:igre-n trascender a los intereses 
part.iculares, siendo ést.c•s rnc•t.ivo de afectación directa o 
indirectar1)ente como C•:insecuencia de los derechi:>s individuales 
t.uteladc•s pcir el ordenarnientc1 jurídicc•. Así podemos aducir a 
la determinación de situaciones jurídicas subjetivas, siendo 
el t-fect.c• e-1 mere• interés simple, el interés leg.ítimc• y el 
propio derecho subjetivo públ ic1:i derivado de las relacio11es 
juridicc• administrativas cr'eadas ci:in mcitivo del act.c1 de 
imperio. 

A maYc1r abundamient.o, se cc•nsagra en el nacimiento de 
los actos de la a1jroinist.raci6n la observancia a los 
principic•s nc1rr1)ativos gue rigen el act.o, c:oroo consecuencia de 
la tutela a los intereses concr·etos ,je la administ1'aci6n, 
guc-dandc1 c:orilC• espectat.iva la trascendencia de los efect.os del 
acto en el ámbito jurídico de los administradi::>s, los cuales 
ant.e su afect.aci6n, quedan e>~peditas las acciones para 
rt?claniar t?\1 su caso la debida observancia do?! pr•:>cedimiento 
adrni ni st.rati vo. 

Vist.c• lo ant.eric•r, aun en el a.et.o interno se reciuiere 
gue el principio de legalidad sea conforme al ordenamiento, 
para gue el acto sea válido pc•r sí misrr.o, aun cuando el 
efect•:> redunde en el ámbito interm:•, porque f·::irma parte de lo 
que la norroa cc•nfiere de legalidad al acto ante cualquier 
futura impu·3naci6n derivada de la espectativa de los efectos 

(*) En re-lación a este punto el mismc• Escola llama al 
procedimiento de producción del acto constitutivo, en 
distinción del recursivo, i=•el"'O sostiene que aquél 
a.dquiere may•:ll" impo1'tancia y trascendencia, puesto que 
si le• que interesa es asegurar una acción administrativa 
que, sie11do eficaz: sea al mism•:i tiempo le•3ítima, la 
idoneidad y et i e ienc i a de t.ales procedimientos 
constitutivos, es la prime1"a garantía r.:¡ue se arbitra 
para alcanzar tal eficiencia y legitimidad al punto de 
que puede pensarse que si el procedimient•::i constitutivo 
ha sidc• adecuadamente concebidc1, el accionar de le. 
administración habrá de ser de í11dole tal, que hará 
necesaria la adopción ul t.erior de los procedimient.c•s 
recursivos para mantener la juridicidad. 
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del act.o GUt? pudiera incidir sc.bre los derechc•s del 
administrado. 

El procedimiento de formación del acto administrativo a 
di f e1~enc ia del ppocedimiento de.• impus111ac ión del acto, implica 
Llna serie de a et.os heteros~meos y concat.enadc1s emanados de la 
Administración Pública dirigidos a la producción de un acto o 
de unet nc1rma administrativa que sean ajustados al 
l'.:lrde11amienti:1 jurídico, así con10, en su caso, aquellos otros 
~ncaminados a la efectividad o ejecución del acto. (6) 

En la preparaci~·n y formación de la voluntad 
administr;tiva el procedimiento descansa sobre el trámite o 
a.:t...1J intermedio que cunipl idos por y ante 6r•3an1::>s de la 
administración, tienen por finalidad la preparación de actos 
admi nistrat.i v1::is. 

El tr.:úrd te prepara la vc•luntad, contribuye a formar la 
volunt~d; el trári\i te ejecuta la volu111...--.·1. El t.rámi te no es 
fin, sine' u112dici, y este pc.pel · :uncit...;-; .je mi:dio es lo que le 
distingue del acto definitivo. L~ misión de preparar, formar 
o ejecutar la decisión administrativa relaciona, concatena, 
erit.re sí a los trámites que co11st.ituye11 un pr•::icedimiento. (7) 

En Cilgunc•s procedir11ientos, antes de la decisi<"in que les 
pone f i11, resulta necesario tomar decisiones (declaraciones 
dE- vc•lunt.ad) para poder adc.pt.&r aquélla. Decisiones que-
uni la t.eralment.e crean e imponen a los admi 11istrad::is 
consecLencias jurídicas con la presunción iuris tantum de 
legalid3d. Estas decisi1::ines, pi:ir sus características 
jurídicas, son actos administrativos, pero su misión dentro 
del pr•::icedimiento so11 trámites. 

De acuerdo a lc•s actc•s administrativos dict.ados en la 
secuencia del procediMiento, las relaciones juridico 
administ.rat.ivas, t.al y como se expres6 con anterioridad 
asumen el carácter de sujeci6n y de pot.-=stad, respectivamente 
comes resultadc• de la participaci<•n de la Administración 
F'úbl ica, actuand1j ci:>n imperiur1l en ld. •aesti6n del interés 
cornün o público. Así el act.o emitidc1 durante el 
procedimienti:i, cuya decisión crea en forma unilateral 
consecuencias de derecho puede ser c1bjeto de impugnación. La 
r~gla de la irrecurribilidad de los actos de trámite, sobre 
la cual la distinción se ha originado, es una simple regle. de 
orden n1::i es una 1·egla material absoluta que pueda plantear 

(f.) José María Bc•quera Oliver ESTlJDIOS SOBRE EL ACTO 
ADMINISTRATIVO <ob. cit. pág. 1:3·3). 

(7) Ibído?m, pág. 19(1. 
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corno ef ec tc1 del pri ne ipic• de concentración procedimental, el 
esperar a gue se produzca la resolució11 final del 
procedimiento para, a través de la impugnación de la misma, 
puedan plantearse todas las eventuales discrepancias que el 
recurrente pueda te:-ni;or sotire el mcioc• en que el procedimientc1 
se ha tramilado, sobre la legalidad de todos y cada uno de 
los actos t-rámite. 

Ante dicha situación resulta gue el actc• cuya decisión 
irnpone a los administrados consecuencias jurídicas es objeto 
de impugnación, sin que ello permita establecer cc•mo 
principio •:¡ue los efect•:is del acto impu·3nado t1~asciendan al 
acto def i ni t.i ve• una vez e cinc luidc1 el procedimiento 
administrativo; el sentido que asume lo antes expuesto queda 
en estrecha relación con lc•s medic1s de impugno.e ión por la ley 
de c1::>11formidad con los intereses jurídicos transgredidos por 
el acto a~ministrativo. 

II.2 Procedimiento Administrativo Unilateral de 
Selección del Contratista. 

Hasta lo e'.i<puesto el procedimient.o no se resume, 
pues, en un acto de naturaleza c•:>mpleja (la resolución), en 
el que vendrían a fundirse, perdiendo su propia identidad, 
todos li::is a11teriores a él, ni tar11poco consiste en un mero 
agregadc1 de actcis heterogénec•s por su origen y por su 
contenido, care11tes de toda relaci•)n estructural entre sí. 
~:e t.rat.a, más bien, de cadena, cuyos distint.eis eslabones 
aparecen articulados a través de un víncula::> comú11, si11 mernla 
de su individual prc•pia, en C•rden a un fin único a cuya 
consecución coadyuvan. 

De acuerdo a le• anterior, el procedimiento se califica 
de administ1~ativo por razón de la naturaleza del acto que 
prapar-a, forma C• ejecut.a, y no pc•r la esencia de los t.rámites 
que lo constituyen: así podenK•S referirnos al procedimiento 
de selección del contratista de la administpación sin ceif'rer 
el rii::s·30 a equiv•:>carn1)s e11 cuanto a su determinación 
jurídica CC•mo F'l'C•Cedímientc1 administ.rativo, en el cual lc•s 
act1J;S i11teg1~antes de la 'Serie no pierden totalmente su 
sustantividad, cada une• de esos act.c•S responden a unas reglas 
pr1J;¡:.ias de validez y obedecen inclus•:> a una propia causa o 
funcionalidad específica, pero ce.in el carácter instrumental 
respectr:c de la resolución final p1:>r la cual se selecciona al 
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contratista de la Administración PQblica para la celebración 
de un contrato de obra pública. (8) 

En la formalización de Lm contrato de obra pública el 
órgano estatal no puede elegir libremente a su cocontratante, 
sino que por el contrario la formaci<•n de su voluntad se 
integra al mi::•ment•:l e11 •=1ue dicho 6r•3ano ha elegido a través 
d¿.l procedimiento de selección del c1:intratista a la persona 
idónea con •=1uien ha de fc•rmal izar el contrato. La excepc i6n 
a dicho prc•cediridento está en la adjudicación directa, pero 
e11 uno u otro caso ·=1ueda conformada la voluntad de la 
Administración Pública para celebrar un contrato en lo que en 
principio se ha denominado la manifestación e~·.presa del 
órganc• administrat.ivo de c&lebrar un contrato y el cual queda 
ci::•ruo acto int.ernc1 de la administración previendo la forma 
cc•mo ha de c.:•ncert.arse el acto ni:9c1cial bilat.eral. 

Las autorizaciones o aprobaciones necesarias para el 
tipo de vía en que ha de adjudicarse el contrat.o, son 
relevantes en cua11to forman parte de la eficacia del act•:i 
volitivo para la suscripción y ejec~ción del contrato. Es 
decir, dentro de la estructura administrativa es com~n que el 
(i1··;~:-:0 con compet.enc1a legal pd.ra ri::-ali:::.ar el actc• sea c•bjet.o 
de autorización, la cual implica una haoilitación jurídica de 
carácter administrativo y otorgada a dicho órgano para el 
ejercicio de una potestad póblica necesaria en el 
cumpl imient.o de sus funciones previamente t?ncomendadess. 

Sin embargo, la autorización receu? en el ámbito jurídico 
di? la regulación y previsión pesra el nacimiento del acto, 
según lo hemos aclarado, ·=iuedand•:i éste ante tal observa.ne ia 
cc•n e:-ficacia prc1pia, es decir, cc:ir1lo acat.amient.o normativo en 
el ejercicio de las potestades administrativas. 

De igual manera la apro::iación, es un act.o que trasciende 
a la efectividao propia de los objetivos del acto jurídico. 
El lo no obst.a a ·:i.ue el act.c1 sea en sí mismo válido ante 
cualquier situación jur~dica.(9) 

De acuerde• a las diversas formas de selección de 
contratista, nos encontramoE como principio doctrinario, el 
que la Administración ?6blica elija libremente a su 
cc•C•:>ntratante como ef ec t.c de la expresa man1 festa e ión de los 
sujet.1:•s de ci:•ncertar se.tire less bases JUr.ídicas del cont.rato 

(E:) Eduardo García de Ent.err.íc. y Tomds Rarrión Fernández Tcimc• 
II ob. cit. pág. 387. 

(9) ,Tor·32 H&ct.c•1' Esceola, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, Toorno !, ob. cit.. plig. 305. 
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administrativo. Sin embargo, para el caso que nos ocupa, la 
Admi11istraci6n Pública n•:• esta totalmente exenta del 
cumplimiento de ciert.c•s recaudos que debe-n respetarse, aun en 
el casi:i de que tii:i estuvieren impueslos P•:Jr el der•echo, ya que 
sc1n ccindiciones esenciales del accionar adrninistrativo. 

Por lo expuesto, se ha de precisar que como 
procedimient.o se·3uido PC•r lci Administ.ración Pública para 
seleccionar al c•:intratista de acuerdo a la Ley de Obras 
Pablicas, nos encontramos con la licitación pública, la cual 
asegura bajo la legalidad, la mayor eficiencia en la forma y 
curnplimientc1 del contratc1 administrativo. 

La licitación pública conceptualmente se caracteriza 
comes el procedimientc1 administrativo de preparación de la 
vc.luntad contractual, por el gue un órgano estatal en 
ejercicio de la función administrativa invita a los 
interesados para que, sujetándose a las bases fijadas en el 
pliegi:• de condiciones, formulen prc1puestas de entre las 
cuales seleccionará la más conveniente. 

El C•bjetc1 de la licitac:it•n es det.erminar la persona que 
ofrece a la administración las condiciones más ventajosas en 
cuant.o al precio de la c•bra pública. Sin embargo J-.ay quienes 
prevé11 gue además de dichos aspee ti)s debe atenderse a 
situacic.nes relacionadas ccin la rooT'alidad, solvencia 
económica y técnica, y de eficiencia por lo que la licitación 
p()bl i ca, resul t.c. ante tales hechos cc•fliC• un procedimiento 
donde se contemplan presupue-sti:>:. dt? procedibi 1 idad y de 
c1bjet.ividad en las ceondicicines cifrecidas a la adroinistraci(1n. 

Ha de aclararse, que- la ido11eidad técnica, moral y 
financiera de los eventuales cderente:-s o licit.adores queda 
acreditada con anteriori1jad e11 el acto de licitación. Así, 
sólo pueden intervenir en lC:iS licitacicines, las persc•nas 
insc1'itas en los respectivos registros y para ser inscrit•:>S 
en dichos re·3i stros el sol i e i t.ante debe acreditar su 
idoneidad en el orden m•:>ral, técnico y f inane iero, de tal 
rrianera gue esa es prt-cisarnent.e la ratic• juris de los 
registros.(10) 

CJ(l;1 Miguel S. Marienhoff, Tome• 111-A t•b. cit. p~g. 166 Por 
su Parte, Osvaldo Máximo Bezzi ser1ala al respecto que el 
Registro es el medio idóni=o para establecer las 
ci:,ndiciones en las que desenvuelven su actividad los 
colaboradores de la Administración PC!blica. El apcrrte 
de d1:>cumentación re·:¡uerida al efecto y el sometimiento a 
la fiscalización administrativa son condiciones legales 
impuestas a quienes aspiren a ser ciJntratistas de obras 
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En este orden de ideas, la l i e i tac ión queda como un mere• 
P1'ocedimie11to por el cual se Pretende seleccionar a la 
persona e• empresa que ofrezca lcts mejores condicic•ne-s 
i::ibjeti vas para la administración. Pero, esas ci:mdic iones no 
sólc• quf:odan cefiidas al precio focis conveniente para el <•rgano 
estatal, sin1:i como e~<ce:-pci•:mes, caben las relativas a 
procediuiit?ntcis que impli.:¡ui;.n una novedad en el t.errenc• de la 
ciencia y de la industria •:.de otros aspc-cti::>s gue determinan 
la 1: 1bjetivizetción de las mejores condicic•nes para la 
Administración Pública, como fin mismo de la licitación. 

Antes de continuar con los principic•s del prc•cedimient.o 
1 ici tati::irio, ha de co11sider-arse a éste c1:>mo aquél que 
constituye la regla en materia de contratación 
administrativa, según se desprende de nuestra normatividad 
suprema. <Articulo 134 Constitucional) Por ello, prevalece 
el sistema 1 ic i tatorio, siendi:1 la excepción las meras 
consider-ac ieines que tit?nden al ccimet.ido de int.ereses 
concretos de la administración bajo la observancia de la 
le·:ialidad. Es deci1", queda el interés concreto de la 
administración ceNido a la norroa secundaria en sujeción al 
esPírit.u general y abstract.ec ·~ue prevé la norrna primaria como 
principio. 

De acuerdes a lo precisado, ne• es discutible la 
cotisti tuc i.:lnal idad de la 1101~ma secundaria, si ésta CQrno 

excepción acata lo"s principios que motivan al fondo de lo 
preceptuad•:> poi~ la norma suprema. Aunado a lo anterior, 
pueden t.rascender seobre la legalidad de la excepci6n eotras 
disposiciones que atribuyen mayor n\•::itivaci611 al act1::i 
e:.<cepcion&l y qui? cont.ribuye a mant.ener la legalidad de los 
actos de la administración. 

C:or1)0 ventajas al sistema de licit.aci6n se aducen las que 
aseguran ge11eralmente los prec1•:is más ventajosos, elin1inando 
favC1ri tismo y E=·ermi tiendCI u11 c..:int.rc1l ef ica:::.. No obstante 
i:1t.1~•:is fines que se persiguen c•:in este sistema son l1::is de 
ast:ogurar la ceilidad, eii:·•:irtunidad, eficiencia y financiamiento 
1211tre •::itr•:>s. El carácter auti::imal..ico d~ la licitación, 
reali~ada ésta sobre bases iguales para todos los 
1 i c i tadcires, reduce al mínimo las P•:isibi 1 ida.des de que el 
contr-2it.Ci le sea adjudicado ~ quien no:· hizo la pre.puesta roas 
vEntajosa para la administración.C!l) 

públicas y puede seis tenerse que este examen responde a 
una i:•bl igaci<•n estatal, inherente al manejo de los 
fond1:1s públicos. 

(11) Mi9uel 8. Marienhoff Tomo III-A eib. cit .. pág. 185. 
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En lo relat.ivo al ejercicio de la acci6n controladora 
del procedimiento, no sólo ·~ueda limitada a meros efectos 
administ.rativos, sino, pc1r el cont.rario, es objeto de 
acciones ejercidas por los mismos licitadores, resultado de 
los intereses que les asiste en la part.icipaci6n y desarrollo 
del procedimiento e11 cumplimiento al crdenamie11t1~ 
admi nistr·ati vo. 

Entre sus inconvenientes nos t.opamos con un 
procedimiento gue a veces resulta lento en los tramites, da1jo 
el t.iempc1 más o menos largo re·::¡uerido por el curso de la 
licitaci6n; asimisw:i, en ocasiom:s no sólo no se ci:msigue el 
pri=:cio rnás bi!dc1, sino que puede prc•ducirse un alza en las 
cotizaciones como efecto del conocimiento de los interesados 
de las necesidades de la administración.(12) 

Por otra parte, ha de comprenderse dentr•:i de las 
inconveniencias, el ejercicio de instancias administrativas 
por parte de los proponentes, l1:i cual resulta en la mayoría 
de las veces la suspensión del a et.o adjudi catc•rio o de la 
c~lebración del contrato, originando el retraso de la 
c-jecuci<in de la obra, tal es el caso de la instancia de 
inconformidad prevista en la Ley de Obras Públicas como 
efe-et·:• del act.o de adjudicaci6n que pone fin al procedimiento 
de licitación pública. 

Cabe seftalar, el hech,:· de que la licitación se prest.a 
frecue11temente a rebajas excesivas en el precio, lo cual 
compromete en def init.iva la correcta prestación del servicio, 
por-ello, la Pl"•:>Puesta del participante debe ser analizada i=m 
relaciC:•n con el plie'3C• de requisit.c•s, a fin de gue- si se 
e11cuentra ajustada a áste, aquélla debe f1Jrmar parte de las 
obligacic•nes ceint.i-act.uales a partir de qui? se suscribe el 
contrato. 

Perc• t?I saldo es tan favc•rable que no hay duda de su 
conveniencia, por ello, corre a favor dt? la licitación el 
principic1 consagrado ccimo regla general en mat.eria de­
cont.ratac i6n por la adrninistrac ión. Sin embargo, salvo 
excepci•:1n12s ha de dist.inguirse lo que suele ut.ilizarse come• 
equivalente a la licit..ación pública, a saber: el i•emate, la 
subasta y el concurso.C13) 

(12) Ibídem pág. rnE .. 
<13) A diferencia, la licitación restringida, es P~blica 

cuando el llamado es a personas i ndetei·minadas, pero 
limitadas a quienes ret:.man condiciones esF=•eciales, 
constituye una subespecie de la licitación pública. La 
licit.ación privada, c¡ue también es restringida, se hace 
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La licit.acié•n pública es un preocedimient.o netament.e 
escri ti:i, desde la conv•:1catoria hasta el momento de 
adjudicaci6n del cont.rato, en t.ant.o en el remate y en la 
suba.sta, por lo general el procedimiento se sigue en viva 
voz, en presencia de t.odos l.:~s asistentes al acto y éste se 
C•Jnc luye simul tánee..mente C•Jll el c.::inoc inlie11to de la mejor 
pcist.ur-a. En la 1 ic i t.ac i6n pública se re·~uieren presuput?stc•s 
necesarios para que el p;;.rticipante sea idóneo en el 
seguirrd12nt.i:o del procedimient.o. En la subasta y remat.e 
pr2scinde de ello considera11do al mejor postor. 

Pcir lo que se refiere al ccincurso, este queda 
e>~clusivamente para selecci1:inar a la persona más calificada 
para el cumplimient.o de una tarea, teniendo en cuenta 
preferentern.:inte las condiciones pers•:inales del candidato. En 
la licit.aci•~1n, el factor per-seino.l no es d2cisivo, por 
tratarse de prestaciones ·:iue, pudiendi:1 ser cumplidas por 
cualquier t.t:-cnico, t.ii:-nen par-ticularment2 en :ue-nta la 
solvencia fit1anciera de &qué! y las ventajas económicas 
result.ant.es para la administración. (14) 

Ha de comprender la licitación pública un objetivo 
fundarnent.al corno re·~uisi t.o previo a los fut.urc•S deberes y 
facultades derivados de la celebración del contrato, es 
decir, el determinar la persc•na que ofrece- las condiciccnes 
más ventaj•:isas para la Administración Pública, tanto por lo 
que se refiere al precio como a la eficiencia; ·~lidad, 
:iportunidad, financiamiento, etc. 

Así, destacan como principic•s que- ri·3en la licitacibn 
pública, los siguientes: concurrencia, igualdad, publicidad y 
contradicción. (151 

El principio de c..:•ncurrenci.:t tii:-nde a ast?gurar la 
par tic ipac i6n del mayor núrner•:i posible de propi:inentes en la 
licitación, permitiendo ~ la administración una més amplia 
selt:cc i6n y con el lo la pus1bil idad de e11cont.rar las mejores 
cc•ndiciones gue- el mercadei puede c•frect?r. La concurrencia 
nace en el lapso que se da entre la convi:icatoria y el mi:imento 
que se ha previsto para la aPi?i·t.ura de las prc1puestas: así 
se da la concurrt?ncia al acto licitatorio, a diferencia de la 
concurrencia en el acto licitatorio, misma que inicia a 

mediante invit.ación especial que seo cursa a un número 
limitado de pers1:inas C) entidades. 

( 14) Miguel S. Marienhoff, Tc.rno IIl-A, ob. cit. pág. 1E:8. 
(1.S) Héctor A. Mairo.l, LICITAC:IOr; PIJ8L!CA (Edicieo11es· Depalma, 

Buenc•s Aires 1'375) pág. 18. 
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partir de la apert.ura de las propuest.as hasta el rliornento en 
que se da a ca1iocer la adjudicac i6n de la obra. 

En lo relativo a la igualdad, se comprende ft.cilmente 
que sólo es posible una real ci:>mpetenc ia de precios u 
objet.iva cc0nveniencia a los int.ereses de la administ.raci6n, 
cuando se ci:1loca a los oferentes en un pie de igualdad, 
evitandc1 discriminacic1nes o t.olerancias que favorezcan a unos 
en det1" imento de otr•:>s. 

Por razón a este principie•, sólo deben admitirse las 
propuestas que se ajustan estrictamente al pl ieg1:> de 
co11dicic1nes o re•:::iuisitos, pues de c•tro modo se carecería de 
una base uní forme para comparar las pr•:.ipuestas y elegir de 
entf'e ellas la que mejor conve11·3a a la administración. 

Debe observarse fundanientalmente este principio e11 el 
acfc, dt? apertura de propuest.as, toda vez qut? en ese momento 
se verifica si la propuesta prese11tada está. ajustada al 
pliego de re·:¡uisitos; la cont.ravención a lo dnterior daría 
como resultado el que se examinaran éstas en forma 
i nt?·:¡ui tai1 va. 

La publicidad hace referencia a la posibilidad de que 
los interesadi:>s en la ejecuc i6n de la obra accedan a la 
información necesaria para participar en la licitación en 
cuestión, así comQ en el acto de apertura de pr•:ipuestas y en 
el actc1 de fallo. Sin embargc1, la publicidad tiene como 
U.mite el no permitir a los prQponentes inmiscuirse en el 
procedimientc• de evaluación y an~lisis previc1s a la 
adjudicación, pues ello forma pQrtt? del procedimiento 
uni l at.eral de la admi ni st.rac ión, lo cual obedece entre ot.ros 
aspectos a la confidencialidad de las propuestas, según los 
int.ereses indust.riales o empresariales de conservar en 
secret.1:i li::is m&todos •::> formas de elaboración y trabajo. 

lln últimc• principio es el de la ccmtradicción, cuando en 
el curs•:i del procedimiento administrativo surgen la 
cc.nt.raposici6n de intereses de dos o más particulares. Pero, 
además i:ie postular el trato igualitarii:> de todos los 
pa1·ticulares en C•POsición, favorece la amplia discusi(1n de la 
controversia ci:m la participación de ellos, facultándolos 
para ciot.ene-r el control de los actos, a través de la 
impugnación, observ.ando con ello la máxima legalidad posible. 
< 1E.) 

(lF,) Ibídem. pág. 21. 
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Hasta aquí, lc1s principios ~ue concibe-n la licitación 
pública como instituto saludable para l•:is intereses públicos. 
:_a falta de c•bservancia de l.:rs principios en cuestión, 
desvirtúa l1:is fines de la licitaci611 pública, viciándola 
jur-ídicament.e. 

Pero la irnportanc ia del detiido seguimiento en el 
prQcedir1lie11to1 obedece a la obl i·3at..:iriedad de ·:iue la 
adruinistración si·3a un cauce determinado para seleccionar a 
su ci:1ci::mtrata11te, P•:ir lo ·:iue ante dicho cometido debe quedar 
ínsi t . .:~ en el procedimiento tanto la idea de eficacia 
administrativa coff1•::i la de •3arantizar los intereses 
pi:11·t.iculal·es en la _vía del prc~cedir11112-nto. (17) 

En virtud de ~ue el procedimiento licitatorio tiene como 
c·bjet.ivc• seleccic•nar al cocc.ntrc..:.ante de la Administración 
F'úbl icc:i, este procedimiento es uní lateral en cuanto el 
se·3uirfl1entei es objeto de una regulación ad1ninistrativa, en 
doJn•:ie el pr1:iponente sólo realiza lo previst•:• de antemano por 
el órgano est.estal. Sin embarg•:•, los efectos de cada une• de 
los act..os inciden en la esfera particular, por lo cual quedan 
e:.;:ped1tas las instancias o accic1nes para su ejercicio ante 
cualquier afectación. 

De acuerde• a lo anterior, hemos de indicar que la 
licitación pública se integra, 1:le igual modo, con aquellas 
forwalidaoes que están impuest.cs par·a ase·3urar la le•3alidad 
en el desenvolvimiento de los actos constitutivos del 
pr 1: 1cedirnient.o; más aún con la pr12senc ia necesaria de los 
administrados, por el carácter vinculante de aquel accionar, 
se ceo111ptende que, aun fuera de la vía recursiva, los 
pr•:icedinlientos licitat.:;irios s•:i11 siempre una garantía en favor· 
de leos licitadores, quienes siempre se habrán de beneficiar 
con el acierto, eficacia legitimidad de la actividad 
a•:jmi nist.f'ati va. 

Pero corn•:i se ha sefia!adi:• la licitación pública se 
traduce en un procedimiento •::¡ue obedece a un medio para el 
logro de un fin, esto es, el ele·31r· al futuro cocontratante 
de la administración; asi la voluntad administrativa de 
celebrar el contrate• ha quedado iormada de anternanc•i sólo 
resta reconocer al sujete• con el cual formalizará. dicho 
docur11entc1, le• cual se logra a través de la celebraci~·n del 
c:•:intrati:i. Sin eriibargci, cabe a,~güir otro tipo de motivaciones 

<17) Rafael Entrena Cuesta, CURSO DE DERECHO ADMINISTRATIVO, 
<Editorial Tecn•os, Tercera Edición, Madrid 1971) p<ig. 
52.S. 
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esenciales, enraizadas en las forrnalidades del prc•cedimiento 
que nos ocupa, a saber: (18) 

Al La participación y colaboración individual o colectiva 
de los interesados en suscribir el contrato con la 
Administración Póblica. 

Oent.ro de este aspecto, t-1emos de cont.emplar Jos 
principios fundamentales de la licitaci6n püblica, por 
constituir un prc1c:ediu11ent.1:i al gue cc•ntribuyen lc•s 
i11tereses de los adrninist..rad.:.s. 

E:) La protección de Jos licitadores, tant.c• en las vías 
administrativas como en la contenci•:iso administrativa. 

Lo anterior pone en relieve ·=iue los intereses de los 
administrados son objeto de la tutela jurídica a través 
de las diversas vías prcice-sales. Por ello se habla de 
un doble efect•J, del contr•Jl legal de los actos de Ja 
administración y de la protección jurídica a la 
situac:i611 subjetiva •=tue guarda el administrado en el 
proct>diroi ent.c•. 

C) La ejecuci{1n del procedimie-nt.o es eficaz cuando c·bedece 
a la racionalización, operatividad, ordenación, probidad 
y moralidad de la actividad administrativa. 

DI La sistematizaci6n es aquel aspecto que contempla la 
su11plificaci<'1n y eficacia de los act.os en el 
procedimiento licitatorio, por ejemplo, ante la 
observancia del ordenarnient.o normativo el acto por 
si mismo presume de le·3itimidad, ejecutoriedad y de 
l ibert.ad ant.e las i nst.anc ias recursc•s de los 
a•:1rninistrad•:is. 

E) La juridización no es si110 la sumisi(1n de los actos 
administrativos a la regla n•:irmativa, lo cual garantiza 
por una part.e Ja regularidad y racionalidad del poder 
estat.al y por otra el deber particular por el acto o 
actos emi tidc•s. ( 19) 

Asi el procedirrdento licit~t.orio no es un fin en sí 
mismo, sino un rnedio para el cumplimiento de los objetivos 
C1Ue c:ttaf1en a este prc•cedimientc•. 

(1E:) José Roberto Drc·rs"li, ob. cit. pág. 34. 
<19) Lot. cit. 



53 

II.3 Naturaleza Jurídica y Régimen del Procedimiento 
de Selección del Contratista. 

La licit.aci6n pública es un procedimiento relativo a la 
forma de celebración del contrato administrativo, cuya 
finalid2d es determinar a la persona que ofrece las 
condic i•:ines más ventajosas para 18 formal izac i611 de la 
relaci6n contractual; ccinsist.e en una invitaci(1n a los 
interesados para que sujetándose a las bases preparadas, 
formulen p1•opuestas, las cuales la administración selecciona 
y acepta, con l•:i cual el contrato podrá ser suscrito. (20) 

En mérito de lo ant.erior, la licitación pública ha de 
entenderse, corno un procedimiento administrativo por el hecho 
de que el fin que se pe1~sigue es eminent.ernente 
administrativo. En consecuencia el procedimiento licitatorio 
prevé como características las siguientes: 

1) Es u11 procedimie11to ·:::iue se integra y comp•:me 
de Lma serie de act.os medios o definitivos, 
reguladcs en principio por normas administrativas 
en su secuencia y desarrollo. 

2l La fina"'l.idad del procedimiento licitatorio es 
la determinación de la persona física o jurídica, 
con la cual la Administración PQblica habrá de 
celebrar un contratc1 administrativo. 

3) El co1itrato se formalizará. con la persona que 
haya c•frecido l;:,,s c•:indiciones económicas más 
ventajosas y en especial con a•::¡uél la que esté 
dispuest.B a celebrar el contrato bajo los términos 
)' condiciones pri:?vistos en el plieg1J de requisitos, 
cc1tí1C• base en el iH:to cont.ract.ual. 

4) El pri::icedimient1:i licita.torio es un 
PN:.cedimient.o aut.or1h~t..ico, puesto que la elección 
del C•:icontrat.ante se basa en la simple 
determinación de la persona .:¡ue haya ofrecido las 
c1Jndic iones más ventajosas para la adr1ünistrac ión. 
(21) 

De lo etntes e;i<puest.o y en atención a las dispc1siciones 
vigentes, la licitación pública tiene como objetivo 11amar 

(20) Enrique Sayagués Laso, Tome• 11, ob. cit. piig. 552. 
(21l Jorge Héctor Escola, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 

'ADMINI~:TRATIVOS, Tomo I, c•b. cit. p<ig. 329. 



54 

1 ibrernent.e al públ i to a que presente pr.,posi ciones sol ventes, 
a fin de asegurar al Estad•) las mejores condiciones 
dispo11ibles en cuanto a ppecio, calidad, financiamiento, 
oportuni 1::!ad y dem&s circu11st.a11cias pertine11tes. Con ello, 
las cc.11dicic1nes ·:iue dt?ben 9ua1·dar las propue-st.as quedan en 
función de alcanzar aquellos valor~s superiores •:¡ue debe 
t.ut-elar el interés público. 

La licitación püblica como procedimiento administrativo 
gueda sujeto a sus propias re-glas especiales; se desenvuelve 
en dist.int.as etapas, tc•das ellas tienen su individualidad y 
unicidad proJpia, pero confluyen como los arroyos que llegan 
al cauce del ríe•, a fc1rm.::1r· la unidad jurídica de la 
licitación. De ahí que se inserte sc•bre dicha realidad 
jurídica los act.c•s de t.r~mite, lo cual permite discutir la 
valide:: de los actos dict.ad1:ls dentro de las diversas etapas 
del procedimiento licitatorio.(22) 

De acuerdo c•::i11 lo anter i1::ir, este procedimiento queda 
constit.uid.::i pQr áiversos actos cc•ncret.os, part.iculares e 
individuales gue subsisten p.:1r sí mism•:is ti~ascendiendo al 
acto definitivo y final, segt:'.m e-1 cit•jet.ivo seti"alado para el 
procedimiento licitatorio. Por ello, con acierto se indica 
·=iue la legalidad del act.o final queda directamente vinculadc• 
a la juridicidad de los act•)S de trámite dictados en el 
procedimient.c1. 

Sc•bre las bases exp1;estas ha de quedar dc-f i nido que los 
act·~s preliminares a la cel¡;bración del contrato s•)n 
verdaderc1s a.et.os de la administ.ración cuycis efectos han de 
incidir en el cauce para seleccionar al coco11t.ratante de la 
Administración Pública. Perc1 esos actos logran su cometido 
dentro del propio procedimiento adr11i11istrati vo, de tal manera 
que la efectividad propia de éstc•S queda en mut.ua relaci<•n 
c1:i11 el subsecuente act,:i administrativo de adjudicación. 

Ahr:ira tden, el mecanismo o curse• 
pública se traduce en diversos momentos 
agotan en ac t.os segi:in se ria se-tia l adc•, 
sustancialmente la determinación jurídica 
pública; por elle• el cumplimiento de las 

de la licitación 
c1 etapas que se 

y que define11 
de la licitación 
distintas etapas 

(22) Jaime Videal F'erdcimo, cib. cit. pág. SO. Aparece con 
claridad que la licitación es un procediniiento 
administrativo, integrado pc1r numerosc•S actos 
interMedios o preliminares que tienen una individualidad 
c1 aut.c.nomía prc•pia, les perr1li t.e ser tratadc•s PC1r 
separado. 



sucesivas que suponen la 
siguifrnt.es: 

SS 

licitación p~blica, son las 

l) Preparación y aPrt•bación del Pliego de Condiciones. 

2l Convocatoria o llan1ado a la forn1ulación de éstas. 

é:) Presentación de las Prcopuest.as por los Licitantes. 

Apertu1·a 
mismas. 

de 

5l Adjudicación. 

Propuestas y Evaluación de las 

6) Perfeccionamient.c;1 C• formalizaci6n del contrato. 

Así la licitaci611 pública queda co11formada de acuerdo 
cc1n l~s diversas etapas procedimentales que jurídicamente le 
dan vida, a fin de cumplir c011 su cometido. El cumplimiento 
de estas etapas queda definit.1vamente confiado al Organo 
Administr·at.ivo: por ello el procedimiento es eminenteme11te 
unilate.ral. 

EL PLIEGO DE CONDICIONES: 

Este es el acto unilateral prc•pio de la Ad"oinistraci~·n 
Públ;c~, consistente en la especif icaci6n de la obra o 
serv1c10 que se licita, estatileciendo los requisitos y 
ci:mdiciones •:>bjet.o del contrati:i a celebrarse y determinando 
el t.r-árrdte a seguir en el pr•:icedimient.o de licitaci<•n. <23) 

Po:>r su parte Jo:>sé R•obert•o Dr•omi sel'lala que el pliego de 
condiciones es el conjunt.c. de cláusulas, formuladas 
unilate1~a1mente por el licitante que especifican el 
~·..iuiinistro dt::o obra o servicie' qui!:! se licita, las pautas que 
regil~án el contrato a celebrarse; los derech•:is y obligaciones 
de of~rentes y c'bccintratantes (relación JUrid1ca) y el 
mecanismo procedimental a se·;;uir en la pre¡:.iaraci6n y 
e-jecuci6n del contrate•. 

En foT'rna genérica, la denominación pliego de condiciones 
comprende disti11tos instrume11ti:is escriti:ts que contienen 
normas jUI':Ídicas, de alcance general e• particular reguladc•ras 
del procedimiento l ic i tatori1~ en su prepara.e i6n y 

<::::;:) Enrique Sayagués Laso Tc•rno 11 c•b. cit. pág. SE.(!. 
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adjudicación: Así suele diferenciarse entre pliegc, de bases 
de la licitación y pliego de co11diciones, el primero regula 
el procedimiento de sele-cci6n y el segunda el de ejecución 
contractual. <24) 

Antes de nacer el cont.ratc1, indica ei los int.eresados 
las condiciones gue deben reunir sus proposiciones, las 
car·act.erísticas de la prest.aci.;'1n sc1licitada u objeto cuya 
co11trataci6n se demanda y el t.rámite procedimental a 
rc::alizar. 

Cuando el contrato nace el plie-gc, se cm1viert.e en r11atriz 
contractual o sustancia i::ibli·.;C:i.CÍQ11al rect1:J1~a de l•::is efectos 
jur·ídiccis del vínculo. Al perfeccionarse el cont.rato, en 
palc.bras del autor en cita, las normas reglamenta1 .. ias se 
incorporan al mismc•, ad·:¡uiriendc1 el carácter de rt-laciones 
co11tractuales •Jbligatorias para ambas partes. 

Por la t.r·ascendencia jurídica que t.iene el plieg•:i 
de c•J11diciones como elemento 1) fase imprescindible en l•:>s 
1~egímene:-s 1icitatorios de selecc1~1n en lo atinent.e a la 
preparación, ernisi6n y ejecución de la voluntad contractual, 
la doct.rind, con acierto lo ha denominado la Ley del 
c.:int1~at1:i, P•Jr cuanto establece cláusulas •:iue son fuentes 
principales de de:-r·echos y csbligaciones de los intervinient.es 
an la licitación y de las partes en la contratación. 

La punt.ual observancia del pliego de condiciones es 
fundamental para que pueda proceder la adjudicación a favor 
de una propuesta determinada. Perc• ne• todc1s los preceptos ni 
condiciones del pliego tienen el mismo rango, ni su falta par 
tanto determina los mismc•s efectos; depende-n en consecuencic.. 
de la naturaleza de la disposición incumplida. (2.S) 

(:¿4) José Robertc• Drcomi LA LICITACION PUBLICA (la. Edici~·n 
Edit•orial Astrea Buen•os Aires 1985) pilg. 194-195. 

<2.S) En relación a este punt.c1, Miguel S. Marienhc.ff Tome• III­
A •Jb. cit. pág. 21(>, nüs serlala las dos clases 
f•.mdarnentales de pliegos de c:ondiciones; los generales y 
los pa1•ticulares. Los prin)~;or·os contiene11 reglas 
jurídicas válidas para todos los contrc..t.os de la 
administ1•ac ión; los segundos fijan las con.die iones 
especificas o particulares de cada contrato, 
co11templando a su vez ias disposic io11es de los pliegos 
de cc•ndicicines de caráct.i;:r g~neral. Por lo ant.eric1r, 
algunos aut•Jres lo ~al"l de11ominad1:i con acierto, la Ley 
del C:ont.reito. 

) 
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El pliego de condicicines es Pr&parado unilateralmente 
p1:ir l~· Administración Públicg, por lo cual es u11 acto 
eiominist.rativo sujet.o a teid1:.s los r·eguisitc•s dt? este tiPc• de 
actos, pero con carácter r:o1·mativ1:i Por la cons1deraci611 de 
cont.enar prescripciones 96-nerale.-s en dc•nde se vierte la 
p1:.i:..::-3t.ad normativo ad1ni11istr•<=ttiv:=1 Para este tipo de actos, 
seg0n lo previene el orde1~ami~i1~0 Juridico.(1:> 

Asir11ismo, hemos de aclarar ·~ue el pliego niJ puede 
cc•nfunai rse cc•n la pc.Pte reglamentaria del contrato que 
prevén lo.;. re-glamentos, cuando ést•Js quedan ci:imprendid•JS en 
el t.ext.o de di cho dOCl.m'ren1.o. Es decir, el contenido 
re•3lo.r11e11tario es a pri•:-J~ .~, s1.....:pra y ant12c1:mvencional por su 
~r-:..p i a i-1a tural t:-=a ·e1 cua:t. deb12 estar f i Jado Püt.estati vamt?nt.E­
por in1perio, aqui si, de la administracirin consagrada como 
acción; ;~or ello, se afir~ia que no es disponible 
c.:mt1,actualmente sino que es 1Jbli•.;ator1•J, pero i::l pliego de 
!·equisit.os 2s la ni:1rflia c;u¿. en for·ma ci:1ncreta y deterr.1inada 
seftc-.la por sí las bases del procE-c'lilliento licitatorio. (26) 

En virt.ud de lo anterior•, el plie-go de ccindiciones tit?ne 
una doble funci1:in: c1Jmo re·::;uis1 to previo en su observancia 
pare. prest-nt.ar y admitir p1,opuestas y como parte ccinvenc ional 
al 11.c•ment.o de adjudicar el co11trato a deteNf1inado licitador. 

·::in embargc., no es ~'':•ice para que el part.icular pueda 
vai~iar en su prQpuesta los té1~nii11os o ro?•::;uisi tos solicitados 
PC•r el mismc• acto administrat.ivo, si ést.e seftala las base-s 
particulares para ello. 

El efecto de dicha mc•djficación, segün consideramos, no 
repercute en el pliego de ci:indicionesi si110 en el hecho de 
que ést.e perrrdt.e alternativa:;; que 110 varían en nada lo 
precept.uado por el (l)isnh:. plieg•:., p1:>r l•:> cual •.:-¡ueda dicha 
pro:rpcisici6n come' cc•nsect..encia de los alcances otorgadc1s por 
el acto adroinistrativ1:1. 

( :t) De L:1cuerdo a la exposi e i ón que hace José Robert.o Drc1roi 
en su conocida •:>bra LA LICITACiON PUBLICA, se;l'lala que el 
pliego de cc•ndicicmi:.-s es un reglamente• administrativo o 
disposición jurídica de car,cter general unilateralmente 
dictado Pc•r la Administ.r-w.ci·~·n subordinado a la ley y que 
produce efectos juridicos directos. El pliego de 
condicion12s especiales preparadc• unilateralmente y de 
n11:.ido particular para un contrato d..::-terminado con efect1:>s 
individuales respecto de los oferentes que se prese-ntan, 
reviste naturaleza de acti~ administrativo. 

( :Z'6) Osvaldo Ma:i-drnc. Bezzi, cib. cit .. pág. 113. 
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Es convt?niente aducir la consideración de si la 
Administra.e ión Pública puede m•jdi ficar los Pliegos de 
Condiciones, alterando en sí e-1 contenido del actc•. 

Por su parte, el ilustre autor Miguel S. Marienhoff 
sef1ala c¡ue de-be distinguirse de las disposiciones de 
contenido contractual, de las atinentes al contenido 
Peglament.ario. Asirnismc•, ttst.ima que la parte contractual de 
dichos pliegos, 11•=' puede modificarse dE.-spués de efectuada la 
&dJudicaci6n, pues ello implicaría una violación al contrato; 
antes de la adjudicación aun después de presentadas las 
esfert.as, dichi:1s pliegos pueden ser- modificados, pero si 
dichas modificaciones trascienden a los requisitos o 
elementos SLJst.anciale-s de la propuesta, de t.al manera que 
afecte el conte11id•:. del documento del licitador, e>dste un 
int.ert-s legít.imo en que sea rei:c1nsiderada la proput?sta si ha 
sida desechada por dicha causa; lo cual i01plica1~ía dt? nueva 
cuent.a la presentación del pliegcr cc•n las modificaciont?s 
ac•:irdes. 

En la part.e relat.iva al cont.t?nidci reglamentario, se 
alude al hecho de c:¡ue dichas cláusulas s•:in inalterc.ble~ 
porque forman parte de L; legalidad normativa, siendo peor 
tanto aplicable todo lo r2laci1:mado a los límites 
pot.e-stat.ivos de la administr-ación. (27) 

En este orde11 de ideas ha 1Je considerarse c:¡ue las 
preipuastas pc.drctn variar las cond1cic•ne-s del pliego, si éste 
sef"íala las bases generales para ell1:i 1 pero sólo en aquella 
parte dispc.nible para los sujetc.s de las disposiciones 
conte11idas en el pliego, ·::::iuedan•jc intcicable la parte no 
d:.spuest.a pc1r el acto normativ•:i. 

El Pl ieg,, de Condiciones es ·:.bjeto de interpretac i6n o 
de aclaración i:-n térMinos lc1grad•:1s pc•r éste, ant.es del acto 
admin1st1'ativo de adjudicación, l1:i cual deja en entera 
1 ibert.ad par·a el cuestion;;,,mient.c. POi" part.e de los 
p1 .. opo11*··1tes. A parti\ .. del fall·~, se argumenta el 
quebraMiento del principio de igualdad si se aclara o 
interpreta el •:k•curnent.o base de la licitación. (28) 

Dentro de los efect.os que prc1duce el pliego de 
c1:indiciones se encuentra la obliga.cil.in de los propone11tes de 
mantener su prc1pu12sta hast.a el momento t?n .:¡ue se rechace o 
venza el pla::o de su mant.enin1iento según el plie•.ao: para ello 
Sé- prevé la garantía de ser1edad PC•r la propia leY. Pero, es 

(27) Mi-=iuel S. Marienhoff, Tc•mC1 III-A ob. cit .. pág. 213. 
(28l Ibidem, pág. 214. 
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! ... elevante la consider-ac:i,:on de .::ue si L,:! futuro licitant.e se 
encuentra habi li t.ad1:i formalr11ent.'2 pa1~a .:·.:.t.rticipar en una 
licit.ación p(Jblica, guedandei irnpedid..:1 por un reguisit.o propio 
del pliego de condicio11es 1:i p.,,.. la aus•211cia de u11a a•jecuada 
int.t?rpretac ión en el moment.o op•:irtuno, d.qué-1 puede discutir 
dich1::> requisi ti:r íundai:::i.:1 en L.cl1 sifllple ~.nterés o en un derecho 
sr_ibjetivr:• públicc• st?gün ccir-respeinda la t1·ascendencia del acto 
~ ~a asiera jurfdica del particular. 

El acto di? la administ.r-ación puede mover al administrado 
e11 un espac ÍQ 1 imitado al int.eri:s p1'.:lr la legalidad de los 
actos, o bien la estimaci6n de qu2 la Administ.raci6n Püblica 
le está perjudicando al obrar fuara de la legalidad y que, 
pcir t.ant.o, ese perjuici.:i debe ser elirninadc• UH20iant.e la 
eliu'..·""o~,.:ión del acti:) legal ·.:,ue le causa. A•:::iuí se concreta, 
¡::ues •J¿· este r11c1do, interés sut•jet.i.vr:r / legalidad C•bje-r..iva. 

En este úl tin10 supuest•:i el ori:lenamienti:J ha apoderado al 
sujete' .:¡ue demuest.ra ·::¡u& t-st~1 en ese su;:.uestc' típico 
(p0rjuii:io c.ausad'o por una actuaci611 ilegal de la 
a•::Jo.iinistración) para pedir la anulaci·:··n ci revocación del acto 
gue le causa perjuicio; ello traduce la posibilidad atribuida 
al administ.rad.:s de P•:iner en movimi•.:·nt.o una norrr1a c.bjetiva en 
su pro?io interés. 

CONVOCATORIA O LLAMl\DO A LA FORMULACION DE PROPUESTAS 

La convocat.oria o el llamad.:. a la fc1rmulaci6n de 
propuestas es la decisión unilateral del ente pC:.blico 
li:it.ante, por la que eligi::- un preoci=-dir1dento de contrataci(1n 
e i11vi ta a 11Js eventuales intert?s2.•:=,:1s a contratar, para que, 
st.J._;.;.tándc•si:' a las bases e-labor::ioas par-a la preparación y 
ejecución da-1 contrato, furmulen pro¡:;.·'...iestas y of2rt.as, en 
otras paleibras es un llamado de demande.. que- involucra un 
pedida de ofertas. El llamado ~ licitación co11tiene u11 
pedidc1 de c.fertas ·~ue debe ser anunciddc· en la fc•rma que el 
derecho positivo lo dete1~mi11a, por lo tanti:i iio significa una 
proF•L12sta de conirato, sino una invitescif.•n a ofertar para 
cont.rc.t.a1· / un llamamiento incertam personae pai~a que se 
fc•1 .. mulen ofertas y propuestas de contratci. 

La ijeterminación jurídica de la convocatoria o llamado a 
la f .. ::.rrtiulación de propuestas es un actci administrativo. No 
1:ibstante resulta discutible si at8"ndenios a las propiedades 
iundamentales del acto administrativo, a saber: lo concreto, 
pa1~ticulE<.r e individual y desde lueg•J emitid•J p1:>r la 
Administ.1·cti:ión Püblica, por lo ·::rue gciza subjetivamente de la 
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unilateralidad. La convc1cat.c•ria cumple con esas propiedades 
excepto con l•J que ataf1e como principio de la convocatoria, 
la generalidad de-1 actc•. 

La validez de los actcis administrativos gent?rales no se 
reduce a mera discusión doctrinaria, sino por el contrario su 
12xist.encia queaa, cC•Mo cucdc¡uier c•tro tipo de actc•s 
administrativos es decir, como aplicativos del ordenamiento y 
TJO innovaocsrt?s del rnisroo. (2';.;) El actc• en sí es concreto en 
cuanto el •::ibjeto es factible- de: ser determinado y ejecutad•J 
c.:1nfc.rr!'.t:· ~¡ lc•s par.:ime-tros se11aladc·s peir este tipo de actos y 
i1c1 está baj1J el condicion;:-;fi1ient.•:i de otros sinü más que del 
u1erc• crrdenamiento PC•si t.i vo. 

El act.ü adrninist.rativc• puede ser singular o general, 
pc.rque lo ·:¡ue distin9ue al act•:o de-1 rc-9lanH:11t.•:• o disposición 
no es la singularidad del act.o y la generalidad del 
reglamento, sin1.:i la consunción 1jel pr1mer1:i al ser aplicado y 
la nc1 consunci6n por su ai:<!.icaci6n o la permanencia del 
ss-gt..mi:k•. Así la ¡:.errnaneiicia determina gue el reglamento sea 
cirdinament.al y la consunción que el act.c1 adr1)inistrativo se-a 
un act.1:i •:if·denad1:i. (80) 

La parte esencial de las convocat.orias corresponde a la 
nat.urale::a del act•:i administ1~at.ivo, puesto que se refieren a 
1.ma act.1.Aación sin·3ulor y ccincret.a, como lo es la apert.ura de 
wi P!~oct·dimiento selectivo para la elección de un 
contratista, lo ·=iue no t?s incccmpat.1ble con la circunst.ancia 
de:- que- esti::is actos se di1~ijan a una pluralidad de 
de-st.inat.aric1s a priori inrjet.~rm1nackcs, aun así conservan las 
notas características del acto administrativo, esto es, su 
consu11ci<1n t.ras de su cumplimient.c• su misión inst.rumental, 
ejecutiva y decisoria y, sobre todo, su discurrir en campo 
ajeno &l ordinament.al. 

(29) Eduardei García de Enterría, T·:•más Ramón Fernéndez, Tomo 
l, ob cit. pag. 107. En cm1sidetació11 a este pu11to el 
autor en cit.a se1)ala que el act.ci administ.rativo, se-21 
si11·3ular o general su circulo de destinatarias se agi:ita 
en un simple cumpliruiento, se consume el acto en éste; 
para un nuevo cumplimiento habrá de dictarse 
eventualmente un nui::-vo act.c•, por ejem~·lc1 una nueva 
convoca.to1"ia. En cambio la 111:irroa ordinamental no se 
consume ceon su cumplir11ie;-nt.o sin·;ular, antes bien se 
c•;ns•;lid;;, y es susceptible de una pluralidad indefinida 
de curuplimientc•s, si·;ue c•rdenando la vida social desde 
su s...A,:•er iwr idad. 

(81)) .Jc1sé 1'1a. B•:P~uera Oliver C•b. cit. pág. E·2-E.3. 
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Vist.o el llamado a licitaci6n comc1 un acto 
adrni11istrativc1 general, éste ci:msiste en t..ma comunicación o 
manifiesto dirigido al póblico, que contiene las indicaciones 
pri·1cip!tles acerca del objeto y mvdal1·:ades de la obra 1:ibjeto 
del c.:.ni.rat.c•. Por t.rata¡·se de la publicidad del acto, la 
confusa u obscura r•edacción del ll.;imad 1::. puede viciar de 
ilegit1mioad al acto, porgue pcdr& afectar la certeza y 
veracidad de éste; de ahi ·=iue sea suficiente para incidir 
dicf,.;. vicio de forma i?n t?l acto subsecu2nt.e. (*) 

PRESENTACION DE LAS PROPUESTAS POR LOS LICITADORES 

Las pr1::ipuestas deben ser rec ibidc-.s hasta el momento 
fijadc1 ce.me• líroit.e, de :onforrn1dét1J ccin el pliego de 
re·.:::¡uisitos. Sin en1bargo, el C:•l"•;an•:i licitante no está 
·-:·i:·~ i•:Jdd:::c a etcept.ar Pr·::;:·'..lestas ci..;/o oferent.e no se encuentre 
i 1·1:.c r i t.1:1 :::n el Padrón correspondie11te, por lo cual podrá 
rechaZCJ.i·lcts por ne• acogEn·se al cumplimiento de una carga 
ir11pues+ ... a a los ofe1"e11t.es para part.icipap en la licitación 
puolica. 

Perc1 el acto '"de la present.2ci~1n de una prccpuest.a es una 
dec lai",:.c ión de voluntad del pa1"ticular, 1je ca1"ácter 
unilat.eral, dirigida a prc•ducir un doble efect.o. Por un 
lado1 que lo aijrnit.an en E-1 pr•ocedimient.o 012 selección 
conv'~·ca.jo previamente por lé admin1st.:'aci.:1n, y por el otrc1 
que sea aceptada la propuesta cre~ndose el vinculo 
cont.rac t.ual def i ni ti vo. 

Como 
secreta, 
int.ereses 

presupuesto necesario, la propuest.a debe ser 
lo cual iriiPlica 1..m d·:ible fin; salvaguardar los 

econ&rnicos de la :.dininist.raci6n, evitando 

(~) En~re la not.ificaci6n publicación existe una 
distinción para erectos de dar ef 1cacia al acto 
adniinist.rativo y al reglament.o respect.ivamente, el 
llamado a la formulación as un acto aam1n1strativo cuya 
2ficacia juridica está dada en parte por la publicación, 
la que no se ajusta en lo •::¡ue c1:::irresp•:inde a la 
n~tif icaci6n del acto aamin1strat1vo y la publicación 
del rEoglamentc., de acuerdo a sus características. De 
conformidad con lo anterior la publicación como técnica 
de publicidad en el p1"ocedimient 1::i de la licitaci6n 
pública., se traduce en Lma act.uaci6n material del órganc• 
·~ue co11voc~ a los intei·esados, insertando el llamadi.:1 a 
licit.ac:i~·n en algunc. de lc•s medios de Cifusi6n previstos 
po:· la re·3lamentació11 pertinente. 
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confabulaciones proposiciones artificiales de los 
licitadores, Y garantizar el Ct?rechc. de la igualdad de 
opeirt.unidades de- ser· t.rat.ad•:•s pc·r· el <•rgan:i administrativo. 
(:31) 

Asimismc•, come' requisito indisPE-nsable para participar 
en la licitación pública, adeni~s de la 1nscripcion en el 
F\egist.ro, a fin de sc-r evalL1ada la prC•PU&sta, se requiere lc1. 
gara11tía de seriedad, la cuc-.1 compromete la compensac i6n a la 
Administ.ración F'út·lica, PC•r al hech•:' dt? retirc.r la pre.puesta 
ant...es de tiempo en relación c1:i11 la POGible adjudicación del 
ccmt.rat.•:• a dict"10 licit.ad:ir. 

La pri?sentación de la Prc•pue:sta es un acto jurídico 
parlicula1', unilat~ral del •:rferente, gue cont.ie1112 una 1:'lferta 
de cc•nt.r.:1t.o a favc•r del lic1t.ant.e ajust.ada a las normas del 
procedinliento licitatorio, su presentacion tiene por fin 
inMe-diot.ci establecer una re1aci6n jurídica e-nt.re el oferent.e 
y el órgano licitante. 

APERTURA DE PROPUESTAS Y EVALUACION DE LAS MISMAS 

En el dfa hora fijados, la Administración P~blica 
procede a la apertura de las P1"1:ipuestas en acto pt:Jblico. Oe 
lo ahí act.uado se levant.a act.Q 12n la que se incluy12n t.amtd~n 
las obser·vac i cnies ·~ue merezcan la regularidad •jel acto. En 
esta etapa el 6rganc1 licitante podr~ excluir la prcipuesta que 
n•:i se ajuste al pliego de requisit•:.s y que ante su desacuerdo 
haga imposible garantizar las mejores condiciones a la 
administración. 

Es valido el° ejercicio de la pot.est.ad pública que 
implica el rechazo de la oferta, para l·:i cual deberán 
asent.arse en acta lcis f u111jament.os rnot.i vos razonat•l es que haya 
originado dicha exclusión. 

Por lo regular el ejercicio de esa potestad es reglado, 
en cuantc1 es desplegaijo cr:.11 fundament('I e11 las bases o pliego 
de l't~"=itdsit.QS y en el c1rdenarr1ient.•:i jurídicci; sin en1bargea, 
ello no obsta al ejercicio discrecional según la observancia 
dt? l;; propia ley y de l•:•s intereses cc•ncreteas de la 
administración. <*> 

(~:!) M;,nuel M"rí" Diez, MANLIAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO, ob. 
cit. pág. 302. 

(:t) Ha de aclararse que est.e act.c• queda bajo las potestades 
discrecionales de la Administración Pública, porgue en 
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El dc•curnento o acta que se lc.-vant.a es firmada por todc•s 
los pai"ticiPantes coolo a't.est.ación de ·:¡ue i?l acto de apertura 
de propue-st.os fue públ ico 1 •:¡· ... L<J..=tnco ést.e corno un document.o 
donde consta el ac:t.o público de apt.-1"tu· ,;_ ;;:i¿ 1JfertaE. 

Por su part.t? h:1 de cons.ide,·.:1rse que cc•mo acto 
sesuic!o antt? u11 ór•3a110 administ1 .. ativ•:i y de conformidad con 
las fan.:ltadi;.s ot.c•rgc..dcis 2 la a•jruinist.raci6n pc1r el 
oi·denamiento jurídico para 21 ejercicio de este tipo ae 
act.os, se persigue con ~lle• la ciención de lcss int.ereses 
pri;.;:..11"ios y secundarios del sistema le·3al objetiv1:i, por ello 
t:-n t?l acto de apertura de c1fei ... t . .:1s puede ccinfigurarse el actc1 
~.·::>r1ünistrativo por el cual se ad1J¡:•tan las decisiones de 
d•.:1misión o rechazo de las Pl"Crpuest.as según correspc•ndci. 1 a fin 
de loa~ar la evaluación y analisis correspondiente, previos 
c.tl di c t.::ir;ien def i ni ti Vü. 

El actc• de admisi6n es un actc• administrativc• Por el 
cu.::d •=iueda determinada una si tuac i611 juridica subjet.iva cuyas 
cc•nsec~encias principales ¡•ep•:•rt.an las siguientes 
considerac i1Jn'2s: 1) estimac i6n y ccinsiderac i6n obligada de la 
pri:.put:sta 1:m la selección; :'.) i:·1alt.e.-r-abilidaC de ia ciferta y 
3) mantenimiento ~e la ofertd 

La admisi•:•n de la of12rta genera ·un derechc• para el 
licit~· c•:rn el .. equivalente deber para E-1 licitante de 
ciPr~t?c .,;,.:i1•, cc•nsiderar, est.Huar o valc.rar positivamente o 
nc-·3ativamente, la oferta1 d·2biendo dar razón de su decisión 
r.;ue considere inadrf.isible, inco:..r1v12111ente o desvi?ntajosa la 
propuesta del licitador mediante un acto fundado y fil1jt.ivado. 

La lncilterabilidad de las ofert.as y su carácter 
vl.nc' •. lan+..e son resultado:1 del a.et..:• adnlinistrativo:• de admisión, 
con 2.: cual se perfeccic•nc:t la pr•offn?sa de cont.ratar hecha por 
el p3rticular, por cuan~o al órgano licitante reconoce 
12·;.~presar;¡,_,1~1? su cCtpacidad técnica y jurídica para ccintratar. 
Esa PI'1:rn1esa ge112ra d·:·s übligaci•:ines principales: 1) 
foPmalizar el cont.Pat.c•, t?n caso de adjudicación y 2) 
in.::::r,mizar da.lios y p~rjuic ios pop i ,~,ct.:;1'.Pl irniento. 

esta e-tapa se reservan las apreciaciones que el órgano 
hace a la pre.puesta present.~1Ga pc1r el licitador, siendo 
que éste únicamente ínte1~viene en dicho acto para 
aE¿··tiurar la pub! icidad en el mc•mento de la apert.ura de 
las propuestas, verificando la seguridad, y el respeto 
de los principic•s consagradc.s E-n la licitación. 
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El ma11tenimient.i:1 de la eifert.a pc1r el t.érrnino legal, es 
t..n1a carga impuesta en virtud de los ví ne u los pre-
c<:·ntrac t.uales que lo ligan con el EstEtdo. 

La evaluació11 de las propuc-stas forma parte de los actos 
procedimentales encaminad·:is a determinar al licit.,;,dor al que 
ha ele adjudicarse el contrato. En la evaluación se aluden 
aspectos técnicos y financiercis que sirven de fundamento para 
recha::ar una prepuesta o para adJ1...1dicar la obra •:ibjeto del 
.: .,".r;rt.1·c:i,t.c1, e;;::?) 

AOJUDICACION 

Como se ha dicho, el criterio para seleccionar al 
c•:>ntratante b~sicamente es el •::iue prese11ta la Propuesta más 
vent.ajc.s,;,; gener&lmt?nt.e lo será PC•r la cotizaci(1n del prt:-cio 
más bajQ, además de consi1jerar Qtro tipo: de aspfrcti:>s que 
h:.·velen la convt-n1encia según le• prevea el pliego de 
re•::¡uisi tos. 

Así la decisi·ón de ad~iudicación t.iene un dc•ble aspectc•: 
p1::ir un& parte dete1~mina cudl es la propuesta más ventajosa Y 
por la otr·a la declara seleccionada, de tal manera que el 
contra.to ha de ser adjudicado al lic:itad1:lr cuya •:lferta fue 
considerada la mas conv12nient.e-. (33) 

La adjudicació11 conforme a lo dic:ho por Marienhoff, es 
c-J. actci de la Administ.racic.:"in PL!blica en que ésta, habiendo 
h~cno previamente el examen di: las proputE-stas presentadas, 
de-cide cuál di=- ellas es la más conveniente y la acept.a, 
i::¡uedando de tal modo detei•rninado el cocontratante para ese 
case' part.iculaP, y entreld.zr.idas las voluntades coincidentes 
de ambas partes ci:mtrat.ant.es. 

Siend1:• la adjudicación un act.o propio del e-nte 
convoca.11te, se ha discutido la di:terminación jurídica de- la 

(::'.:2) En relaci(1n a este punto, el ci:1nocido autor Miguel S. 
Merienh1:iff, Tomo III-Ai ob. cit. pág. 222, hace 
referencia al ejercicio de la potestad discrecional, 
cuya efectividad depender~ la exclusión, admisión Y 
adjudicación de un contrato, las ra:::ones expresadas que 
al efecti:i se aluden serán resultado de dicha facultad 
previendo dnte t.odc1 la razonabilidad que existiera 
ajustándose al derecho y finalidades de la licitación, 
de tal manera que para atender al interés público deben 
buscarse las mejores co11dicion~s para la administración. 

(;:::3) Enrique Sayagués Laso, Torno l!I, C•D. cit. pc!.:g, SE.S. 



adjudir~1ción, a part.ir de la cual se generan las nue-vas 
si t.uac i1:111es jurídicas del admi11istrad1:i. Pa1~a Ul1QS se trata 
dt: una declaración de voluntad i:idministrat.iva r.:¡ue permite 
cer1·~r el vínculo juridico con el oferente; para otros 
r-c:-Yist.1? por su unilat.t-r·:,lidc.d, el carácter de actc• 
adrnin::.strativ•:i sujeto a to.:ii:is 11:.s requisit.o:is de t'.:!ste.(34) 

Por nuestra pétrte la ~1djudicación es un acto 
2.i:Imini=trativ1:i sujeto a ti:ióJs l•:.s elementos 1je este tipo de 
actos, ¿.11 cuanto a la cc•mpe¡,.i:=ncia del 6r·3ano que hace la 
adjuiJicaci6n, a la forma ,::•..:e reviste el acti:i, objeto y causa. 
Pero en dicho act.o se ·~.2rt.e la pr·er·rc1·:;Cttiva prC•Pia del 
órgano, que si bien go=a de apreciación discrecional, se 
halla limitada por dos condiciones: 1) que sea efectuada, 
s~gL.n s¿. ha •:Ji cho con arreglo a li:i previst.i:i en el pl ieg•:i de 
condici:c.2s de la licit.ac16n; y :.?) ·:iue realment.e recaiga en 
la of 12rta que sea más ventaJ•:>Sa. 

El actc1 de adjudicación es por sí rnisrnc• decisorio, ya 
·:iue .jentro 1jc, la estruct.ur·a pr·1:•:edimental de la licitación 
rc-presen~.a L.Tra dec lar-ac i,:.n ;:1dminist.r·ativa de voluntad 
01ria::.a al licitador, por la cu~l se define una situación 
Jvrío1ca individualizada; por ello como efecto del principio 
de una vinculacion general de la Administración Pública a las 
n 1::rrr.c:;..s, el act.c• de adjudicación en el rnarcci del ordenamient.o 
jurídico determina la si~uación jurídica del licitador a 
quic·n sa le adjudica t-1 cont.ri: ... t.C1. En ese sent.idc• s6lc• cc•n la 
adjudicación se 9ene1"a un derecho subjetivo en favor del 
oferent.e ele·3idc1 o seleccic•nado .:i.ui€<n podrá exigir la 
formal iz:ac i6n del contrat1:i. 

Las re•3las se·~uidas para la adjudicación varían en 
.. · .. mción del contenido del contrato que se pe1 ... sigue, pudiendo 
pc1sa1 ... el prt:ocic• c.frecidc• a un segundo r,;in•3c1 en mérito a otras 
paul.3s de selección: a) idoneidad t~cnica y moral del 
contratis"t.2·, b·i cualidades del eibjet.o del contrato, y e) 
solución financiera. 

En relaciC:·n a la determinación de la oferta más 
c1:mvenie1ite, caoe sei~cilar qi..:e el ó1'•3ano de la decisión 
ap1"ecia la oportunidad y conveniencia del act.o y la 
c1:irrespondenci~ entre el objete requeridc y las 
circunst.ancic:1s de hecho ant.e las cuales debe operarse. Pero 
ell1J no habilita un pri:)c-ader arbitrari1:i lesiv.:1 de li:is 
dere-ch·:·s e intereses de C•fc-re-nt.es y t.ercereis. La decisión de 
;:,djudic~c1ón es discrecional en tanto puede optarse POI" una 

c:::4) Jor··;e Hi?ctc•r Esrnla, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, ob. cit. pag. :3.32 
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variedad de alt.e\"nat.ivas se\~ialade.s Cómo me.Peo decisionc.l, 
pero ella deb~ se1~ siempri:o \•a::cn&ble, fwida.da y motivada. 
Entre e$~"s al t.ernat.ivas figuran lo posíbilidod de adjudicar 
la licitación a tal o cu2\1 ·:if¿1•ta, o el rechazo •::i2 todas 
el léis por incc.11veni1?nt.es, pero siemF·re ac t.uando conforme a un 
d.:bido proceso de raz1.)11ab11 idad, í11vesti•3ando, ci.:,mproband•:l, 
veri i icando, aprecian1jeo y juzgando los rliotiv..::1s causantes de 
la decisión. 

En el s~nt.ido expuest.c• li'.:1 adjudicaci<•n como acto dictadc1 
en eje:•cicio de las facultades disc1·ec11:inales l11:i se sustrae a 
los limites jurídicos elásticos (razonabilidad, y 
-N~·1·i=-ciación) ni a los limites técnicos concretos. mutables y 
variables ·=tue imperan t?n cada casi:•. Por ellc1, y en tanteo las 
limitacion2s a l~s competencias discreci1::males inte•;ran el 
etr1óit.o de la le9it.imida1j adruinist.\··ativa, la adjudicación éS 
irilpu311able .,. susceptible de fiscal izac il.in y control C0\1 sede 
admir)istr~tiva y judicial. 

PERFECCIONAMIENTO O FORl'IALIZACION DEL CONTRATO 

Cc·mc- efect.o de la adjudicación est.é, en primer lugar, la 
liberación de los pr1J,poni:ntes cuyas ofertas se han 
desest.ir1)adc-; en segunde• ciri~en, cc•mo se ha dichc•, nc•t.ificada 
la adjudicación al beneficiario, •:¡ueda adjuojicado el contrato 
u1c•t.ivo de la licit.ación, para lc1 cual la formalización del 
acto se, llevará a cabo dc,ntro del plazo c,stipulado en el 
eir·di:nafflientc1 jur-ldi e.o y bajo las cc1ndic icmes previstas en 
dicho 1:.r1jenanlient.1:J. o en el pliego. 

Por ot.ra par-te, el instrumento a formalizar no puede 
c:1:)11tener bajo pena de nulidad, í nnovac io\1es resi:•ecto de las 
bases, condicicines y la c-ferta aceptadas, dcicumentos a los 
c¡ue sia remite y que se aute11tic:at1 ju\1t.ame11ti: c 1J11 los pla111;)S 
de la obr·a, fc•rroando part.e dt?l mísmc1. Pcn"" eso el C•tijeto en 
sírrt.esis, es ,je reafirma.r condiciones y •:ibligaciones 
result.ant.~s de las actuaciones adm1nist.rativas, que-dandc1 la 
iniciativa. y reetlización dt:- los ti•a.bajos c:cmdicionados a la 
fil""fl12' ce! c..:intrat.o de c1bra pública. (35) 

Hemi:is de aclarar que el c.1J.ntrat1:i en ningún mi:imento da 
valicJez al prcicedimíento lic:it.at.cirio ni a ningunc1 de los 
act..,s que en el mismo se desa.rrolla11, sitio al contrario es un 

C35) iJsvaldo Máxim•:i Bezzi. ob. cit.. pág. 102. 
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acto totalme-nte distint.o al procedimiento y e-1 cual, para su 
perfec:cion~miento reguiere la celeb1"a.ción de éste. 

II.4 La Situación Jurídica de los Licitadores ante 
los Actos Administrativos de la Administración 
Pública Federal. 

He.. Ge distinguirse, según lo ya Previst.o, los actos 
integrad•Jres del procedimienti:i adr1~inistrativ1:i, ·:::iue conducen 
al fin, c.b3etc• del proceoimient . .-:• y se tl'aducen en una serie 
de a.ct.1JS co11cretos, de &·:¡uel i•:>s actos compuestos, 
·=·bjt?t.i v~m12nt.e t-.et.t:ro·~énec•s, ·:iue E<l Cese-nvol vimient.c• •je la 
~~t.!\'idad administrativa, ~ través de diversos ac~os de la 
8dm1nisi:.1·aci6n ·:¡ue no sierupr·e reúnt:on las características del 
act.ü administrat.ivci, conc":.:.tuy1.;-n éstos i:.tri:>s tantos 
t.r~wites int.er11os PC•r lc's cuali?s se va formando la volunt.od 
adm~nistra~iv~ para logr~r el acto administrativo. C36) 

El act.o de tr~mit.;:;. t.al ceoMo nc•s referimc•s ccin 
anter•iorida•j, perrna11ece en la esfera ~1iter11a de la 
c;dminist.raci6n, en t.c..nt.c• 121 act.o adm1nistr·ativo procediment.al 
es capaz ae incidir por si mismo a citr•:i tip1::i de esferas ·::iue a 
lci pur·¿H'llent.e adrfiinist.rei•.:.v«:11 en oeinoe los efectos de cada 
act.r:i adrninistrativ(:r t.1•ascie11den · por· la naturaleza 
c-r.iitient.e:íient.e prc1c12diment.;:1l de ést.eis. S,:.bre esta base hemcis 
de con~iderar la si~uaci6n JUridica que guardan los 
administ.i""aoos ant.e los actcis e~:1inentefifente adrninist.rativos 
que constituyen el procedimiento licitatorio. 

En prirnE-r orden, ~:-! licitaó:•r se- encuentra en una 
rel&ci&n jurfdica de derecho ~dministrativo con un fin Y 
c•:.nt.C:oniac. d!rf!'ctc1 e inminent.emer1t2 ¡:.c.Jblico, capaz de generar 
det·t=ch1:is subjetivos individt..:al-:?s i::i in ... s-.,..eses legítimos. Pero 
los intereses y el ca1·acter subJetivo como se sabe, no 
n12ce.-scH iamente nacen d2 la concurrencia d12 la voluntad 
ifvJivldu~l par·a fei1'1'r1ar la ri:olac16n jurídico contractual; ésta 

~:~.;~CesÍ.~rgi ~(4 1 di IIi~f.~;3.~;~ :;~ ~.;~nd·~ela~~;~g ¿~~st~~~l!ca l~~ 
posteriores actos de la admil"!lstrac ión que versen sobre las 
et.a;:·~s dt:-1 prott?dimiento y sobre la le·,;ial idad de ést.as. 

En est2 orden de ideas, la convi:icati::iria com•:i génesis de 
l~ publicización de la licitación tiene como objet.ivo el 
l lC1rnado a la presenta.e i6n de propuestas bajo determí11ad•Js 
pariimetros según se prevea, al rnc.ment.o de presentar ésta; le 

( 3E.) Rafael Entrena Cuesta, ob. cit.. pág. 47 4. 
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asist.e al proponente un int.erés legitimo en que sea adr"i ti da 
su oferta conforme a li:is r¿quisitos del acto y en acatamiento 
a la normatividad precisada con anterioridad. 

Como se ha serialado, el interés legítin)1) deriva de la 
relaci6r1 juridica de carácter administrativo al momento de 
presentar su oferta. Sin embarg•:-, el 1jerech1:J a contratar con 
la Administración Pública y la facultad del órgano 
adr1'iinist1,ativo de adjudicar el contrato quedan co11dicionados 
al i:::-: . .:arm?n y evaluación previos que a~ efecto se emitan, lo 
cual co11sti tuye un presupuesto necesario y fundamental para 
que el c1ct.Ci de adjudicación quede investido de la legalidad 
suficiente, asi como los efectos producidos. 

At"-ioi"a tden, el valor jurídico sustantive• a nivel de 
principios y jurídico adjetivo a nivel de aplicaciones 
prácticas, conforman la aspiración constitucional en la 
efectividad de los medios administrativos para el 
cumplimiento de las funciones públicas, siendc1 el result.adc1 

de la normatividad normalidad de la regla jurídica 
abst.r·acta. 

Por ello 1 como instr~rnh?nto de la actividad reglada neis 
encontramos con el procedimiento administrativo formal, el 
cual por sí mismo describe, articula, regula y a la vez 
habilita el ejercicio de distint.as prerro•3ativas públicas que 
t.raducen el poder pút•licei de que ·aoza la Administraci6n 
Pública para el cumplimiento de su cometido. Pero esas 
prerr-cigat.ivas sc•n atribuciones inseparables del órgano, es 
decir contenidQs mínimos de poder que el ordenamiento 
juridico debe regular y compatibilizar en su ejercicio con 
los derechos e in+..ereses individuales. (37> 

Así, el procedimiento 1 ic i tat.c•rio es ar ti cu lado por los 
actos administrativos como l'esul tado de la pr·~pia estructura 
P\'Cocedirnental, en curnpl irnient.o de lc•S C•bjetivc•s de la 
licitación pública y corno consecuencia de ésto, del contrato, 
de tal rnanéra que la r·elaci6n juridic•:• adrflinistrativa qut? se 
expresa ma11tiene a los l ic i t.adores y adjudicatar i•:i en una 
si tuc:1' ión jur í.di ca suf i e ient.e para ser ti tu lares de intereses 
y derechos seg(m les corresponda. 

Dentro.:• de l•:i que ha de clasificarse corr1c1 la actividad 
del adrninistrad1:i ha de c•:insiderarse: la actividad de l•:is 
particular-es cc•mo cc•nsecuencia o presupueste• de los actc1s 
adr(1inisi...\·ativos. S·::ibre este ar·3ur11ant•::i dicha actividad del 
adm1nist.1·ado por vía de colabor~ci-:,r: qut-da representada en la 
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ejecución de lz.i obra pút1lica1 come• fin; en t.ant.o, d-entro de 
la actividad de los particulart?s ci:.•n\o presupuesto de lC•S 
actos adMinistrativos caben los actos jurídicos como reflejo 
di? un ¡::·r·~cedimient.o admi11ist.1~ativ·:i que presup1J,ne a éste; así, 
lü'5 actos dt? paJ·t.iculares de ppesent.aci•:•n de p\'opuestas, los 
actos de- int.ervenció11 e11 lá apert.ura de ofertas y en el 
rflC•InC?lito di? la a•:l..iudicación, ~c·n act-eis que- ppesupcinen en 
CU2.1it•:· a sus efectos, el nacimienti::i y existencia propias del 
e.e tci administ.r-at.i vo en cada e-t.apa del prcicedirnient.o 
licita.to .... io, se9ún se ha dicn•:i con anterio1·i·jad. (38) 

Se<t.r·¿. estas bast?s hemc•S de 1 irrri tarnos a pr~c isar-
la situac1on jurídica subJetiva de las administr~dos frente a 
la .:~·.:it.est.ad pút•lica del ~>:•9ei110 adrninistl"'ativo en el 
procedimien~c. licit.C1.t<:.i'ic:. En ese orden, de. la relac:i6n 
jui·lo1cw. c..dinin1st.rat.1va nacen dG<rechog; subjet.ivos e int.ereses 
le~~ítimos p1·i:ipios del licitad•:i1•, seg6.t1 lo previene el 
c1r1jt:-nar1dti-nto jurídico. 

Fr2nt.e a la pot.est.aC r:·c~blica de admit.iT' o des&char uno 
pr::tp1..h.2st.a por part~e •::21 1)r·._;;Qn1:> Administrativo, asist-=: al 
prc1pc1nc-nt.e L,n int.erfs 112·.;~t.irr10 en causa al debidca 
proct::·dimit=11to licitatori1:i es decir1 e11 n'antener la 
ju:"io.i. e ida•j de los acteis proct:.d11r121, L.¿., les; por el lo t?l int.eJ'és 
s•: reduce a set' l'2SSít.inKr, s1.·i el •:'..?"~cho correspondiente a 
s01' adju.:iic?t.arío d12l cont.ra-::.•: / pof'·:¡ue nQ f•:irma parte de la 
operatividad le·~al del acto licitat.1:.1•io, sino que gueda 
ce<ndic ic1nG-tda la prespuest.ei a c:iue s12a ld. rnás ventajosa papa la 
administración. 

El interés le·;ít.:i·i1c1 rt?sult.ci, SE .. ;ún la doct.rina de lrts 
lil'.:'rm.:is d..:- acciú11 1 las cu~les se ref iePen a la i:,rga11izaci6n, 
al cr:1;··1tenídCo 'l al }:•J'C•Ct?•jlf;iiant.ci que ha de presidir la acci·6n 
8d~1nnist1~at..iva: c::stas norrn~s \iO tiene11 por obJetc• una fwición 
de siar-ant.ia, pero :;on si1?mpr·e c:·bli·3at0:•rias, pcrr lo .:¡u!!> los 
inter~ses individuales r¿ci~e11 1:le dicha acción u11a tutela 
.ind1rect.a qu¿..:,,:,ni.:b baje• la cate·3c1r{~ ,,:2 i11t.e-reses legítimos. 
(35) 

(;;::::) Si:ctire este punto nos remi timc•s a la c1bro de Fernando 
G.::.rridi:> Falla, Val. 1, ob. 1:it.. páo;i. :370; aclara)ido al 
r·es;:·e-ct.i::. ·::iue en nad?. se cc•nt.r~dice a los actos 
a1:.r11inistrativ1:r"'s inte•.;:iradort:_. :.>.:< Pí'•;)Cedimier'l.to 
licit.at .. ::., .:.C• y mucho riienos a los acti:1s que t.r·art1itan la 
volut1r .. a1::i i:ie la adn,ínistración, mismos .:¡ue rep1•¿.se11tan u11 
c•bJetive> y fin det.erminadc· en d·:•r1de comc1 r-egla scin 
sujet•:is a la observanci21 i1.::irmat.iva. 

(~:9) José Robe,rto Orc.,,;i, DERE(r":' ·:::_;s:JETIVO Y RESF'ON:::AE:ILIDAD 
F«.t':·_ICA (Editorial Tenns E:o·3·~ti-Colombia 1981)) pág. 39, 
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En este tipo de interés, aun cuando no se corresponde 
c•o11 l•os derechos subjetivos, existe para los administrados 
unei ventaja directa y part.icular de ·:iue la c•bservancia 
111:.1~rnativa del acto sea respetada y cumplida en la actuación 
administ.r'1tiva. Ello supe.ne ¡¡.n prim¡¡.r lugar el result.ado de 
una especial situaci1)11 jurídica e11 •:iue se encuentr•a el 
licit.aoi:ir, de t.al manera que los actc•s de la administracibn 
reportan beneficios concretos y particulares en cuanto algu110 
de l·~s licit-adore;s puede adjudicársele el contrato. A los 
demás proponentes que no haya11 resultado se lec e ionados les 
asist.e un interés calificado derivadc1 de su participaci-ón t?n 
el Pr•:icedir.liento, cc11 respecto a la legalidad de determinad1Js 
act.c•s adrninistrat.ivc•s desarrollados en el propio 
pr.:.c•.:dimiento. 

El int.erés legitimo presenta como part.icularidades el 
ser persünal, actual di r~c:t•:i, de tal ma11era gue su 
individualización sea le• suficient.e para el ejercicio de una 
acc:ic.">n o instancia admi1iistrativa. 

Ha de ser directo en cuanto pert.ent?ce a una categoría 
definida y limitada de personas gue se encuentran en una 
situación jurídica como lo es el de la licitación p~blica. 
Aden1ás, es necesario gue ese interés legítimr:i del licitador 
sea dctwü, ya gue het de persist.ir en una satisfacci·bn 
inmediata, por ello 111.J es eventual, por·:¡ue en el acto existe 
un interés vigente en tanto sed conducido etguél conforme a lo 
previsto en la norma juridic:a. 

sefiala que el i11terés legítimo puede ser comCm o 
l?SPec ial. El interés legi t.imc• com(.jn se caracteriza por 
los siguientes elementeis: a) norma jurí.dic:a que 
predE-t.ermine ccincretame11te cuél es la c:c•nduct.a 
administrativa debida; b) que esa conducta nci sea debida 
a un sujet.o particular en situación de e~:clusividad, 
sino a un conjunto de individui:1s en concur1~encia; e) 
intt?rés persünal y direct.c1 del individuo en la conducta 
administra ti va. Por su parte, el interés le9í timo 
E-Sf:·ec ial se caracteriza PC•r: a) ausencia de una nc•rma 
jurídica, que predetermine c•:i11cretame11te cómo debería 
s12r la conducta administr·ativa, si bien la 
administración debe somet.ePse a la existencia de un 
limi t.& elitst.i co impuest.o pC1f' la razonabi 1 idad, 
desviación de poder, etc.; b) situación de e:<c lusividad 
o concurre:-ncia; c) int.ePés person<:..l y directc1 del 
1'ecur rt?nte. 

:\ 
:1 
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Por otra parte ha de considerarse ·=iue el moment.o de 
apreciar el interés le•;ftimo es a partir de- que el licitador 
1=·1'esent.a su propuesta con el interés papt.icular concrt?t.C• y 
actual de •:¡ue sea evaluada y an.:.i.l1zada por el e11te conv.:ic:ante 
bajo la observancia de la no1·rnatividad d1spuest.a pa1'a la 
licitación pública (40). Asimismo .,¡ r<?sultado del acto 
de-finitiv1:0 y final dt? est.t? pr•:•cedHr11ent.o t.iene comü objetivo 
selec:c io11ar al c•:intratist~. qu.::.- haya presentad1:i la propuesta 
más ci:•nve-11iente para la eidrnin1str-ació11, f:•Or tcido ello Postula 
p1:ir sí para el administrado u oferente un interés 
jurídi c.;ur1ent.e 9ar-ant.izad•:1 C:Qrilc' prc.t.ec: e i.:1n del C1f'denesm1ent.o 
jurídico. 

Desde luego, cabe aclarar que a partir del momento en 
gue aparece la convocab:iri.:1, asiste al futuro licitador u11 
simple interés por el Cic:i:. objet-c• de la licit.aci6n, sin qut? 
el lo sea suf ic ient.ernent.e •3arantizado P•:'lr la norma jurídica y 
derf1,;is r.o:irr,1as, b~se del procedimiento licit.ator-io; ante ello, 
ese intel'é5 sir11ple ne• es lo suficie11t.e pa1'a generar la 
eficacia de la inst~ncia o accion administrativa según 
C•:>rresponda, ·~uedandei ni;..=- .:¡~e n"1-:'.a en el ár1lbito subjetivo y 
i:::·i:·r·s•:•nr.d con una cat.t::-·3C•f'Íei ced1ficada P•:rr ::l oraenamient.c, 
jurídico como denuncia. 

Al mar·3en de las consideracic•nes eint.eric•res, debe 
prever·se .:¡u¿. ante el inte1'~s simple del futuro proponente, 
cabe cuest !einar si l¿-t pr.:::s~:.:nt.ación di: la propue-st.a ante el 
Ors:.1111:i Admirlistrativ•:i implica un simple interé:-s o p1:ir- el 
cc.1n.r.:..ricc w1 vc-rdaderc• derecho, •=!L12 tiene el oferente a 
f1:.rmar parte de aquel!•:• •::¡ue mencic•ne\rnos com.~ la activi•jad de 
los P~1r·t.icul.::i!"es, cor1·10 pre"f·L~i:·uest.o de los actc•s en el 
procedlmiento licitat.orio. 

Ha de aclare<rse qu2 el intep~s simple ·~ueda dentro de la 
etapa de preparaci6n de l~ oferta. Al momento de presentarla 
Previos lc1s re•:¡uisi t.•:1s de let, asiste al FrC•PC•nent.e un 
int.e-i't?s legítir1i•~ en •.:¡ue sea. aceptada P•:>r el órgano cc•nvocante 
sin r·er jui e io de qi...e opeirt.unarue.-ll"t.e sea cc•nsiderada la 
Pr•:ip1..;esta qde presenti:::- m3·_,,~res vent;;;..3~s a la administración. 
i-'i:!l'C• l.; PC,~pc1•)1·1 r::1e t-0°:'..:.. . .:.as propvt:~tas es ineludible; el 
criterio contr&rio podrí& implic~r la negación o violación a 
su i11t-i:.·r~s / a un derecho de sust~nic1a constit.ucic•nal. (41) 

C•:in1i:. efectei del acti:i adjudicat.:-irii::i del c•:intrato a favor 
de Lm•:i (:Je 1 os 1 i c i t.adore:·s, los demás pre.ponentes conciben 1 a 

(40) Manu"'l María Di.,z, MANLIAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO, ob. 
cit. pág. :302. 

(41) Miguel S. Marienhoff, Tomo III-A, ob. cit.. pág. 227. 



72 

dafi:-nsa de su interés legítimc1, a través de las inst.ancias 
p 1:ir recursos en vía admi11istrativa y cuyo objet1:i es el 
asegurar la legalidad de la actuación administrativa. Sin 
embar·30, resulta cuestionable 1:>bjetar el mérito 1:i 

cm1veniei1cia del act.o como cc:rnsecuencia del ejercicio de las 
potestades disCi"ecio11ales. 

De acuerdo a lo anterior, en la vía recursiva se 
impugnarán aspectos de mera le·;alidad a las cuales debe 
cei'Hr·se la actividad discrecic•nal, pero ne• asiste interés 
jurídico al licit.ador de todas aquellas consideraciones 
aducidas por la propia Adrninistraci 1:•n Pública, PC•r los cuales 
se vierte la conveniencia de celet:irar el c•:mtrato con 
dete1·rninado licitad•:1r 1 toda vez que su propuesta refleja las 
mejores condiciones para la propia administración. 

Hasta aquí se han considerado brevement.e las si t.uaciones 
jurídicas subjetivas como resultad•::> de las relaciones 
jur¡dico administrativas entre los licitadores y el Organo 
Administrativ•::i. Sin embarg1:i, ha de preverse el efecto de 
dichas situaciones como control de la actividad 
administrativa en la ejecución del procedimiento licitatorio. 

El 61~•3anc• adruinistrativo debe prc•nunciarse sc•bre la 
ar-:-r1::>bc..ció11 de la licitación en virtud de habe1~se cumplido c•:m 
121 procedirnient.ci legal, c.:.n la tram1 te.e ión de los e.et.os 
pr1::icedimentales y con la observancia de los principios que 
c1:1ncurren a le. subst.c.nciación de la licitación. Pero el eje 
del cabal curnpl imient·~ en la legalidad de l.;s actos gueda al 
arnpari:c de las instancias y recursc•s que prevé la norma 
juridica, mismas que son potencia del efecto que la relación 
juridicc• administrat.iva vincula al proponente con el ente 
convocZ1.nte. (42) 

En est.e orden, los int.ereses y derect-1c•s prc•pios del 
administrado representan parte del control a la le•;ial idad en 
cuanto su afectación por el órgano administrativo, origina el 
¿jercici•) de las atcii:mes •::::iue tienden al respecti:i de la 
legalidad de los actcis, según lo previene el sistema 
jur·idic1:1. 

ACm cuando el control de la administ.raci<!in supone la 
e:--~istencia de r1h-:?di1:::is a trav¿.s de los cuales se ~arantiza el 
orden jurídico, la fiscalizaci6n es de oficio cuando la 
jerar•::::iuía institucional sup.:ine un tQntrol interno, pero el 
adrinnistrado no tendra rnás derechc1 o interés que por aquél, 
cuando se vea afectada su situación jurí.dica, quedando 

(42) Osvaldo Maximo 8ez::i, ob. cit. pá•3. 7E: 
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e;.~¡::.ed ita la denuncia ant.e órganos de la propia 
.:.1..:::1:i 11istrac i6n, derivad•:'! lo anterior· del mere interés simple . 

Ccimo principie•, el contri:.: adniinistrativc• efect.uadc• por 
medios •:> por ir.1pulso del part.i cu lar, puede presentarse de 
distintas formas pero con efecto directo: a) la simple 
denuncia b) la reclamación o recursos adn1inistrativos; el el 
cont.i=ncioso administrativ•'· 

II.5 Efectos de la Intesración del Procedimiento 
Unilateral de Selección del Contratista. 

~a ínt.eg1·aci·~·n de-1 P!'O:,c2diri-dentc• licitot.orio t.i12ne ccimo 
efecto el seleccionar la ;:oropue5ta rna.s C1Jnveniente para la 
adrninistraci<•n, por lo cual la GlecciC:•n del cocontrat.c,,nt.e e-s 
c·:insecu~:-:tia di.recta i::le la i:.fert.=i. reali::ada p•:ir éste. Lo 
ant.t:ri•:•r no imp!1:..a el perfeccic.r.arriient.o del contratc1, toda 
ve= ·:iue el acuerdi:i de voluntades ent.re el cont.ratista y la 
Adrn1nist.h:ici..:.•n Pública se reaii.::a en un ?lan•:1 c•bjet.ivamente 
dis~into al vinculo juridico existente entre el licitador y 
el lici·• .. ,:inte, el cuol que-o;; i.:oncluio.:::li:· en el moment.o en que se 
er,át.:::- .:! acto de a1jjudi.:a.c:..1:.11. 

C1:•rnc1 actc• posteric1r e independiente del pr•:•cedimient.o 
licitatori•::i nos enci:111t.ram•:is con el cc.ntrat•:i, mismo que deberá 
ssi' susc1"'it.o dentro d•2 los ple;.zos previstos por el 
or1je11ai1~i>.?nt.o jurl•jico. ~~ relacion c1:.nt1~actual queda 
t:~1·fecc l•:tnd.jd al mornent.o de celt!:-brctr el contrate•, por lo que 
en el lap50 que media ent.1'e el acto de adjudicación y la 
firma de! contrato, la sit~~~ión jur~dica dt!:-l administrado y 
del ór·gano licitante es el 1·2;;ult.ado d¿. lt:is efectos de la 
int2·.;r-ac16n del proct:-di;i'lient.i:•, ;r1c.s aún del acto de 
a.1Jju1:l1cac1v11. 

Asi, la adjudicación de la C•bra objeto del contrat.o crea 
para el adJudicatario una nueva situación jurídica distinta 
de la qu2 prevalecía en el r;1i:•rrn2nt.•:i c2 set' licit.adccr. Esta 
s1tuacion implica una ventaJa activa suficiente para 
cc.r,1;:.or~nder- un d2Pech•:1 sut.,::et.ivc1 y no exclusivamente un 
inter~s 112·.;i~ timo, como se presup•Jne en el riwmento de ser 
ofer-E-'ino2': Pi:•r ello quedan de dnt.emdno d. fei.vor del 
adjudicatario no sólo las vias recursivas previstas i?n el 
ordenamiento aórilinisi.rat.ivo, sino el Jui.cio de amparo ante 
L:l1Q ro=- ni fiesta violación di recta del sister11a normativo. 
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~;in embargco, han de dist.inguirse de las obligaciones o 
deberes, la situación jurídico po.::~··.,;a, lets cargas propias de 
este tipc• de act.c•s y las cuales pr~suponen necesariamc-nte 
ante su acatamiento Por el futuro cocontratante, el ejercicio 
ae: los derecr1os se·;¡C111 la nui"va sit.uación jurídica. El efecto 
de las cargas com1j resultado de la adjudicación se prevén en 
i"l plie•;¡o de ri"quisitc•s, lo cual i"S del conocimiento del 
adjudicatario, y de su cumplimiento •:¡ueda expedito el 
ejercicio de la acción para exigir el perfeccionamiento del 
contrato, ni.J obstante que por vicios de legalidad en el 
Propio act.co procedimental puede quedar limitada la obligación 
y el derecho de suscribi1' el cont.1'at.o, según corresf:'onda. 

Lo ant.er ior se debe según 1 o di cho a que en el 
Pl'ocedimiento administrativo los pri:1pone11tes no se e11cuentran 
ant.e le.. administ.ración en una Posici(1n de pasividad 
únicamente, si111::i •:iue tambiéii son titulares de situaciones 
jurídicas act.ivas ejercit.ables frent.t:.4 al órgano licit.ante, 
p1::ir lo que ante cual•:¡uier lesión P•::ir parte de aguél a dichos 
.i nt.ereses o derechc•s, asiste la se·.=Juridad en defensa de 
éstos, de lograr la sumisión de la acción administrativa al 
Derechc•. 

Le. estructura juddica del procedimiento licitatorio no 
se resume en un solo acto •je naturaleza compleja, sini:1 según 
lo antes precisado, en una cadt?na cuyos dist.intos eslabone-s 
aparecen articulados a travós de un vinculo común, sin merma 
de la inoividualidei.d F=•rC•Piet de los actos y en orden a un fin 
(mico a cuya consecuencia coadyuvan, de tal manera gue la 
virt.ualidad jurídica dt? estos actos aseguran la integración 
legal del p1•ocedimiento licitatorio, suficiente pa1·a producir 
efe;-ct.os se·3Lm lo previene la ley. (4~:) 

La eficacia inme-diata del acto de adjudicacibn está en 
la notificación de éste; por ello la obligación de notificar 
el act•:) viene enmarca1:fal tanto desde el punto de vista 
cibjet.ivc• cc@c1 subjetivc•. Desde el primer punto de vista, la 
1:.ibligación 1:ie: n.Jtificar no se extiende a toda clase de act•::is, 
sino soldmE-nt.e a los de caritctE-r decisorio, ccimc• es t?l caso 
•::~ la adjudicación poi~ ser el acto gue pone fin al 

(4~:) Al respecto los tratadista, Eduardo García de Enterría y 
TQmás Ro.mó11 Fernández, T•:imei I, ob. e i t. pág. 368, 
sefialan ·=iue el pr..:1cedimientc• administrativo no es un 
acto c1::implejo sin1:i, más propia.mente un complejo de actos 
del administ.radc1 y de la adrr.in1st.ración, de diversc. 
valor t•:id•::is ellos, aunque con sustantividad jurídica 
propia, sin perjuicio de su car~cter instrumental 
respect1::i de la.resolución final. 



75 

prc•cedirriie11tc•. Desde un punto de vist.a subjet.ivo, ld 
obligación no alcanza a tod.,s l•:1s administrados, sino sólo 
aquelleis que tengan la condición de int.eresadc•s c-n sentido 
técnico en el procedimiento licitatorio. 

Por ot.ra parte, como efectc• de la notificación del acto 
de adjudicación, los sujetos interesados vienen a ser 
port.adcire-s de un derechc• subjetivo, ti t.ulares de una 
s1tuaci6n jurídica ya adquirida en su p&t.rimonio: de aquí la 
consecue-nciei: de .:iue la Adrr1in1strac1<•n Pública no interponga 
obstácul•:is para evi lar que pue1:1a celebrarse el c•:mtrato. Lo 
anterior nos permite pr~cisa1· l~ situación jurídica activa 
:iel adjudicatario, alude e11 pr·incipio ,:, la pote-stad, ésta como 
:spec i€· del ·.aéner.:·1 común de :os PC•deres jurídicos, que sólo a 
i:.rav~5 de su concreto ejercicio pue1::ie llegar a actualizarse y 
c.ra•jLic irse t?n un P•:•der determinad•:•. ( 44) 

Asimismo, el ejercicio de cual~u1er acción contenciosa 
por parte del t.1t.ular del der-echo cc•ncret.c•, supone 
necesariaruente la afectacion a los intereses particulares y 
la p1:is.1.t:.1lidetd de c•btener la nK•d1iicaci{•n de los act.os 
lesivi:1s Pc:1r vicios de legalidad, según sea el caso. 

En lo relativo a la situación jurídica pasiva, ésta 
implica objetivamente el estaar:i 1je subor·di11c..c1611 cor·relativo 
~ la pot.est.ad, de carctct.er- pút1l1cc1, A manera de ejemplo, 
cabe sef1alar la obligación de rn.:.ntener la 1Jferta en los 
t.~r-r11inos p1·c1¡::•uestos para el cur11¡:0 limient.o del co11t.ratc• y de 
asegurar la t?jecuci6n de la obra en los t.érminiJ:s que- al 
respe-ctc• le seiiale la Administ.raci6n Pública. Pc•r otrCt ladc1 
qu~ü2\ dentro del ámbito activo o de venta.fa del propii:1 
adjudlcc1t.ar·iei la de susc1·ibir el cont.rat.c• sc1bre la 
no:.1rmatividad sef1alada e:in el plieg.:• de re•::¡uisitos, así C•:>nt•:'I la 
Pot.est.ad de ex:igir al órganc1 1ici't.ante la firma del ceintratc• 
con t:l pr1:ipio adjudicatario y nv con otro. 

Asimismc• nc•s encc•ntramc•s con las cargas que corren por 
cut:11t::i del propio adjudicatario y, de las cuales ni:•s her1l•:>s 
re-ii=r1dc1 PC•r ser pre-suput:s·t.os c•:•ndicionales para le.. 
celebración del contrata, verbigracia los requisitos 
=,•.:Jic1c•n.:,l2s qui? el órgan.:. lic1tant.e requiere al futuro 
cocont1~at.:,11te para la f•:>rmali=:ación del co11trat•:> ;- de los 
cuales t.uvc• conocimientc1 pc.r part.e del adjudiceit.ario al 
moruE·,-,;: ".'• di? ser l ic i tadi:>r. 

(4~) Eduardo Getrcla de Enterría, T•:•más Ramón Fern~ndez, Tc1mo 
II, oD. cit. pág. 2S 
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En atención a la nueva relación jurldico administrativa, 
de la cual nos hemos ocupado con anterioridad, el nuevo 
·;.1"1t.erés de celel:irar el cont.rat.o representa la sustancia del 
derech·:i subjetiv•:i concebida com•:i un interés directamente 
prot . .:gido Y el poder o pe.test.ad, presupuest.o de la situación 
activa, es ci:mcebido para la proteccii>n de ese interés, 
represt?nt.ando el element.c1 e:..:t.erno y formal del d&recho 
subjetivo. 

Por ot.ro lado, si se considera la eficacia del act.o bajo 
un aspect•:i dinámico, o sea c1:in10 p1:isibilidad de ejecuci611 del 
mismo, cc•nviene hacer una nueva distinci(1n entre eficacia 
subjetiva y ,,bjetiva pero cefii,ja bajo ese aspecto. (45) 

Por lc1 que- concierne a la primera, el acto de 
adjudicación, constituye una modificación por sí y ante sí de 
la relación jurídico administrativa anterior que se tenía con 
el proponente; ello hace suponer la eficacia directa del acto 
en cuanto a la innovación jur~dica de la relación. 

r~uedan vinculadas por si, tant•:i el 6rgan1:i licitante como 
tod1:1s los dem~s órganos que se encuentran jerárquicamente 
orde11ados en a·:::¡uél, y por otra ·parte c1:.n el adjudicatario del 
contrate•. 

En relación con la eficacia objetiva del acto de 
adjudicació11, las partes quedan situadas directamente frente 
al c1bjet.o del acto, o bien para el caso que nos cicupa, por la 
titularida1j de derechos '=1Ue constituyen directamente el 
c•bjeti:i del act.c• de adjudicacic!•n. F'erc1 el derechc• al que 
hem1:is de referirncis n•:i queda comprendido dentro del poder 
jurídico del adjudicatario de suscribir de tal ca cual manera 
el acto, sino que por el contrario, el derecho atafte a 1~ 
propiedad de ser· el adjudicatario de la obra objeto del 
contrato, según la propuesta previamente presentada Y 
analiz;.da por el ente convocante. 

Puede recon•:icerse una eficacia objetiva directa 
en cuanto se limita a ia relaci6n a la qu . .? afect.a. En tanto 
que nos referiremos a una eficacia. objetiva indirecta cuando 
el acto por sí mismo ha modificado la relacion con el 
licitad1::ir luego adjudicatar·i•J, de tal manera ·=lue al mismo 
~1empo ha quedado alterada la r~lación jurídico 
administrativa con los otr•::is licitadores cuyas propuestas no 
resultaro11 las m~s convenientes para la administración. Ello 
sui:•1,ne que 1 a nueva relación sea r12conoc ida por todos como 

(4.S) Renato Alessi, •)b. cit. pág. 294 
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efectos de la propia eficacia del acto y de la integración 
.:-.'.el procedimiento. 

Comer puede apreciarse, aquí estarnos fuera del campo de 
la perfec:ción del acto, ya •=tue con el ag•:itamientc• de la fa-se 
const.i t.ut.i va de la vülunt.ad pública se encuentra con e luida, 
estr·uc tur•alrnente · idónea para la ral iza e ión del interés 
concret.1:1 pc•r lo que estamc•s ya dentrc• del campo de la 
eficacia del procedimient.o segú\1 ha •:iuedad•::> previst•:i, tanto 
por lo que se refiere a la situación jurídica de los 
administre.dos t•::>mo en lo relativo al objet•::i del p\~ocedimiento 
licitatorio. 



SEGUNDA PARTE: LAS RELACIONES 
DEL CONTRATISTA 
DE OBRA PUBLICA 

ESPECIALES DE SUJECION 
DERIVADAS DEL CONTRATO 

LA CAUSA FINAL DE LAS OBLIGACIONES EN EL CONTRATO 
OE OBRA PUBLICA. 

1.1 El Cont.rat.o de Obrc:1 Pút•lica ccinw Act.c• .Jurídico y 
comQ Norma .Jurídica. 

El act.o jurídico corn•:i c•:.ncept.ci fundamental en la 
realizació11 de lc•s supuest•:.s jurídic1:is no ·~ueda ceíiido al 
iiriltdt .• ~ merament.e Pl'ivado, sine• que por princiF·ÍC• t.rasciende a 
la esfera pública al consa·:;orar las cc•nsecue11cias de derecho 
pUblicc•; es lo qut:· htt dE- ent.t!-ndt:·rse como el acc•nt.ecimíe-nt.c• 
jurídico •::¡ue- t.iene la virt.u•::l ae realizar la hipóti:sis 
110Pruat.1va. Así, heíi1C1s de: refcr1rneos td act.c• .:1dmin1st.rat.ivo 
cor110 espc:ciE- d~l ·3é11eri:i z,ct.•:· ju1'í•:1ici::i, el cual de su 
cc•11s1.it.uci6n sobrev112nc:·n l¿1s consecuc·ric1.:,s jurid1c¿1s ·:i:ue por 
si m1smas p1~eviene11 laz z1t.uac1i:.n~s .jurídicas ci:1ncret . .;,,s oe 
carc1ct-e1~ 12minent.erne11t.e p(,bliccr, sc·-;ún :..t:i.'.1 el c.:'1SC•. 

Sobre esta base, hem1:•s de precisar ..:¡ue el co11t.1·at.o es 
un act•:i jurídico PC•r la int.ención de las part.e-s de prc1ducir 
t•:msecuencias de derech•:i, t.!tl y corno lo c.:.11cibe el derecho:r 
privc:1d•:r, así el act.cr cc•nt.ract.ual de c~rétct.er adndnist.rat-ivo 
presupone necesar iar11ente u11a ·'1-::c la1~ac ión ds- esa naturaleza. 
Sin ..::.-rnb¿-¡rgc•, par¿1 fine-s emi11!!-11teurt:1·1t.2 f•XPC•sit.1vos 21 act.o 
~dministrativo se e~<cluye del c1::int1~actual para considerar 
aspec~os particulares concretos y unilaterales de ese tipo de 
acti:is. 

SegUn hemos indicadc1, el co1·,trc:d.o de c1bra pCrblicc:1 es 
u11 .;,et-o ne•3.:.ci;;:d bilateral, en cuanto el órgam:i est.atal 
determina t:·n ii:•rmc:-1 uni lat.eri'il el cc•nt.E:·nirj1:i del cc•11t.1~at.1:i, 
c•:.nfigurani::fo la si t.uac ión ju1•ídic!1 de su coc1:i11t1~at.ant12 en 
vi 1"t.ud de las di SF·C·~i e i C•l1t:·s pre:·vi st.as PC•r el crdenc:u1d ent-•:i 
jur•ídico: así la relaci·~11 que se 1:iri 03i11a entre l.:t 
admi11ist.rai;:j.:1n y el cont.r•at.ist.a qui:ac:-1 sujE:·t.Ei: a ni:i1"mas de 
dQrecho póblico. 

Est.e cri t.ericr ·=·bc-decc.· a los act.c.s jur.ídicc•s de la 
Zi.•jmi ni st.rac i ón c1:im1:• 3&11ero de las t:ospcc ies, resul tüdo de la 
Ctcci·~n administ.rativa. Lo eint.er1or nc•s cc.nduce en primer 
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o· ... de11 a precisar ·~ue el acto 11~·.;oci&l bilateral comr:i actc• 
jL~rldicc• es suficient.t!' ;:·or si pz..rz1 generar las obligacicines Y 
di:rechos c1:int.enidos en el t•:int.r::tt•:i, i:-eTa su determinac i6n 
desc~nsa an ol sistema normat1vo al precisar la finalidnd que 
se persigue c1:i11 la f•:irMali::aciOn •je! cont.r:;rtc, de tal maner& 
q1..1e forma p.z1rt.e de le:• ind1sp•:initdlidc:10 cont.J"act.ual en cuc:::int.c• 
qu¿da liruitada a la regl.:=t ju1"íd~c1:• abst.ract~. F··:n" 1:.tra P.!1.rte 
lo no relac1on~do diract~~en~a con dicha regla, se confía ~ 
l~ disp1:•nibil1dad de l¡.,s p.:t1"t.es 1 p1:1r lo cual c:-tmbas 
S·Í t.UL\C ÍOl"lE·~- dc?bE·n CCoíl1PPE.•J11jC~1~se €:11 el CC•nt.rat.o de C•brt:i p(ibl i ca 
b3j~ las precisiones ant~~~ores. ClJ 

La cc:.usa c·n cuant . .;1 1'esul ta fLmdament.al en la 
explicación de las t?quivalen·: :a~ de las •:•bl i·;;¡oac i•:i11es 
ceint.r.:,ct.u.:•.les, si'2ni:k· cc•n: .. c-cu~,nci:1 cie d1ch.:1s obli9aciones P•:ir 
un ladi:i, el e.jercic:?..:i d2 1.:-1 ~ut.•:-i11•:·m~a 1je l.rt v1:duntad dentro 
de sus líruit.es prO:•PÍ•:cs, y pcq~ l~t .:.t.ra lo que- hc:t de 
der-:.:iruin;::\rse la .;:1ct.ual iz.:,ción 1::ibjet.1v.:i de las prt?visionc-s 
lt:-9,;:,lcs, rc.·p•:crt.a la l'eprc.·st?ntac16n y valoración gui.? se h.:1ct!· 
de un•:is ht!-chos mot1vand1:i a •::iccl~r.J.r la V•:iiunU1d y a pr.:iducir 
c 1:in t:-llc:1, en relación c•:111 c·l d¿·r12ch•:• eibjet.ivo, deterwinadc1s 
cf~ctos juridicos 

~:::111 ernbargc1, tr.:it.<:1ndi:ose de c•bli9c:icict11es, ést . .;:"ts t.ienen 
::;.u 1:.1' i·3e11 en l1::is prc.pósi t.i:.s perse9uid•:•s P•:•r las 1=·z1rtes en el 
co:1~.r.=i.t.o, .jt• t,¿,} rnant?1'¿1 qLH? sePó C•:•nt-1'.:tct.ual Je, o:·bligación, 
si .:-sta ni:i 1Ji:1~iv~ dE- una 1:'.2t.erni:;:;ic::..•:·n ;:.-:::·ncret.~ y aspecífica 
ccl 0:;1'dc·n2rrrient.o j1..1rídico, lc1 .:iuc- iroplicc\ nec~sarit,r1h:-nte qut? 
el 1:1i'i.·3::·11 no cst.á t:n la ci:•nt.r.:::1P•:•sici.;111 de fines sino en la 
·:k·:;;i:;Ju¿-tlda•j dt:· estad•:•s segLm l•:• F'l't·viene la regla jurídica. 

i·ú:t ,ji'.: in,jicarse que 1'.t causa final del act•:i cc1nt1~actual 
e~ t·l f1n risiL~rc.samente abst.1'act.o ~~ i·j~ni-icc• en la cat.egc1ría 

( 1 i :;:c•bi·e este punt.i:• nos rr:::·mi t.ir1ros .;:, lc1 c.bra de Eduardo 
Gat'cía de Enterría y Ti:i111ás r.'.aífs,~n Fernándt?z, 0:.b. cit. 
pág. :;:.S(l, ·::iue. ttl res;:·ect.o sei1a!.:1: i'gue lcis act_.os ~d'7 la 
aam1n1stracion son precisamente actos ~ur1d1co$ 
t.ipi f i cados por la Ley; en cuant.o ·:iue S•:in r rut.c1 del 
ejerc1c11:i dt? p1:itest21.des t.asad:is y especificadas_poi:- ~l 
0 r.jt:·narnientc:• y nc1 de un üt•si..racto Y generi:tl pr111~1p10 
de .:tut.•::ini::imía de la v1:•lunt . .::1d; no se expresa en él un 
FC11:ler• vi rtualroent.e i 1 irni t.:1d:• de c 1:•11f igl:'r.;:1r regulacic:1ne~ 
pi::rceptivas, de moda ·::¡,....:.;- sea prec1s0:• c 0:impen~ar. es~ 
""Cod·~1"' cc•n una e.' .. dgencia ·:ienc-ral de un.;:1 causa t•bJet.1vEt, 
~in~ ·:iue: se 1 iroi ta a - üCt-u~l i=::1r previsiones le·~ales 
es.peclficas y t.ipicas, l.:tS cL:.:1lc-s P•:rrt.ar~ 211 s1 su 
pr~p 1 ~ cnusa cuya efectivid:id real1cad, result~ 
t:.·>~19iblf/1 • 
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di: lc1s actos objeto de este:- E:studii:i; sin embargo, el carácter 
abst.J"act.1:i est.á sujete, a los presupuc-st.os 11ormat.iv..:•s que 
involucran el interés público como principio y fin de toda 
actuación jurídico administ.r~tiva, pero el objeto concreto, 
deterrninad1:i se prev~ ant.e la ral izac i6n de-1 cont.ratc1 al 
ac-f i ni r las c•br.;.s y los t.rab~dc•s L1 ejecLltC:tr. 

Así, queda por ac la1~ar •:¡ue lc•s i ines perse·~uidi:is por el 
act.c• c-n cuant.•:i si:1n r1K•t.ivc1 de lc:1 previsión lE·gal, resultan 
obiigaciones limitadas a la s1..1ert.e de? l1:i previamente seí1alado 
por la norma jurídica, siendo en con5ecuencia nect?sario 
definir en t:l cas1:i c•:incret.•:. y e~pecific•:i del c•:int.rat.o di= obr~ 
pG/blicc:1 la sit.uc-.ción jurid1ca del ci:int.rat.ist.a. 

La rn~xima de ·=iue t.1:ida obli·3ació11 e:i-~ist.e e11 definitiva, 
-porsue c:1l9una volu11t.ad ~1!'.;Í le• ha guerid•:i, funcic1na en el 
cont.rato de •:ibra públic,1 de una roan1?1~¿"t rrr:1s t.t:rminante t:n l•:i 
·:¡u.: dE•iinimc•s cein el c¿,r:1ct.r.:·r nc1rrn¿1t.ivo al pliego de 
re•:1uisit.1:is, el cual refleja en principi1:• la acept.aci<in por el 
l i e i t.c1deir. 

El plieg•:• de: re•:¡uisit.1:.s fr:rrrna part.e: de la normc:1 de 
c:articter administ.rativ•::i •:::¡Ut.! rige el contrat•:. y el cual ha 
~3-ideo pr0vic:1f1)C·nt.12 acept.c:1dC• por las F'·t1rt.es al pr~sent.ar su 
pr.:.¡:::.uest.:1 )' resultar la más c•:invc::-niente se·,;ún la 
~dJl1 1Jicaci·:On. No •:•bst.¿,nt.t:·, ante la mc•dificaci6n de las 
si t.ua;: ic•rH:s jur idicas, la •:it:•l igac i.Sn tiene su razón jurídicz1 
en 1<:1 nuev<:1 ~.it.uc:ición de dc-b..:-r frent.e a la pcit.estad del 
órgano administrativo. 

Ler dnt.eric.rr permite precisar· E·n primer orde11 que &l 
acto r?n 5Í r:•rigina com•:i result.ad·:i de la causa final uii t.ipo 
de c·tol ig.::1cic1nes propias dc:-1 cr:•nt.rat.ist.a, mismas que son 
er.line-nternente privadtts e11 cua11tc• 110 haya una relación directa 
di? de1·echc• público suf.i_c1entc:• pa1~a gene:rar una relac~6n 
jurídic.::i de sujeci6n ~ dt?! contratist.a a la Administración 
Pública Federal. -

~:in embargi:i, de c•:•nformidad con la reit.eracii:•n hecha en 
p.ftr'f'af,:os anteri•:ires, el caritcter de la •:ibli·~aci1)11 deja de ser 
cc•nt.r•act.u21l no por el hecho del sujet.o, sine• PC•r el efecto 
del régimen jurídico, el cual r~gul& el acto y la acción del 
ent.e público. 

Ha de ser objete• de distinción la C•:ins.:-cuencia de:.· la 
-=":·-=ic ión jur ídit1:i "3eneral de l.:t administración, e-n cuanto 
¡::•c:1~··.:1 el cumF·1 imient.eo de sus cc•rnetid•:•s resuelve la 
d2terminaci•!1n de un neto admin1st.r:1t.ivc1 p•:ir el cu.al genera 
una situación particular en relación con su cocontratante de 
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co11f·:-\"rnidad con el 1jrdenamient•:i jurídico. Así la 1Jbligación 
es ·:i:·nt.ract.ur::1l si al sel' det.ermin¿~dn ni::i se cc•rnprende en la 
esf ::< r.. 111:1rmativa; nc1 1:ibst<::1.nt.e, cu.:md•:• en la vid.!1 dt::-1 ci::mtrat.o 
se ;nvc•lw:ra una situación jurídica to.special ent.re el 
cont1J.tante y la admi11ist1".:i.ción c1:ir111::i el caso del acto de 
re-sci::ií~·n itdt1ünist.rc'ltiva, no exis1.e ante ese estado una 
•:tbl i·:;·-.c ión sino una p1~test.a1j pública irer:te a una ve1"dr1dm~a 
sujt:·c. i. C:.•n al cumplimiento del etc t . .:• c:1dmi nistr¿'d.ivo. 

H~rr.•:1s de c1Jr11prender ·~uc- la 1Jbl i.;ac ión de lc:t 
Administraci6n Pública os consecuencia del acto jurídico, es 
decir i::e l.ri c1:irrelatividad ci:int.ract.u.::::d tanto en li:i relativ•' ~1 
los dc~1'Gchcrs come• en las otil ig~\C iC•lit:-5, pero cuc:1ndo lt1 
dispo~1::6n directa de La norma jurídica presupone 
oi::·t.errn: ~.oo c..ct.ci¡ ·~t..h::·d;:-, invc~t.icki de ]Lt ~egzdidc::1d si la 
acción ·jrninistrat1v.;:1 ·.:¡ueda c1:irnprend1d.:1 bajo esas bases, de 
t.a} rn~.r., :'ti ·~ue las c•bl i9i'tC ic1nes ~ carg•:• dt? ésta cc1rrespc1ndc·n 
:i. las facultades del administrado de e>:igir el cumplimiento 
dt:.• a·::uc·1 l¿1s, aún 1nás cdli1 dc-1 siff1~·le t·..iercicio de ¿,cciont:•s 
cc•munes. 

El cont.rc:1tc1 cccrn·:• norma J'-H'íd: ca, segun lo prc·vieni::· la 
di:n:t.rina privatista, se \'educe al r.::sul tadcc del proces1:1 qui:­
E.·l.::1b•:1ra ¿d ;:1ct.c• c•:111t.1"act.ual, E:·s decir la regla de conducta 
·4uc~ s2 e rea entre b:is t•:il1't.1·atant.es un'.:i ve:: cumplidos t.cu:k•s 
los ~lementG$ esenciales y de v~li~ez dol acto. (2) 

Sin embargo, al referirnos al proceso de formación del 
t1ct.0 1 incl1.drnos en ést.e l·:is divt:'t~os eli:.·rnent.•:•s ·::iue concurren 
a la o::ic-nt::sis del contra.to, 1:•ri•3inand1:i est•:i, la norma 
C·:•nt.f"i'iCt.Üc:1 l. 

En principio se ha de- dist.ingi..nr del cont.rat.o, los 
diversos a.ctos que co11currt: .. 11 par.:t el cabal cumplimit'.mto de 
é-ste, así n1:is encont.r~,rnos con la t.ir-icidi'1.d de una serie de 
.:..ct.•:•s, la cua.l se tr.:..duce t:r: l¡;, e:specific.:ición n.:irm:itiv.;:i de 
t-st.os y que invc.li..~cr¿:;. nece:::.21ri;:tmentt:- el curuplirnient.o del 
cc1nt1~.:u .. •:i: 1.:1 ant.&ri•Jí' sup1:•n~ que- ~l rnar·3en .:!.;;o l.:i. 1 ibertad 
dis.r: .. :•si t.~ vc::t pc1r Pi'1ri:..e d€· li::1s cont.r·.:·.: . .:~nt.es, es di ferent.e Cl ltlS 
l"l•::>rrn.:;,s cont.1~ac tua les ccrr11u11es. 

Le:~ norrna jurí"dicei c•:•nt.rc:1ct.u;;:1l, deja de f 1:irma1" F·art.i: de 
t"?St.t: aspect.:. cuandc• el acto ~s previste, jurídicarnente p1:•r la 
¡-,.:.1·;pa p.:1sit.iva de derecho pú:::d1co, const.1tuy~ndc• el cc•nt.rato 

(:2) R:::tf¿112l Rojina Ville9~1s, Tc·mo V, Volurfn?n 1, ob. cit .. 
pé.·3. 1E:6. 



la c1:inc1·eci·~·11 jurídica de la norma, cuya formalización y 
E·j~cución cc•mpre-nde11 art.c•s E·minent.ement.e de derecho pút•lico. 
(;j) 

Bajo est.a. pre-misa la nc•rrna cc•nt.r,1ct.ual ..:iueda con 
exclusiva Vi·,;encia. en el ár1"1bito part.icular de les 
cc1nt.rc:1ti ~t.c:1s, exi st-iendc1 w1<::1 t:·qui val ene ia corre! at.i Vd de 
d~rechi:.s y •:ibligaci.:mes. En rr!l.:,ci·~·n ci:in el o.et.o 
dirc:;·ct.ar11ent.e 11orma1j1:i por dispos1c1011es de derech•:• público, la 
relación jurídica resulta '' un nivel rM1s complej•:i, según lo 
henK•:'.· prc·v1st.0J de t.¿d manera que· el ca1"é1cter normativc• deja 
de ser t•:intractual ¡::·ara C•:.mprendcrse d1~nt.rc1 del ejercicio de 
los poderes públ iccis, se·3ún sea el casc1, 

L.rt obligación contrz,ctu¿d en mat.eric1 de i:•bra pública 
supone necesariamente un vínculo jurídico qu~ evoca el 
est.ad:i de sujl?c 1ó11 del •:tbl i·3ad•:· ·=· deud•:•r frente al r:,cl'eed•:ir, 
t?s deci1", supcme dent.ri:• dt!:·l eler1~(:nt.o subjc·t.ivo de la 
obli·3.ación, l¿t sutu:irdinaci·~n del cont.1'atist.:::i. zd cont.ratante 
en relt1c11:.n c•:m e·l curupl~r.-.it:·nt.o dt:·l elernc-nt.o •Jbjet.ivo qut.:.- se 
l't:.-fiere a la realizaci6n d12 la c 1:i·3a o hecho roatel'ia del 
c:ont.1"at.o. (4) 

En virt.ud de lo previst.o pc:1rér. lr:1 obligc:1ci6n 
cont.r~ct.ual, ést.¿1 •:¡uedo dent.rc• del .:,mbit .• :• priVüt·ist.a, cuandi:· 
~l':· pre-V L.· ~omo resLd t.ad·:• •:ie 1 a di :.pr:•nibi l i dad col1t.1"¿1c t.ual. 
:j1n emc•arg•:i, C•:inv1ene ins:st.ir que en el ci:•ntrato de obra 
pública la sujeción•:• sc•met.in1it=-nt.•:· del cont.pat.ista al órgano 
administ.r¿,-i:.iv•:• supone el s1:ip•::.rt.=..r l•:•s efectos de una potestad 
s.:ibr~ el prc1pii:i t1mt11t.ei jurldicci, e:. decir la sujeción se 
resuelve en la incidencia del eje1'cicio de la potestad 
r:-rr:•ducid<::1 en la esft:•P¿1 Jurídicr:, del c•:•nt.rat.ist.a. Nc•robst.ant.e 
•::Jesde una perspt:-ct.iva ·3e111?ral c1:"111viene i::stablecer u11a 
distinción básica entre administrado simple y administrado 
cualificado que SE- correspc.nde al sentid:i de una posición 
i=·r'~vada. El admi11ist.1'c::1d•:• ~.irn;::::·lE- eost.ent.a unr:1 pc,sici6n de un 
st .. :it.us espeo: ial ·:iu~ le s.1n.,~.11...1l~ri::a dt? la si tuac ió11 genérica 
por virtud de LJl1 t.ipo de relüc1•:•n cc.nc1~et.c::1 gL,t:4 lo liga cc•n la 
administ.raci•:•n de una manera especifica, sc!tl1:1 respect1:i de­
ri:l~1ciont:·s cc•11cret.as, el cont.Pat.ist.r:1 asume PC•r 2~·e hecht• el 
carácter ,je administ.rad•:i cualificadi:z. (.S) 

(~:) Edu<.rd•:• Gc::1rc ía Ent.erría, Tomc1s Ramón Ferntinde:::, Torno r' 
1:ib. e i t. pág. 467 

(4) Rafael Ro ji na Vi llt::gas, Tom.:1 v. Volurnt?n !, ob. e i t .. 
ptl•:J. 16 

(.ó.) Eduard·:i Gtd"C:Ía de Enterr:ía. Tcam~s R~1r1lón Fernánde:;:: Tomo 
r r' •Ob. cit. pág. 20 



La condición de administrc:td•:i simple es la que se 
2>,~·rc·sa t'.?n lc:t posic 611 · rc-::;p~ct.o e:, la ad11linistración prc0pic:1 
del binomio •3ené1~i c1 poder públic•:i-ciud.!ld::111os. A esta 
situaci~·n suele cal fici1rst:·le en la dc1ct.rinc:1 t1lemana de 
relación general de poder •:i dt: supremacía general 1:i relac i6n 
general de SLIJeci6n. La ttdmin1strr:1ci6n se present.a en est.c:1s 
relaci 0:ines armc:idc:i · c1::in sus p1:1t.estc:1d2s generales, las que la 
12y lt: c:1tribuye pei\~ su c.;1ndici1."ln ·3eni.•r1ca de t.al 
Creglamantaria, impositiva, expropiatoria, policial, 
so~cionatorin, et.e.); el particular mantiene, sin embargo, en 
est¿v; si t.uac iones de aparente suje:c i•:•n gener~d. 

La cu~lificaci6n d~ lD cond1ci611 de administr~do sobre 
ese f•:1nd•:1 gen~rico C• inest=·t:cífic•:•, común a t .. :idos. los 
ciudadan•:1s, puedt: derivar 1:itJo t.itulos diversc•s coMo bien, 
puedi? cornp1'enderse dc·l cont.rat.1:1 i:1dri"11nist.rat.ivo c1 dt: cut1l·:¡L.t.i.:1 
i:•t.ro act•:i. En ::-:si.: st:nt.id•::i cabe h.2\blar de stat.L.:~ especial, 
rflismo ·:iuc- se prodLicc· en el ;:1dm1nist.r.:1do cuandi:• asume un grade• 
esPGcio.! de depc-ndencia 1'eSFC-cti:1 dG- le\ íklrninistración, 
i.::;epi.:·ndenc i c:1 ·:¡uc dc·sdr::· es¿· PLl'lt•:• de vi st.c:1 la d·:1c t.r 1 nt1 al er1iC:111c:" 
dest~c~ para contr&ponerl~ ~ ln ~1tuacion de sujeción 
general, antas descrita, r ~sí c~l1f1carla como relación 
r=-sp2i:ittl r::ie p1:11:::!1?r, ·=• rel.::1c1·~·n de supremacíz1 especial •:i 
~elac1011 especial de suJcci~n. (6) 

Ls doctrina alemana di.:st..:1có estas situaci1:•nes para 
just.ific~·.r un somet.irn1ent.o de dct.c·r·íf11nados sujetos rcsp~·ct.o r1 
l.71 ,:-,.Jr11inistraci6n ·:¡ue t?>!ced'2rí¿1 dc-l cornún a los demás 
administ.rad1:1s, y que- POI' ot.rc:1 pc:1rt.e, ne• necesit.arl.;:1 
ju3tificarse en sus exigenci,:,,s concret.~s p1:ir una ci::1bertura de 
ley en cada cc:is.:•, sine• t:n w1 libre arbit.rio administ.1~at.ivc1 , 
cap;;~:: ii1cluso de men1:iscabar 1:1 disrtii\1uir derech1:;s 
fLm•J.:1rl1L?nt¿1lcs di:·l somet.idc•. 

El v~lor de la simple situación jurídica a nivel 
cc•nt.r:1ct.u.:i-l, pasa a ser un.:~ ver·d.:,1j2tz:i 1"~l~~ci~·n '7spec~al .de 
sujeción entre el administ.rado y la Adm1n1strac1ón Publica 
2tlt.erttn·jO d~ ,:,nt.ernano las sit.L~acic•nes juridic2\S de las 
part.es. 

De acuerd•:i a lo anterior, incide direct.amt?nte en la 
obl igac ió11 c•:int.1'act.ual la 5i t.uac i•>n de debei~ ensari1blada C•::in 
un¡-, si t.uac l •:>11 de p•:ider por ¡:o¿,r t.c· del Ól"9C:1TIC• admi ni st.ra ti vo. 
(7) 

Ibi1jeru i:-ttg. 21 
Sc·bre est.e punt.•:• i1cis remi t.im1:is di rect.ttnh?nt.e 2i la c0bra 
de Ejuz-u· -:.:, García de Ent~rr í.:i, y T1:im~s Rarn·~1n Fernánde=, 
al ~2íi2u.:-ti' q!J.e la prerrcigat.iva de poder pélblico por 



P1:ir otra parte cabt: seftalar que c•::in mc•tivo de la 
i rrenunc iabi 1 idad del cc•nt.en1d•:• de la regla jurídico 
::1bst.racta, ta11to en el pr•:itt:so dt: f1::irrnació11 del act.:i, como en 
la vid41 del cont.rat.c1, no hay un'' facult.ad libpe para las 
parti:•s de acordar la fi:il"'ma y t.t:rroi111:is en ·4ue han de cumplir ci 

eje-cut.c.r el ceintrat.o de c•brt1 pL,td1c~, eiLm tlmndo l&. nc•rm&. 
Jl.iridica 5e .:tbst.en•321. de su de?t.erminaci611. 

Así las acciont:~s cor11prend1d¿1s en la eJecución del 
c1:int.rat.i:1 deben prevenir el curopiirinent•::. del act..:i baje, la 
ge11erctl1dad imprevisible ae su concrt:·ción, pero sc1bre- la 
i:lr2te1~mi11.:,c16n espé>c:í.ficJ dt:l actc• ·4ue se celebra y el cual se 
cncuontra definido por la norm~ ~~rídica. 

Al e-st.udiar t:on especial la situación de las partes en 
1 a f C1'i'ti1~1c ión del cc1ntra.t.•:1, y corno ef ect.o, las eibl igac iones 
c1:intraídas por disp.:1sición directa d12 la n1:1rrna, o cc1mc1 
res .. ~lt . .;..dc• de la ni0:·9C1cictb1lidad del ¿,et.o, hemos de avoca1"11c1s 
de ruanera sucint.a & los c.3.ra.ct.eres que roantienen una relación 
oiri.:·cta con c~l i:objet . ..:• y SLdetos del acto c 1:•nt.1'actual, de 
mnnel"a q 1....1e pe1"mi tan 1:•bjetivizar l•:1s eft:cti:•s de la situación 
jur·ídic¿, de los cont.rat.ant.e$. 

En primer 1:1rden 11.:as encont.ram•::.s con la limitación c:1 la 
1 i bertad .j¿. 1 z1s P~r't.es, t.ei.:321 ve:::, que el fin público l imi t.a 
l.:t volunt..:i1J de la adrlli ni st.rac ió11 y e i rcunsc r ibe su ac ti vi dad 
rc.n¡:.r·act.ua1. Corm:• co:insecuenti41 df.· lo c::1nteric1r, la 
desiguald~d jurídica de las pa.rt.es se:- patentiz:a t:n el 
r~sult.c:1dc1 de subc·rdinc::1ción jurídica del cc•tc•nt.ratant.t:o c::1l 
Or·;ano A1jr¡¡inist1"ativo, ·4uedan.jc1 al roarge-n cualquier 
co11siderac1ón meram.::·nt.e cont.rc::1ct.uzd. (~:) 

excelencia cc•n que la c:1drnini=-tración cuent.a en lc•s 
contratos administrativos le permite decidir 
E·Jecut.orir1ment.e- sc1br2 la pi:-rfecc i6n d~l cont.rat.c1 y su 
val id<?::, la interpret.ac ión del cmit.rat.:., la real izc:1c ión 
de lc-.s prest.acic•nas di::bid.;:1s P•:ar el cerntratist.a (rü..:idc•, 
t.iemp1:1 forma), la calificación de situacic•11es de 
incumplimiento, la irtrposici6n de sc:1ntiünes cont1"act.uales, 
en ese cas1:i, la efect.ividad de ést.as .::1 la prórroga del 
cc•nt.rat.o, la c.:rncurrenc ii:1 de mc•t.i vos c•bjet.i VC•S de 
e~<t.inc i1:1n di2l c1:intrat.0 1 la recepción Y acept.ac ii:tn de 
las pr•2st.aciones cc:•ntract.Llales, las event.uc::des 
re:sp•:insabilidJdes del t•:in-t .. ratista durante el pla:::.:1 de 
·3¿{r.;:1nt.ü:1, la liquidc:1ción di?! cont.r·at.c:•, Y la 
~probación o devoluci611 final de la fianza. 

(8) Al respect.o Miguel A. E:ercait.z:, en Sll mult.icit.fada c1bra 
sef'lala que la desi·3ualdad se traduce en los poderes que 



f:.S 

En segundo lugar hamcis de referirn1.:is a la mut.abil idad 
del c·:int.rat.o, a diferc:·ncia de la int.angibilid~1d cont.ractual 
en el ámbito privatista, el interés públic•:i constit.uye en 
prirjc i=·io la causa de los co11to1"at.c•s administ-rat.iveos; ést.t? ne• 
se sat.isface si l•:.s supuesti:.s i:Je hech1:i o::¡ue se tuvieri:in 
pr~se11tes al celebrarlo vari~n,en tal forma que las acciones 
y pr2tensi·:1n~s convenidas se tornan ;nactuales, inoperantes 1:i 
cont.f'.:1pr.:.ducent.es par;:1 la sei.t.1sfc1c.:1ón de· ese interés; por 
t:llo resulta ·~ue de-! cumplim1e11to de los int.erest:s públicos 
1tt mutabilidad contract.ua1 quedz1 lirr1it.ada c..1 cornet.idcr fin~1l 
del acto, en .consideración exclusive.. a leis ¿,spectos que 
inciden direct.ame11t.e en el c1bjet.ivo. (9) 

En opinión de Marienh·:iff, lz, Administr.rtción Pública 
puc.·d=? t1K1di i1ca1' uni lat.eralment.e lit5 clttusuli'.tS del contrat.c•, 
puede dar directiva'3 a la otra parte, puede incluso por si y 
ante sí declarar ext.inguido el contrato. 

El rt-·;imen jurídico especiz1l t:s el que t1tafie e11 l•:is 
cont.ratos adm1nistrat.ivos a las reglas de derecho público que 
regulan POI' sí al act1:i co11t.ractual; de uhí que para el 
ccrnt.r.::d.c•, est.c~ rég1me11 t.1ene cc:1b1d;;.¡ a tr¿1v~s da las clt1usu1c:1s 
ex•:irbi t.antes del derecho Pi' ivado, el cual P•:ine de mani f iestc. 
en el ¿1c t.o cont.rc:1c t.uc:1l di cho rc·simt:m. El 1 o h¿1ce supc•ner que 
las prerrogativas públicas raservadas al órgano 
c:1druinist.r;:1t.1vo S•Jl1 prev1sJblf::·S an el cernt.rato por las 
cláusulas e::<i:.rbitantes. Cl(I) 

C:c•r1io últ.iu1i:• punto ·:iue revela la sit.uaci~·n jurídica de 
las partes y que gua1'di::l estrecha r·elac ión C•Jn el ré•3imen 
jurídico de los contratos administrativos, está el relativo a 
la irrenunciabilidad de las nc.rmas jurídicas P•:ir efecto 
direct.i:i del impt?rio de t-st.c:1s. Ne• siendo necesario 
mene l·:•na1' las, ·~uedan ínsitas al C•:int.rato, por l•:i gue entonces 
i.:·l &ct . .::i de aplicación debe quc~dar invt:!st.1d•:. de la legalidad. 

tiene la Administ.r¿,ción F'úblicc, para: a) Adapt.ar el 
contrato a las necesidadQs públicas colectivas, 
v¿.rj¿,ndo cc•nsiguient.emt?nte, dent.1'c• de ciertos líttdtes 
c1:i11dic iones y e i rcu11st.anc ias, la naturaleza y extensif.in 
de las ·:ibligacicines a cargo del cocc•nt.rc:tt.ant.e; b). 
Eji::ocut;;:i,r e-1 c1:intrat.o p1Jr sí '' pc•r un terct:ro, en caso 
de inc1..1mplit~)ient.ei e' mi:·r·a del cocc,nt.rc..t.ant.e y e) Dejarlo 
sin efecti:•, directa y unilate-ra.lmente en caso de 
incL.m),r:•l irnient.c• del cc•nt.rat.ist.z1 e• c1..mndc1 las necesidades 
Públicas ccdectivas 11::. exijan. 

(9) Miguel A. E:ercait.z, C•t•. cit.. pág. ~:47 
C10JM19ud S. Marienh•off Tom•o !!I-A •Ob. cit. pág. 78 



I .2 La Norma 
Pública 

Administrativa Reguladora de la Obra 

Hemos de referirni:is t1 la norma administ.rat.iva que en 
materi~ de obra pública se ha a-xpedido, así c1:imo el alcance 
.. iurídi co gue di cha regulac i._"Jn t.ie11e sc1bre las posibles 
ri::lac iones con tercc-ros, d.:- c•::inf.::irmidad CC•l1 los acto5 de 
cc·l~1b,:ir;1ci6n part-icular segCm s12 hc1 Pl"t'.?Visto. 

De- acuerd1:i con la jertirquía 11ormativa, la ley queda en 
~tc•so1L.t.a prioridad, por ser ést.c:~ !a expresión de le, volunt.ad 
di? ld. cor11unidad 1 así ti:ida r'uente escrit.:. se •:irdena alrededor 
de un principio busico e inquet•rant.able qu~· es necesariamente 
la ley. Sin ernba1~go, resulte, ,jiscut.ible- el que la propia 
l~-:Jislaci·~·n facul t.e u órg.;:111os suc fc.mc:111 pi1rt.e del F'c1der 
E.:iM·..:t..'t.ivo pai'a. inte1'pret.ar la n1:irma positiva cuando de su 
.i nt.erpPt:.·t.ac i(•n se d12sprti·n•J:1n si t.ui'\c i .:mt:·s qut:· no c.61 o t.ienen 
u11 efecto adt1)ini~trativei ~ino ·=lUt? t1'asci-;::nde11 21 lc!1 esfera del 
c1dmi ni st.ra•jo. 

De acuerde· al art . .ículeo f.o. de la Ley d12 Obr.::1s Públicas 
e11 su p:tl'rafc1 súgundo prcv6 q~t:· l.!i Secret.arí.;,, de P1'0•3ramación 
y Fre::.1...:i:·w2st.c1 ..:¡uedc.-1 i ¿:1cLd taija p,;:n'a i nt.erpri.::·t.ar di chc1 
1:irde11 .. :tr11ient1:1 p.::1ra t:f ec ti:is admi ni st.rat.i veis. N•:• 1::.bst.ante el 
.::1ct-o P•:tl"' el cual d1ch21 dt.::·Pe11•:1t:·ncia se avcica a J¿1 
i11terpretaci6n representa un proveido con efectos internos, 
E::·n cu.;:mt.•:i no t.rascienda al ,:·,r¡,bit.o jurídicc1 1je los 
;;1dMinistr.::1d•::.s. Al rn1:1ment 1:1 211 que de lz1 interpret.ac il.in se 
d~sprendi.::·n 21c t.cis qL,t? 1 ne::.. =:.!011 en l.;1 esf er.::1 de lc1s 
administrados deja de ser un proveído interno, para 
tc•11st.1t.uir un act.o dt? la admini~.t.1•c:1::i6n ~1 cuz"tl a la luz del 
•:1rden¿,ruient1:1 jurídici:i invocadc1 se.- encuentl'a con v1cii~s de 
lc:1g . .Edid¿1d por li:• que s~· 1·~·f.it:-rc· ~t lei facult . .;:1d parc:1 e-mit.ir 
dich•:i act.::i. 

Leis disposiciones c!tdminist.reit.ivc:1s ·=rui? cein el caráct.er 
interpretativo se emit.e:-n, constit.uyi::n act•:is as::1ministrativos 
en cuant.o ccbt:·dece·n a la particularidad de los sujc.~t.cis -:¡ue han 
1je guai'dar un ... t rE-lac1611 jurídic1:i :tdmi11istrativt1 1::.riginada de 
los c.1ct.c•s P•:•r l·:cs cuales si::· c-m1 t.e.-n. 

La sub.:1rdinaci1:in de 1~1 disp•:isición administrativa a la 
nc•rrnt1 jurídica, e:.<pres¿:1 simplemünt.t? el cc:1ráct.er inst.rument.al 
del •:1r•.;;J;:,n•:i y dt- sus pri:1duct.•::.s administrativos, de ell1::. se 
de.-duct- que esas di sposi e i•:1nes cc.rnple-mentan ~1 la ley, pe-ro nc1 



pueden ni der•:igarla 11i suprimirle:, ni mem:•s aún limitarla o 
·!·;<e lLd r la. (1 J) 

Así, no hay ~mbitc• e:,.:clusivo de la disposición 
administrativa en el que ést.a ?rescinda de la le-y, aú11 1?11 el 
~1mbit.o meramentt? .:1r9anizat.iv•:• i11t.e-rno de la inst.it.L~ción 
~d'ministrat.iva, •:;ut? según pe.dría ser propia de la potestad 
r¿.glt1da de lt1 Administ.raci611 Pública, queda ésta t.ot.al e• 
parci~lmt:-i1t.e regulada r:·•.:rr la. misma lt:y. 

F'cir l•:i c:iue se refi~rt: al reglarih?nt.o, ést.e es de ran9C• 
inferior a la ley por la supreru~cia indiscutible de aquélla y 
;:-.:ir la r•?lación sust.:1ncic:d ·:¡ue suardttn ttWb.:•s ordenz1rnient.c•s de 
naturaleza material. 

".::in embargo, c·l regl~rnt:.:nt . .;:., ceirno norma secundaria, 
sub.:llt.erna, inferior >' cornplem2n1.aria de la lc:-y, es •:ibr·a de 
lc:1 i:·ot.c·st.ad reglarne:·nt.c:tritt. Dict"1t1 p1:-t.estt1d ne• derivad~ lc1 
que el sistema an3lc1saj6n denonlina la delegación le·;Jislat.iva, 
ni r11eni:1s :;.ún el e-:.-<t-renJC• de c.:n1st.i tui rst-: cori-11:• un peodc•r prc•pic• 
¿. inh~rentc:- a t.oda la cidminist.r.J.c1ó111 suficiente p1:ir sí 
m1!.fl1Cr; perr c .. 1 c.i:111t.rttric1 la pi:it.t.•s.t&d de dictar reglc1Ment . .:-1s es 
1Jrig1n~r1~ FOr d1spcrsición c1:.¡1stituci•:inal, ·:iuedandc• su 
prc1dL1·: 1;..o subc:•rdi nt1d1:i tt la ley_ 

E11 virtud de le• ant.::rii:or, el fu11d.;,r1)ento de la P•:ot.estad 
re9lan·rc·11t . .:1ri~1 1~adicc1 esenc1~dr11ent2 en ld de-t·E·rmin¿1ción 
c1:1nst.itucic0nal, E"~ deci1~ t!l P-:ii:it;:1' Con'.3t.itt;y¿.·,1te define el 
P•:i•:Jer 11ormat.iv1:1 cc1mpli:r11entari•:• dt!·l :i:..-91slc:1t.ivo. Asimismo, el 
aspectc• p•:.test.at.ivo es discri::·cii:•nal en cuani1:i implica 
n2c~st1r2.::1r11i:·nt.e la facul t.ad ,je proveer ol e'<actc• cumpl irnient.o 
de 1¿1 11orrna ju1'ídica en el ~Mbit1:i adrrünist.rativr:• (articulo 8'3 
fracci•:in 1 de l~ C•:•n5t.it.uci·~·n F'o:1.J.ít.:..ct1.l. 

La pr:itc-st;:-id discrec ion~d ·:iueda cef'llda a do=. aspectos: 
lmi:· gene1~a1, en cu.:1nto a la convenienc1a de em1t.ir un 
regl21m"t?nt.r:i, y el otrei re·;:,lad•:i e11 cu<:,ndc1 qued3n expres3.mente 
sci'fa Í zuj(•S los l ími t.es f•:•rmC:t!t?'t. de la pot.est.ad reglam~nt.aria. 
As!, di cha potest.:1d de a¡::.i~t~'= i~tc: ión e>~iste conjunt.a.r1h'?11te en 
relaci~n con el hecho de !& re~lizacion do la actividad ~n sí 
rnisrn.::c v del c1:111ien1d•:i de esa activid:id, •:i bien separadame-nte, 
,jt:· tc:d ii:•rma ·:iue el re.·glament.i:i evoca t1 la actividad 
•:i1sc::re:cional en cuanto a ::su i-eali:=c:ición ci:mtenido, y 
re·2l¿1d~ en Cllt."<nt.eo a esos l ím¡ ~·:·s iorrr·1:.lL:-:.. 

( 11 )Eduardo 6¿1rcía de Ent.erría, Teor1ieis Ramón Fern.ttndez, Tc•mo 
l , ob. e i t. pág . l .S4 



Ha de advertirse •:¡ue no to.:.:.s los 6rgani::is de la 
t:~·jrnin1straci6n est.iin investidos. d~ la pot.est.ad re9lament.aria, 
sin1~·'sólo un•:is 1Sr9?.\ios conc1"'et.os y d&termitiados en los cuales 
é-l Po:1der Const.it.uyent.e le r:ncc1rrn211d6 le, pcit.e~t.ad de dict.ar lc•S 
re9lam::;.1,-t.os, p 1:ir l•:• qu~ t.i:Ji::frt posiblt:: habi 1 i tac ión legal 
PO$\.C\" it•T' ;· ajent:1 c1 1 a t:1nt.1.?s ot.orgada produc ira ante su 
aj~rcic10 act•:.s inconstitucionales.-

No crbst.ant.c- lo ant-1?r1•:1r, hl!'mos de cc•nside1"'ar la 
deter·minación de la ley de abrir ~, 1;1 potest.ad odrninistrativa 
lit disp.:1nibil1dad sc•brt? un.::1 de lcis rilttte1"'ias que }¿, 
C:1::instit.ución ha reservad•:• c•:in e>-~clusividad a a~uélla, a 
sabe\"', le• que la d1:•tt.ri11a ha t.enid•:' t1 bien designar cc•r11c• la 
delog.;:~ción lc-gislativtl, la cual n•:• ·~uit?re decir que esa 
\"'~SE·rva c1;.nft?l'1da .:t la ley se pierdit C• ~.e rc::duzca pc1r el 
ejt:\'cicic:• dt: l-1. PC•test-«d r,dmuiiSt-l'Ett.1vz1 en la expedición de 
d1sposic1on0s de orden &dm1n1stra~1vo. <12) 

Ot:: c1Jnforri1ida.d c1;,n b:.s ~'\\'3urnent.i:.s expuest.os ?•:ir el 
aLJt.eor· c-n cit.z1, ha de qu~·dz1r ese.. ~,1t.¿·raci~·11 legal, cas•:• F·C•l' 
casi:i, sogún el sistema de: re-lac l•:11112s ley-Rí:glamento, !~ cual 
e':i- el contenido dc- li1 .j2l0gaci.:·n 12g1slativa, misma que 
e-;.::?\'t?S~t sir1iple0"11:?nte un:-1 técnica di? cc1labor·aci6n del 
fies-1.:ttih?nt.•:· ccin l.:1 ley ¿::, rr. .. :¡¡ .. ~1?rim1ent.o de ést.c1, de t.al maliera 
.:;u.:: c•:.n ello ha de act-u.::~li:::~rse la n1:it.j esencial del 
Ra·3lc;,r;rE.·nt.c• soc•re 1~1 gue se ha insistido t:-n cuant.c1 c1l caráct.er 
ci:1mplementar·io ~ instrumental de le:, ley en el que tif;'ne su 
más alta justificación. 

f:::l f11isrnci ¿1ut.or cit.c:ido h.rtce .::dusi6n a t?ste fenómt?nei comc1 
Ulic1 dt::: l1;i5 mi1.s importantes en la prát t.ica act.ual de t.odi:i-s los 
;-:·:,lst?s; así el lt?gis1adc1r h:~ce p,;1rt.lcipa1~ de E1lguna manera a 

( lL .1:::eibrl~ -est.~ e1spec t.i:' hemos de rerf1i t.i r·nc•s di rec t.aMent.e- a 
la 1:ib1·a de l1::is c-spaf'ir:il~s Eduard1:• García dE- Enterria y 
Torn~s Ram·~·n F12rnet1-;di::·z, Tor1K1 !, ob. cit .. i=·ág. 16t:, 
misma que 1"tos st::í~al.rt ·4U~ 11ecesariament.e esta 
dt?legaci6n legislativ~ presupone dos principios 
básicos, '' bien una \"~nunl. i:1 ¡::oor la prc1pia ley t1 la 
st.1prcm1:1c ía con la cc•nsi·auiont.J? llamada. al reglament.o 
¡:-.:ira que- ent.1•e a inn•:•vitr r...:n.::i. \""e9ul.t1ción a\1tel .. ior 
f.:·r·mulada con rang•:• dr;. 1L"J'; e• bien unét apert.uri, al 
re·alameri+ .. i::• ·:1e 1~,s rnater1.rts inici~lrni;.nti: l"'i?Si:!rvz,das a la 
ley, U\1;:~ ext.ensi,1n de i,, p.;.t.~st.ad \"t?·3lament.¡\r1a más alltt 
de su umbit-o 01'dil1ario. Lo qu¿ es fundamental, es 
not~11~ que t:?SC-1 alt.erac1<:1n as i:·c~síonal, con vist.a C:t una 
OPC-l'ació11 conC\'et . .:t, pt:1··:. dejando indemnt:? el sistema 
general que resulta de la Cons.t.ít-L~c16n. 



la adrninist.raci6n en la ordenaci6n jurídica de la sociedad 
¡:,ct.uc1l y de sus problowas. 

Pe1~0 aún mits, c:c•n ánimc• justificat.ivc1 se arguyt: en 
contra di: la posible al terac i1:•n sust.a11c ial de la 
C:onstit.ució11, Ql que represent.,1 sir11pl~rner1)t.t:.· unci. apelación por 
la ley al reglam~nt•:i para .;:iut: é'5té' colab·:ire en la regulación 
que la misrí1;:, acc•met.e. pc:1rc:, que lc:1 cornpleMe-ntt:• y lleve su 
d¿:si·3n1c1 11orrnat.ivo r-..:,st.=i. s~ tt:r1ui·11 1:•. Sin eMt•argei, la norma 
o~l0gada se calif ic:a siemp1•e con su designación regla~1~nt.~r1a 
y nu11ca c•:im•:i ley, aun cua11d1:i el prodL~ct.•:1 n•:•rri'1ativ1:i cuya 
colab.:iración se encoruit:niJa a lc:1 C1•jrnin1si.rc1ción adquiere el 
F1"'op10 Nº'11•3•J o fue1~::;;:, de h:·r, pt:"~1"'0 el¡,, 111:1 es c1:i11secuc-nc ia de 
1;:1 delt .. 3;:,ción ci1 cuanto t.cd, sin.:• ·:::iue proce•jc- d~ la prc•pia y 
t:iicaz v1:1lu11tad ,je la ley dele9~ntt!' gi..:e así lo ,je-termina. 

¡~ t.1"'c:1Yt°:'S de la le> dc-le9¿1nt.e el legislc..ck•r expres[1 su 
vclunt.:td de •=tue el ci:intt:nidi:i de dicl·1a ley sea rellena.di:.' P•:ir 
}¿, n•:•rrna dt:• t:dc:1t11:1rc:1ciói1 Ztc'n1inist.rat.1va. Est.a ni:•rmc:1 de 
i:l~.t: .. :i1~i.c i•:•n adruinist.rati v.;:, pie1•de con el l1:i el s1·3ni f icado 
Frop1c• de· su origen par¿, c:c•nvt:~rt.irse t.·n el cont.t?1111jo de lc:1 
ley dele·;:i¡;,n+ .. e, en lo ·:¡ue h;:1 de dE:-sign.:1rse c1:im.::i el te>-~t.o 
~rt.1culado de la ley como ofect.o de la asunc1ón anticipada 
·:::iu~ .::1 le·:;islad1:ir hace de l.;i. n•:irmz:, el.:1borad:-i. p1:ir la 
i1drnin1s-.t.rEtción,en virt.ud ojt? 1¿1 deli:: .. 3aci<!•l1 prestándole su 
Pr•:•pio ran•.;Q. (13) 

F'eir nuest.rc:1 part.e alLJdimos a ·:¡ue la dt-legación 
lt:-·3isl::i.tiva sól·:i se prevé en el 1:irdenarn112nt•:1 constit.ucio:i11al, 
l?ll ::mnde el Podei' C1:•nst.i t.uyente cc1J1cedt.• pot.estades 
le·:;i~lat.ivas al E~iecut1vi:. Fe1jer,;d, el proauct•:i de cuy•:• 
ejt:•r·cicic•, adquiere efect.c•s de ley p.;ir ·:¡LU?d¿1r c:ornprendido 
dentr•:i de ese ordei1. quedan ci:tri-1pr¿-md1d1~s en esti:•s supuestos, 
lo previsto en el art.ículo 29 y 1::::1 de la Const.it.uci6n 
Pol ít.ica. 

A fin de completar la exposición, int.eresa precisar si la 
dele·3ación F'Ued:1 acordarse pi:1r cualquier clase de li::y formal 
o Unic~mente p1:•r algunc- de ell;1s 1 así corno t:·n favor de ·:::iué 
ór·9~n·:' de la administrctción puede oi:-c-r.::d' 1.:1 deleg.:ición. 

Ue conformi1.:Ji:~d cc•n nuest.ro siE.terúa const.it.Llcic•nal, en 
:ttenc!i:1n al F·rincipii:• de división de podert:os, no asiste: 
ds·t.errn1nc1c16n ci:incret.a PC:trc:t .;¡uc• lj ley h~tga reru1si6n direct.a 
a la pi:itest.)d C:idministrat.iva facLJltada p;;wa e.-mit.ir el 
r:ird~nan'dent.o c•:•n c.:trt1ct.er de ley, <?.E:·Í las C)<cepciones quedan 
ce1'1i1jas 1:-ii rcct.;;-,mente p1:ir la C.·:•n<zti tuc 16n al transroi t.i r al 

( L.?.:i Ibidem, pá·3. 171 



Ejecut.iv•:i aguella facultad 1jt.: la ·~ue ya n1:is hemc1s referido 
para la forr.;ulai:ii!•n de nc•rrnas con cctráct.er de- ley y cc•n el 
rango ·que la misma observa como ejercicio de las pri:ipiedades 
lügislat.iv,,s. 

Sobre est.e ól t.irrw 'trgurm::::·nt..:•, no puede desc~tnSi:tr el 
fundament.:1 jurídic1:i de lLtS F:t?·3las Generales para la 
Con~rataci6n y EJecución do Obras Públicas y Servicios 
F::lac ionados con l:ts mi~m~s para L:1s Oepend..:nc ias y Ent.idades 
de la Adruinist.raci<•n Públ1t~1 Fc·derc:,l, t.•:•da vez, que s1 ést.as 
suedaran c1:impr·endidas e11 e3t: orden t.endrí.:in un c•:•nt...:n1dei 
m::.tt.12rial y fi:,rmalment.e re·3lar1h:·nt.c:tr10, de t.al Manera que seria 
s·:ibre esJ ba":St: un mer•::. r~·3L:H1h:nt. 1:• el cual dt:bería. ser 
c:·:·<Pedi·jc. PC•r el f::jecut.iv.:• Fc·deral de cc•n'formidt1d con el 
Articulo 89, Fraccion I de la Constitución Politica, acatando 
lz-t5 formal tda•jes previas p,:,,rc:, le:, t:·rnlsi~·n de d1ct""1C• act.ci. 

En virtud de li:• ant.eri1:rr 1 si si:: ci:•nsidera a las citadas 
Rl!'slas G¿·neral es de C:c•ntra t.oc i 6n corno verdadt-1"'os Regl ar11ent.c•s, 
ést.as q•...:eda...n &l margen d.:;- la r""'''Püs legalidad al ser 
c-:.~pe-didas P•:tJ"" .)rgz,nos sin atr1bu-.:1\1n cc.mp2t.enc1al PC:\ra la 
iC·l"'r;11Jlac ión y e;:.q:·edic ión de esi:: :\ct .• :1. 

Por otra part.e, si se refiere directamente a 
disposiciones administrativas con efectos internos, s~g~n lo 
pr~v1~ne el mismo numeral, aqu~llas ~e enunciar~n y cumplirán 
zu comet.idQ bajo las bases pri:•i::·ias de ias e i rcul.:\res, c..:imc1 
resul"t . .rtdü de la int.erpret.aci•:•n y aplicac1i:1n del 1'rdc-namie11t.o 
Jurídico sin rebasa\"' los limites sef'í.c:,ladüs r:·or éste. 

Sob1""e el arrt.t?ri 1: 1 r c.tr·3\..~ment.c.• quedan cc•mprendidas las 
Re·:i:las -Generales par.!1 la Contratación y Ejecucil)n de Ob1·a 
F·L.:bl1ca; sin embz,rgc., no PL1tzde reco11i:.cerse pc.r sí misma la 
obl igac iún que puede ge11erar a c~r'"3•:i del contrat.ist.a dichas 
d1spi:·sicio:0nes, t.oda vez ql.'t? sE:· previene su vigencia pare;, 
efectos 01eramente administrativos sin incidir en la situación 
Jurrdica particular del cont.rat.ista. 

En est.e orden de ideas, el único rec1::in1:icimie11to que 
pudiere. acreditar la exist.2ncia de esas disposiciont!-s c•:•rno 
re•3ulad•:iras del c1::intrat.1:., es precis.;:,rnent.c:~ e-1 alcance que li:: 
d.:;,n las F·ürt.es en el i:"1.Ct.o cont.rc:1ct.ual. Ld ttcept.aciC:•l1 qut? el 
CC•Cr:1ntr.:1tant.e hace de di cha dispi:isic l•)n or i·3ina un efecto 
c•b119c:1cionc::d po:ir pc::,rte de ~st.e Ct su i:·jecución y cutriPlir1liento, 
conforme Ct esas disp.:isicieines. L•:i anterior sin perjuicio de 
que en di chas di sP•:1s i c i cines se- cc011t.i::.·ngan a·:¡ue 11 as pote-st.ades 
comprendidas en el .,rdt:2narni~nt•:i juridic•:i, las cuales se 
eori·.:iinan de est.e y 110 de l.;:1s Rtr·gl.::1~ Generales parc::1 lc::i 
c•:il1trc:i t.::ic i '~·n. 
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Cc1r1lO resul t.ado de lo anterior·, pQdr iaroos considel"ar •:iur: 
i:.ol rec•:111•:icirnic-nt.o cc•nt.ract.ual queda cc.mpll?tament.e al mc;trgen 
de ltt Administración Póblic~ Federc:d, pues cor110 act1:• 
r1•:•rmt1t.1vo con ef2ct.1:is adrnini$t.1"at.1vos c0bl19Ct al propic• 
,:ir·3a1i.:1, peri:o no al C•:•;·1~-r¿,tista si ni:. lo ha acept.;::,d1:i 
c--::i:presarnc-nt.e en el cont.rc;1t.o. ?ü1t.e est.c:t si t.uc;1c i.:.n exist.e un 
bloqu~·:i mut.u1:1 ent.re el acta cont1~act.ual y las Re•3las 
Gi:.·ne1"ales dt:: (:011t.rat.ació11, cc•mo r1?sultc:1o:lo:• dí? la falt.a 1je 
rec•:i111:ic irriient•:i r.iue pudiera previ:rse cm el c•::i11traV:1, ,, bien 
come' efc·ct.o t.rascendent.e al nueve• asp12ct.o ne·3•:•c ic;1l J el cuc::\1 
t"'t....:ede ne• '3t:-r acept.ad•:1 P•:ir el contratista p•:.r requerir de una 
t:·>:.r·i~es¿:'\ u1.::1ni i est.zic i ón de vc•lunt.ad por Pt1r t.i:: de éste. 

P•:•r lo demás debe tenerse pre'sente ciue dichas 
dispeos.1ci•:•nt:s S•:1n irrcnLmr1:)r.}1?s por p.::1rt.e dc·l •>rg.::1nc• 
adrnin1s.t.rat.1V•J, p1:.r i•:irmar· p.:n't.C· de la lt?9,:ü 1dad qua- at.aí1e a 
1~1 i:1cc1ó11 adruinist.rat.1v.::1. ~:..in eu1bar90, c•:•rr1c1 n•:•rm.::1t.1v<:t prc1pia 
dEl ci::intrat•:i se•3ún l·:. heriK•S previst•:., ·::::iueda vi·3ent.e dentro 
de:! r,r11bi t.ei subJet.i v•:• del cont.r.:1i:.-•:•. 

r~ diferencia dt? 11:• que previff1•:is prtra l.: ... s Reglas 
Gener.:1lc-s de C•:•nt.rat.ac i6n, en i::·l supL~~sto de ·=iUi:· óst..::1=:- fueren 
ernit.idas p1:•r el EjecutiV•:C Fe.:i:ral, z1 t.1~avés de lz: ... dep2ndencü, 
cc•l"rG.·SPü11 1jient.e y cuyos efc·ct.os ni:• estuvieran lir1)it.ados .::tl 
t1r11bit.:• admin1str~1t.iv•:., la pi:•t.t?st.¿1d z:v:huinistrat.iva de emitir 
dichz•s rK·"'mc::1.z int.ernas, est.i:'1rír~ c:nci:'1íí11n¿,drt a regular el 
desarrollo de la relaci6n principal 3 la que esa relación de 
~·L~::·ri=ruaci-:, especial se Lmt::, n•:1rr11as ciue s•:1n obli·3at.orias para 
li:•s lr.dividlK•s z.1 los que esta rela::ic•n se i::l1ri·3t?, en virt.ud 
de 1.::1 espec i.::tl suJec ión persi:inzd por lt, ·:¡ue .::¡ucdz,n afectados 
desde el mornento mismo en '=tl:e s•:in invcst.1di:·s ci:•rn1:. ti t.ulare-s 
ae la relación principal. (14) 

p~ .. ~~visto 1':· anteri•:.r. se pretcndt? c1:1mprender el 
cont~nido de la supremacía cspeci~l de la administraci6n,a 
fin di? l'G·~uiar l;:,i relacii!•n d•.? c1:•nt.t::-nid0:. c•:.rnpleJ•:• .jerivada del 
ccint.r~t.o de i:•brc:1 pübl ica, parc:1 li:•g1"'.::1r el sor11E-t.ir1nent.o del 
C•:.rnp<:·rt.ar1~iento persolial de l•:•s individu1:is ·=tue ent.ran en 
contacto con la esfera adm1n1s~rat.1va. 

:::in eri1barg•:i, n1::i debe z:il t.t:r;::,rse el alcance obl i9ac ional 
de e-sus dispc•si e i1:•r1i:-s se9ún lo cc•mP\'t:o11di:-n lcis F·rínc ipio5 .::iLw 
l&s rig~n, toda viz que ello podría implicar el quo dicha~ 
dispc•s1cic•1it:.•s ·::::iuedc-n al r11argi?n dt:· lu leg~\l1düd p1:•r sobrepasi:'tr 
l1:1s limites Pl'e:vist•:•s en la n•:•rm;::, p 0:.sit.ivJ.. 

(14JRi.=nat.:i 1-'\lessi, ob. cit.. F·á.·3. :2:3(1 
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Aún ·=1ueda por c1:i11s idc-rar los d¿r~chi:is que eman.:tn a 
favc•i~ del ccint.ratist.a y dl?l 6r9t::H1>:1 3dminist.rt::ttivo, es decir, 
vist.o di::sdt: el á.mbii•:. c1:int.t•actu~\l p·:idria gel1er.:sr de-rech1:is 
;::.:.¿:,rt1 .:-1 1='t:1rticuL::,r c•:in ez;t.rict.a ot1st:rval;c1a a su curnplimi~nt.ei 
J=·i:rr el t:::nte adrriinistratívi:•, pe-r.:i ci:rm1:1 p•:.it.estad p(ibl ica di? 
6st.~·~det1 erí¿1TJic:'5 r\!'fuit.irnc•S dirE-ct.t::1fi1ent.e ;, le• ~rgüído pcrr el 
auti:n~ t1.ntes cit.adi:i,, lo cual resulto il1ver1:isimil si estas 
disposiciones cei11fiert?n más pcu:h:res públiccrs o lc1S '1f(lPlian e\1 
cc.nst.ant.I.'.: det.riroent•:i di:l coc1:i.11t.1"'atante, si n1:1 quedar'! 
cc0u1pr.;:.ndid.:.s con ant.('lac11>n a :,:.u -ejerc1cic• r=·or la norma 
;:-osit.iv&. 

I.3 La Declaración Unilateral de la Administración 
Publica Federal 

De-ntrc1 de- las prerr•:t·~ativas rest?-rvadas cc1n exclusividad a 
la Adminíst.rac ión Pública ~n el cumpl ímiento de la relac i6n 
cc1,1t.ractual, est.t1 el p1~1v1lr:9ic1 de la decisión unilat.eral del 
ór9an1::s iv::iministrativc~. ~3í\1 ~mba.r•;J1:t, i:=osa declaración 
adrniníst.r·ativt::t se present.~ cc•rno E-1 t?Jt:·~·cicio de uní~ pcitest.ad 
pública, l.:i: cual produce necesa.ríafftent.e eT.actcs jurídic:i;:.s ·=1ut:.~ 
inc1dt:11 t?n la esfera del ?.1:Jminíst.radci. Asl la declaracil:•n 
co:,mo resul t.ado de ur1a l?::<.p\~~si•:•n necesaria de la potest.ad, 
·~ueda en cünexióri direct.a ccin la lt::.·galidad y lt.1 funcic1nalíza 
de u11a manera pt?culíar de- acuerdo al act.o que se emite. (1.S) 

Pef'o ceimi:1 esa declaraci6n expresa 1ehtlcient-t?ment.e una 
de las pot.i'!"stades conferidas al órgano administrativo por el 
c1rd~namie11to, PUB-de dc-duc irse ·:¡ue- ne• hay act.ci dec lartttivo sin 
norma especifica que lo autorice y lo Prevea; por ello 5obra 
r€.-ít121~r.:1r, qu~ la nat.uraleza de l'\ pe.test.ad administrat-iva. 
comi::i técnica con la que se manífi~st:\ el pri11cipio de 
l~galidad de la administ.ración, é5 cor1}t=·let.arnenti?- c.,:::·u~st.o al 
principio de autonomía de l.::s. vi:•luntad. (16) 

Ant.¿.s de cont.inuar con el act.o de d1?claraci6n 
unilé.teral de la Administración Pública Federal ci:1rt10 
F·l"t?l'1~1:.9¿-,t.1va de la rela.ti6n cc•11t-ract.1..1Ztl, según el alcance• que 
el Oert?cho Público le 1:i,t•:ir·~.C:\1 hem.:1s de co11siderar lr. 
d~cl.z1rac1ón unilateral cor110 result.rtdci d*l alc~nce ju1~ídico 
•::¡ue t:l derech1:i privad•:t da c•:•roo fuentt: de las oblig.aciones. 

(l.S)Ed1..,3rdo García di:: Entt-rrla, Tomas Raroón Fernánde=, 
Teim1'.) I, ob. cit.. pá·a. 344 

(l6)lbid011., pág. :::44 



Desde el punto merarnente contract.ual, las obligaciones y 
derechos han quedadc• precisadC•5 de anternan•:i, pc•r lo cual la 
fuente de toda obligación es PO\" si misma derivada del 
cc1nt.\"at.o; sin ernbargc., Ir, rnodificr,ción o alt.erc::,ción 
uni lat.tH'al del co\1t.\"ato e\1 o.ras del cumpl imientc• de éste, por 
part.e del 6rgan•:• adrninist.rr\t1vo, ~upcine de po\" si el que 
e>dstz, previo acuerdi:• de V•Jluntades. t-lsi queda C•'.)nfiada la 
f i:\cul t.a..:f ccint.rac t.ual re:.ervr,da al c·nt.e pübl i c•:i para que se 
lltue a catu:• dicha modificación. Lo ant.eri1:t\" presupo\1e que 
n.:1 hay i..al declaracion unilat.eral F'•:•r·:¡ue le ant.ecede una 
relación .jurídica de carácter cont\"actual t!.'\1 dc•nde se 
prev:i enen derech•:·s y C•til i·;ir1c ic.nesj E1Sí corno f acul t.ades f'.:i.T'a 
al ter·ar t:l cont.enido del c•:int.rato. 

Ant.e ello, result.¿, inconcet:dble pensar en la 
declaración unilateral dentro de la vida del C1'.)nt.rato 
.::1.j1.1ini~i.rc:1t-ivo, para explic.;-1r des.je un punto de vist.c:" 
prlVi'.it.lSta dicha facultad, rnits aún oj.:;-itr•:• dt!=l Ca\"ácter de la 
cl~,usula exorbit.ant.e de derecr1ei pr1vad•:• que cc•nlltNi:1 el 
cont.rat•) ,;tdrni\1ist:rativ•:i CC•fi1•:i mani ft::~t.a.c ión de aquel la 
pot.est.ad, óst.¿1 se c•rigina p•:•r' disp1:•sici6n del i:irden<:.Ht1ient.•:i 
jurídic1:i. 

As.imisroc•, le\ fuerza crer1•jc.rc:\ de 1.::1 volunt.ad unilateral 
radie.:.\ en el t:fecto ·:¡ut: la aut.i:on•:imí~1 de la vc•lu\1ta1j t..ie\1e 
para pr 1:,,.:Juc i I" Ct)l15i!CU811C l.'.:tS dt:· •JC-rcchc• qLK' en e$t.C:100 
po:•tenc ial se encuent.ra11 en la n•:'\"m.::1; ¡::•er1:• la facul t.ad 
jL<ríd1c¿1 de riut.i:•-ot·l igr,rst? y ¿,utc.d-2t.e1"rf1inarse subsist.t:· pi::•r sí 
rniswa sin e\1co:int.rar c1:1m•:• bóse .:.t.r•J tip•:i de \"elaciones 
jur)..jicas que ccin efttct.;, dirt:·ct.c• hz.19.::111 sup•:iner qua lc:1 
i::focl3rc:1ción unilateral di?rivc:, de aquélla. (17) 

De acuerdeo a lo ¿\nteri•:•r, la t.angibi 1 idr1d del cc•nt.rat.o 
no queda explicada desdf: el ángulc1 privat.ist.a, sino que, 
S•:·br!? l¿\ b;::,se dt? SUF•rm11r1c:ía jurídica del 6r9ano 
administrativo:• rnanifiest.:""\ pc.r :.i la f~cult.ad reservada a 
!&st.e, s::-SJÚ\1 li:1 presuF·•:•nt:: la for111al i1jad norrnat.iva que imprime 
d~ legalidad al aci.c• declarad1:i. 

Ha sido ot•jet.•:• d¿. c..:1nsta\1t.i:: insist.encia el que la 
Admin1st.r·~c ión no puede ac tu:-tr por su propia autoridad, sine• 
c:;r1·,F·arc..ndc1se an la aut.c.r11jtid de la li::y (le:• que puede 
i;:xt..anderse a las d~rrd~s fuente:'.3 del c:1rdenamiento, en l~' Medida 
en .;Lh? se produzcan lc·gí t.iri1z1m~nt.i::-), pero el li::• irl'1pl ica 
principz1lmcnte el que a ese rn&can1sr(1•:i se lfr califique de 

(17.>Rrdael Rojina Villegas, Ti:•rt1C• V, Vcilu11)c11 I, c•b. cit .. 
pa;i. 435 
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proce5C• de cdecución de la ley (1:1 de la legalidad, de 
conformidad con lo previst.o cc•n c:mt.erioridad). 

Peri:- aun siendo objeto de estudio lñ cc1ncreci611 del 
cc1nt.enid1:i del i:·roces•:• ejecutivo de la ley, hemc•s de ceimc·n=.t•r 
por precis~r el alc~nce ·:iue tienen en el árobit.c• jurídit•:• del 
i:1dminist.1't11j1:• lé1s Reglas Generales dt!:' Cont.rat.c:1ci6n, come• 
fundci.r11~nt.1:i del acto decla1'at.ivo por el órg.;,n•:i administrativo 
en la vida del c..:.nt.rato. La cuest.ión, desde ese 
plant.e:unientQ se complica con l<i facultad lt?·3islat.iva de 
trasladar un poder normativo propio del Ejecutivo Federal a 
otro •:•r·3anism•:. •:::¡ue forrna parte de éste, según la jerar•:¡uitt 
inst.it.ucion'-11 de la Adrninist.ri"lción f-'Ubl ica Federal. 

A fin de determina\, en qué se11t.ido el i:1rdi::11amient.•:i 
ciper·a pz\ra det.errnintir la PC•sición jurídica de lz1 
administr<:ición y su actuación concreta, o inVLd,samente qué 
tipo de vinculación ~lcanza a la administración respacto al 
ordenam1ent.:i que rige el acto, hemos di: insist.ir en que el 
Pl,C•Ceso de- prc0 jucción jurídic:c:1 es 1:ntulat.ino a partir de- lit 
11i:irm;:t fLmdamentz1l. En la medida en ·=-lUe la administración se 
i nsert.a nect-sar 1 arf1ent.e i:-n una 1 ase de ese.· pr•:•ceso no puede.• 
actuar más qLh'.!- e jecutm1do n•:•rmas antecedentes ( te\nt•:1 cuando 
ellc:t r11iStt dicta re·3lc:1mentos c.:•rf1•:• cuc::tndo desciende a los 
últimos grados de la aplic¿tci6n sin·3ular, •:i aun d~ li:is acti:is 
ejecut.ivc.s de mero hech•:•). ( 18) 

1:'\sC paes, en los últimos peldafiCis de lt1 ejecuci<"•n de 
la norma est.á la facultad de un 6rgano de lc:1 adrn1nist.ración 
d~ interF·ret,,r la Ley de Ob\'as Públicas. Est•:i implica la 
ejQcuci6n de Ja legalidad por la administ.raci6n, como una 
simple F«articulariz~ci6n en la actuación c•:incret.a de los 
rnandc:d.os itbst.ractos de las nc•rrnas. Pero el cc:irt1ct.er 
vinculante de la normativa expedida c1:in base en el precepto 
suprem 1: 1 nos haci:· cuestionar si se r:·uede atribuí r di rect¿uoent.e 
una potest.ad a la administración suficiente para que ésta 
modi f i ·:¡ue una si tuac i 611 jurídica previamente determinada por 
la norma jurídic~. 

C:·:•nsideram•:is c:1l respecto, PC•r nuest.ra part~, qut? si ~n 
dicha normativa sólo se F·recisa el ci:mtenido de ln ley sobre 
la estructura y cobert~ra legal de ésta, la adminis~raci6n 
actuará c•:inf.:•rme a las pi:•testades que le han sido previamenb~ 
t:1t.ribuid.:::\s sin t.ri'1SPttsar lc•s límit.t?s cef1ídos pc•r el 
•:irden;;,.mient•:i JU\'ídic1:i. 

<1:::)Edu.:::irdo Gc:1rcía de Ent.erría, lomás Ramón Fernande:z, 
T omi:i I , •:tb . e i t. . pá.9 . 254 
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.; Si a·:¡uella normat.iva atribuye mayores pote-stades al 
órgc:mei r:1dmi ni st.rat.i vo e>d-ral imi t.c:1ndi:o las f acul t.ades que- en 
f1:irma directa le c•:infiere el sistema normativci, la legalidad 
di:·l C1ct.o •.?s cui;.·::.t.ii:1nadc:1 en cu¿1nteo ~su validez y eficacit1, 
por l•:. cu.::d ·=tut?d.aría t:o}<pedit.a l.::t acci·~n para 1:ibt.ener el 
rc-1=·&1"0 a lo$ int.e1"eses les1o::i11t1d•:is. 

AhQra bien, si las mult.icit . .r1das Re·3las Gt:nerales de-
C:•:1nt.rut.21ci6n, c.:•nfieren p1:it.c·~U:tdc·s dictintt1s de las gL.Je se ha 
previste• pr,.1•a el entt: adrf1111ist.rativ1:i y de t:lljs deriva la 
decl~raci6n unilat.oral de la adm1n1str~ci6n que 2nc1dc en la 
ejecuc 11511 del contrato, aquei la J:·ott:st.ad ·:iu~d~1,it bc:dc• l1:is 
$Íguic:ni.c·s cernt.e:><:t.i:•s: :31 hct dt::· CC•Tuprend~·rse a dicha 
11orm&tiva dentro de la aceptación qu~ h~ce el cocontratante 
dE: la A·.=rriin1st.1·aci0n F'Llbllc.:1 ;:··:n" ser pr12viament.e rc·cünocidttS 
por i:st.t:.-, 110 hay dudd de que dicha FACULTAD COerechr:1) ·~ueda 
cc•nt.rt1ct.ualr11ent.e:.· d~t.¿·rM.inada sin ·::iut:· elle. implique una 
ext.r•aliuiita.ció11 al e,¡ercici•:• de lr:• p;;:,ctadc1. l•::i ~nt.i::rior 
dist.[t muchc. dC! 1•:• ·=1UC! hemc•S de t-nt.en•jt.·r cuan•j.:, lo prE·Vist.•:• en 
la~ re·3las t.1ene corfri:t a11tecedent12 una 11•Jrm.!:I. jurídicn y más 
t1C:n cuando:• c-n a.;¡uel l c-t nc•rru;;:, t.1 Vt1 ·:¡Lh?Oc1n í nsi t.r,s PC•t-c-!;t.r::1des 
eifiint?11t.t:·rin::nte públicas con un p1~t:su¡:·~esV:. Juridico de- Derecho 
Público. 

:::r:.bri:· est.c:- últ.ir110 
de b 

F'C~bl i ca 
t.~cn1ca p1~opia 
f~crni nis t-rt1c i ·Sn 
si9uic-nt.es :;ispect.1:.s: 

punt.c•, hemr:•s 
:st.ribución dt? 

Fedt:rc-il la CLJal 

de remi t.i rnos a l r::1 
potestades de la 

d2scr1nsa e-n los 

a) Autoatribuci6n de potest.ades. Si la Administración 
pretende iniciar una act.uació11 co11cret.a y no cuenta 
cc•n p1:•test.adE·S prev1ar11e11te at.ribuidas p;;:1rc::1 t-llo por 
la le·:ral ida.d o:?Xistente 1 habrti de ccm11211zar p•:i1~ 
prc•roovE·r urm modificación de: ese:"' Jegalidt1d, de 
f1:irrnrt ·:¡u~ la misma resulte la habi l i t~tC i6n qut? 
hc::1st.:, ese mome11t.o Tal t.aba. 

Ese meca.11ismo di:: la previa inn•::wac ión normativa 
pare:, prcn:Jucir lc::1 c:d.ribucii:•n de PC•t.c-stades cc•n las 
cuztles seguidamente P•:idrd. ~e tua1•, implica 
necesariamt:·nte lz1 c::iut.c•atribuc ibn de potestades 
concretizadas al nir:n11ent1::i dt? emi t.i r la declaración 
unilateral de la administración. 

b) Aut.c.atribución e!<:presa p1Jde-1~e-s inherentes i:i 
ir;.p] í e i tos: la a t.r it•UC Ión de pcit.c-stades a la 
administ:~ación tiene •=iue ser', en primer tórmi11c• 
e:w:prE·s.=... Ah0Pt1 bit?11, est.~-t exigenc ic:1 de-be ser 
rnati:::.d::a cc111 la d•:ict.rina de lc•s p•::ideri::s inherentes 
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o irnplícit•:is, gue por e-xcepción pueden inferirse 
PC•r int.eprot.i'lcj{,n de lc:(s 11orr1)as mtts qut? s..:•bre su 
texto direct•::i. Sin ;mbargi:i, este pr1:icesi::i deductiv..:i 
no legit.iruc:1 p1:1r s1 mismo ningunc:1 int.t-rpret.c:ic1ón 
cxtLm5iva, y 11i siquiera iH1aló·.;Jicz,, de la legalidad 
como c:it.ributiva dtZ.· p1:1dt?rt:·~ c:1 Jc:1 t1dminist.rc:1c1~·11. ~;t:: 
trat:, siruplmflento, de hacer coherente el sistemc:1 
1 egal quo h~1 de sL~Pc·n~1'se ·:::¡ue 1't:·s1=·c•nde a un cirdc·n 
de ra::: 1~·n y ni:.1 a t.rn casuisrni:• rnern.mente C:tl'bi t.rario. 

De lc1 • c.ttit...:·rior cc0nc!uit1)0S en principie' ·:iue aquc-llas 
¡=iotest.i:id~~ pr•:•pias de la Administr.::tción Pública, se·:::iún le• 
previ:-ngc:m l t:1s RegJ as GtZ.·nt!-ra! c-s de.- C:ont rc:1t.ac i 611 qu~dan 
comprendidzts di:ntr·•:• de li:is pi:idc·res 111herente5 1:• impl .le i t.os 
Pi:1ri:1 el ct1b.:d cw1·1plimient.c• de: las funciones pliblict1s de li:1 
admin1st.rac11..'in. Sin emba1'·~0, deo ello p1:11j•r!mos so':.t.ener que se 
t.rat.a siempre de um:1 acc.t.c::1ci6n de• supuest . .:.s ·:iut· no sc•n c•llos 
mismc•s il1ru1t..01dos sin•:• simplemente imprec1si:•'.3 en su 
definición Pl't:·vit1, pc·1'0 necezi:1rÜH(lt?nt.e d(·limit.t1bles en su 
apl icac ió11 conc1•c-t.a mediante la t.écnic.:-t de li:is c1:1ncept.1:is 
jurídi tos irnprec isc•s; así lc•s supui::·sto:•s son pe1'fect.r1r1h?nt.e 
delimiL:"blt:s p•:ir aplic.::1ci611 dt:!l conceptc• legal i:1 situucioni:s 
real c·s que- ne• i:ncuadran en i:1bscd ut•:• brdo el co:.ncept.o, pe1'0 
•:¡Ut!- den•:it.::m en su i11tt?rprc-tación la limitación d. dicha 
pot.est.ad 

:::eib1•e est.•:is argument.c•s hem..:•s preferidc• hacer di::scansar 
la poiestad pública derivada 1je l.rts cit.adas Re•3las Generales 
de (:cint.pat.¿:tc i6n cuandc aducen facul t.ades det.erm1nat1les POI' t?! 
ordt:11amit"?nt., jurídic•:i y ·:::iuc- implican necesaria.mente lJ11i:1 
relaci•!1n direct.~ con el administ.radci cc•mci es el casci del 
ccint.ra.t•:• i:1dminist rativo:•. 

Lo ant.erior nc•s hace sur:·one-r ciue eobjctiveir1112nt.e las 
pot.est.ades públicas so:1n resul t.adt' dé'ntr•:i del fHfrbl to:• gue nos 
C•cupa, de aguc·llas ftHult.ades implicit.a~ .:• inherc·nt.E.•!; perc• c-n 
mutl~a rE:l:.1c ión con L!'1 i11t.erpretac ión administr~t.i vc:1 del 
sistema normativo. 

S·:•n de djscut.iblc· ucc·pt.ación las ext.e11s1coJ1es ancdógictis 
en adht?sH1n ~t una c-;-<i9encict de c1:ihcrc:-ncic, lt~·3al que, en 
ci:injunt.c• lc•grc·n idt!-nt.if1car lc•s pc•derc·s inht-r~nt.c-~ e-. 
implícit•:•s de la Cidminist.r~cil_.r. por el ·=•rdl:'!11.:ir11ii~nt.o, aunque 
ne• r:":'r el c•:•rup•:•nent.i' c:~crit.c• dc·l rn1sm.:1. 
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Así, queda excluid1l completame11te el orden privatista 
pa1'a e~<plicar c:1quella part.e de l.:1s declaracio:·n~s unilat.erales 
de la administración, cuando encuentran como base- aquella 
PC:ll"t.f! t.o>d.raccint.r¡1ct.uc:1l-, pi:•rc. de interés propio del órgano 
admi11ist.1'.:lti"vo com1:t resul t.ado de: li:t ni:irma dispuesta para el 
e ¿-1'ij(1 qUf.• n•:•S (1( L~Pa. 

Hasta a:=iuí objetivamente se ha ceonsidt!rc:1d1:• la 
,disposición ae la m:irm.::d.iva dictada Peti"'a el cc:1bal 

c1.ir:11¡::.l imient.o del cont.rat.c•i !;in embc1rgo, ·=iut!•da por c::<.:1mini:1r el 
aspee t.o subjet.i ve,, •::¡ue de i•;ru&l m.:inerá resulta •:•bJet.able p1:ir 
el órgano al que se le atribuye directa~iente la facultad de 
int.ep1 .. et_.ar u11a. lt?y y un i'e·;Jlament•:., segun 1•:1 prt:·viene la Lé'y 
d~ Obras F'úblicas. 

Visto lo anterior, la Administración P6blica cuenta con 
un 11)ed11:i fo1"mal d2t.erri1in~dr:• de- ejercitar Más que sus derech•:is 
cont.r¿1C t.uc:des, d€· hr1ci:r cumplir los objl!·ti vos del cc•nt.rat.o 
ci:•m•:t result . .ld•:• dt:l inte1 .. t:s públic•:i ci:ir11ei imprescindible en el 
C•:•r1iet.ido c:1dr11inistr.:::1tivc•. tisí, la P•:it-cstad F·übl ica del órganc• 
11•:• resultZt pr•:1pi¿u11ente del contr.::,t.1:i, si11•:i de la p•:isici6n 
jurídica 90ncr~1 y particular por la propia norma positiva, 
·:i.ue ir.-1prilih? al act•:i un sent1d1:1 superii:•1" al C•:•nt.ractual; p1:ir 
E-lle• 5f! h¿~bla de -=¡ue el act.C'• es resu1tad•:r de la decisión 
t..mi l.:n .. c-r.:d en un plano t:·~d-1 .. ¿1cont.ructu.:..1. 

En t::st.t:· •:11"den de- idec::1s, es car.:::1cteríst1ctt :insita del 
cr:mt.rr1t•:i adri1!n1strativ1:. 1:, de:cisi6n L~nilate1"al de la 
adr·1inist.r¿1ci.:.n, en m~rit.o de- la cual puede intervenir c·n la 
1?jo::-cw:1ón .j¿-~l c•:.nt.rat.a. Esa i11terv~t1ció11 pi:•l" p,:;.rte di::- lc:1 
¿:,.jr.u111st.rac16n comport . .;:, la e;.qst.c·ncia ·j~· det.ei"minadc•s poderes 
de 1.:1 r1risma •:¡ue hz:,br3.n de a~licarse tt l~ ~Jecución, en u.ras 
•jc-l cL:t11:=·1 im1t·nt.1:1 de-1 ceont.r.:d . .:1. En lc•s podi?res L1 lcis qLJe 
podríamos roiarirnos en principio, estan el de control y 
di roce i6n del c•:•nt.rat.o y p•:ist.e1"iorrnente las sane ic•nes •=iue 
pud:..:r~n se\" impue:stas C•::imo resul t.ad•:. de su ejecuc i·~n 
deiect.uos.:t y por últ.irno,hernos de alL~di1" t1 las nwdificL:1ciones 
·:;~e suf1"a dicho i:k1CtJri11::nt1:•. (19) 

Ant.~s dt.· cont.inLu.11" cm1 el cc.nt.enid•:• y objeto de t.odc:1 
decl~r..;:,ción unil;."tt.eral de la adroinistración, n 1:is hem•:.s dt? 
rc..fc•1"ir bri?vt!-rm.:·nt.e al t1ct .. :• de dccla1"ación c:1drninist.rat.iva cc•mo 
result.ad•:i de lt, función administrat.iva ·:¡ue pl .. oduce efe-ctos 
j1,.n•íd1c•:·~ individual~s en forma dir~ct.a. 

(!9)~1z,nc:"'l M<,ría Diez, MANllAL DE DERECHO ADMJNJSTRATIVO, 
Ti:.mo I ·:ib. cit. ptig. 310 



E~to nos ha.ce SUP•:mer que son apl i c::able-s a t.odas las 
formas jurídicas del c•brr1r itdminist.rat.ivc1 las reglrts del 
procedi.r11i.ento y no sól1:i al ac::tQ administrativo, c::omo 
t.radicionttlrnent.i::o se ha hechc•, por ello comprende t.ant.o la 
et.apa C•:inst.i tutiva (de prepa1•ac ió11 y f1:irmac ión), conK1 la 
etap¿, irur-•ugn;: .. t.iv;:, (rf.•cursiva c. reclamrtt.iva según lo preven:=la 
lr, le-y). Así ha de nacer el acto P•:tl" el cuitl lt:t 
~\dr.iinist.pación decli:tra unil¡:d.el'alrnent•e su voluntad 
trascendiendo a la esfera jurídica del coc:Qntralante. (20) 

El übjet.o dt!-l i:tct.o dt.·Cli'\rativc1 es la matcrü:1 e' 
ceint.C!nii:fo sob1"e lo ·:iue se decide, ce1~tific¡¡, valora u opina. 
El objeto debo ser cierto, claro, prec1so y posible tísica y 
JUl"ídicar11ente. Así 1 la voluntad administrativa es el 
resultt:1d1:1 dt:l concL1rso dt? elt:!Jf1t?ntc·s subjE·t.iv•:•s y obJE·t-ivos 
que preceden y ceincurren a la declaración, de tal manara que 
la vc1lunt.i1d dc-1 ¿,ct.•:1 ¿1 declarar est.i:1 c.:1mpL~est.¿1 de la volunt.¿1d 
subjetiva y la voluntad objet.iva del le·3islrtdor se·3ún se hZi 
prev is t . .; •. 

En virtud de lü t:1nterior, lc•s vicic1s dc:• Ja vi:ilunt.t:id 
pueden L'"lpc1recer ta11t.c1 en la r1iisrni'.:1 dec larr1c i1:1n, c1:ir110 en l:i 
volunt.ad psíquica del funcionL1ric• ·:iue produJo li:1 misrna 
declaración Cs1JbJet1va1~ente). (21) 

:::t"3011 ~e:· P•'t:-venga i;:n c·l cc•nt.r¿,t.o adr1)in1strL1t.1vo, deben 
cumplirsi.: par:i la ~misi6t1 del act•:i los pr1:icediratientc1s 
esencialc·s y sust.anciali.:-s previst.c•s por el C1\"di:-namient.c• 
ju1"ídico y l1:1s qLJe resulten implíciti:•s del r11isrn1:i. Se 
c•:1nsidi::.·ran esenciales en principie• lc•S d1ct.Ctn-u211es, }¿, 

m•:it-ivaci6n y la notificación del ¡:1cto por el cuB.l la 
administra~ión deberá unilateralmente decidir la procedQncia 
di."? a·~uél. 

C:c•mü efe-et.o de las pot.est.ades administ.rat.ivas, quE:·di:tn 
dent1-c1 de la c•bset"vancia legal en lt:t f•:irmación y declaración 
dt?l r1ct.c1 que· incide c·n la mod1f1ct:1c1ón del cont.rat.o, t?l 
di et.amen emitid•) P•:•r el cnt.e públ ic•:i, el cual debel"tt estar 
sLd¿·t.c• P•:•r lo que al contenidc• se ref1ere, a lo siguiente: 1) 
desc1·ipción sucint..;:, de las cuestiones •:ibjeto del dictarnen; 2) 
relc:1ci•!>n objt::.•tiva de los C:lntecedentes qu~· sirvan com•:i 
elemenios de juicio F·ar.:i l'esolver la cuestión pl.:tnteada; y 3) 
dec1sion ceincPct.a fundada y motivada en las normas jurídicas 
o té-cnicz1s aplict-1.ble-s a 1::.1 sit.u.::,ción pl~nt.e:ada, o en su caso, 
l~1s c•:•ns1derc:1ciones s•:•bl"'l? la opcirtunidad 'l cc1nveni12ncic:1 del 
.:1c t.•:i. 

(20).J•:isé R1)berto Dromi, •:ib. cit. pág. 1:38 
(21 )Lc•t.. Cl \ .• 



Ni:. o:·,c1st.ante las fo\~mal idade5 a las que debe ateners~ el 
,:,et.o de- dec larttc i6n de la voluntad admi nistrat.i va, ~st.a -=iueda 
p1~c·vi;.L-... an t!l rnarc1:i legal cmíh:i resultad:) de la det.err1ünaci6n 
c1bje,.1v<:1 ·=tue fija la c\lt.eración sust.c:1ncial del cc111t.rat.ci, la 
cual in~ide direct.::1mente en el curnplimie11to de l•:is intereses 
cc•ncrc.-t.1:•s que persigue el .:1r-·3anc• c-.dr1·1inistrat.ivc• a t.rt1ves de 
l:t ce! • .:i::ira·:i•!•n •jel acto contr-actual. 

..::~ n &r11bar90, esu dec la rae ión un1 li:,t.eral de voluntad no 
irnpl1ca necesari~H11ente el que ~sta se fo1~me y .z:wit.a ba.ji::1 l.:ts 
rf1ismas bc:1St!.-S legales qut!· ¡::•ar¿-i e! Ci1Sü r1t1 previst.o pr!!•Vit1ri1ent.e 
el 1:1rde11d.riüi:nt1:• jurídico, sin.:o .-::¡ue p•:or el ci:•1Tt.1~r,ri·:•, ha dt: 
quedt.n• lit.red~· l1:1s rne•jÍc•s feir111c1lc-s de declaración un1lat.erc:d 
dL- volunt.ad; t::ll1:i n1:i irn¡:·lica. necesari::tr1H:nte ia ne•;;ociabilidad 
di?l C:tc+ ... :• por F·C:-1l"t.t? del contrat.i~.t.a y ~.rgano adr11inistrc:1t1vo:i, 
t:-n si?nt.id·:i invers1:i a la ~st.¡~icta formalid.:-td: el a•3ente 
¡:\•:h11inis:.t.rat.1vei que-da irnplícit.L1rnent.e facult.ad1:• pc:irc:1 t.:le·31r los 
med1::·~ de •Jb•;erv.-1ncir1 t?n ül m1:.r11ent•:o de: fi:•th):lr y 1:rn1tir t?l 
&clo si la n0r~ia Jurid1ca no ha deterM1n~do en forma reglada 
dicn•:o ttC0\1tcc irnientc•. <22) 

Ha dú ser c1bjet.c• de d1st.1nci.:•n el que ar.·1t1i:is t.ip•:is de 
actos dec larat.ivos, segúl1 se;:..,n fr:.rmales o no f•:•l"'malcs, deben 
·::iuedttr ccf11d1.JS a los F·r1nc1pic1s r~ct.eircs qui'! liroit.an los 
alcancec:::. ,ju la f•:1rrnali•jad1 en virtud d:: ·::::iue e:»:•s pri\1cipi1:.s 
f eir·~c:in pi,r t.c dt:: la t1•:•rm.:1 su¡::.1"'er11:1 cu)'a •:1bst:.-\''Vanc i t1 resul t¿, 
in1::::i:.Jbit~ble, .:tun cuand•:i la n.:.rri::i ser.:undari:i n•:i l•:i previ:?a 
dett:rmin.:1nter1"it!·nt.e; verb1grc:ici¿~ lt1 9~1reint.ít1 de ziudiencia. 

Corno r~sult.a.1:k1 de la decla1·z1ció11 unil.:1tt::rai de voluntad 
de la Administr~ción Pública Federal, el contratista no queda 
a.ni.e U\1a nt1t:va siturs.c1ón jurídica, 211 t.anti:i t:l act.c• 
dac lar~ tiv.:1 11.:1 r1Kuj1 f i.-:iuc· di ract.;:1 y sut•st.t1nc it1lff1t;:•nte la 
relaci•!1\1 C:Special de suJeción en la que st? encuent\•a el 
coc,:,nt.rt1t.!ü1t.t:· en relac 1•~·11 td órg¿in•=• adrnin1strat1vo. Pc•r 
ell~, el ac~o en si no sufrG ~lt~ración sino en la Medida en 
qui'! d1ch.:• .:1ct.i:i sólc• incide dir2ct.¿1h'1ente en c:l curi"1Plir111entc• 
d~l c1:1 n~.ratc• P•:11· p~1rte •:::lé~ cont.r:i.tist.a. 

Arnbé:,S partes guardan la rni~w1a situación en ·=tue se 
t:nc 0:•ntr~b,;. al fl"1ürn2nt .• :• de nacer el ¿,et•:•, F'•:ir 11;. cual éste 
as subst.t,nc1z1lrnente el r11isriK•. A dift:r1?ncii"1 de ·:iu2 t·l ¿ict.c• 
di::cla.rat.iv•:i d2te1·minz,,rfi una nuev.::.i situ&cit!•n jurídica del 
ccicc•r.t.1~.:::d.,;:111tc- c:n t•ase a nuc-vas consideracic•11es ya de hecho o 
de derec!-11:• 5c9ún se preve11·3a. 
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En esti: último supuesti~ preferiruos refel"irni:•s al act•::. 
ccin cart1ct.er dé· dc·cisi•:in ·:iuE· c:d act.o rncrc-.ment.e decli'trat.1vc•, 
P•Jr consisinar en sí y t=-•:ir si mism•:i Ir.. ri1.:idificación 
sustancial •:tt? la si t.u¡::ic i 6n jur l di n:1 del" i vad¿t del ~ct.o:i 
ccmtrac tt.1.1 l. Es decir, aguel es l.!1 especie del acto 
dc·clarat.iv..:1 de la Adruinist.rac1ón F't:Jblica, PC•r le• gue aun 
cuando se ciJmprenden mutuamente ·=iuedan b.:tJo dos ~·rdenes 
dif~r~ntes en cuanto a los efectos se refiere. C28J 

En vir•t.ud de l•:• .:mtt:ri•:ir, la c:1dmin1straci&n actú.:1 e11 
los e eont.ra t.c•s adrni n1 st.rtit·i VC•s cc•n PC•dc•r S-úbl i cci en vi st.c:: ... dt­
un fin di: i nt.erés público; P•:.1" as t consi d~r~w lo el 
.:1rda:11t1mic·nt.o juridico, el c•:•nt.rat.ista 11.::• F"·Uedt:· PC•r el est.ado 
de sub.:ordinaci.:111 jurídica en que St? h:illa c•:in m•:•tiv•:i del 
cent.rato, oponer1e reparo alguno que frustre las decisiones 
que tome:. Al igu¿,l que c•:int.ra cual·.:iu1er decisi•:'>n 
administrativa, lo ünico que puede hacer es interponer los 
recurst:•s que la n•:irrna jurídica vi•.;f:'nb.: le concedZs. (24) 

Ah•:i¡~;:, tde:.-n, t!-Si't decisión, gu0 viene a cc•nst.i t.uJ r un 
úCt.•:i ,jll'l t::nt.e público, ·_:ioztt de las propiedades de l•:•s act•:.s 
adr11injt;:;t.rc:1t.ivc•s en cLUtnt•:. <:1 l;:, presunción de lc·91t.imidc:1d ·:iuc· 
l1:is acom~·aí13 y del pr i v1 le911:.i di: ejecuti vi dad inherent.e .:::d 
act.i:•. E.~ aquí deinde se rnan1fii:•st.a dt? nuevc:t cuent..;. el c·stc:1d•:i 
de sub.:11~dinac1611 jLJrídica E-n quo se halla el coci:intrat.a11t.e en 
el ceint.rttt.ei de obra pübl i cc:1. 

I.4 Resoluciones 
Administrativas 

emitidas por Autoridades 

C23)Sc•bl"E< est.t!· punte• nc•s remi t.iM.:•s a la c•bra de Jorge 
Héct.•Jr Cisc•Jla, TRATADO TEORICO PRACTICO DE LOS 
REC:VRSDS ADM!NI<;TFiATl VO:O; <Edi e ic•nes OepaJu,¡:,, 8L1.onc.s 
Aires 1967, p&g. 121), gue al respecto seNala que el 
act.c• decisoric• de una sit.u"ci6n determinc:1da se 
F"E-rfecc i•Jna cuand•:i se reúnen todas las c•:indic i1:i11es y 
elem12ntc•s qLJe di1n luga1" t:1 S!.l ejecuti·~n inmL?diat.a, 
cuz1l•:¡uiera ·:¡ue si:a la forma en que ést.e c•:•mience " 
tener lug~r con~agrados así, de modo g~neral, el 
~rincipio de que siempre debe coincidir el 
pe1~ic.·ccic•n~rrde:nt.c• Y eficacia del act.c•. La misw:1 

•:.curre cui:ind•:i e-1 a.et.:- incluye un tL:rm111•:i 1:i una 
condici·~·11 •:::¡uc· suspi:·nde C• dilat.a el cur11plimienb:1 dG.· sus 
efectos. 

(24 )í"li·,;uE.-1 A. f::erc¿ti t.z, C•b. e i t .. Pt1g. ;;:61 
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Indepe11dientement.e del acto administrativ•:i en cuant•:i al 
ct11'tlct.i;:·r det.erminativo de sit.uf:1cic.nt?s jurídicas dt?l súbdito 
c-n relació11 cc•n la -prop1;:,. Adnunistración Pública., hemos de 
;:d.t·11c-Pn°::is en estt? apartado e:, la pre:cisiól1 de lfas resoluciones 
emit.idzis por auti:::iridades admiliist.r;:itivús, i11cluyend1J las 
interp1~etac1c1nes e• cc•nsult.r:1s GUf.· c:1l efect.o se emit.an para 
sef'í:i.lc..r el cauce 11•:.rmativw '211 el cumplirnientc• del c•:i11trato. 

En pri11cipic1 h.:1 de reit.e-rc:irse lo preceptuado pcq~ la 
n 1:•rma a-11 cua¡1t1:i a la pi::it.estad públ icd del órgano 
c1dminist.rt1t.ivc1; de z1hí de;:::·endert1 el eiue e5a ¡:·eit.est.ad sea 
suf ic ient(: pa.ra ·:¡ue la 1~esoluc ión •:::¡ue se emi t . .r, ccirno resul t.ado 
del ojercicio de aquélla incida en la esfera jurídica 
pa.rticul~1r .del cocontratante, r11odificando l.::\ sit.uaci6n 
sutijet.ivc:c deo ést.E:·, t.al )' como le• pre.·cisc:1rí¿:, el ordcnc:imient.ci 
lt?Sül. 

El ár1)l:iit.o de la sit.uución ot.jet.iv.::1 c-n la cual incide 
di r~c tameni.e ltl pott:st.ad i=·úbl ica •=tued::1 t?n pr ir(ler lu9ar 
ac:¡1..1ella PC•t.:-st.ad Pétra la fc1rruz~ción y emisi•!111 de la 
re-solución, quad.::tnd•:• t:n se·~;..:nd:i i:irden el a.lcnncc- de esa 
l"i!:·SC1luCi<!•n en c-1 árnbit.o pc•rs•:1nal dt::d <:tdr111n1st.rctd•:• ci 
c1:i11t.rata.nt.t'.?. De ahf p1:ide11·1·:•s p.:trt.ir par.::1 precisar nue:str1:1 
c.Ojet.iv1:1 en cuc:1nt.i:1 c:1 lc:1s iricLd t.c-.. jes cortfe1'1das al .Srga11c• 
adrninistr.:{tiV•:J par.:1 inte1'Pri?t.:1r' emitir •:•pi111ones con 
carácter definitivo. 

De acuerd1:• cd artículo sexto segund1:i p~1rrafei de la Ley 
de Obras Pt'Jblicas ·=tued~ f:.i.cultad.::, la Secrct.aría dc­
PrograMaci6n Y Presupuesto para int.crprctar las disposiciones 
de la ley, para efectos meramente adminis~rat1vos. Ello 
supone guo dicha OQpendencia de la Adm1ni5traci6n Pública 
Feder~l cuenta con facultades limitadas para la 
int.err..i·c·t.c::1c1ón de un ordenarnicnt.i:i jurídico cc•n consecui:·nc1as 
prr:ipias pata la adrninist.1•ación. Así, hz1 de preverse qua- p~1ra 
cdeci.os <:1drninistrat.ivos qut?da ci:•m•:• vínculc1 c1bli~HHic1nal de 
este., dent.r1:i de la jerarguía instituci011al de: la 
Adr11inist.r¿{ción Pública. 

Ceiruo r:-ot.est.ad públ ict1 dt? ese 6rgan•:1 qued.::1 cef1idc:1 al 
acto interpretativo para efectos rn~ramente administrativos, 
lo cutd r:-erruite: c•:•nfirr11Br t:•l crit.e-r10 ..::¡1...11? hast.~1 aquí hc-mos 
1•1::-dterado en cua11t•:i a •=iue lus Re·3las Generales de 
C.:•nt.rat.¿.c1•:•n S•:•n prodLJct.c• •jc- la po:ot.est.etd normc:1t.ivc1 dE:' 
car.:1c ter 1nterpret.at.iv•:i, cc•n lz1 obl ig.01c i6n de- sc-r •:rbservad.:\~ 
por lo~ órg~nos d~ la Administración P~blica Fedoral. 

1-ia. de~ ..:¡w~d.::,r co11firmado e:l cc::tl'~cti::r inte1•pr~t.ativi:i dc-
L:.cs f\12gla~ Ge11e1•ales de C•:•nt.rctt.ación e11 cuc::1nt.c• dct.errn1nc-in las 
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base-s sobre las cuales se fija la e-jecuci6n del contrr.tt•j. 
Pero, según lo prevé lü misr11a ley, el alcance es puramc-nt.e 
int.ern.::i, p1:i1" 11::, cual n1:i puede t.rascende1" ni directa ni 
indirect.r,nH:•nt.e al é1mbit.o part.icula1'. 

De acuerd1::. a lr:i anterii:ir, hemos de ent.ender·que la 
fi'.tCLdt.c:1d conferida tt lc:1 De¡:.endi::·ncic:1 di? la Adr;dnist.rac16n 
Pública ·~úed¡\ buji:. la pi:1sici611 de una circular en -la -gue 
coinciden ceimo eleml!-nt.os de e1et.erm1naci(1n, la de si=-r expedida 
pcr .lc·s superi1:ires jert1r·.::zuicos en lz1 e-sfe1'a itdrniniStrat.iva.­
:.::in ~mbc:1r9ci, neis encont.rc:1r1ms ccimo principal obst.t.culc1, el- gue 
dentr•:i d~ la .:1r9ani=:.r-\ci1~n inst.it.ucii:•nal de la adnnnist.raci611 
estiin los ,)r9t1nos ·:iuc- guttrd~n une:, relación jert1rgujca, pc•r le• 
cual- sí resulta previsiblt: el que l.c:1 1:=tbservuncia de l.r1 
circular sea oblig~toria para ~l órgano inmediato inferior, 
i10 l•:i será para cit.r•:i ente ni:• suji:t.r:i a dicha re-lación. 

En virt.ud ·:le 1.:1 c:1nt.es expuest.ci, no c:1sist.e C•bli9acjón 
alguna pa.r;:t que un ·Srgan•:i de la Adrninist.1"aci15n Pública 
f·'c:iraest.tit.al quede c·n t:-st.rict.~1 s1.,jE>ci~1n a dicha normativa 
interpre-tati va p1:ir pc:,rte de una Oe¡::•c-ndenc ia de:- la 
Administración Pública Cent.raljzada, según queda precisado 
pc.r la Org,;,nizac1ón Admin1strat.iv;:i. C2.5) 

A pc-sc-ir .:je .:iue el crit.t.·ric• s•:ist.t!'nido PC•I" la cQrt.e no 
·30::~ del t .• :u:fo acept.ación, en virtud de que:: las circulares nc1 
pueden com¡::·rend¿.rse cerr1iC1 act.c•s a•jminist.rat.iViJG; lc:1s Reglas 
Generales de C·:int.ratación ·:iueda11 al mar·3en de cons1dorarlas 
corot• circul.::1r!!-s en cuant .• :. c;d t1rribJt.o dt:- aplicaci6n. La 
Entidad Paraestat.al 111:• 9LJ.:,rda ni11·3Un t.ip•::i de relación 
jerárquica con la Dependencia do la Adm1n1straci6n 
Ci:-ntr,:,li::ada. 

(2S)Es C•bjeteo de confir1it1ción, segUn li:i que· her1K•S asi::-ve-:radi:.· 
el crit.t:?rio s.:istenidc• pi:1r la Sup1~ema. C•:•rtc de .Justicia 
1212 CIRCVLAREf;. NO TIENE CARACTER DE DISF'O'.o:JC:IONES 
LEGISLATIVAS. Dada la na.t.uralc-za de laz circulares, 
dE.-bc· ent.c~11derse -que las mi5mas cc•nst.i t.uyen mereis i:1ct.os 
administrativos tendienl12s a complementar la lay, pues 
cont.iC!nc·n F-<:clusivt11lient.e c>~plicacic1ne~ cndc·rc-z<:1das a 
i::>rit:nt..:,r a los funti•:•nz1rios de lei ddr1;i11i~tració11 Y P•:-.1~ 
c·llc• 11c1 t.1enen ni ¡:·uc·den t.enc·r el cti.rtict.er de 
1jisp•:•sici•:ini:s le·;iislat.ivas, y~, que se t.r:1t.;:, dQ un 
inst.r•.ict.ivc.. u opini~·n de li:•s super1•:irt:-s Jt?rár·=1UlCC•s 
a•jminist.rritiv•:is, por lo -:¡ue se puede afirmur que las 
~:aL:1s del Tribunal Fisc¿d de la FE·deraci(•n ni:- carect?n d~ 
ctJmt::·t::t.t:nc itt para ccn1:icer de l1:i~ cas•:is en ·=tui: sean 
i mpugnc:1dc:1s. 
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Pc1r C•t.r.:. li,d•:r ·:::iueda poi~ prt::ci~ar si dichas 
diSF·eisiciones de caract.er lnt.erpret.at.ivo puc-den origim::,r una 
sit.uac1.~n QSPt'.:!cial de <:iL.deci·~·n con mot.ivu de:l acto ..::iue c 1:•n 
bas~ en rt-=-lLJt!:llas emit.a el 6rg¿,nc• a.:1minlst.rativo. Sobre el 
F·0.1•t.icul.!H' la Lt:y dt!- Obras F'úblic~,s pri::suponc l1::is efectos 
c:1dr11in1st.r.:1t.ivc•s t:-n 1·:1 ..::¡ue ..::¡uedc:t c.:1nfiad.:, la vigencia de las 
rnu!i..icit.ad.:ts )~i:9las 1 mot.ivo pi:•r el cual su limitación se 
e1~1C.Lic-11t.P.:1 prev1st.c:1 por el prcrPi•:• orden.:1Mient.c• juri•jico. 

; .. :.:, •:•bs tan te la si tuac i·~·n t.1::it.alment.e aje11a e11tre las 
rt:-sc•luc1oni:-s adminlst.rat.1vas em1t.id.:1s por c:1ut.c•ridc:1des 
adm1nistrativ~s, asi como demás disposiciones da carácter 
int-:-r::.·ri:~t..:d.i VC• y la.s e i rculares, n1:1 P•:ujernos s.:.slayar los 
1~e.:ient.es criterios scist~nidi::is PO\~ el Tribunal Fiscal de ltt 
Ff.:1:t.·raci•:1n -::¡u€.• hc:1n C•r191nado una ve·rdadera mut.u~1ci6n al 
co:•nCi:'Pt.•:1 1::iri·3in.r1l gue si: t.enía de las circulares, y que de 
ed91_.:n¿\ rnanern p1:idríem just.ifictH' t.i:1nt.o !a facult..:1d 
irn.-.=i-Fri.:t.:i.t.iv.:i C•)ffl•:• la de 1:1 ~1flisi•Jn de las cit.adas H€:-·3las 
Gcnt?ral2s de C·:•n\ rat.ac i ón. 

ClRCULAREt:. Oc-ben cl.:1siiic.:1rse c-n dos t.tf.rminos 
div~rsc.s c1:1mp:~endiéndc•St:- en un1:•, re•3la •3ener.rd, las qui: 
ci:·nsi9n¿1t1 ins1.rucciont:.·s de- lc•s superic·1~es .:"ertt1~quicc•s e-n la 
e5fera &dm1n1strativa, a los inferiores, acerca del régimen 
ir•t.ey•ior de· 1,1s •:•fic1nas, di.::· su iuncic111~1mic·nt.o con rel¡1ci~·n 
.Ei.l público, o dt:.- .;:1cl.;t~·aci.:•n25 para d::.·bid.:t int.el1•3cncia de las 
disposic icint:-s 10-a~l~s ya .:-:~1st.c·nt.t.-s, t112diant.e las cuali:s no 
se p~eden e5tablecer darechcs ~: imponer restricciones al 
~jercici0 ~Q 0110; y en el ot.ro t.&rmino quedan incluidas las 
~uo tienen el carácter de dispos1ci.:.nes de observancia 
9t::111.:-rc:{l, siendo vt:ordadcrament.e nciru1¿ts rc-glarnent..riri.:,s de las 
lü>.:s, ·=iua están supedit..::idas en cu¿¡nt•:r a su validez a las 
c1rcunst~ncias de que deben concretarse & proveer a la 
L!Jecuc11:.n de: prect:·pt.o de la ley, sin cerntr.!t.decir disp•:isición 
algwia de Ji::·rc:11'quíc:1 supc1'io1~ ni invadir una rntd.e1~ia rt?st?rvada 
a la 112y 1?11 el sentid·:i f.:.rm.:11, y ~n1.:-in.::1r de la ~utoridad ·=iue 
t.cn9a c.:··r11pt:·t.t:•ncic:1 PC:1l'i'<. ejecLJt~:ir· l.:1s noru.c:1s qui? rt:·glarut-nt.a, 
s:c·11d•:• n.:·ct:sari.::i pz,ra su cficaci.:1 qui:= !3t:an disp•:•sic1•::i11es de 
carácter gen~ral que se hay~n publicaco en el Diario Oficial 
de la Feder~ci6n. 

Resolución del Pleno de 8 de febrero de 1938 
Resoluciones contradictorias en los Juicios 4126/937 y 
4547/937 
Tesis del Pleno 1937 a 1948 
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El c<11·ácter gue le atribuyen a las e i 1·cula1•es 
co1•respc.11de a d1:is sentidos concret.ament.e opuest.os, por un 
ladc• queijan aguel las disposi e ii:Jnes i nst1·uidas pai·a la esfera 
admi11ist.rat.iva, p 1.:i1· 1;)tro lad1:i las de caráct.er C:•bligat.orio 
P2tl''a el súbdito, en el cumplimie11ti:i del •:i1·denamie11t.:i legal. 

Aun cuando resulta discut.ible el valor que una circular 
tenga para obliga.1· 1ji1·ectament~ a un particular, cua11do 
aqu~..lla implica sit.u~c1 1:111es ajenas a las previst.as P•:ir la 
n•:ii·ma ju1·íd1ca, hem.:is de rt:it.erar 11.:is ·crit.eri•:is s•:isti::nii.:k•s en 
materia fiscal poi· el Tribunal Fiscal de la Federación. 

No obst.ant.e li::i a11te1·ior, a pesar de l•:i viable que 
resul t.c:i. ..:l rc-rni t.i rnos al segunde' 1:irden de lo gue 11os 
r~:derir11os para e~·:Pl icar a la e i 1'cular, Pl'efer imos abst.ener11os 
de ello, POI" lo discut.ib!e que result.a. Ant.e ello, ha de 
c1:'lmp1'enderse que las Reglas Generales 1je Cont.rataci•>n queda11 
e~':clui•jcts •Je li:i que hast.c.. ahi:ira hemos conside1"ad•:i para 
explicar a las circulares. 

En virtud de l•:'l anterior la c1bligacic..'>n que de1"iva de 
dichas disp1:isiciones es motivo •Je ui1 análisis c•:int.ract.ual si 
neis at.enenK•s con e~(Clusividad al fin y cibJet.ivo de las fieglas 
Generales de Contrat.ac i·~11, es decir, la acept.ac i611 previa que 
el cocont.rat.ant.e de la Adruinist1"aci6n Pública Federal realiza 
al f1:irmular el document•:i cont.ract.ual, de tal manera que la 
obligación previst.a en esa disp.:•sici6n adqui~re relevancia 
cuand1:"1 ~s objet..:i del cont1•at.•:.. 

Pero pa.ra ef ec ti:•s adrn i ni st.rat.i veis es 1:ibjet.i vament.e 
obligat.•:iria por así disp•:inerlo e},:p1"esament.e la no1•ma 
jurídica. Sin embargo, cuand1:• de esa disposición se t.ratan 
de desprender si tuac i•Jnes gue p1:11· sí modifican la situación 
jurídica ·::¡ue guarda11 las partes en el contrato, y t.1:ida vez 
que es de 1Jbservancia. •Jbligato1•ia en la conducció11 de la 
acción administrativa, •::iebe ést.a gu8dar sujet.a ni:i sólo a ese 
régimen, sino que por pri11cip10 de legaliijad deben acat.arse 
l•JS principios pre.píos gue e11 foPma ge11eral se Prevén, para la 
emisión de aguelliJs act..:.s admi11istrativ1:is sustancialmente 
inherent.es a la funci•>11 pública del 1)rga111:i administ.rat.iv.:.. 

F'iJr 1:.t1"a par t.e, las res•:>luc ii:111es en1i ti das P•:>I" 
aut . .:11"idades adrninist.rat.ivas quedarán bajo la misma P1:isici·~n 
·.:iue las Reglas Generales de C•Jnt.rat.ac ii.)n siempre y cuand·:i c1:>11 
dichc:\ resolución se modifiquen aquellas sit.uaci•.:ines propias 
del ciJntrat.1:.; asimism1J han de c•:imp1·enderse bajo este orden 
las i nt.erpret.ac i•:i11es con e retas que sean el f u11dar11e11t.•J para 
lograr aquella alteración contractual. 



11 ASPECTOS JURIDICOS DE LAS OBLIGACIONES Y DE LOS DERECHOS 
EN EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA. 

II.1 El Principio de lex ínter partes en el Contrato 
l'ldministrativo de Cbra Pública. 

En la teoría de la voluntad desc:ansa la exaltaci6n de la 
soberana voluntad creadora de relaciones jurídicas. Ello 
lír'1Plica el ·=iue esa voluntad s6lo debe limitarse por rnotivc•s 
ir1ipeciosi::is de orden público, peri:. ·=iue deben reducirse al 
rn:.:nir1·11:i porque los intereses privados libl'ernente discutidc1s 
c•:111cuE.-rdan et.in el bien público tutelado P•:'lr el 1::>rdenamiento 
jur·íoicec; así nin·;iuna injust.ic ia puede nacer del cont.rato, 
toda vez ·::iue las obl 1•3ac iones se asumen 1 ibremente con 
ei ec t.cis rneraroente jur ídi ceos. 

Contra el predominio de t?sa teoría forff1ulada en t.érminos 
t_.a11 absclut.os, cabi: precisar el alcance legal •::¡ue la norma le 
da al ceint.rato para prcu;jucir efecto por r11c•tivos eminentemente 
socia les C 1) a diferencia de a•::iuel la, el ordenamiento 
JUríd1co pued¿ r·egula1· sot•re bases es\.r1ctamente normativas 
al acto contractual. Así., el contrato de obra pública queda 
baje. la pre-visión de la Ley de ObPas Públicas PC•r ser un actc• 
de inte:-r~s públicc1. 

En los contrat.c•s de la administración, la máxima lex 
inter partes es consecuencia di1~ecta de aquello que la 
voluntad cm1tract.ual es suiicient.e para prc1ducir efectc•s 
juridic•:is, se9ún la disposicíó11 11cq~fliativa, l1J cual no implica 
necesaPiament.e- el que Cinte una 1 imi teic i·:111 en la autonomía de 
la veilw1tad ·~uede al mar .. ,;en esa mit~dma: com1:i principio 
contractual es irrefutable en la e::.i:istencia del contrato. Es 

( 1) :=:•:•bre éste punto nos rerni tir11C•s a la obra de Ram6n 
Sánchez Medal, ob. e i t.. pag. 10 J que al respect.1:r se-fiala 
gue la autonomía de voluntd.d, evoca hoy a los excesos a 
que :;e le dejc:i llegar· durante el auge del liberalismo y 
dal individualismo, no po1~ ello puede afirmarse ·::iue las 
frecuent.12s lirnitaci1:)11es S•Jciales a la libertad de 
contrat.ai· y a la libert.eid cc•nt.ractual, han hecho 
des.:-.parece1~ ese poder de auti:idetermi nación de la 
persona, al cual suele llamar-se en nuest.ros dias la 
aut1Jnornia privada, que inlplica tant.1:i el poder 
contractual com•:1 al uso, goce y disp•:isici6n de pod,:.res, 
facultades y derechos subjetivos. 
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decir, prevalece a·:iuella en el act•:i cont.ract.ual dentro de los 
l.íroi tes que la no1"r1)a jurídica prevé tant•:i en el ¡;rnbito del 
~ocont.ratc.nte como en .:.-1 de L; administración. 

Pc1r otra part.e, hemeis de referirnos a lo que por el 
rnoment.o se reconoce POI" auti:niomía privada, en la cual •::¡ueda 
cc•mprendido aquel p1:1der complejo de la persona para el 
ejer•cicio de sus facultades dentr1:1 del ámbito de las 
libertades qui:::• le pert.eneceni ccimo su Jet.e• de derecho y el cual 
poi:frá ejercei" P•Jr las refe1"idas facul t.ades o derech•:is 
subjetivos, o bien para crear reglas de condt..cta para sí y en 
relación con los demás, con la consi•;uienta ré'sponsa.bi 1 idad 
en cuant. 0: 1 a la ac~uación en la vi.da sc•cial. Así, bajo aquél 
dSPec:t.o ·:::i:uE-d::...n comprendidas situaciones Pl"ivadas, mismas que 
son obje~o de una concreción particular por el acto 
ciJnt.ract.o....:al. 

De acuE:-rdo a lo anterior, el cumplirriiento de los 
·-JePechos y obli·~aci•:mes c1:intractuales descansa en aque:la 
pai·~e nagocial er1 la cual tanto el contratista como la 
Administracion Pública Federal, han dispuesto y de la cual 
incide directarnent.e la n0Prr1a adrninistrativei que regule al 
act•:i. Ante elle:•, esos de1"echi:1s y obligaciones so11 resultado 
ae la alterideid en la ·:::i:ue se t:-ncuentr;:ni ambas partes con 
m•:itiv1::i del cont.rat•:::i, peri::i la si.tu.sción subjetiva ni::i es motivo 
de var·iaci~11 si l~ norma obJetiva no preve una modificación 
sustancial en t.al evento, de mc..nera que se e:<perimente c•:m 
ello 1,...n caffóie:i de situacic•nes. 

Así, l•:is derech•:is y •:lb! i-;ac ic111es contrae tuales 
inherent.es al objeto dei c•:•nt1"at.Q se encuent.ran en mutua 
c1:1rrelat.1'1idad, e11 tanto correspondan a la disponibilidad por 
las par-tes pare el cumplimiento de éste, es decir, bajo la 
e>.:i•3ibil1dad del derecho que t.iene una de la pa.1~tes frente a 
la obligación de la otra; existe li:i qui? por principie• r1emC•S 
de precisar ci::imi::i ~fecto juridico, el cual prevé que ante el 
i ncumpl imient.o por uno d2 los ccintratantes el ot-ro c¡ueda 
e>::irnido del curnpl inliento a su •:.bl i·3ac i1::in o en su cas1~ 1 a li:i 
dispuesti.:1 cont.ract.ualrnente. As.í cabe la exceptic• non 
adniplet.i cont.ractus, cuand•:i t-l objeto del derecho pi:1r el cual 
se cipone dicha e:>{cepción n•:• se cc•nt.rapone a lo previsto por 
el ordenamiento juridico siendo consecuencia de la 
dispor1ibilidad contractual. (2) 
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De acuerdo con lo anteri•Jr, e11 los contrat•JS de la 
administ.ración se plantea la posibilidad de gue:- se viertan 
aspact1:>s eminentemente contractuales, ello no implica una 
renuncia por part.e de la Administ.rati·ón Pt:iblica de servirse 
de:- la superi•:>ridad del int.erés públit•J si:ibre los intereses 
privc.idc1s, renunciandc• así a su pc•sici6n de supr~ntacía y 
S1Jmetiéndose V•:Jl1.mtariar11ente al ordenamiento privado en 
posición de paridad jurídica con los particulares (3); por el 
contrario, sobr~ el mismo acto contractual incide el interés 
público, le• cuc.l implica el gu¡z. el c•rdenamientc' jurídico 
admita que sobre el contrato sean co11sideradas cuestii:mes en 
el ·::¡ue las part.&s puc-den di spciner, sin que ello represente en 
fo1•r11a absoluta •::¡uc- la Adr1ünist1•aci611 Pública ha ·:¡uedado 
sc•br& el cont.r-ato en una posición de igualdad jurídica. 

Di:.-r1tr•:. de las pcitest.ades pr•Jpias de la Administración 
Pública e>-:ist.e el podE-r de exigiP a su cocont.rat.ant.e el 
cumplimiento:. del acto t.al y como fue. estipulad·~ en dicho 
dc•cument.ci, pero, PC•r lo r11ismci qui;.da como potestad, Más allá 
de u11 derech•:i coi1tractual en cuant.•:i existe la P•:>sibilidad de 
ve1•se afectados lc•s i nteresc-s pUbl icc•s como consecut-nc ia de 
la previsión normativa. 

t:;e t.rCtta PC•r tanto de una pc•sici6n jurídica soberana de 
la En ti dad gue emplea, aun•:¡ue sea dentro de 1 ími tes bien 
concretcis o Prt?cisos el poder de irnF=•t?ric1 del Est.adc.; sin 
embar•31:i, hemos de aclarar que 111:> sólo Por el fi11 al -:¡ue -:iueda 
ce-1'iida la act.ividad •::¡ue- busca aquel c•bjetivo, sino por la 
función que pi:ir sí misma se comprende en el régimen jurídic•:i 
que consigna e1 actc· objeto de este:o estudio. 

El concePt•J de p1jtestad se perfila a través de su 
cont.rast.e di<.léctico con el de.re.cho. Ambas figuras son 
especies de! ·.;énero poderes jurídicos, en sentido ampli 1:., 

esto es, facultddes de qu~rer y de obrar conferidas por el 
ordenamiento a l•:is sujetos. El derecho se caracteriza por 
t.c-ner su c1ri9en en una relación jurídicc1 cc•ncreta, recaer 
sobre un objeto específico y deterrni nado, c1:insi sti r en una 
prt?t.e-nsión concreta y ceorrespc1nde-r con un det1er at.ribuible a 
un sujeti:1 pasivo, que es, en este sentido un sujet.:-i obligado. 

Fri?nte a la potestad nadie est.a en una situaci(1n de 
deber y obligación, sino en la abstracta sujeción que- vincula 
a sc.pi:irt.ar los efectos jurídicos gue dirnanan del ejercicio de 
las potestadt?s y su eventual incidencita s1:ibre- la propia 
esfera jurídica; sc•metidc•s o vinculadeis a esa sujeción pueden 

(3) Re.nato Alessi, ob. cit.. pag. 228 
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enc011tra1~se sujetos indeterminados si se trata de una 
T'elación geni:ral de sujeción, o por el ci:mtrario suji=tc•s 
determi11aó::is, la. relación será de especial sujeción. 

Así ~:x:pl icando el r111?canisrno de las potest.ades, conviene 
insistir en su .:•ri•;ien di1"i?cto en el ordenamiento y no en 
act.os jur·íüicos determinados. La potest.aa es siempre una 
der•ivac1ó11 de un status le·3al, p1:)\" lo cual resulta 
in2>{cus~~t·le un~·. rn:irrtra previa qw2, ~de1r1cts de cc•niigurarla, la 
atribuye en c•:inc l"~t.o. 

La Tune i6n es el pc.der concebido en relación cc•n la 
reali::.ei.ción de deterrninad.:.s inte1"eses, misrn1:is que resultan 
ser precisos o i~1precisos. Bajo el primer orden, la 
a.drninistración no cuenta con p1,testades para valorar en orden 
a la CoF·ortunidad o mérit.•:i par·a act.uar o no, P•:ir lo que su 
activida1j es 1"e•3lada según se ha pr•evist1:1. Por el contrari•J, 
para el caso de referirnos a intereses imprecisos, a la 
adm111ist1"ac ió11 le ·=tueda la p1:itestad •Je valorar la opo1"tU11idad 
d2 ~ctuar ei no, potestad que es, más CJ menos amplia se·3Wn la 
c•:i11venie11cia del act•:i. 

Par-a efectos de cori'lprender !os objetivos de est.e 
apartad•:., es 11ec2sari13 ·:iue se prevea dentro de los agentes 
jurídicos directos la deterwinaci6n precisa del interés 
públ ici:o, t•:•da V-.=!Z ·:iue e11 la vida del cont.1 .. at•:i el ór•;an1:i 
adr11i11istrativ•:• act.úa con las facultadt:-s conferidas por la 
n•:irrna jurídica, así la le•3alidad del actuar administrativo 
tiene como efecto la subordinaci611 del cocontratante a dicho 
1:i1"·3ano. 

N.:• •:•tistant.e lo anterior, el acto cc•ncreto de derechc• 
público incide en la vida del contrat1::i, siendo objetivarnente 
sufici2nt.e papa mc·dificar la situaci6n contractual según 10:1 

determine la ley. Así, resultfa que dicha potestad queda en 
1 .. m plan,:• e:):t.r·a·:ontractual F•Or derivar de una regla jurídica 
de de1"eCh•:1 público. 

Anti? tal situacic~•n no podri?mos referirnos propiamente a 
una obl1·3ac16n sino a una sujeción c-special, concreta Y 
pa.rt.icula1" por parte del cocont.rat.dnte efe la Administ.ración 
Pública Fede1'al 1 l1:i que implica qu12 ambas partes se 
e-ricuentr.:111 ante una nueva peisici•:>n, co:irnpletarnent.e distinta de 
la cmivenc ión privada. L1:is ef ec tes de esa sujec i611 
necesariar1)ent.e hacen alusi6n al efectc. de la decisión, que 
imp~ ica en P1"inc ipio la unilateralidad e imperatividad del 
C\Ci..ü Pl'Oductc• de una dispc•sición de derecho público. 
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L00 a11terior, dista mucho de aquella obligació11 reglada 
por di sposi e iones de ca rite tE-r admi ni strati vo cc111 efe-e tos 
i11ter111::>s, propios de los órganos administrativos y que por u11 
acto de mere• reconocirnit?nt.o cc•ntract.ual resultan relevantes 
e11 este plano. 

Ahc•ra tden, no debe ser objeto di? confusión en los 
contratos de Ja administración la previsión de la sujeción 
espeic1al con aquella obligación que resulta de la naturaleza 
emi11e11ter.1ente c•:mvenc i.:)nal de- derecho priva.jo, t.oda vez que 
los efect.i..:1s alcanzetdos por cada uno de esos elementos no 
hacen sup•.Jner la evidente distinción °je la competencia 
jurisdiccii..:1nal. 

En virtud de le• antes expuesto, el cc•ntrat.o 
adrni1iistrativo es ley para las partes y las obliga en to.jo 
aquellc1 que como fin incida el interécs público. Las partes, 
tanto la Adminisfración Pública corn•J su coco11t1·atante deben 
somet.erse y respetar en sus t.érmi nc•s las estipulaciones 
hechas en esos actos y en la norma que lo rige. 

Pero la diferencia entre unos y otros, en este aspecto, 
reside en princiPic1 en que t?l contrato administrativc• no goza 
de la inmutabilidad e inflexibilidad rigurosa propia de la 
convenci~·n Pr.ivada con la administración, sinc1 que admite la 
mutabilidad cuand1:• l1:i irflpünE- el interés público que 
constituye la fina! id ad del con ti· a to. ( 4) 

Por c.tra parte, resulta factible precisar los efectos de 
la indudable adhesi1)n •:iue el contratista manifiesta a las 
cc,ndiciones fijadas previa y librer11ente por la propia 
administración en los llamados contrat.:1s de la 
adr11inist.raci6n; sin embc:trger, ello nc•s permite seNalei;r que el 
contrato comprende en el apa1~t.ado de su clausulado la 
determinación r129lada " discrecic•nal del acto, t?llo comi:i 
consecuencia de las potestades administrativas a las que ya 
neis hemc•s referido con anterioridad, y de las cucde-s resulta 
irrelevante su mención en dicho d·:>cumento pues C1:>nst.ituye lo 
que a tal fin ha previsto la norma jurídica. CSl 

Asi, el carácter de la 1:>bligaci6n en el c•:mtrato 
c.dwinistrat1vo representa el reconocimiento Por el 
coco11trC\11te de la Administración Pública de toda aquella 
norma que para efectos administrativos se ha dispuesto, Y gue 

(4.l Jorge Héctc•r Escola, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, ob. cit. pa•_;¡. 374. 

(5) Fernando Garrido Falla, Vol. II, eob. cit. pag. 78 
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par la obligatoriedad que reporta en 
necesita del reconoc imient.c' part.i cular 
incidir en el contrato. 

el ámbito interno 
si es que pretende 

'.::.:•bre las l lari"1adas e leiusulas exorbi t.ant.es del contrate' 
administrativo quedan previstas todas a~uellas prerrogativas 
que se reserva la Administración P~blica en aras de la 
ejecución del c•:inti~at.•:., de tal ma11era que ·~uedan ir11plicadas 
con 2;:..:clusividad aquellas J:·ot.estades indicadas E:-n el contrato 
ya se~ directa o indirectamente por la norma juridica, por lo 
cual t-st.<:111 al nia;rgen a·::¡uel los ageot.es e::.::t.ernüs indi rt?c tos qut? 
incid~n en la vida del ci:·mtrato, C•:Jrui:i el Hechü de Principe o 
la Teorí~ de la Imp1·evisi6n. 

~;in err.bc:{r·go, tal y cc•ri°10 l•J hemos precisad1:•, sujeción es 
el te-rrnin•:i co1'1'elativo al de potestad y por ello, segú11 lo 
her1ic•s an+..icip;:"'dc•, la sujeci1:.n su;:.eine sólo la eventualidad de 
S•:JPOrtar los efE-ctos de una potestad S•::ib1'e el propi•:. arnbito 
juridico, pero una vez que la potestad es ejercida surgen 
otras situaciones jurí1ji cas subjetivas, C•Jmo de1"echi:>s, 
deber·es, obli·3acic1nes, dist.int.as de la indicada sujeción. 
Asi por ejemplo, el cont.ratis~a está sometido al suscribir el 
c-::intr·at.c1 a la PC•test.ad de cont.r-crl por parte del órgc:ino, peore• 
una vez ·:¡ue se ha emit.ido el acto NS·scisori•:. C•::>Mo efecto dE: 
la ver·ificdClón en el cumplimienLo del contrato, incide 
concr2t.o.ment.e el acto en la esfera JUridica de aquél, en U11a 
u otra de es~s distintas situaciones jurídicas. (6) 

II.2 Las Potestades de la Administración Pública Federal 
en la Ejecución del Contrato ~1dministrativo de Obra 
Pública. 

El principio de legalidad de la Administración como 
resultado de la cobertura lc .. ,;al de toda la actuación 
c:::1drni nistrati va, se e:=-::presa 1211 un mecani smi.:• té e ni ce• prec fso: 
la le.,;al idad atPibuye potesta,jes a la Adr1Jin1strac ión, la 
legalidad otorga facultades de actuación definiendo 
cu1dad1:•s3.mente sus lírilites1 a.podera, habilita a la 
administ.J·ación para su acción confiriéndole el efecto 
p.:i~est.ativi::i jurídico. Según ;·d hemos anticipad•:., t.oda acción 
aaminist~a~iva se nos presenta como el ejercicio de un poder 

(¿.J Eduarde< García de Enterría, Tomás Rarn6n Ft?rnández, Tc•mC• 
I!. ob. cit. pag. :3(1 
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atribuído previame11te por la ley 
construídc•. 

por ella es del imi tad•J y 

Para ccimprender ese mecanismo, hemos de fijar nuestra 
atención en el c•:mcepto de potestad, mismo que figura como 
género de un poder jurídicc• en sentidc1 ampl ic•. esto es 
facultad de quere1~ y de •:ibrar por disposición del 
cirdenawient.c• jurídico. 

Frente a la potestad pública no t-1aY un sujete• obligadc•, 
sin•:i una situación pasiva de i11ercia, que implica un 
sorM:tiriliento a lc•s efect.•:is que la potestad puede crear en su 
ejercicio. No obsta11te la distinc i6n e11tr·e potestades de 
supremacía general o de supremacía especial, hemccs de 
ate11ernos para los objetivc1s de este trabajo a las segundas, 
las cuales sólo sc•n ejercitables s•:1bre quienes están en una 
situación determinada de sumisión derivada de un título 
concreto; es decir, en el act.o contractual el c1:int.ratista se 
encuentra e11 u11a relación de su.ieción respecto del órgano 
adr,iinistrat.ivo, 11:1 cual implica necesariamente el deber 
estricto de c·ef'iirse a l•JS mandatos públic1Js, pe1•0 1~ep1:irta tal 
daber, los efect.os jurídicos que dimanan del ejercicio de 
dichas P•Jtestades y su incidencia sobre la pri:ipia esfera 
jurídica del contratis~a. (7) 

Ceimo consecut-nc ia de ese origen legal y ne• negoc ial, las 
potestades son inalienables, intransmisibles e 
irrenunciables, justamente pc•r·:::¡ue son indispc1nibles por el 
sujeto en cuant•::> creación del Derecho objetivo supraorde11ado 
al misrnc1. El titular de la potestad puede ejercitarla o no, 
per1::i no puede transferirla; en fin, las potestades son 
inagcit.ables e idénticas a través de su ejercicio, que más que 
cmisumi r las las confirman. Sm1 tambié11 insusceptibles 1:le 
modificación por el titular, sólo la ley en que tienen su 
•:.rigen puede alterarlas o extinguirlas. 

La le·3alidad define la acción administrativa, rnisma que 
es producto del ejercicio de tales potestades las cuales como 
t.ales crearán, modificarán, e>~tin9uircm, prote•;erán o 
ejercitarán relaciones jurídicas concretas. De lo anterior 
gueda ceirno clasificación dc•ctrinaria a·:::¡uella que distingue a 
las potestades en inn1:ivativas y conservativas. 

Las 
modificar 
concretas: 

primeras consisten en la posibilidad de crear, 
•J exti11·:iuir situacio11es o relacio11E>s jurídicas 

las segundas se ordenan a conservar, tutelar 

C7l Jbidem, pag. 260 
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situaciones jurídicas preexistentes 
e~:t.i ngui r 1 as. 

sin modificarlas 

En virt.ud de lo ant.es expuest.o, hemos de referirnos a 
l~.s p1:itestades administrativas previstas en el contrate' de 
obra pública, mismas que ·::¡uedan comprendidas en la 
clasificación que ccm antelación ha sido precisada. 

Al LA POTESTAD DE DIRECCION Y CONTROL: Ceo"'c' 
ci:1nst-cuenc ia de la si t.uac i6n en la que st? 
e11cue11tran las partes en el c1:n1t1'ato de 1:)bra 
pública, es la de que en este tipc1 de contrat.c•s la 
Administración P~blica tiene facultades de 
dirección y control sobre la forma y modo como 
1jich1J c1:;,c1;,ntratante cumple las obligaciiJnes a su 
ca1·9i:•. (8) 

En palabras de Miguel A. E:ercait.z, la 
ad.mi11istraci1:>n no puede dE::-sentenderse con respec:to 
a la forma en q1...:e su colaboradc1r 1 a quien mueve 
únicamente un interés privado cumpla c1Jn la 
ejecución de la obra, por ello asume la 
administración en la ejec:uci6n del contrato para 
salvaguardar el intert-s püt·lico comprometido un 
papel dinarüci:1, ·::iue se traduce en un pc .. :1e1·. más que 
un derecho de cont.1·01 y dirección. 

Existe P•Jr lo tanto, at::m en case• de silenciiJ del 
contrato y alm a pesar· .je cualquier cláusula que 
estable::ca lo contri?1ri1:i, una potestad ir1•e11unciable 
e indisponible por las pdrtes; pc1r eso, t?l 
coc,~ntratante debe cur11plir las órdenes que le 
imparta l~ Administ1·ación Póblica relativas al modo 
en ·:¡ue ejecutai•á las pres tac iones •:¡ue el c•:intrato 
le impone, aün cuando introduzca modificaciones en 
l•:i convenido, •:¡ue1j.!<.ndr~le siempre a salvo el derechiJ 
a eje1·cer las accic•nes que correspondan en defensa 
de sus i nte1•eses. ( 9) 

A efect.o de fijar los objetivos de la pott-stad de 
c011t.1~01 por ¡:·a1~te del órgano administrC:ttivo en la 
eji:-cuc:ión del cont.rc:1t.c•, herneis de precisar que ésta 
·::¡ueda c•:>rnprendida sobre la fu\ic it111 ~sene ial de 

(~:) J.:.rge Héct.c•r Esrnla, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADt-J!NI'3TRATIV0:3, Tor,·,,, !, ob. cit. pag. 387 

(9) Mi·3uel A. E:erc ai t.z, c1b. cit. pag. ~:i;.7 
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mantener la juridicidad de la actividad 
administrativa, misma que se nvolucra en la vida 
del contrat•:.i por co11secuenc a di1~ecta de la 
comparecencia de la Administr ción Pública en la 
forn\ulaci6n del contrato, asi comi::i por 11:;.s fines 
del actci,según le' previene la ncsrma posit.iva. 

No; obstante lo anterior 0 la potestad co;ntroladora 
del act.o contractu.:tl t.iene un fin di recto que 
incide no sól·~ en obte-ne-r la seguridad del 
principio de legalidad que mira a la acción 
administrativa, sino el contr1Jl del acto en la 
ejc-cuci6n de est.e por e-1 coccintratante de la 
Adniinistració11 Pública. Es decir, resulta 
inr11inent.e el fin público al que se cif'!e el 
cumplimiento; del contrato de obra pública, por lo 
cua·l el control, más que- 1 imi tadc1 a la c•bservanc ia 
norme..tiva en el cumplimiento obligacional del acto 
por parte del ceintratist.a, queda bajo cuatro fases 
o aspectos distintos de la actividad del 
cc0cc1ntrdtante. Por ello el poder de control versa 
sobre dichos aspectos, a saber: 

1) Un aspecto material, en el 
determina si éste cumple 
ejecuta los hechc•s que 
prestaciones a su cargo, es 
debidamente el contr~to. 

cual se precisa y 
con los acto:•s o 
constituyen las 

decir, si ejecuta 

2> Un aspecto técnic1l, por el cual se determina 
si la ejecución del contrato se lleva a cabo 
c•ln tod•:is l•:is requisiti:>s deo ese tipo ·:iue 
debían observarse, es decir, siguiendo los 
planos aprobados, las espec i f icac i•:>nes ·~ue 
integraron lc•s pliegos de condiciones, las 
calidades exigidas en los mate1~iales 
erupleados, la ejecución conforme a las reglas 
del arte, etc. 

3) Un aspc-cto fincmciero; a través de éste se 
verifica el respeto de las inversiones, la 
formalizaci(1n de las ad..:iuisicic•nes y acc1pios 
en la fo'rma debida, etc. 

4) Un aspecto legal, a fin de precisar si se 
respetan las condic1ones jurídicas impuestas 
por el ordenamiento juridico para la ejecución 
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del contrate., así cc•mc• lo previsible PC•r las 
partes papa tal com;;;tido. < 10l 

En virt.ud de lo ant.e-rieir, la P•:ite-stad de la 
Administración Püblica de dirigir y controlar la 
.:,.jecuci6n del cont.rat.o de c•bra pdblica aist.a r11uchc1 
del der•echü del cual pueije servirse o de un derecho 
gue surjet Pl:1ra ella de le• terminant.emente acordado 
con su cocontratante. Es un ve1~dadero pt.oder 
público inhe-rent-e, puesto ·~ue el acto;. tiene.- un fin 
previsb:r en li:1s intereses administrativos y un 
cibjet.ivo::i para la ejecuci6n del actc• según queda 
deternlinado P•:>r la n1:>rma positiva. 

De i ·aual mane.-ra hemos de referirnos a 1 a pot-es t-ad 
de direcci611 del contrato por la Administración 
Pública. La dirección, a diferencia del control, 
queda en el acto previ•::> a ser ejecut.ad:i por el 
coccint-rant.e; el ceint.1·eil del ac t.:. SI? reduce según lc1 
heri)i:;is seNalad1::>, al wofllentiJ mismc1 de la ejecució11 o 
cc1oic1 efecto de ést~ y •:iue se contemi::•la por le• 
regular coMo veriiicación del control. 

Tanto la pot.estad de control cecmc1 de dirección 
pueden Pr•:>duc. ir ceinsecuenc ias jur· ídicas •:¡ue 
t. rase iendan en el cun1pl imient.:1 di=-! contrato, de- tal 
mod.:1 que puede rnodi ficar las si tuaciont?s jurídicas 
de- la pa1·t.e cont.rat.ante. Por el lo, lc1s derechc1s y 
1:>bli9aci•:ines contractuales ser&.n susceptibl2s de 
c:1lteraci6n cuandi:1 e:n e-1 cum¡:·lin1iento del ccint.rat.ci 
se vean af ect;':l.dos los interesé-s concret.os de 
carctct-er administrativos. 

LA POTESTAD DE MUTABILIDAD DEL CONTRATO. El 
contrato de obra p~blica presenta la singularidad 
de que en él, se pr2vó el ius variandi o poder de 
m•:idificación unilateral del contrato: sin embargo, 
esa potestad ·:iueda 1 imi t.ada al objeto del acto, por 
lo cual el límite de dicho poder está en el fin del 
cont.rati:i y en el presupuesteo nc11'r11at.ivo de la ley. 

A diferencia de lo a11teri1:ar, es conCicido en el 
dePethü privad•:• el Pl'incipii::1 clitsico "pacta sunt 
servandaº, mismo que revi:la la inmutabilidad de las 

( 10) Jc•rg;;; Héct.c•r Escol«, TRATADO INTEGRAL. DE LO'; CONTRATOS 
ADMINISTRATIVO:;, T1:rmo I, ob. cit.. pag. :388. 
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ci:mvencio11es que se mantiene como norn1a general 
fundamental, de tal modo que Jo que se t-.a pactado 
debe cumplirse ineludiblemente y debe cumplirse tal 
cc1r11c1 fue cc•nvenido, ya que lo que el mutuus 
consensus ha establecido, sólo el mutuss disensus 
puede mod i f i e ar , pues to que ni n.3uno de 1 os 
c•Jntratantes puede unilateralmente alterar el 
cont.ratc" (11) 

El principio de inmutabilidad del derecho privadc• 
pierde su trascendencia en el campo administrativo 
pal'a dar inicio a un principio c•puesto, que es 
precisamente el de la mutabilidad de las relaciones 
co1it1'act.uales administrat.ivas, lo que significa la 
quiebra en el derecho públic1;:. 1 de una estricta y 
rigurosa aplicación de la regla pacta sunt 
serva11da. 

Dicha pot.est.ad, al igual que las otras, resulta de 
la necesaria atención del interés público confiado 
a la Administración Pública y la cual obtiene la 
colabo1'acit.1n de su coc•:intratante. 

Por su part.e, el tratadista argentino Miguel S. 
Marient-.off, sostiene que la facultad de 
modificación de los cont.ratos administ.rativc•s es 
ínsita a estos, de m•::ido que no necesita cláusula 
que lo contemple, y •:¡ue si existe e-s únicamente 
para regular las condiciones del ejercicio de tal 
prerrogativa, come• potestad y no como derechc1 1 t.al 
atribución es ir1'enunciable, en tal orden de ideas 
const.i tuye una cláusula e::<orbi tant.e del derechc• 
c•:imún. ( 12) 

Perc• la routabi 1 idad del contrate• no es consecuencia 
del mismo, sin•:i 1'esul ta del ca1'ácter administrativo 
del act.o y sobre todo de la facultad conferida 
directamente por el 01'denamient.::i jurídico. No 
c·bst.antt?, esa potestad de mc1dificar un contrato no 
es ilimitada; al contrario, tiene sus límites y sus 
e·=iuivalentes consecuencias. Si así ne• fuere, 
·=iuedaría desvirtuada la noción misma del cuntrato. 
Por eso, con acierte• se contempla cc•riK• p1·incipios 
que 1 ir.ii tan di cha potestad l•:Js si~uientes: 1) La 
necesidad de mantener t:l equilibric1 financierc• en 

(11) Ibídem, p~g. 392 
(12) Miguel S. Marienhc·ff, Tom.:• III-A, ob. cit. pag, <:95 
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favor del cocontrata11te; 2) La ineludible 
C•!:1ligación estatal de respetar las garei.ntías 
ccnst.ituci•Jnales que pudier-an resultar afectadas 
por la modificación introducida; 3) El mantener 
los fines y objetivos esenciales PQr li::>s cuales fue 
conct?rtado dicho:• actr.:i; 4) L<=¡ finalidad de •:JUt? 
dicha modificación debe se1" e ierta, le•,3al, 
sui ic lente par-a el cuwpl iri)iE-nt.o dial ccint:rat.o sin 
que impli·:¡ue la desviación de pi:ide1~ pa\"a fi11es 
t . .ot.almente di st1 ntos. (1 :o::i 

De acuerdo a lo ante1" ior. tales m1:idi f icac iones aún 
las limitaciones impuestas, tienen como resultado 
el a1..11nentai· o reducir la e>~tensión y la calidad de 
las prestaciones ·~ue el cont.rat.o administrativo 
irnpon~ al c1:ic1:int.1 .. atante, pa1·a ajustarl•:J a las 
fluct.uacione-s qui:- ~l tiempo y la técnica exigen, en 
ara.s de satisfacer de la· mejor maner·a el interés 
público al qu¿ está dest.inadü el act.c1. 

Asi, implican r1K1dificac1.:ine-s directas a·:iuellas que 
van al encu~nty·ei del ci:intrato o de- al•=iuna de sus 
disposi e i-:m~s, sea que i 11c idan en el aument.1::i o 
disminución de las obligaciones y derecfK•S de las 
partes, sea qua ten,~on por ni::i ciertos l•:is 
cc:1mprc1misQs cont.ral.dos1 o bif:n, que transfc1rfin?n el 
r1lC•do •:le ejecución del c1:i11trato. Cualquiera ·4U'2 sea 
la causa, deberá mantenerse el equilibrio 
ci:::>ntractual cori)O r~sul tad1'.) (:le las Prestaciones que 
mutu;;anent.e se de.t:1e-n las pürt.es. 

A diferencia de esa modificaciones directas nos 
encc1ntramos ccin las indirectas, que ni:• inciden 
termina\1teme11te en 1 as ;:>res tac i·:>rh?S, si no en ac t•:)S 
d& segundo orden ·:iue imperan G-n i:;. l merder de c-jecut.ar 
el contrat1:i, pero •=tue \l•;) afectan deri:ch·:is u 
obligaciones di1"ect.ament.2 sin•:• •=tue hacen variar la 
eJt:cuc ión, de tal mane1·a 1::iue la. cons~cuencia de 
est.i:r sería el 1""1.::1c&rla m;'1s difícil, menos 
remunerat.:iria. o en su caso más onerosa. 

En ambos casos, pued¿n resul t.ar afect.adcis los 
intereses pa1•ticular=s del cocontratante de la 
Admir1istración, lo cual no impediría el ejercicio 
de la.s acciones contenci1::-sas para impu911ar el acto 
~ue dio com1:1 1··esultades dict-1a mciditºicación. 

(18) Ibídem, pag. 403 
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e) LA POTESTAD SANCIONADORA. E11 relación con el po~der 
de control y dir<;cci611 que tien" la Administración 
Pi:Jtdica <;n Ja ej<;cución d<;J trabajo, está la 
Potestad de sanción ·~ue también posee y que 
const.i t.uye otra rnani ft?staci<'in del estadc• de-
sub1;11~dinación ·:iue crea el contrato administrativo 
para el cocontrat.ant.e. 

La presencia en el Contrato Administrativo de 
cláusulas qu~ prevean ciertas facultades 
c•:mtractuales y las sanciones gue ante su comisión 
deban aplicarse, no implica la exclusi<•n de la 
pot<;stad de la Administración para reprimir otras 
facultades, además de las previstas, ni menos aún 
la de alterar las sancion<;s establee idas para 
aquellas falt.¡"s si se estimare qu<; no son adecuadas 
para asc .. .:iura.1~ el cumplimiento ccn~rect.1J del 
cc•ntrato. Las sanciones previstas en el acuerdo 
contractual no s.::111 ni exc.luye-11tes ni limitativas, 
t.oda vez que éstas no pue-den coartar el ejercicio 
de la pote-stad sancionatoria. 

Ahi:.ra bien, ccimo ya se ha indicado, por su prc1pia 
na tu1~a1e=:a la potestad sane ionadora n•:l exi·~e para 
su aplicación el que esté pactada, sino que se hace 
efectiva en disti11tas f•Jrmas que la d•:lctrina 
clasifica en: a) Pecuniarias; b) Co~rcitivas; c) 
Represivas; d) Suspensivas. (14) 

Las sancic•nes pecuniarias revisten dc•s modc..lidades 
dist.i11tas: la de sancim1es pre-determinadas en el 
doCument.o ccintractual, o bien la. gue se determina 
para la reparac i6n de los darl'•Js y per jui e ios 
causesdos, tos decir la indernnizaci(1n; ésta repcirt.a 
un reparo patrimonial a la administración, la cual 
es objete' de det.errninación por la propia 
administración bajo la estricta interpretación del 
cirdena~i~nto jurídico. 

Así., como sanciones 
e-nc.:mtramc•s con aquellas 
previstas en el contrato, 
contexto las que derivan de 

predeterminadas, n1:is 
qut? son necc-s.:i.riamente 

quedando fuera de ese 
una mera int.erpretación 

< 14) Jorge Héct.c•r Escola, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATO;:; 
ADMINISTRATIVOS, Vol. I, ob. cit. pag, 409 



normativa que 
deterrni nac i•:1n. 

117 

faculta a la Entidad para su 

Lo antE-rior hace supc4ner que los daNt•S y perjuicic•s 
ocasionad•:Js por el coc•:mtrata11te de la 
Administ.Pación Pública, implican por una parte que 
el ente administrat.ivü qw~da facul tad•:J para 
determinar y hace-r efectiva la sanción, ya sea 
previa a la teruiinación del cont1·ato o posterio1·. 
En el PI'imer supuestü, a través de la restricci6n 
de los pag1:is; para el segundo, de los casos p1.Jr la 
imput.ación df:ol daf-io causado y de la determinación 
de ésta. 

Las sanci 1:ines cüt?rcitivas tienen come• fin la 
sustitucion del cocontratante particular, llevando 
a cabo la Administracion Pública el cumplimiento de 
tales pr¿staci•:mes 1;:i haciéndolas cur11plir por una 
terc2ra persc•na; pc1r t?so, estas sanciones también 
suelen llarüars-c- sustitutivas. 

De acuerdo al trat.adist.a .Jorge Héct.cir Escola, la 
justificación de las sanciones coercitivas reposa 
en la idea de que- lc•s contratos adrninistrat.ivos 
deben ser cumpl id•Js p1::.1" el interés p6bl ico gue el 
actc1 representa para el lo•.:Jrc• dt? dichc• corrietid•:•. A 
c-ste fin, no se constr ií1e al cocontratante a 
cumplir, sin:• qui;; es la P!'C•Pia Administraci•Sn la 
que po1" si misma o PQf' rnedi•.) de un tercero ejecuta 
el contrato. 

Por crtra F•arte, debe t.enc:rse pr12s12nt.e que las 
sancii:mes coe1"citivas no buscan p1.)ner fin al 
contrate,, excluyendo definit.ivarne-nte al 
cocont.ratante particular, sino que son, al 
cont.rario, medidas sien1pre- temporales, 
t1"ansi torias, de modo de que el reemplazo de éste 
en la ejecuci(111 de las F·restacic·nes del contrato es 
meramente.- pr•;:1vis1::irio y hasta tant.•' puede volver a 
seP realizadc• PCol" el ceonli'~t.ist.a. (15) 

Las sanciones represivas comprenden la rescisión 
unilateral y la caducidad. 

La caducidad PP•)Cede cuand•:> el coc1:mtrata11te 
incurri? en incumplimiento de las t•bligaciones a su 

( 15l Ibídem, pag. 415 
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carg•:i, siempre que dicho incumpl imie11to le sea 
imputable pero, el efecto es el ext.inguir el 
der.echo nacido del co11trato adn1inistrativ1:>, es 
decir, ext.ingue relaciones o vínculos jurídicos. 
Una vez declarada la caducidad, esta p1~oduce 
consecuencias con relación a los siguientes 
aspectos: a) al tiempo; b) al ejercicio o ejecución 
del cont.rato; e) a los biE-nes del cocont.ratant.e; d) 
a la procedencia o improcedencia de una 
indt?mnización al cocontratant.e; e) al derecho del 
Estad1:l o un resarcimient•;), etc. (16) 

Las sancioni?s suspensivas son aquellas que tiene-n 
como objetivo suprimir todas aquellas c•:mdiciones 
benéficas pare. el cc•ntratist.a, de tal modo que sin 
aumentar las obl i·3ac iones de éste inciden en las 
cargas probatcirias a fin de r-est.i tuir los d2recheis 
generadi:1s a fav1Jr del contratista, sin embar·.;r:>, aún 
cuando se considera •:::¡ue esta sane ión es 
consecuencia del i11cumPlimiento, misn11::> •:::¡ut!- da 
ori·3e-n a c•trc• tipo de sanciones cc•mc• las 
ci::>ercitivas •:a represivas, hem•:>s de contemplar a 
esta sanci6n par-a efectos de inhabilitar al 
contratista tanto en lo relativo a la continuación 
de la ejecución del co11trato como a la afectación 
de los derechos ad•:::¡ui1"id•:rs por el contratista en el 
actc• contractual o, en la realización de PC•sibles 
contratos. 

A difert?ncia de las sancic•nt?s cot::-rcitivas, aquellas 
inciden únicamente sob1"e lo forma en que ·=iueda 
habilitado el contratista para continuar con la 
ejecución de l•:is trabajos. Es dt?cir, no afecta 
directamente a los derechos adquiridos sinc1 al 
medio de ejecución del contrato, verbigracia, el 
prc•cedimientc. de revisión de los costos, la 
suspensi.:>n del Registro del Cont1~atista, entre 
citrc•S. 

Por óltimo, cabe reiterar que el ejercicio de las 
potestades anter iorr1112nte pre-e isadas 11i:1 so11 co11trac tuales, 
sino funcionales en tanto descienden de la norma jurídica, 
por lo i:;ue no san objeto de co11ve11c ión algw1a por las partes. 
Así, junt.amente cc•n el rt?SPeto de las prescripciones formales 
de •:::iue son objeto para cada casi:. en particular, resulta de 

(16) Miguel S. Narienhoff, Tc•rflci III-A, C•b. cit. pag . .S69 
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elle la ccndici611 necesaria para la legalidad iornial ojel 
acta. 

Al igual que ¡¡,l respeto a las prescripcion¡¡,s formales 
constituye ci:mdici1:>11 nece-saria para la legalidad sustancial, 
queda en el n-iismo plano, la p1·esencia concreta del interés 
pQbl ico e;dgidi;, en cumplimiento del a e ti:>. 

II.3 Las Potestades Regladas y Discrecionales en el 
Contrato de Obra Pública. 

La nianiiestaci6n de las potestades administrat.ivas en el 
contrat.o constituye el eje1"'c ic i·:i de la suprema e ía jurídica 
general de la administración, en primer orden y, especial en 
el act•J contractual, que eJe1"'ce aquel la como exp1•esión del 
Estad•:i F'er.:i, debe tenerse prest:•nt.e que no es ¡:.rec i so para 
concret.ar un a.cti:i, ..::iue el e,H21"'cici1J del poder· de la 
supremac.ía se mant2119a dent-ro de los 1 ími tes sel1aladc•s pc•r el 
•:>i·•ienaniient.:i jurídico, es decir, n•:i es fundamental el que el 
olo1 .. :;am1P-nt•J del poder relativo a a·=!L..'El efect.o que per·sigue 
el Or-;:;aii.:., A1jminist.1•ativo e>=:ista efectivament.e sobre los 
m1sri.,c•s aspt:.-ttos juríd1cüs previst.eos pül"' la norma, y at:in GUI? 
aqLJel st? e i 1:.;a a los límites sefialados pi:>r lCt ley; esto 
it11plica que a d1 ferencia de lo estrict.amt?nte re•=ilai::k•, esta lo 
est1·ict.,:..rnente discrecio11al del acto. (17) 

Ahcira bien, el ejercicio de las potestades de la 
Administ.1·ac ion en amb•::»s ¡:::·lan•:is ha de encontrai- en principio 
cc•mc• condicionantes, el que t?l ejercicic• de e-se- poder t.en•.aa 
ciertct cünfor•midad en se11t1di:> formal c1:inw en sentii:lo 
sustancial cc•n la n•Jrma JUi"Í•jica. En otros t.:-rrninos 

(17) Sobre este punto el tratadista Rafael Bielsa, tomo 11, 
•:.b. cit. pag. 2, 11•.:>s sefiala que la distinción entre la 
actividad reglada y discrecional radica en la libertad 
de apreciaci611 y de Juicio que la Admi11istraci6n tiene 
i?n la pr·cu.:fucción del act•:i cc1n respecto a la ley, cc•mo 
grado ,., C•)eficiente de sujeción a la m:irma. Dicho en 
o~ros términos, la facultad reglada se desarrolla segün 
las normas legales; i:;.n la facultad disc1~eci1::>11al la 
actividad se- di:-se-nvuelvt? den t. ro de la esfera legal, pero 
e11 esa esfera la v•:ilunta•j de la adrninist1~ación se 
desarrolla en mayor o rnenc•r g1•ado libr12ment.e, según el 
criterio del órgano. 
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e~:isti rán re·~uisi tos de legalidad de carácter formal 
requisitos de legalidad de car~cter sustancial. (18) 

Sobre el primer aspecto, hemos de precisar que se 
cc1mprenden todos aquellos re·=iuisitos esenciales por virtud de 
los cuales queda habilitada la administración para actuar en 
la ernisi·~'n del acto, así cciwo a•:¡uellas f•:irmas C• formalidades 
·:¡ue deben observa1~se pa1~a el ejercicio de las potestade-s y 
emisi,~n ijel actc•. F'c•r e-llo, cc•n acierte• se dice que limitan 
la facultad del Organo AdMinistrativo en orden al fin 
e::<clusivar1iente, visto desde este punte-, 1,evistiendo cc•n ello 
de b?·~alidad al pr•:>Pio acto. 

P·~r ot.ra parte, rest.a aludir los re•:¡uisi tc.s o i:·rincipios 
sustanciales, que consiste11 específicamente en la existencia 
concreta de un interés público. Est.e queda ccimprendido en la 
causa de l•:is actos, de tal r.1anera que ante su ausencia ni:>s 
encontramos con el ejercicio de una potestad y la emisi<:·n de 
un act•:J al margen de la legalidad. Así, la relación e11tre el 
acto >' el int.e-rés pcJbl1co se resuelve en un elemento 
fundamental¡ intrinseí:o al acto pr•:iducto de la potestad 
pública, ptiro con el fin de lirilitar, desde el punto de vista 
susta.ncial el edercicio de esa potestad, el interés público 
ha de tener una cc1ncreci6n C•bjetiva y dete1'minad&. t.ant.o en la 
medi•ja cm1)Q en la naturaleza y en el grado. De esta forma, 
i;.l int.ert-s público junt.1:1 con la prescripción norme.tiva viene 
a cons~ituir el limite según el fin al que esta determinado 
el acto; asi las p1:1t.est..a.jes administrat.ivas quedan revestidas 
de legalidad por dicho fin. 

Pero, aún cuanijo se ha hecho descansar el P•:1der 
administrativo en aspee tos de sentid1:> formal y sustancial, 
como principios que logran investir al acto de legalidad, no 
1:ibstc..nte la necesidad de apreciacii:ines de circunstancias 
sin·3ulares de estinHu:i6n de la ciF·ortunidad o mérita ccmcreta 
en el ejercicio del poder pQblico, es ideclinable ello 
alimt?nt.a inevi t.ablemente la téc11ica del apoderamientc1 
discrecional. Hay por el lo pi:>testades gue en sí mismas smi y 
no pueden dejdr de ser discrecionales, PC•r su Pf'CrPid 
11aturalez:a; así, la p1:>testad dir•ectiva en el contrato de •::>bra 
pública expresa la aprecidci6n subjetiva que caracteriza al 
t1p1:i de potestad referido. 

Cuandc1 las condiciones de hecho C• el 
co11curren en g1·ado mínimi:i al requerid1:i 
potestativo en su p1,•:iductc1, existir~ 

(18) Renato Alessi, i:ib. cit. pá9. 271 

interés púb 1 i co 
en el ejercicio 

una adherencia 
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imperfecta, a diferencia de la existe11cia de un interés 
püblico, suficiente en base et una falta de c.p1~eciaci611 de 
conveniencia que justifi·=iue el acti:>. lo cual ci:mstitL~Ye un 
vicio .je C•por·tunidad, con la posibilidad de trascender en el 
aspect 1:i sustancial del acto si es afectado di1~ectamente por 
la apreciación errónea de la Administración. Ello sin 
afectgr necesariamente la i:ioservancia formal •:iue al efecto se 
ha»a dispuest.o. ( 1'~) 

En atención a lo expuestci con anterioridad, el ejercicio 
de la.s potestades 1'egladas reduce a la Administración a la 
const.at.ación del supu-=-sto de t-1ech•:' 1E"3alment.e dt?finidi:· de 
manera cor11pleta,aplicandi:J en presencia del mismo lo que la 
pri:1pia ley ha deterrninadc.. Hay aquí un prc•cesi:• aplicatoric1 
ijt? la. ley ·=1ue 110 deja res·:;uicio o juicio subjetiv•:i ni11·3u110 
salvo a la const.atación o verif icaci6n d~l supuesto mismo 
para const.atar l•:i con el tipo le·3al. La decisión e11 que 
consista el ejercicio de la potestad es obligat.::1ria en 
presencia de dicho supuesto y su 1:1.)ntenido no puede ser 
c.::.nf i·3urad1:. l ibrernent.e P(•P la ~du1inistri:tc ibn, sin1:• que ha de 
1 imi ta1'se a l·:i que la p1·opieo. ley ha p1·evisto s1::ib1'e ese 
co11J.enido 1je fr1i:ujC• precisi:1 }' c..:.r,-1plet.o. (:2(l) 

F'or •:itro lado, si !'esulta que el poder e.5 discrecii:mal 
en 1..uant.•:• ·::;ue tos atribuido como t-al p•:ir la ley a la 
.:vjmi11isti·aci1:•11, 1•esulta que esa ie;- ha tenid•:i que confi'3urar 
necesar1óme11t.e varios elernent.os ae dicha potestad y que la 
discreci•:in.:..l1•Ja1j entendido como libertad de ap1·eciación P•.)r 
la aahiinis~ración, sólo puede referirse a algunos elementos, 
m.mca d. ti:.1j,:is 1je tal p1)test.ad. 

En ccincreto, puede decirse ·:iue son cue.ttri:• por lo menos 
11:is e~ementos reglados por ley en t•:ida potestad disc rec ii:nial 
y •:¡ue nci pueden dejar de serlo: la e~<ist.encia misma de la 
p1:ite=.t.ad, su e~<:tensión, la c1:impetencia para actuo.1•la y el 
fin, a1...111·:¡i..:e te.do poder es c·:inferido por la ley como 
instruru~nt.:i para la i:'lbtención de una finalidad específica, la 
cual estará n.:.r-malmente impl í e ita y se ref er i 1'á a un sector 
c•:mcret1:. de las necesidades generales, pepo que en cual•:::iuier 
casi:. tendr·ci que ser ne cesar iamentc- una i i nal idad pública. 
(21) 

(19) Renato Alessi, ob. cit. pág. 280 
(20) Eduard•:i Gélrcia de Enterría, Tc•más Ramón Ferné.ndez, Tome• 

I , i:::ib . c i t . pá·3 . 4.30 
(21) Ibídem, pág. 431 
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Para determinar c 0:m p1•ecisi611 el ámbit•J de libertad 
t?sti mat.i va gue cermpc•rta la discrecional id ad, resulta 
necesar1i:i distinguir ésta del supuest•:i de aplicación de los 
llamados cc0nct?ptos ju1"ídi cos in•jeterrninados. Por su 
1~eferc-ncia a la rE-alidad, los conci:ptos utilizados por las 
leyes pued12n ser dt?terminados '=' indeter·minados. Los 
co11cept. 1:is determinad•.)S 1:lel ifJli tan el ámbito de 1·eal idad al gue 
se ri:fieren de una manera precisa e ineguívoca. 

Por el contrario, con la técnica del concepto juridico 
indeti:-rminado la Ley refiere una esfera de realidad cuyos 
límites no aparecen bien precisa.dijs en su enunciad•:., n•' 
obst.~nte lo cual es claro que intenten delimitar un supuesto 
COl1C 1~eto. 

La ley no deterrni na con e:;;:ac ti tud los límites de esos 
conceptos p1:irque se trata de conceptos ·:iue 110 adnli ten una 
cuantificaci•)n o determinación rigurosa, perc• en todo caso es 
manifiest•J que se est.á re-fi1'iendo a un supuesti:. de la 
realidad que, no c·bstant.e la indete1'minac i·~'n del c•:incept.o, 
adrui te se1· prec isadi:i en el morüento de la aplicación pues 
bien, cuandci la técnica de los concei:•tcis jurídicos 
indeterminaoos es util i::ada pü1, las 11•:>1,mas de Derecho 
Administrativ•:i surge el prcrblt?rna de que se produce una 
aplicación inicial de los mismos por la administración. 

Importa mucho no confundir el hecho de esa aplicación 
unilateral previa, que la administración realiza en virtud de 
su privilegio p.:isicional de la decisión previa, con el uso de 
una pe.testad d1screci•:>nal. Si l1:i propio de todo concepto 
jurídico i ndetermi nadr:i 1 en cual ·::iuit:r sector del C•rdenarniento, 
es ·=iue su aplicación sóli:i permite una s1:ilución justa, el 
ejercicic• de una pot.est.eid discrecional permite, por el 
cm1trarii:1, u11a pluralidad de soluciones justas, '' en ot1,1,jS 
términos optan entre al t.ernativas que sc'n igualmente justas 
desde la perspectiva del de1~echo. 

Así, la adjudicaci\,0:.n de un cont-rato de obra pública 
puede I'eC1.l izarse s111 llevar a cabo el pr1:>cedimiento 
l ic i t.ator io, lo cual permi t.c- considerar igualrnente justa la 
elección de cualquier contratista cuando peligre o se altere 
el csrden social, la ecc1ni:irnia, lc1s servicios públicos, la 
salubridad, la seguridad •J el ambiente de algu11a z•Jna 1::i 
región del país; en cambio si se t.ratase de aplicar el 
c1::incepto ju1"ídic•::i indete1,minad·:i de falta de adjudicación 
directa en materia de obra pública ne• sería igualmente justo 
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la elección del c•:mtratista; s6l•:l' t..ma si:•luci6n sería la justa 
con exclusión de otra. 

La discrecic•nalidad es esencialmente una libertad de 
elección entre alternativas igualmente justas, o si se 
prefiere, entre indiferentes jurídicos, porque la decisión se 
fundamenta en criterios e~<tra juridicos no incluidos en la 
ley y remitidos al juicio subjetivo de la Administración. 
Por el cont~ario, la aplicación de conceptos Juridicos 
indett?rrninados es un caso de aplicación de la ley, puesto que 
se t1·ata de subsumir en una categoi·ía le-;al (c•J11figurada, no 
c1bstant.e su imprecisión de límites, con la intención de 
ace:ttar un supuesto c•:inc1•eto) unas circunstancias reales 
determinad¿..s justamente, P•:•r ellt:. es un proces•:1 reglado, quc­
se agota en el pr1:1ceso intelectivo de comprensión de una 
realidad en el sentid.:' de que el concepto legal indeterminad•:i 
ha pretendido, proceso en el que no inf 1ere ninguna decisión 
de volunt.ad del aplicadop, como es el propio de quien 
ejercita una potestad discrecional. 

Ah•:•ra bie11, hasta aquí nos hemc.s ocupado estrictamente 
de la confi·;iur·ación potestativa de la A1jministració11 Pública 
en el ámbito r111?ramente intei .. no, es decir de los ccinceptos 
vigentes para la c011sti tuc ión de l•:is act.os de la 
ad11iinist.racii.:i11 RE'sta ocuparnos de la inci1jencia d8 esas 
p0testades administrativas en la esfera jurídica de su 
cei.:ontrat.antt?, ceirnc• resultad•:• de la relación jurídico 
aaministrat.1va en la que se enc~entran vinculados por el acto 
cont.r·c:d: tu al . 

En virtud del cont.ratc. administrativo de obra pública, 
el contratista, al desplegar su propia personalidad dentro de 
los límites de la capacidad jurídica y de obrar que le 
reconoce id ley puede 1·esul tar ti tu lar de una se1"'ie de 
situaciones jurídicas que con1portan para el caso que n1:1s 
ocupa una ampliación de su esfera juridica, por lo ·:iuiE- se 
habla di? situaciones jurídicas de vent.~da cr activas. (2.2) 

Ci:Jm•:• efecto de estas sit.uaci•:mes quedan incluidas las 
pc1testa1jes, los derechos subjet.ivc.s, los intereses legítimos 
y 1 as c¿.,rsas. F'o1• ei momento hemos de ocupa1·nos de la f i9ura 
in~t.rL.;mE-nt.al dt- la carga, misma que exige como presuput-sto de 
la ,::O ten e i ón de l•::is benef i e i1:is inherentes, la real iza e i6n ije 
una actividad y quE- ci:1rirc• tal debe ser considerada pc•r la 
A.:!minist1"'ación PUblica en el ejercici•:i potestativ•:i. Ha de 

(22) E•juardo GaPcía de Enterría, Tomás Ramón Fernándi?z, Tomo 
JI, ob. cit. pág. 422. 



124 

ser •objeto de distinción aquella cuesti1)n en la C!Ut? la 
reali=ación de dicha car·ga implica necesa1 ... iaf1-iente el 
cumpl imient.:i de un deber y 110 un derecho que se encuent1·a en 
cc.nt.rapos i e i {111 a una obligación 

Bajo el primer orden, la carga tiene una relevancia 
primc•rdial en 11::.s líu.it.es pc.testativos, más que en los 
derechos 1•eservados al ente adn11nistrativo, por el acto 
cont-r,:,,ctual, en virtud del cc•nt.enido norrnat.ivi:•, el cual prevé 
al misriw tiemp+:J el contenido potestativo. La figui~a de la 
car·~a por cuenta del contratista y el acatamiento a los 
deberes que constriMen al cocontratante de la Administración 
Pública a su cumplirnient.1;. 1 ori·;iinan la condicionante de 
•:'lbtener los beneficios ·:iue re.i:·orta el eje1•cici1:;. de las 
PC•testades pút•licas qut:- con t:-xclusividad at.afien a aquél. 

Pi:>r último, ha de ad·:iuiri1' relevancia la incide11cia de 
la norma y la cc•ncreci6n de las potestades administrativas en 
el ejerciCH) de l•:rs de1'echos del contratista, dejando 
inal teradi:is t.odos lcis der11ds elementos que confluyen a la 
consti t.uc ión del dei'eCh•J. Esa incidencia s1Jbre las 
facul ta•jes de ejercici•:• de los derechos esta deterff1inada por 
la necesidad de CQordinarlos ciJn l>:rs intereses supe1'iores ·:iue 
est~n implícitos en el p1•opio acto, porque la misma ley los 
fij& y determina en alcance dt? la potestad. 

Ah·:·ra bien, el ejercicio de todc• tipo de potestades 
t.iene u11 fin •::>bjetivamente administrativo, aún cuando son 
aplicados al particular. Sin ernbaPg•:•, desde el punt.o de 
vista de la afectación que •Jcasiona n1:i a los de1'ech·::>s sino al 
ejercicio de ést•:.s, podemos mencic•nar entre •:it.i"os los 
si·,9uientes a) Prohibición relativa o con reserva de 
excepción a otorgar por la administración, la subcontratación 
en el conti,at.i.:i de obra pública; b) Pr•:Jhibici6n absoluta, está 
la 1je su sut•cont.ratar cc•n pers•:ina distinta de la autorizada 
por el órgano administrativo; el El ejercicio libre de los 
derech•:•s con rese1·va de excepciones pr·c·hibi ti vas, impuestas 
p•:ir la administración. Estas situaciones perriiito::-n por una 
parte que la potestad de contri:•! y dirección del contrate. 
te11ga una relaci1Jn directa con las prohibiciones, las cuales 
de su ac tamient.o reporta un aprovechamiento al cc•ntratista. 

Ca.be ac la1~ar ·:iue si bien n•::is encm1tranl•::>s c 1::>m 1::i 
correlat.i ve• de 1 as pi::it.estades los deberes, las 1 imi tac: i.:1nes Ca 

la.s 0:¡ue nos her11os refepido ni::i ·:¡uedan comprendidas de,1tro de 
los deberes, en tanto no e::<ista una correspondiente potestad 
que asi lo exija, por ello en los limites del ejercicio de 
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los derech.;,s del C•:ic1:mtratc.tnte pueden c1:i11cretarse 
jurídicami:nte deberes si asi lo exi9e normativamente la ley. 

Asimismo, sin ánimo reiterativo, resulta obvio recordar 
que t0da llmitaci6n al ejercicio oe los cerechos particulares 
por Parte de la admin1stracion, requiere un respaldo 
nor·mai1vo explícit.i:1 1 de t.al manera que no hay posibilida•j de 
·::iue el órnano administrativo pueda irnp.:-.ner medidas 
limit::tt.ivas de los derechos rerrdtit-nd·:ise a un sólo Juicic• 
ocasional, aLJ11 cuando ·:iuede pactado •:i convenido 
cont.rctct.ua.lrr11?nt.e, t.oda vez, ·::iue en este plano la limitant.e 
está en Principio POI" la eguivalencia de prestaciones. 

Ar:-ar·te de las limit.aciones administrativas, han de 
consioerarse aquellas limitaciones de derechos en 
cum;:.liMienti:. de dispi:•siciones i::-tdminist.rat.ivas, qut? pueden 
~Llpl1car la subordinación a determinada actuación; o bien, la 
concurrenciet de- una actuación administrativa c..:in el ejercicio 
di: es•:.s 1jerechos; de ahí podemos pa1"t.i1' para e'':Plicar el 
ci:intenid.:· de las previsi•:n1es que- en algunos supuest..:cs 
1"'e..:¡uie1"e.-: las propias Reglc..s Generales de Cont1'atac ión 
dur·ant.e la vida del actc• contractual: pcrr &llo quedan 
e'.-:.cluídas para se1' el fun1Jamento potestativQ y así 
comprenderse dentro del ejercicio de dicho actcr como 
eventuales limitaciones sin implicaciones de •:irden 
Pc•t.t?stat.ivo. 

II.4 La Prevalecencia del Equilibrio Contractual en el 
Contrato de Obra Pública. 

En la ejecución del contrato administr•ativo, el 
contratista CQflpJ hem•JS dicho, se halla en una situaci611 de 
suoordinaci6n jurid1ca trente a la Administración P~blica. 
Sin embarg1:i, el pa1'ticular que ci:mtrata ci:in la administraci.:>n 
lo hace bajo un móvil eminent.er1)E-nte particular, es decir el 
obtener de esa relación contractual un beneficio, el cual 
resultará de la diit?rencia ·4ue e~::iste entre el c.:.stcr que pa1,a 
él sign1f 1can las prestaciones y obligaciones que debe 
cumpli1· y el precio contractual que tiene derecho a percibir 
y el de los demás importes ci~mplementarios qu8 le 
correspondan. (23) 

<23) Je<rge Héct•:.r Escola, TRATADO INTEGRAL DE LO::; CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, Tomo !, ob. cit. pág. 452 
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Así en el contrat•J de obra pública surse la idea de 
consideral' el actc• come• un t.odo en el cual si:- vierten los 
int.e-reses de las partes, intereses ·:iue so11, por un lado el de 
la Administración, y por el otro el del particular a fin de 
lograr un beneiicio inicialmente calculado. 

Lo anterior nos hace suponer que el equilibrio de las 
Prestaciones del acto en relación con la utilidad calculada 
es el resul tadi:i de la parte- ci:1nt.ractual de e-ste, el cual debe 
ser cumplida en l1:is té1~minüs ·:¡ue al efecto se convinieron, de 
t.cd manera que cualquier modificac16n o cilteración a la 
retribución del contratista deberá ser acordada previamente, 
no siendo •:ibjeto de dt?cisión unilateral p1~opia y directa del 
órgano administrativo. 

En relación a lo antes e~-::puestc1, el eguilibrio económico 
f inane ier1:i segú11 li:i hem•::>s previsto puede resultar afee tado 
P•:ir causas imput.ables a la Administración Pública o pcii~ 
ca.usas no imi:·ut.ables a ésta, sob1~eveniente-s, imprevisibles y 
por t.anti:• n•:• tenidas en cuenta al celE-brarse el cont.rat.o, l•:' 
·:¡ue se traduciría irremediablen1ente en una disminuci6n del 
benef i e io e al cul e.do, aún cuan•jo:• IX• queden directamente 
afectados 11:.s fines que se persi•;uen con la celebraci.Sn del 
cont.rat.o. (24) 

Si el contratista debe sopc.rtar cc•mC• en te.do contrato el 
ries•31;:. ni:n~nlal pr.:ipio d..:- cual•:iuier ne9•:icio, n•:i debe cargar c•:in 
un riesgo an1:1rrnal, gue lo privaría de las ganancias 
razonables que hubiera obtenidi:i si la relación c1Jnt rae tual 
hubiera podido cumplirse en las condiciones gue prevalecían 
con anterioridad a las 01'iginadas. 

En virtud de ello, el equilibrio financiera del contrato 
implica u11a relación determi11ada pi:1r las partes contratantes 
en el rnc•me-ntei de celebrar el c•:intrato, sc.bre un cc•njunto de 
1:1bligaciones y derechos: de ahí que el eguilibrio es la 
respLJest.a del principio equitativo de d1:1nde se vierte la 
igualdad y e·~ui valencia en las p1'estac iones económicas que 
mutuamente se deben las partes. (25) 

De acuerd•:i al tratadista Sayagués Laso, el fu11daMento 
del 2quilibrio contractual estd en la but?na fe, que no es 
exclusiva del derecho privad•:>, P•:>r c¡ue aún cuand•J la 
Adroinist.reti:ión posea las pcitestades e::<cepcionales para 
adecua1~ la ejecución de l1:>s co11trat.os a los inte1~eses 

(24) Lot. cit. 
( 2.S) Osvald•:• Ma::<:in~o E:ezzi, ob. cit. pt.t·3. 203 
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públicos, 110 puede sigtii f ícar el desco111:J:c imiento de los 
cierta-ches de r.:iuie-nes han cc•nt..rat.:ido ccin el la; según el aut.or 
en cita, esti:i st? logr·a protegiem:k:i el resultaijo económic:•:i •:¡u~ 
perseguía el ccintratant.e, es decir, usando la denciminaci1:1n 
g,enerali:::a1ja e11 el de1'eth•j francés.; la ecuaci6n f i11a.ncie\•a. 
del contr~to. (26) 

El c1C.jetivo ant.e1·iol· tiene come' última finalidad el 
liJ•;1·a1 .. que el ci:i11tratista, ante una situación ya de hechi:i C• 
de de¡•ech1:1 ifilpui::sta, c1bt.en•3a las ·;Janancias qut:o razonablemente 
h&.b1':ía 1:ibtenido de cumplirse el cont\·ato &n las c•:.ndii:ii:mes 
or i·3inales. 

De las consíderac ic·nes Qbjetivas que alteran el 
beneficio, séa pi:ir causas iri)putables a la A·jminist1'aci6n 
Pública e• p1:1r causas no irnputabl~s a est.a, al cont.ri':!.t.ist.a en 
principii:1 le ei.sistfr un dt?1~ech1::i eminentemente co11tract.1Jal de 
reclamar qui? el bent:ificic1 Previst.ci se.a establecid1:i, o en su 
t.:?.so, •:¡ue l1:rs perjuicios ocasíonad•JS sean atenuad•:is. Así~ el 
derech1:' al rna11t.enirnienl.1:1 del aquilibr•io ecc•nómico financiero 
del contrato, .:1 restablecimient1:• de la ecuación financiera, 
encue-ntra su a¡:..:.y.:i en la rni?ra convención ccm1c1 eiect.o de la 
eva.luac ió11 ¡:•revi amente f ormuladc.. en e-1 moment.l'.:'I de concer t.ar 
el ac te•, 

Esto iu1plica necesaríari1ente e-1 recc1n1:•CeI· E-1 carácter 
connu1tat.ivo del ciJ11tratQ de obra pUblica, en el ·~ue las 
c•bli·;Jaci.:1n~s ..:iue asume-n las part.e-s s.:.n citortas y aprecietblesj 
e\1 su signi f icac i6n económico soc i.al, en el acto misrr1.:i en gue 
se pepfecci•:ina el ccint.rat.o. f.'•:•r lo roismo, la doctrina st­
ref iert: a la intangibi l iciaij de los element•Js 1'emunerator i 1jS 
en cuant.ti resul t.a indePt?li•:liente de cualquier ot.ra cuestion 
material d2l acto que p1Jf' sí. suele ser modificada p1Jr la 
adrnii1ístración, lc1 cual implica un e· .:t.o:• indirecto en la 
1~emul1eración si el Pr•:i1jucto del act•J admiliistrativo tie11e una 
rt:opercusi~:,.n dirt?ct.c. en los benefic:i.:1s calculados, para el 
contratista. (27) 

Es decir. ya sea que los efect.os del dCtci o f-1&chi:i 
incidan di1'ecta 1:i indirt?ctamente e11 esos beneficios, 
c•:imprendemos tiaj•::i el priroer óspecto aquella mc1dificación qu~ 
afecta en las ventajas ecm1ómicas gue •:ibt.endrí.a el 
cc1nt.ratist-d.; ind1rectam1Z-nt.t=, a través de las ccinsecue-ncias 
•=1U>? p1"i:iduce necesariaMente el pr•oduc:ti:i del hechi::i o acto 

(26) C•:•m0ntarios de Pequignot y E:ercaitz: citadc1s pc•r Enrique 
Saya.3ués L.aso, Tomo II, ob. cit. pá•.;J . .S70 

<~7) Osvaldc1 Maxiruci Bezzi, ob. cit.. pág. 204-205 
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relevante en cuant1::i a sus efec t•:is en el contrato de 1:ibra 
pública. 

A fin de ocuparnc•s de las causas que afectan al contrato 
segú11 hemos mencionado c1:in anterioridad y en atención a la 
dc•ctrina. destacan : 

a) Modificaciones ordenadas por la Administ1·aci6n 
Pública en la ejecución del contrato. 

b) Modificaciones intrc•ducidas PC•r la autoridad 
pública a la situación legal o reglamentaria. 

e) Dificultades naturales excepcionales e imprevistas 
que han sur•3ii::k.1 dura11te la ejecución del trabaj1:i. 

d) Eventos econ6r1licos que alteran el contrato. (2:3) 

En relaci611 ci:m el prime1'0 de l•.Js aspect•:>s 
ceinterupla la consecuencia 1je la p.:.testad de la 
Pública de m·:idificar el contrate• por efecto de 
conferidas por la norma jurídica. 

serialad•:>s, se 
Administración 
las facultades 

Ante ese supuesto, la pi:itestad pública ·:iueda i11herente 
al contrato por quedar previamente dispuesto pi:•r la norma 
jurídica, es decir el presupuesto 11m·rnativo se actualiza por 
el ejercicio de esa potestad, lo cual implica que queda 
completamente fue1·a de aquella si t.uac ión e~<:tra1~a y ajena al 
acto, se·3ún ha de comprenderse en las causas que menciscaban 
el equilibrio contractual. 

Otra de las cuest.iones planteadas significa la 
apreciación de toda i 11terv2nc i6n de los P•:>deres públ i ci::)S, 
misma que tiene corno result.ado afect.ar de cualquier manera 
la.s condiciones ju1•ídicas i:J sólo la de hech1::i, de acuerdo a 
las cuales el contrat.ista de la administración ejecuta el 
contrat•:i. (29) Tales acti:;s de los P•:>deres públicos SQ\1 de 
carácter general, per.o en un sent.ido más preciso. esos 
p1::ide1"'1?S pueden derivar tanto del órga111:> administrativi:i que 
celebró el contrat.1:i, como de otros de mayor o de menor 
jerar·:¡uía, se•3ún la atribuci611 normativa par·a emitir un act•:i 
en eji?rcici1:i de los pc•deres públicos. 

La d·:ictrina ha deni::)minado a esa situación que incide el1 
la vida del cc•ntrato, come• HECHO DEL PRlNClPE, el cual a 

<:2:0:) Ibidem, pi§g. 184 
(29) Miguel S. Marienhcdf, Tomo III-A, c•b. cit. pitg. 477 
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diferencia del hecho de la Administración, queda vinculado a 
decisi.:1nes que la autoridad pública adopta, en éste supuesto 
no ·::¡uedan comprendidas aquel las pQt.estades previsibles en el 
cont.rat•:• Y de las cuales únicamente nos hert1C•S ocupado de los 
efectos, por resultar del 6rgan•:i adr.1inistrativ•::i c1Jr110 parte en 
el contrato. El hecho de la administración se relaciona 
di1,ect.awente C•Jn el contrat•J, con ei carácter de pa1,te e11 el 
acto, es dec.i.r, corno verdaderas conductas materiales al 
margen de la legalidad. 

El Hecho del Príncipe se produce como resultado del 
ejercicio de aquellas potest~des públicas, no previsibles 
previamente en el ordenar1iient•:• para el caso del óT··::iano 
adrninistrativ•::i gue es parte en el contrat•J, sino poi, 1:itra 
autoridad distinta en el ejercicic• de sus funcioni:s públicas, 
d= acuerd•:i a la disp1:isiciót1 normativa ·~ue la faculte. 

La tipificación del Hecho del Príncipe presupone una 
1'es1:ilución o disposición de caracter general. objetiva, 
incidiendo en los efectos ecc•nómicc•s del contrate• de c•bra 
pública e~dstente, con men•:iscabo de los benefici1JS del 
cocontratant.e, es decir, el perjuicio debe ser real ciertei, 
directo y especial al cocontratante particular, que éste no 
haya podido prever al tiemp1:i de celebrar el contrato. 

Bajo el riesgo imprevisible se conoce la Teoría de la 
lmprevisi6n, la cual está en función de que la utilidad 
calculada se modifica en razó11 de ci1'cunstancias totalmente 
ajenas al contrat.ista, provenientes de hechos extraordinaric•s 
que no pudieron raz1:mablernente preverse, y ·~ue tornan 
excesivar11ente mas oneri:1sos el curuplirniento de sus 
1:ibl igac ii:mes; el coc1:>11tra tan te tiene derech•J a 10•3rar el 
equilitiriC.. ccintractual de las prestaciones, a fin de obtener 
lo previsiblemente calculado. (30) 

Esas circunst.ancias extra•:1rdinarias o anormales e 
imprevisibles, deben de ser las t1~a11sitorias ·~ue alteran la 
ecuación económica financiera en perjuicio del contratista. 
Ell•' implica necesariamente un estad.:1 de sujeción imprevisto, 
pero que al fin cesará sobre dos 61·denes distintos, pri~ero 
P•=>r que desaparece la causa que le dio •=>l'igen a tal situación 

(~:(l) ,Tor·ae Héctor Escola, TRATADO INTEGRAL DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS, Vol. !, ob. cit. pág. 461 
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o bien, porque la relación contractual queda e:<tinguida y c•Jn 
ello el objeto del contrato. 181) 

El r·establec imiento de la ecua e ión económica f i na11c iera 
requiere de la det.erminCtc:ión de las condiciones previsibles 
que las partes han determiliado para mapte11er dicha ecuación. 
Sin embar•30, pc1r el carácter teroporal, e-1 estado de 
imprevisi•~n así C•Jmo la situación iJriginada por el Hecho del 
Príncipe, puede eximir al contratista de su obli•3aci•:1n de 
ejecutar o cumplir el contrato. No sucede lo ~iismo con el 
hect-10 de la adnánist.raci(•n o con el cas•:i fortuit.0 1 toda vez 
que en estos casos puede imp1~sibi 1 i tar la ejecución del 
contrato con cat·ácter definitivo. 

F'or tanto, pa1~a ·:iue pr1:>ceda la indemnización, el 
acontecimiento causante del desequilibrio económico 
financieri:i del contrato n•'J debe se1' imputable al Estado; si 
lo fuere te11dría vi·=iencia el Hecho del Prí11cipe. pero en 
amb•:is existe la tendencia a indemnizar al cocontrata11te; sin 
er.)t•a1·go aún· en este C•rden de ideas, se disocian por la 
consideración de que en el Hecho del Príncipe la 
indern)1izaci6n es int.egral a diferencia de la imprevisión en 
la cual la indemnización es s6lo parcial. (:32) 

El fundaroent.o de la in1jemnizaci6n queda desde un punto 
de vista contractual al abrigo del principio de igualdad y 
desde el punto de vista de la e·:¡uidad, en cuanto a que 
corresp1:inde al alea econ6rnica an•.,rmal del c•:mtrato implicand1:i 
necesariamente una contravenc i6n a dichos pr i ne ipios, lc•s 
cuales corno efecto de esa imprevisión crea por cuenta del 
contPatista una verdadera car·3a pública, es decir. el acto 
c•:mt1'actual se ag1'ava para el c1:intratista p1:>r el efect•:> 
producido. 

lr1)plica una carga pública, como resultado dire-cto de las 
potestades públicas que la Administraci611 ha ejercid1:i; por 
eso, la indeu1nizaci6n debe ser inte•3ral en cuanto ésta rompe 
por si el equilibrio contractual. 

De acuerdo a lo anterior, al cocontratante de la 
administ1'aci6n le asiste a11te dichas situaciones una 
verdadera acción en la cual se reclama la agravaci(1n de 
ejecutar el ci:mtrato de obra pública, de tal rna11era, -=iue 

<31 J Gast6n Jeze, PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO 
ADMINISTRATIVO (Ediciones Depaln>a, Buenos Aires 1948-
19.SO) ·¡ oroc1 IV , pé.9. 24:?. 

<:32) 11iguel S. Marienhoff, T1:imo Ill-A, ob. cit. pág. 506 
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implicaría una verdade1~a carga pública cm1secuente de l•:> que 
se denc.mina el él ea económica y el álea adrninistrati va. 

P1:>r último, hem1:.s de ref.:ri1~11i:is a los eventc1s ecc1nómici:1s 
que al t.eran el ceintrato y ·:::iue de conformidad cün el 
ordenamiento posi tiv1:i da lt..:·;ar a distintas fcirmas de 10·3rar, 
·~ue ante dicha situaci6n, se ccmtinúe con la ejecución del 
contrato. Es decir, ha de preverse que pQr eventos 
económicos entendemos precisamente aquellas alteraciones 
eci:mómicas que se dan en el ci:mtrat•:i respecto de las cuales 
la norma positiva deterwina y faculta a las partes 
contratan~es, para la instrumentación jurídica de dichos 
event.i:.s. 

Así, nacen verdaderos derechos a favor del contratista 
de la Administración Púol1ca, derivados estos del propio 
s1sterna le·~al objetivo, par·a e::.-~i·~ir iJe esta la celebración 
~el acto que regularice la relación juridica afectada por 
aquell.:1s eventi:•s económicos ·=iue trascienden en la vida del 
cc.ntr•ato. 

El ijerecho del contratista p¿¡ra obtener la 
regu!a1"'izaci6n de esa 1·elación rnJ es me1·amente contractual, 
por qu2dc..ir dispuest.i:• en l;;.. norrna, siend1:. que sólo se ejerce 
c1:.n motiv1::i del contrato; por• ello a.nte la supuest..a 11egativa 
del órgano administrativo para obt-:·ner esa regularización que 
le permita continuar con la ejecución del contrato, asiste al 
cont.ratista una vei;dadera acción ante la decisión neo;ativa de 
la administración de cumplir el acto contractual. C*l 

(:j;) La Ley de Obras Públicas, en sus art.ículos 41 y 46 
reco11•:icen e}c:presamente el derech•:> que tiene el 
contratista para la regularización del acto y su cabal 
ejecuc i·Sn ante event1:.is econv1uicos que inciden en el 
ccmtrato, perc• a su vez se reconoce la facultad de la 
Administración para decidir si proceden o no, por eso el 
derech1:i asume el carácter sur•jetivo de orden pt:Jblico 
c.nta una res•:>lución de la Adrn1nist.raci611 .:iue trascienda.11 
sobre a.:iuella relación juridico-administrativa. 



rrr LA ,SITUACION JURIDICA DEL ADMINISTRADO EN EL 
PROCEDIMIENTO . LICITATORIO Y EN EL CONTRATO DE OBRA 
PUBLICH. 

I!Ll __ ,Consideraciones Jurídicas sobre el Derecho 
,Subjetivo derivado del acto contractual. 

Al lado de la p1:isici6n general de sup1·ernacía de ·:iue g1:•za 
la Admi11istraci611 Pública, según ·se ha visto, c•:.r110 exp1•esi•'.'>n 
del Est.ado y, P•Jr tant.c•, corno t.i t.ular 1jel pi;ider di? imperic•, 
puede11 J?}<isti"1· posiciQnes especi21.les de supremacía de la 
adr.1111ist.raci6n fre11t.e a leos administ.rad•:•s (s1_..iprern¿:,cía mas 
acent.ui'-v::l.:\ que la gene1·al) las cu::i.1'2S, pür l•J t.2.nt.0 1 tienen 1 ... m 
fLm•::ament.•:• dist.int.•J al dt.• l.a siruple tit.ula1•1°J¿1d del po1jer de 
imperio. 

El fundarnent.1:. de est.~.s posi e i1;.nes especiales de mcts 
acent.u.=i.da sup1•emacía radica en la necesaria .:o.cceso1·iedad de 
es-:: . .:1s PC•sicic•nos en cue:;.,t.1ón rt.·SF'e,:t.o c.. otras 1·..::dac1ones 
intercurrentes entre la ad~inistrac16n y los administrado3, 
cuya deterMinac16n se encu~n~ra en el ordenamiento Jurídico. 
Dicbas r2laciones requieren p3ra un mejor ejercicio una más 
dest2cada supremacía de la adm1nistrac16n frente al otro 
sujet.•.:i .Je la 1·elac1ón, sien·-:·:i ~or •.:llo sue aPctl'eten com•:i 
rel~,ciones de supretr)atia .::·.i:Ce~o1·io:; de a:it.ras relaciones 
princ1p.:i.les. N•:i •Jb5t.:i.nte, ni:- siempi·e y necesariarnente la 
¿:~·:::'r.dnist.r.::n:1•:•n se encuentra en una P•:isición de supr2macía, se 
encuent.1·a t.a.mbién 1jiscipl ina.:~·J poi· 21 mism•J en cuanto sujet1J 
jur!dicc•, en cuanto es1 por definición, centro de iniPUtaci6n 
de no1•müs, a semej-2\n::,?t de cr..;.:d ... 1uier oti•o sujeto jur idico. 
Prei: :-.:.-:·.':12nt.f.· tc·r1K1 sujeto jurídic•:•, el Estado se encuentra 
f1~c::1T..>::· ~: .::i1·denamiento en posic:!.i:,n de igualdad con c1.J¿dquie1• 
ot.r.:i s•...1jC:"t.c• Jurídico, est . .::~ni::l•:• so;,.c-t.1do a los mismos deberes 
jLiríd1co5 ·:¡ue 11ace11 dG-1 •:·1·denan,1t:nto, s1e11d•:. tarnbii211 
t.it.1...1lar de l·:is rn1srnc•S p1:11Jeres-. Ji.;:•idicos y der~cr.os que el 
1:ird211.:unient•:i reci:in•::ice c.. t>Jdi::i -:;Ldef..1:i jw•id.ic1;:1,. 

F'c.deres y derechos de los qt.~e sepía p1•opiament.e t.i t.ular 
el E·::;t ... ad>J 1 pe1·sona c1:_1r110 sujeto Jurídico, pe1'i:1 de los que 
est.t\n 111vo::·st.1i:k·s 1 pa1·a su ejercicio, uni:•s i!•rganos estatales, 
gene1·~ lr·1¿.nte los mi smo3 ó1·sanos investidos de funciones 
¿..1jmin!st.r.;..t.iva:::. Por ello, un m1sMo órgano de la 
aiJftlin:.st.r..:.::..c i·)n puede i::nco1v .. l'.:r.1·s-:: invesT_.id1:i, a u11 mism1J 

~·!errtpo, ;i.1jer1it1s de aquellos podei~c:-:: de supremacía que int.eg1•an 
lct S•:ibei~anía de lc•s pod¿:.re3 jurídicos y derechos 
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s1....1st.anc L'1.lmenti:: a11álog•:is a l1:is p.;1deres y da-rechQs que 
corr~spond~n a cualquier otro sujeto juridico con arreglo al 
1::i1·d,21:~.~~d 1~nt.ü. Poderes y 1jerech1:r~, por l•:'l tanto, en cuya 
ti t-L~lari 1jad los 6rganos estatales se encuent.ran en la rtrisma 
P1:isició11 de cualquier otr•::i sujet1:i jurídic1:"1, est•:i es, una 
?·:1sici6n equiparada a la de los sujet.os privados, t-eniendo 
t.,:, les poderes y derechos l.:, rniswa e:<t.ensión y límites q1...1e 
t.ienci-· los ~1t1~tl•:igos que el orden3rrlient.o atribuye a favor de 
cual..:.·~.:er .:-it~,·i::i sujet.1::i 110 estat.a.l. 

En r·cdaci6n con lo expuest.,:i, el adrninist.rad•:i no es en el 
·:.:.ist.~ir1a ju1· í.dico actual u11 mej1:ir 1:-ibjeto:i del de1·ech1J públ ic1:i, 
ni tctr11poco 1..m t.érmino 1je r;;•'. 1'2nci~~ 1je simples posicionE:•S 
p~,;:i·,;~~s (debe1~es, su,jecio11e·~, oblig~ci1:ine·.:1; 1 q1.Je era ci:im1.:i la 
t-E-i:• 1' l :1• j;.;.r ~.::!!ca del absolut.i srrK•, pc•niendc• siempre en primer 
t.if:pm1110 la emi11i=11c ia d¿:l bie11 general sobre el bien 
particular o privado. 

F'1:.r el cont-r¿¡.ric•, el admínist.rad1:i, sin per~uicio de 
resul t.a1• dt?stinatar io de si t.uai: i·:i11es Jur ídiccts pas1 vas es, a 
la vez 1 t.ular 1:k: sit.uacion·.:::·s _lr...1rídic¿1s activas de 12nt.1•e las 
cuale-s des t . .:, ca F·•:ir e~(celenc ia. :1:0s de1·e·:hos subjetivos. Esta 
S!f .. _-:.:i6n ~\ct.iva se údific.:t sotn·e el reconc1cimient.1:i p1;ip el 
1J·El'C-·:h1J de un poder en fa"'':•r de 1...111 sujeto co11creto que puede 
h.ztcer v¿d eP f rent.e ¿. i:it.r·cc su jet.os 1 ittrP•:inie11do! es 
•.:.bl igac i•J;Y:·=3 i:i deoel'es en su int.ei~és pr1)p10, reconoc 1rniento 
gue implic¿. la t.ut.ela j1..,;dicial d~ dicr1a posición. 

Asi en la relación juridica de carácter privadi:i origi11ada 
,jel a•: t.o contractual, el mecariism':. t.~cnicci del derecho 
SLJbjetivo se e~<presa e11 un sentidc tradicii:inal POI' trat.ar~e 
de situ.:-ciones de int.ert?s t?V1dent.~:~"{,¿·nt->.? pr1vadc•s, en se1'v1c10 
,Je l1:1s cu.3li::·s el 1;.1·denamicnt.i:. c1Jnt ie1'e u11 pode1' en fav1:-r de 
sL: tit.ular, con el cu-=.tl p._.::.-da irr1r:··:111c:•i' ci la adrninistraci~·n una 
c1:1n1juc ta. 

No c·b-::.t..:;:,nt.e l•J anterii.:ir, el prot.Jema -=iue se plantea en la 
relaci~n Jurídico administr~~1va en materia de obra püblica, 
n.:.. !?S el de l,3s peculiaridades de !:::~;::. T•:.rrl)as t.ípicas de 
ds-1·echc1s st..;bjeti v1:is de c::•·:1t.2n:d•:. t.·Jcn1c1:i C•Jmún gue concede el 
o::~red-11:i pi'ivadi:i, sirio prec!sawent.e su eJd.Pa•:iPdinaria 
limit.aci•!•n de ámbito. Si el ¿..dministra.•:lo ca:>11 motiv1:i del 
ci:int.r.:;tt-o de 1Jbra pública S1)J.O dispusiese c!2l p1:ider jurídico 
l'ec1:1n•:ii::id1:i en i.;;! ámbito del de\'t.•.-~o privRdi'.:I, la mayor parte 
de 2-=- :esalid~ld admi111st.r.:itiv,;:, i:~1? l1:is ci.ct.os ·:,uedapía. fuera 
.j;:l ¿..lc-::+.nc-: de los particula1·~s. 

Leo.s ~t.r ibuc: ic•nes de l1Js poderes de la admi ni st.rac ión que 
5t:: configuran corno verdaderas pot.e-5t.;:,i:ie:-s públicas i:1 de 
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superitJridad (p1Jr ejen)p}1:i e11 materia de C•bra pública de 
acuerd1:i a l~, legislaci1~n vigent.e) presupc.nen su t.rascendencia 
a la P•:•sible afectación di: las garantías t.uteladas por el 
ordenamient.1) jurídico dependiendo del acto erni t.id•:i por la 
admi 11i st.r·ac i611. 

Para comprender el sent.ido ..::¡ue corresp1.:inde a las 
sit.tJaciones juJ"ídicas activas c•:in moti v..:• del act 1:i 

cont.ract.L-1al, ~1 derecho subjet.ivo se caract.eríza por aquella 
ga.rantía legal de una utilidad st..ts t.anc ial y di r·ec t.a para el 
suJet.o f...it.ula1•.(1) De esa rn:•c16n conviene h¿tce1· referencia a 
li:is siguientes aspect.os: 

a) El int.erés no c•,:.nst.i t.uye un elemento int.rínseco del 
derecho subjetiv1J1 si110 un elemento e~<t.rínsec._,; 110 
se encuentra dent.ro ,jel derecho subjet.ivo, como 
st..1st.a11ci~.:. st.r~t1·at.1:i ,jel misrni:i, sini:i c1:imo elemento 
t.elEi:ol1~·9ic•:i del vínculo del que nace t?l derecho. 

b) El derecho subjet.ivi:• no es la protecci.)11 del 
int.•.?Pé$, es deci1· la t.ut.el¿~ del interés n•:i se lleva 
a. cabo mediante e! derech•:i subjetiv1:i, sino 
16gi e ar1ie11t.e ant.es c1t?l de1·e·:hc• subjet.i V•:i di rec t.ament.e 
P•:>r P.'.3rt.e de l¿, n1:.ir11a ju1·ídica, y ~s por el hech•.) de 
la Pr·:it.ectión del int.-:·r0z (p•:i1· medi·:i del vínculo) 
q~e nace el de1·echo ·aubje~.ivo, el cual es, por lo 
t.f<.nt.c•, efect.o deo la p1•ot.ección y no el medio de la 
misma. 

e) El eforcicio de la actividad pe.rs•;nal p•;r parte del 
titular del de1·ech1:i no ti:instit.u~·e ejercici1:i de •...t11 
po1:le1· jurídico, sino de un pode-r de hecho, cuyo 
ejercicio viene a 3er juridico sólo a través de la 
licitud y, sobre tod•:•, ·:::!~ l¿.. garantía de la 
&:·•:isibil1dad de gozar 1J disf1·ut.ar de hech•:i ofrecida 
por la ley. 

En o t. ros t-érmi nos, el ti tul ar del derecho usa del 
bie11 1 disf1·uta de la p1·est.aci611, 111:. a través de u11 
po•jer jurídico de gozai· o disfrutar, Y t.anto menc•s 
de un poder de obl ig..:1r a dejar goza1·, a dejar obrar 
o a ppest..:1r. La •:•t•l igac ión, al menos en el orden 
juríd1c•J, est.á en la 111J1·ma, siendo e-~t-a la que 
c•bl iga a los iJtr.:is sujet.c.s; o se¿t, el t.1 t.ular del 
derech1:i se limita a rec•jger, de hech1,, el frut•:i del 
mandato legal y su goce &dguiere relieve juridico 

(1) Rena\ .. J Alessi Tomo II ob. cit. pág. 4.50 



úni c:-.mente a través de su 1 i e i t.ud especialmente 
de la garant.ía o~ liJ P•:•sibilidad dt=: goce. 

dJ !3i el tercer•:i übl i·~c..1:fo no permite- gozar o no Presta 
ent.•:•nces, d>r: u11 lad•:i, neos e11cont.rarni:is fuera del 
orden juridico y, d~ otro lado, si es preciso 
efect.ivarnent.e 1:ibli9arse se recurre al derech1:i de 
acció11 por el cual e~<iste u11 poder dil'igid1:i a li:is 
órgan1~s jurisdiccionales p;1i't•. conseg1....1i r su 
intervención a i1n d~ establece1· el orden jurídico 
transgredido. 

De ¿-tcuerd1:i a lo e~q:·u2st.Q la relación jurí1jica corno 
rel.c:cit)n ·::¡u2 liga direc: . .:imente al titular del derech1:i 
sub~~et.i V•:- con el su jet.o obl ig.::i..d•:i, dt?bt? considerarse en el 
se11tid1:i de que la relaci·~·n ·1:e ¿.st.ablece entre la n1:irma 
Juríd1c~ ¡ el sujeto obligado Cdanao lugar al vinculo), y por 
otro t:iit.re la 1101·mét y el t.i t.ulai· del derecho subjet.1V•,j (dand•) 
lugar a la garantia>. 

E11 l~ sist.emát.ica jupídica de la mat.eria publicíst.ica es 
prec!.so .jist.1ngui1· las distintas ·;it.uaci>Jnes, siendo la mayo\" 
part.e pecLil1~1"es del Derech•:i F'úblic•:' gue pu-:::de11 pl"esent.arse 
s11 las relaciones entre la Adm1n1stra:i6n Püblica y los 
~1dr1li ni :;t.J"&G•:•S. 

;.int.e iastzt situaci·~·n e·:;t.~ ;::•or un 1.:;: •. d•:i 1 .. .m vinculo impuest.•:i 
r-:i1' la norma a la adminisi:.r~ción y, de ott·:., la idoneidad de 
est.e víncLSlo papa g¿..rant.izar a un individu•:i una ut.ilidad 
:;;-. ... ¡st.ani:ial y d1rect.a: t.=i.l suc2dt?1 p1:i1" ejer11pli:-i, e11 el caso 1je 
g:...fe la nQrr1h:1 espo?cífic.:t .:¡r_.~ iu1pone al 6rgt1n1:i de la 
~ijwi11ist.1'ac ió11 el pagi:i de los :_.tab3j1Js ejecut.ad•.:i5 p1:11.. el 
cont.p.=i.t.1st.a dent.r1:-i de un F'·J¿ .. zei iTJ m¿..'f.:•r de :;:(1 días hátdles, 
c•:ini:.a1::k1s a partir de la T1-.:cr1a en que s.:: :--.-.....1bieran a.cept.adi::t Y 
f 1 rr11.:1dtJ lz1s i?st.imac iones pi::r la·5 f':'C:•rt.es, Y en el caso de la. 
norm~ 1J~ c3rácter s0naral ~ue impone a cu~lsuiera (~ por lo 
t . .;t1T'.:.i:1 .:i. l.:-, prcipia adrninist.1~.::.,:16111 en ci...~ndo i;:·s u11 sujet.•:i 
jur:..dic1) dist.int•:•) el resp¿.r .. ,:i de lE\ propie•jad de todo 
individvei. En el prir.1er c.:;i·;o ger,era en el ccintrat.ist.a la 
}2~.;p2ct.at::.va g.3;rctnt.izada .~e 1 • .ma ut .. il1dad sust.ancial inmediata 
·¡ di 1·,~.:~t.¿t 1 C·:•i1i':i es -:1 pa-JC• Ge :os t.r.;c.ajo'fi ejecutac!'c•S: en el 
segun•Ji:i c-3.·~o, el víncul1:• g~nera en el Pl'•Jp1et.ario la 
·?·Etra.nt.la 1 .. '-\ 1...<n fre11t.e a la ci.dr1)i111st.1'¿d:i6n, del libre goce de 
su pr.:•r< :.do.iJ, e~qstiend·:i t.3.inb1 . .:·n aqui u11a ut.il1dad directa 
1;-.;,-:~: 0j1.:1.t.¡.. 'f sust.anc i;;:tl. 

Eri z..r¡¡beis casos, rec1:1n•:ic i élii::k·5e la garantía de una 
ut..ilic~·d st.:·;;: .. j,nt1al i11r11edic..-c.~ dii-ecta a favor del 
o&rticular como consecu~~c1a de! vinculo impuesto a la 
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~ 1:ffiinistra.ci61i, así se puede hablar de un derecho subjet.iv1:> a 
iavcq"' del individw:i frent.e ~- dicho órgano de la 
admii1íst.rac ión. 

En cas·~ de violación p.;ir part.e de la administraci .... ">n de 
este v{n.:ulo, por incumplimient.•:i del mnndato legal, nada 
ir,.1pide que el particu~~1· pueda recurrir a l1:is medieis 
est.aolt::oc i·j•:•s precisamente pa1·a el caso de violación del 
derech1: 1 subjet.iv1::i por part.e de cual·:iuieP sujeto que est.e 
obligado por u11 mandato legal frente a otr•::i. 

Ot.1·a sit.uación q1...1e presenta la caract.eríst.ica de un 
vínculi~ cap.Z\z: ú11icament.e 1Je g.:"'Pantiza1• una ut.i 1 i1jad 
l ·1st.rur11ent.a! p::~ra el 1 ndi vi duo, representada F·•:•r un 
determinado compoPtamienti:i de la administ1·ació11, ajust.ado al 
int.~rés público (y corno t.al estat•lt?cidi:• p1::ir la norma) y 
suscept.ib!e de sat.isfacer sóli.:o dt=: :1K•do eventual y mediato un 
inT:..1:rés individ1...1¿1l de nat.uralez¿\ sustanc 1al, pero inadecuad•:• 
par¿, ga1·c.11t.i:::a1' al indiviiju.::i u1K"' util1dad SL~st.a.ncial directa 
e inmediat.ai de maner-8. q1..,.1e no p1:idr~ aparecer aquí la figura 
del derecho suojetiv1:i, sin•J ·~.m,;,. f igu¡•¿\ menor y disti11ta, 
c&.ract.2rizad¿t prec1sar1u:i11te por la gara11tía de une. utilidad 
inst.r1...1rnent.al. 

~:e t.rat.a peor lo t.anto, de la garantía de la legalidad del 
c1:>mpc.1•t.arn1ent.i:i admi11ist.rativo y, pür lo t.anto, la 92'.rantía de 
•=i:u:? di che• cor1rpc1r t.arni en to se a,hJst.ará al i nt.erés público. 

En estos casos m:i se puede hablar 1:i= un derecho subjetivo 
del individuo frente a la adr11inistración, porque la 
obligación impuesta a ésta ,,,~ es a.::,_:cuada pa1·a garantiza,. una 
utilidad sustancial directa sino únicamente una utilidad 
instrumental. Y es obvio ·::iue e11 cas1.:i de violación p•:ir parte 
d2 la administración, ad:ipt.andQ un comp•:.rt.arniento ilegal es 
impr1:icedent.e el de1·ech1:• de ai:ci·~~n, dado que la función de la 
acción y de l•:is organos jL~dic!ales que la acción F'•:ine en 
rna.i•cha. es el r~st..ablec imient1:i de la uti 1 idad sustancial 
g~.i·anr ... izada p1:1r los derechos subJet1vos, siendo en cambi.:1, 
lógici:i ¿.¡ gue en tal si t.uac i•:.n de violac 1 1~11 se admita 
Gnicc:,rf1ente el que se Pecurra ¿t aq1....1ellos r1iedi 0:is est.ablecid1:is 
p.:ir el 01·denamiento pa1·a garantizar la legalidad de la 
actuación admi111strativa 1 siendo igualmente 16gico que el 
fundameni:.1:i de la 1·ec larnZtc i6n no pueda se1· el men•:iscabo de una 
utí 1 idad sust.anc 1al, puesti:1 que ésta n•:i estaba garantizada, 
sirn:i único.Mente el men1:isc.:,b•' de una utilidad inst.1·ument.al 
representada por la legal ida1j del comportamiento 
administrativo.C2) 

(2) lcidam. pág. 456 



Del ~.~xact•:i co11•:ic imie11t•:i di? las si t.uac i1:ines subjetivas 
.:1ct.ivas del c.drni11istr3do se podrán int.e11t.ar la vía de 
;o:·t:-~·~Ción.:. denuncia, o bie11 la de acción q! . .i'~ convierta en un 
vt:-Pd.::t ·fori:-• pt~1:•ceso pcir ruedio di.:: l ::!...-·:·~ se asegure el 
c1,...1mp:i1:i::.t_.:-.i:..o de la ley poi, el órg.:..110 adrninistrativ•:i. N1:i 
c.tst.a11t.e de la regla de derech1:•s •Jepende el adrni t.i r de 
entrc-.da ·=iu•.? el ri1edio de defensa implica una justicia 
subjet.iva, en la ..:p...ie los recLu·i~ent.e;; deiienden c1:ar110 es común, 
d'1-recho5 pr.:ipio::::. F'or otr~. ::·.:;~1,t.e puede tratarse de aquella 
!t..·9·=-.lid.~··=¡ 1:•~:ijet.iva s1 se est . .:t rt.·f1r1i:11do a los intereses 
i0sit1~1 ~s1 lo cual implica n~c8EariaLlente la valo1·aci6n y 
f.=illo ~El act·.:· 1-~·curr•id•:i F' 1:i1, eso r1iisruo se sef'iala .:;ue no se 
trat-a 1:ie un v•2i,dadero proces•J 2nt1,e F~·.:·i...-?s, sino de un mer•:i 
proces•:i al acto; .:'1'5Í la resolucl•)l1 q:w;;,:. ha de emit.irse s6li:1 
;-u~de c 1:inclui1, en la simple ::.rn . ..:la.c1i:•n •:lel act.o administrativ1:i 
,:,-i; . .;i,c~11::k1 Y n 1:i en la •:lecla1~-3c1611 de ningl~n derecho (ni aún de 
1,.,1¡3. in•J,.;:rnniza•: ió11 de 1:'.·.1~.:is y perjuic i1J·:; ¡ e·11 favi:>r del 
recurrent.21 111 siqu1e1,a en nin·:i:...in¿t condena de cualquier 
espacie dirigida a la admin1sG1·acion co~o sujelo, la cual, 
propiaMent.e 110 es part.e. ('..:!) 

C:or1;0 se des,F·rende dt-. l•:a t:·::.;puest.·~ la inicie:~! art.iculaci6n 
entre legalidad administrativa t situación jurídica del 
~\drilinist.r~v.Ji:• que•:lE\ difwi'l1n.:1da cuando se ci:•nsidera dicha 
12galid¿..d ci::iri'10 algo abstracti:o, supraori.:::.2nado y 1:ibjet.iv•:i, 
const.1·ui•:l•:i al r11argen de dicha sit.uaci6n subjetiva de l•:is 
.;..dl'!)i\1istrados1 d,.:·:;de la pura perspectiva inminente de la 
¿;_.j;,;_ ri:s~.r¿-.c ión. Al rec.:·11-.. :-icer a.l ¿~drninistP~O:o una acc i6n 
JUr .. ,~_cc1J~al para log~ar la eliminación de los actos 
~-·::m1nist.rat-1v1:·s ·::we in(l.~rren en cuá.lquier f 1:•rma de infracción 
al orden3rnient..•:• ju1,id1co, la ley 110 está atribuyendo al 
admin1st1·ado una func1:. ~~s~r3wta de fiscalizador de la 
ob·si:: '\1a.nc ia objeti v2 de ~~ l!?-9-J 1 idad por la admi nis trae i6n; 
~·::ir 2~ c•.:·ni:.r,;:..rio le est.?. reconocic-ndo un verdade1'0 derecho 
5Ubjet.i VO. 

A·:;í cuand•J el adrninist.rado ::.e ve pe1,judicad•:• en su ámbit.o 
oi.at.eri~l •:• m•:ii•al de int.21•.:-·:.2·~ p:ir ,:,ct.-.:a.•:11:.11es .:,dminis+_.r¿ttivas 
ilesalt.·s ,: .. dquiei•e, p1:ir l¿i c•:;njunci•~>n de li::is d1:is element•:is de 
p::?rJ•.ü..:10 y de ile·=.ial1dad, u11 de1,ech•:i su¡:ijetivo a la 
elir111n¿~c16n de esa act.uación ile·3¿,l, do r11•:11j1:i .:;ue se defienda 
~ 1·e~i::.:,bl2zc.:=t la int.egrid~d d..;;- ·:¡u:; int-~t·eses. Ese de1~echi:1 
suo.;et.i .,11J se revela en la at.ribuci611 P•:ir el ordenamient.o de 
un~ acción jurisdiccional, cuya t!tularidad y consiguiente 
d1 s;:..oni t:.1 l id.::\d ost.ent.a .::1 par i..i r de ese OK•ment.•:i plenaMent.e. 

r_:::: ~".: ...... ,;:.;'.jo G3.1·cí.a de Enterria. Tomás Raru•!•n Fe1~nández T·:imo 
l 1 ob. e i t.. pdg. :39 



Con el ejercicio de esa acci6n dirigida a la protección y 
r~st.~uraci6n de su círcul•J vital injustament.e pei·t.urbad•J, 
P 1~1ede11 derivarse c•:insecue11c ias para terce1·os, c1:imo ef ec t.i:i de 
l~. t.rasce11dencia de la act.L1aci1.)11 a•jr1linistrat.iva eliminada, 
dich•:i efect.1:i 1•i;sulta accidental en cua11to a que la acción y, 
cc1nsiguient.et1h?l1t·e el derech1:i: no están di1•ig1d•JS a. purificar 
por raz,:ines objetivas la a•:t.uación administ.i·ativa, sino a la 
def12nsa de los derechos del adrui~11st.rad•:•. El 1·ecurrent.e es, 
pui::-·a, pcH t.e en e-1 proces1:i y 111:. un 1·eprese11t.ante de l.::" ley; la 
:1.:mnni·5t.raci1:•n t.ambit:·n es part.e p1 ... : .. :esal genuina en cuz..nt.o 
·=1ut:- 1jest.inataria de una pret..ensión p¡•.:.ces.::"l que l~ afect.a y a 
la -:¡ue se opo11t:• act.ivar11ent.e; la acción jui•isdiccional es en 
ese sent.ido subjetiva y no •:ibjet.iva, 11:• que se hace valer en 
t:.·:. ;:·r':•ces 1:i 23 un verdadero derecl"K• subjet.i vo y no w1a sirnple 
$~~3nt{~ que por lo que respecta al administrado irapl1ca 
Lmi 1:.:1r1·1ent.e la 1·ealiz~tci6n de un int.erés inst.rurue11t.al en la 
legal:.d.;..d del C•Jr11;:-i:irtarnient.•:i ttdmi111st.1·ativo. (4) 

H~ d2 ser .:.bjet.o de dist.inci6n la relació11 ent.re el 
~dminisr .. rado y la admi11istración como efect..o del acto 
cont.ractu~l, la cual genera una relación jurídica bilateral 
en la que amb1:•s ci:oncu1·re11 en calidad de partes ci::>m1:• sujetos 
t.it.ulares de derechos y deberes rec.ip1•1jCC•S, de aquella 
relaci1~1i Jurisdiccional. 

En l~ priniera relación aparecen los sujetos ocupando una 
dete1'mi11ada situació11 o posición jurídica con m1:it.ivo de 
regulaciones n•:orr1iat.i vas -=iue se conc•cen con el n>:imbre de 
le9a.lidad administ..1•at..iva, la cual 110 =s en si una sin1ple 
ex1gt:onc1a ~. ella misroa, que F=·Udiese dei·iva1~ de su condición 

(4) F'•:i1• ello la afirmación dé! e:ai:hof, citada por Eduardo 
Gar·cia de Enterria y Tomás Rani•:1n Fer11ández: T•Jmo II •Jb. 
cit .. pitg, S2, en el sent.id1:0 de .:¡u.e t.•:idas las vent.ajas 
der iva1jas dal ordenamient•:i pa1·a cada e iudadan1:i se han 
const.i t.uid·:o t:11 ver1j¿tderos derech1:is subjetivos, 
e;<Pl'ésandv u11 pr inc ip10 ca.pi tal del actual Est.ado de 
Dt?:·~.:ho; per•:i debe ni.::1 t.i za··se para evitar prob~emas 
equivoc.;.s c•:in la 1:ib~ePvac i·>n de que- la consti t.ución de 
der2chos s1...1bjetivos no surge directament.e POI' la 
inserencia de tales ventaja~ desde el ordenamient•:i, 
si110 sólo y únicamente cuand.:• !as mismas sufren una 
.7tg1•esió11 injusta P•:Jr parte de la 
administración, derechos subJet.ivos que tienden 
ent.•:.nces al re·stabl2c !miento de dichas ventajas P•:ir via 
rt:~.ccii:onal o de elimin.rtción del injusto gue las niega 
la=. descono•:e o las pert.urba. 
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de·,:irganizaci611 bu1~1jCl'ática y racionalizada: es t.3.mbién antes 
·:;1..;e es•:i, una -técnica de gat'ant.i.zar la libertad. 

Toda acción administrativa que fl..ierce a u11 ciudadano a 
soF·1:irt.:1r lo gue la ley no aut•Jri::.::· o le 1mpida hacer l•:i que 
la ley p1?1'mit.e ·!11:i sól1J, es ur-:.:.t .:,cción i:-.::-·3al 1 es una agrcasión 
.:~ la lit::.el't:.ad de los ¿._1Jmin1st.¡ .. adi:.~.. De est.e m•.:id1:i la 
•JP•.:i.::-tcióii a un act•:i administ.rativ•:i ilegal e-;, en último 
e:.~ .... ~ru•:i una defensa c. los derech•:is debidamente t.i.~t.el:td•:•s P•Jr 
2~ o~dGnamiento jurid1co, :~J~ifica el segundo tipo de 
relaci&n comprendida en el ejercic10 de la acción 
jurisG!cci1.:inal. 

Si:.i::·i·i:· la base de la legalidad sL~bsiste el acto cuando la 
admi111str~c16n no tiene hacia el aoministrado la obligaciOn 
jurídica de observar la legalidad; por eso al referirnos a 
11:-is i lTtereses les·í tif')•:•s no p1...:-:de habl~~·se de que l•:is 
.:--idf!1in1·5t.r21.d-:s3 t.en9.:in t.:n derech1:• sub~~t-ivo a la observancia de 
la legalid~d por la admin1stracion. 

III .2 La Si tuaci.Sn Jurídica !::ubjetiva del Administrado en 
el Procedi111ient·~ Unilateral de Selección del 
Contratista. 

Según h•3rni:rs se1~alado en su 1:iportu11idad, el prc1cedimient.o 
w.,: 12.t.eral ije la a.d1u1n1st..ración :;e integra de diversas etapas 
~·1·i:11:12d~rnf:·r~t.a!>:?s ·.:i:...1i::· c•:•11duce11 a la. S€·lecci6n deol C>:•ntratista 
¿e la Aaministración PQbl1ca Federal. A fin de precisar la 
sit.uaci6n ~it~r:ídica subjetiva del a1jmin1st.rado corno result.ad•:• 
de st~ p.,;.~t .. icip¿..ción en el proco;:·:::~11ient.o select.ivi::i, resulta 
prirw:s1·di.:-1.l considE.·1·¿..r las cat.€'.·~.:·)··~as jurídicas que 9uar1ja la 
3it.uaci~n del particular en relac16n con dicho procedimiento. 

El ~d:~inist.rado es cualquier persona f isica o juridica, 
ci::i11s !.Ge>ri:"td<:-1. desde su P•:.si e ión pr 1 vada respecto a la 
?idrn1111stP.::·.c:!.6n p(,bl1ca, pero ca.be niencieinar aquella 
dí·si:.inción bási·:.:i. efect.t.:3.1j~ con ctnteri•::.rida.d entrE-
:,driiini·~r .. n.~1:k• siruple y z1drn1nist.r~do cualificado •:i det.errninad'' 
p>J\" _.11·,. ~i t.uac ión concret.a y particular. El a1:i.u1n1st1~adi::i 
siff•F'li;:.· os-t . ..:·•~:t.~ .. una posición purarrr~·nt.e genérica de ciudadano, 
t?l .:•.•J~11inist1•ad1~ cualif:cad•J 111at.iza s:... p1:1·.:;ición e11 u11C1 

s1tuaci6n especial que lo sin9ulari2a de aquella genérica, 



P1:-i1· vi1't.1..rd de un tipo de relaci611 ci:111creta gue l1:i liga con la 
adrninist.raci•:>n de una mane1'a específica. (5) 

De acuerdw a li:.i a11teri•:ir,la c1J11dici6n de administrad:-i 
CL~c.li ficado, se const..;.t.a, segl~n lo hemos 1jicho, cL,¿111d•:i este 
asume un grado:. especial di? depe11de11c ia rizspec t.o de la 
a 1:irninist.ración, per 1:• se produce est.a situaci6n cLH:tndi:• e~dst.e 
una ii1se1·c1ó11 del administrado en u11a •:'ll'ganiz:aci1~11 
adrni nist.rat.i va cuyas e~dsenc ias funcionales producen un 
12st.ado •je l ib21·tad i·estringido. 

En est.e sent.id1J, la sítuaci6n de sujeci·~'n 12special puede 
experimentar sob1·e la esfera juridica del administrado, una 
acc i6n a·jminfstPat-iva vinculant.e de una manera más di rect.a 
que ia del ciudada11•:i 01•dina1•io, sin las f•:-irmalidades que la 
ad~~~ .stración ha de utilizar para dirigirse hacia el simple 
aam:~1strado.(6) 

La. dist.inci6n va siempre en el sentido d~· que el 
admini5t.rado .:iue esta en una situación de sujeción especial 
?Uede 12'-:periment.a1· sc•bre su esfer.=:t jurí·jica la acción 
a.1:1.1ii11L:itrativa vi11cula11te de man8ra más e~(P!Z-di ta .:iue el 
adMin1s~-i·ado •:ird111c:tri1:1; ¿..sl, a difere11cia de Ji:i que sucede 
:•:•n el coco11t.r21.t.ant~: de la a•jmi11istrac1ón, la situaci6n del 
licit·-~1dor es dist.inta con n1ot.ivo del procedimient.•:i unilat.eral 
de selección del contratista. 

En dicho procedimient.:•, la sit.uaci6n que guarda el 
l ic i t .. ::o.dor es de n1ero tnt.erés e11 q1....1e ese procedimiento sea 
condwcido confo1'me a la ley para logra1· los objet.ivos de 
é·::.tei a sabe-1', de acue1'do al pliego de co11diciones ..::¡ue ci:)n 
e: ;;,p~c t.er nor-rna t.i vi:• i nstrument.a t.écni c~rnente al procedimiento. 

En p1'incipio asiste al licitador un inte1·és le·3ítimo en 
·=iue los actos pr.::icediment.ales quedtt·Ji invest.id1:1s de la 
le9a.lid~d, se:;ún se det.ernune la acci·~·n administ1·at.iva poi· el 
Pr•:•Pi•:• ;:olies•:i de requisit.cis. 

Al m1:iment.•:-i de la c1:invocat.•:iria1 resulta pa1·a el fut.uro 
licit.;..;.dor u11 interés simple en part.icip.::i.r en la licitaci,~n 
pób1ica 1 ·::ii....:e a t.al fin realizará el '-'rsani:1 adt"liínist.J'at.ivo, 
a.sí., ci.un cuand:i el fut.uro ofere11t.e prep.::i.1·e ·:H..: pr1:ipuesta de 
e-cue1~do al pl1e9•:• de c•:1n•:iíciones, si por alguna causa 
imputable a la administrac1ón, 110 llega a realizarse la 
licitac::.,~·n pública en el tiempo previst.•:.i, o aquélla es 

C.S) Edu¿¡,1~d•:• Garcíc:i de Ent.erría, Tc•más Ramón Fe1'nández, Tom•:i 
I I, •Jb. cit. pág. 17 

(E.) Ot.t.o Mayer, Tomo I, ob. cit. pág. 1:::4-137 



suspe11dida, ·::iueda e~c:pedit.a 1.~"" Clcción de u11a denuncia, misma 
'=tt.-'>.: tiene corn•J 1:1bjet.1:i el que la administ.raci6n revise de 
oficio la decisión que se haya c1Jnsidt?1".a1:k• al resF·t:cto. 

El i:.bjt"?t-ivc• de la denu11cia es la revisión por la 
au~ .. :i:·idad ..;i.jministrativa r2specto a la subsist•.:-ncia legal del 
act.1:1, sin que ello impli..:;1_..2 p1:ir nin:iLrn r11otiv1:• algún tipo de 
d¿:~cla:•fa.:ión i:n el orden subjet.ivo. 11.ii:. sucede l·:i misrniJ si la 
2-CCi•>n ju1·is1:iiccion.:: .. 1 va o!ri9ida al r~pc..ro de determinados 
det't?Ch•JS. 

'El interés simple, corresponde a todo particular para que 
la l•.:·y s6'a cut:iplida, sin que le asista un derecho a 
interponer acciones judiciales, ni recursos administrativos. 
D.:- •Jficio se instrumenta el PP•Jcedimie11to necesa1•io para que 
el acto quede investido de ia ri)a'fOP le•3alidc::td y op•:•1·t.uni•jr\d 
•41....1e se pr;:2vea. ( 7) 

L·:i·:; al canees gue tiene la denLJni: ia p1:iI· los actos 
~jecut.ai:k··.; pol' la administ\•ac :.ón puede radicar m1 la 
;·:\t.i i i.:ac ión de 'ésti:is o ·en ia ejecuci6n de ést.•:is se·3ún las 
::::i1is:~.j\?ra.ci1;a11es aprecia.1:i.::ts p1:ir el· Ól"S1&110 revisor de a•.:¡uell1)S, 
sin gu-? el lo irnpl igue la e~dstenc ia de derechos subjet.i vos 
d::l denunciante. 

·::!i ferencia del int.ert?s simple1 n•:is encont.rar1K•S con el 
ir;t2~'85 ~egí ~~1110 .:iue le asiste al 1 ic i t .. a.dor en el mon>::nto e11 
que- sE t-r~r1il t-tt el procedimie11t·:-i u11i ¡~.t.2ral de se Ieee ión del 
ce,, t. ,~a t. is t.a. 

E~ int.erés legítimo, c•:arresponde C::tl licitador, en virt.ud 
·:i:? 121 e"3PeciJ.! y p.;i.1"ticul;,.1· situación de fh:·di:i e11 que se 
hz.·ll!t PESP~Ct.·:' de l•:is d2más adrn111Lst-i".:;:~dos, en P·:?laci6n con la 
,:::.:;i'-iida. ob·::;~rvctnc ia y cumpl imient.o P•:'ll" par te del ó1•gano 
11~.it.¿._nt.e di: la 11orrnat.iv1d~d es'\:.¿,t:.lt.·c1.J2 en vista d2i int.eres 
general. dado •:iue 1je t.al obs'21~vancia •J in·:ibst:rvancia pueden 
~·2suló;.~P t·i.: .. -:sf!.ci1Js 1:1 p>:·r.'•_ncios e11 modo part.icular y 
c,:.,ncret..1::i. (;::) 

~-., la licit.z\ción pública los int.ereses de los licitadores 
en •J: .: n•:'I p1~1,cttdimient.c. se car;:""c t-e1· izan pi:1r los s i.;1u1entes 
¿..,-5pect-os: c.J L:.:-{ presencia di;: una n1:1rmc..t.ividad de 1:irden 
públic•:i .:;ue p1·edet.errnin,.,,_ c1:inc1··::tarn·.~nte la actu.:tción 
[•.dr:1i11ist.1•?t.i· ... ¿1 d.::-bid¿1; b) ·:¡ue t?.5.:1 c•::ino:::~ucta no seE· de-t•ida a un 

(7! ~::.,,._,.-.¡ Maria Diez, DERE:CHO ADl1INJ~:TRATIVO, Tom•o V, ob. 
e i t.. .'."">:ág. :307 

(:~) .Jorge Héctor Escola, COMPENDIO DE DERECHO 
AOMIN!SrF.:ATIVO, Vol. 1 1 .:.:-:•. cit .. pdg. 193 
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sujeto particulal" en situación de e'<clusividad, sin•J a un 
cc•nju11tc1 de licit.ado1"es concu1"1"ent.es al act.o; e) la 
1j1sp1:isici 1Sn de un interE-s ;:-erso11al y directi:i de- los 
lic{t.a..di:1res en el cabc1l c1..;mpliDit:·nt.o de la conducta 
administrativa debida.(9) 

Por· ot.ra pa1"t.e, no se c1:insider•a que en el prc•cedimiento 
licitat.ori•J el i11terés legítimo qt¡e corresponde a li:>s 
licit.ad1:ires st?a especial, en cuant.•:• a ·-=rL.te la c•:in1juct.a debida 
del orgrtn•.) licit.ante se conduce p1J1" el pl1eg•J de ca::indici•'.)nes, 
t.(h.:Í.Et Vf:Z .:jl.11? es presupuesto llOPfir~.t.iVC• de la ob!igat.oriedad dE 
C1Jl1dUClrSe s1::ib1"e dichas bases, para adjud'ica1· el c1:111trato 
administ.rat.1vo de cibt"a Pl.:blic¿i, 

A·;;imismo, cabe dest.aca.i· que la acció11 u omisión 
.a~jr1li11ist.Pat.¡va resultc-1 e-n f1:rrma in,jirect.a poi• la 
int.ei·relac i.S.n del pliego de requi-:s1 t.os con ot.ras n•:irmas 
P•J~: ~.f.·1;.,s c¡u0 inciden en la conóuct.a. debida pi:ir la 
&drn:.11istraciói1, de ahí qu.-? l1Js i11t.ereses legítim•Js 
cc•r1~espondan a a·:¡ut.-llos cfel i:.1·den c•:'ru·.::m. 

L1:i a11te1·i,:·1· presup1J11e al misni1:i tiempo u11a ver•:iadera 
relai:U·n juríGic¿t pi::ir la ci...ial el licit.ad,:.r que part.iciPz1 hace 
e~dg1b:e 12<. C•Jnduct.a adniinistrativa, s1n result.a1· p1'.:lr ningún 
mo~~iv1:• a..drnisible la alegaci~1n de un interés p.::1t.rir11>:•nial o 
m•Jral; que 110 sePía suficiente para le-gitimar al o los 
licit.ad1:.P12s. F'e1·•:i esa relación t.ie11e su •:.rigen en el 
presupue·5t,1;1 niJtíllii.ti ve• en CU.;\nt.:. previ;;. lr:is ac t.os de la 
administ.ra..i:: ión para la p1·esent.ac ión de propuest.&s f:·revia 
i:onv1)cat.oria y formulaci6n del plieg1,:i de requisitos. 

La debida cc111ducta p1:ir part.e de la administración p1·oduce 
una verdadera ve11taja a los l i e i t.ad·:ires aun cuand:i el 
ri:?sult.ado de ello sea el adJL./•::Hcar la obra pública a uno de 
los t.antos l ic i tad•'.)t•es, pero estiJs cuentan con la seguridad 
de .:ii..:e sus 1=·rc1puest.as fueron debid.::1mente ,:.¡nalizadas conforme 
a.l pliego de 1'equ1si tos, lo cual hace ve1'daderamente 
e-:iuit.at.iva la eleccióri de uno, de entre ti:i1.J1:•s l•='S 
l i e i t.adores. 

Asi ant.e CL~alquier a111:imalía el licit.adi:ir se encuentra 
ligit.imado poi' ese i11ter8s legítinw para hacel' p1• 1:ispe1'ar una 
verdadel'a acción e11t.abladzt, ol'iginando e11 su caso un 
be11ef i e io jurídic1:> e11 favi:ir del acc i1:i11a11te pa1'a revaluar de 
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11ueva cuent.a su ·Pr•)puesta, i:1btenie111j1:i una ventaja en cuant•J a 
.::¡r_.:e sea consider¿11:la di: nueva i:uent.a la prc•puesta. ( 10) 

Con el fin de prose-;uir ~11 la e~<posici611 de las 
si t.uac iones jurídicas subjet.f vas del administ.rado en el 
procadimie11t1) de selecci1)n del cont1•atista, ha11 de 
considern!'se lc•s me•:H1:is .:iue tiend1?li a prot.eger al 
administ.rado 1:lerivado de las situaci1:ines jurídicas en materia 
de obra pública. 

Est.e aspect•:i se aclara, sesü1~ :;e l""r.:t vist.i:i desde el 1:irden 
111:irmat.ivo con las dos cla.ses 1Je n•:irm0.s que p1'esup1.:me el 
derecho e- 1.:ir1ünist.pat.ivi:1. L..;.1s de relr1ci6n y las de acción. 
Las prime:~s tienden a proteger la esfera juridica del 
administrado, por lo que ~~ inf racci6n comporta el 
des::•noc1r1li..:~nt1J 1je un derecho subjetivo. Inversa.mente las de 
.;.,c~i1~-n u c1rg..3.niz.aci1:.n persi91 .• H?n el ;;.-~-: .• .:rás público, en el 
cual t.1JdoJs li:•s e iudadano·:;¡ t.:.enon un int~.:.:~és en qu~: se respete 
:.amb' .::.-t c:-st.-? segundo grupo d2 norr11¿,_s. Peri:• t.¿tl i nt.erés 110 es 
rel·:-·;.:..,:1t~2 dasde el puntc1 •Je vist.a ju1'id1co, únicamc-nte ·:;e 
ce·~-,'! -..:irte en int.e1'és 1-::·;;iít.irn•:• cU!tndo e)d-st.e \..~11.::1 part.icular 
c 0:i1-:•.:: .. ,·:. .)n ~ntre un sujet.i:i 'f l.a ni:•rm:t de acción de que se 
t-Pc.t.e. Así, se perrni te que dicho su:et.1:. r·ecurra cont.ra el 
act.o p.:ir el que se cor11eti·~' la infro.cc1ón de éi.quella norn1a 
est.;t:lec2d~ €:11 int.erés g('.-neral y con 1¿1 ci .. ~al guarda el 
~.·:.'.·,_·:.-t .. ·.:--.·.:\:. cierta 1~e1.:i.ción.(11' 

L•J tH1t.erior sup1,ne necesariar..u~nt.e que la n•:1 rma de 
i~.::-1.;.ción, se1'á la qu¿ t.;.ene c•:ir1v::i iin resi:0 lver los ci:1nflict1:.s 
de intere3~~ entre la administración y los particulares; en 
ase s12nt-i.d.:· pu2de conside1'al':5e q:....i=: Pl'•:it•.=•;.ia al c 1,nt.1'atista, al 
q: ... h? le ha sido adjudic.;:ti:k1 Lm c.:n:t.pat.o de übra pública, sea 
c:.1::ir•3i.nd.:·le b2nefici1:is, Pl'chiuienGi:> al Estado invadir ciertas 
áreas de 1.-:1 act.ivid.9.d indivi1J1Jal, sea dete1'rn:i.n<..,i1di:• las 
obl i·~ac iow?·• del pa1,ticul.:..r, ent1'e 1Jt-1'as. 

En 't .. ::..nt.i::i la n•:1rma de a.cción, sería a·:i~élla que regula el 
procedimiento unilateral de selecci~n del contratista, que la 
i11i::tr1·1¿t ~tdrnir¡:.:t.raci6n deb>:> sc•·;:.d.r en $US ¿,:tc.s, pe1'0 siempre 
-=--.Pt..-ll1t.a11do a ~ ~\ rnej1:i1' at..i:nci• ... -1 de los int.e1'eses ge11eralt:-s, más 
'-4~·? .:1 1.:.1. ~1t.uaci·~n de 11:.s licitaó:•res que p1:.d1'ían verse 
afectad03 por la actividad estatal.(12) 

< !O!Joi·;ie H0c t.op Es cola, TRATADO GENi::RAL DE PROC:EDIMIENTO 
ADr·HNISfRATIVO, r)b. e i t. pé!.g. 1:37 

(llir~~~~,.::1 Ent.Pena Cuestai ob. cit .. pág. 160 
(12)i~~c~or A. Ma1ral1 ob. cit. pag. 78. En cita d~l trata 

Gis"t .. :::~ argent.in.:. Agus~.ln A. 8.:.rdillo, .:¡ue al respecti:. 
m?.rn'f~est . .a, ..:::¡ue si E-l F·.;,t1'ticul.::-.1~ pue1je 51jlicitar la 



142 

En virt.ud de lo a11tes expuesto, ci:msiderando la 
sit.uaci6n subJ'et.iva de los licitadi:ires en el procedimient.1:-i 
u111later~l ije selecci611 del cont1·atista, se ha destacadi::i que 
las n1:irrnas gue regulan el procedimit::nt.ei lici tat.1:irio s.;111 
normas 1ji::- acción, por liJ tanto esa situ.3.ció11 jurídica de li:is 
lii:it.ad•:1rt-s podrá quedar cat.e•3oriz2dd de la manePa siguiente: 

a) Los · part.iculares que no intervie11en en la 
licit.ación t.ie11en ui1 interés sir,-rple en gue el 
Est.adiJ cumpla co11 la:; ni:.1·ma·s que 11:• rigen. 

b) Los ,,ferent.es t.ie11en un int.erés legítirn1:i en que 
di. chas 11.::irmas St":o respeten P•JI' la pr1:ipia 

e) 

adrn i ni st.rac i 6n. 

El adjudicatario es t.i t.ulai-· de un verdadero derech•J 
subjet.iv1;. f1·ente al Est.ad•:i, ciJn m•:itiv•:i del act.o de 
adjudicaci1)n c 1:•n el cual culminó el pr1:icedimient.o 
licitatorio.(13) 

Es evidente la pr.;.t.ecci6n de los part-iculai·es frente al 
Est.adü c.:imQ 1•esul t.ado de 1¿1. si t.ua.c ió11 jurídica que guarda11 
t.ani:.•:• e! .:..dminist.radi:• conK• la pr•:•p1a adr1\inist.rac1ón. Sin 
emba1·90, hemos de aclarar, si en el procedimient1:. 
aam1nistrativo de selección del contratista, él o los 
1 i.: i t.ei.d•:ires se encue11tran en una verdadera relac i6n jurídica 
de derech•:i público en la cual e:0<ist.é1. aquella parte de 
p1:.tc-st.a.des y deberes entre ambas p¿.,rt.esi o mejo1· dicho e11tre 
aquella situación especial de subordinación y sujeción. 

Sob1·e el particular, hem•:is de precisar ~ue n•J e'dste una 
relación jurídica derivada del procedimiento en la cual se 
C•Jnside1·e a·~u¿l la 1·elac ión especial de sujeción, y 
c..:ons1del'Ztndo ..:¡ue la licit.:t.:i·~·n pútilica es un p1~ocedimiento 
u11il¿..t ... ~_.1·al, al licitadoi~ sólo le asiste ese intei·es legítimo 
cüruo resultado fo1·zc1so de su p2.rt.icipacibn e11 la licit.aci6n 
pública, 1je t.al mod•"J qr.Je el =t.at.us jurídico de licitador y 
como consecuencia el derec~o a ser contratista de la 

ci:q1duct.a est¿•.tal en si tuaci6n de e~i:clusividad 1:- de 
cc•ncui•rencia en aquellos casi:is en gue la conducta 
debidc. a una pluralidad de individu.::1s, puedt! ser 
necesar•ii:i t•::imar en co11side1•aci611 el fin de la norma 
tr~nssredida, es decir, si ella tendia primordialmente a 
prQt.eger al individuo o a resguardar inte1~eses 
pú~·licc•s, de est.a r1lanera se 2nt1•eiduce el crite1•io de 
11•:.rmas de relaciD-n y no:ormas de acci•)n. 

(l:~:)Jbidi:-m, PC:t9. 80 
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~.:·ac Ó-\1 lo adquiere el ,adoünist.rado al mome11t.o en ..:iue 
~·1s.;r to .an el padrán de ci:•nt.rat.ista de la p1~c.pia 
t.:•ac 6n f'úbl ica. 

L·: ant.é ... :•:1r presup 1: 1ne -que 22'1. act.ual izac i·~n del 
pres·.·._:-)\?si:.1:• hi:ch•:'.1 p 1::ir el a,1:;:11i111s: r ."'.d•:J, const.i t.uye t?l 
n~ .. :.lr,. :11t.1:- de e58 dt:\~echi:· sín q:..hS: ~llo iri1pli-=iue el derech·:i a 
sr_,L:;"·~ ~\~ el co;1t.rat.•.:i. t 1:.id.ct vez ·.:u...ie p\j.ra la fol'mali::aci•>n de 
'2~·\:.e -:.e re•:¡1.Jíere la t.\~amit.~tci611 d&l p1~.:ic~dir1ne-nt.•'i 
i:.dm:ni-,J:;~z .. ~ ivq. Ah1:i,~a bie11, las impl icaci.,noa-s .j~l der~..:ho ai 
tont.r¿:.t .. :1 ::·1~esu;::-one1~ el que la P1'•:1p;...1¿·:;t.a 1:iel licit..;:¡do1• sea 
~-t\1..!1li::~;.da P•J!' el 1:1rga111J li..:it.:n1t~ n1edia11t.e el Pl"•:>c.t!dimiento 
·:iiSP\..H'~.3:-c p.:ii• t!l or1:jencH1tiet1t.1:• .:iurf,j:.;::o, ¡,, '4Llt:? origina a 
f¡.,, ... ;• !~~i licitad1:-1~ u11 mer1;i int.;..:·~s et1 que sea conduci1jo 
•:i;:h.;r :·,· 1:.o:edi~1)lt·mt . .;i a11 lc•s t.~rmi11os. prescrí t .. :is p1~r la norrna 
~1:.irí1:h.ca, para que el acr .. ,, qut: adJudique el ciJ11t..1~at.1:i se 
c-ncr...~iant.t"e i11vestíd•:1 1ja le9ali1:id.d. 

ConK• ci:>11secuencia de li:i. a.l"1terii::ir 1 el acto p1:ir el cual la 
aut.•:1 rid~d r..:·ch.zt=a al margen de cualguit?1" cc,nsid12rac1•}11 lia-aal 
la_ p1~i:1pu12st.a d.:l 1 ic i t.ador, ti".ae ap.;).rejad.'.i una evi1jent.e 
t.r.:insgresi·~n a las 9~1"ant.l~s .ji;! adfi1inist.radi:1 1 en lü 
P81"i:.ii.:u~;-ir -::'.tl ..:O.\"t.ículci quinto de la Constitu(ión. 

Por lo .~,nt.erior e11 el P\"01::=..:iimie11t.o licit.at.orio no e~dst.e 
una r~l..lc1ón j;.A)"ídica cie1~t-a '! calificada por el derecho 
público d~ spuesta p1:1r el p1·ocedirnient.o administ.1'at.i VO:•i en 
cuant.•:i a que la nc·1'm~ jui·ídica disp1:i11•3a vi.:1• 1Jaderas 
s1 t.u.;i.: iones de sujec i·~·n y de poder .:iue se deb=n los 
;...1jfllin:.:;;t.rados y la adm1ni-st1•a.ci·~,n com1:i 11:- est.a1·ian ~11 el 
cont\•a_t;.o d¿· ·=•bra pública. 

Asl, la participación de los licit.adi:•res en la apert.ura 
de p\·opuast- 3 s·~lo 1·e~·1"esent..:\ part .... e de la. legalidad gue debe 
eibs~·rvarsi.? .::n el procedim1ent.1:i 1je selecci,~1n dc-1 ci.:i11t.ratist.a, 
sin ·:;ue t.?llo ir.~P.li,~ue nec¡2sct1•iament .... e u11a ri::l~.ci1~11 a la •.:¡ue 
1:1:.s h8iú•:i-s referid•J. c1:1n ant.e1~i•J.rid~d . 

..... •:•!:.sf .. a11t.eJ l•:J5 act_.1:is qu:::- recaen c1:i\1 motiv•:. del 
pr1:ice,jir!)i2nt . .:• Lmilat.eral de selecci6n del r:c.nt.1 .. a~.ist.a y que 
li:i•31•a.n inc1d1l" en ld e·~fe1·a Jurid1,:2'. ..::::1 lic1t-a.•j,,1•, si::>n 
p¿·:;i..1lt..:tdC1 .;:.n principio. de l•:o5 efect.•:.s ,je l~ legalidad del 
p1·-=-cedimienti::i, i.mpl i ca1id1J 11ece·:::.a1· ia.m-c-nt.e el ll1te1~es legí tim•:i 
del ~:c1t . .&•:k1r, quedfan•jü l'e.:1uc1da la 1·e~:tC!.•:-11 jurí•jico 
espi?ci.~l ..:..: moment•:• ae- i=mi.t11· i::l 2ct.i:i admin1sr_.1·.'."\t1v1J. 

En virt.L~,j de li:i ant.es pi•evi·=;t.i;.,, E:l procediri\ient.o de 
seli=-cc i1~n 1jel c•:·nt1·atist..a ·~u::'\\'1:J2 un.:, 1~ . .:-.t-u1·alt:.-::.:-~ e111i11ent,.emente 
Lfftil~t.eral sin ~ue en el rnisro•:i se p1·evea t-ma relación 
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jurídica entre el órgano administrativo y el licitador; sin 
embargo, el lo no es •:ibstácul•:i para que la 1 .. elac ión especial 
de sujec ió11 sea considei·ada al mi.:1me11t•::i de gue l•:is act.1Js 
administ.rat.ivos se particula1·icen o individualicen en la 
esfera administrativa y en la del administrado, previendo la 
sit.uaci6n que al respect.o ·auarda €•1 o l·:is licitzidores. 

Por• último conviene hacer especial referencia a l•::is actos 
pri:ujucto de la leg¿tlida•j del procedimiento adrninist.rativo, 
rnismo·s qu::- gua1'dan 1..1na 1•elaci•:>n estrecha con la situaci6n 
juridica de li:1s licit.a•jores, quedan•:fo en primer 1.:irden el act.•:i 
de admisi 1>11 de las propuestas ci:in t?l cual la administ1·ación 
decl.~ra, pero n':i c1:inst.it.t1ye la ctndidad de licitador. Los 
ac t.1:.s de admi s i-!>11 Pl"IJF·orc iona11 una ventaja a las pers1)11as 
admi t.i(~as. 

En la cat.eg·:·ría de l•:is act .. :is adrninist.rat.ivos por sus 
efect.i:is, se suelen establecer actos gue crean 1:lerech1:is y actos 
·~ue dei:l~1r·an la 12~üst.811c1a di:• derechc•s y cci11 ello, hacen 
posible su ejercicio. En ese sentido la administración, al 
adr,1it.ir lc.s pri:iput?st.c.s no lei.s acept . .::~; 111:1 celebra con cada un•:i 
de los lícitad•Jl'es una pr•:imesa de contrati:i sometida a la 
C•Jr1dl e i6n res•:•lut.i va de que '2~-:ist.a una ofert.a n1ejor. 
Unicarae11t.e c.:1rnprueba .;¡ue ci:inc·....11"1"e11 e11 los licitadores y en 
sus 1:ift?rt.~ts las ci:indiciones exi·2idas para poder licit..:o.r y 
convercirse en con~ratistas. 

Al admitir una propuesta, la administ.ración que pretende 
c1:intl"i:itar dec!a1'a gue el autor de la mismi:1. es ti tu lar del 
derecho a ser contrat.ist.a y le recibe en el procediri)ient.•::i de 
selección; ni:i obstante t?llo no crea ni derech 1:is ni deberes, 
p1:1r ello n•:• e~ást.e un dt.•rechi:· subjet.ivo a que el licit.ad•:•r 
sea con guien la administración susci"iba el c•Jnt.rat'' de obra 
pública. (14) 

( 11.)1;~ respec t.o Fc•rst.hof f e i t.adi:i por .José Ma. E:1:iquera 
Olive1· LA ~:ELECCION DE Cür·ifRATI~::TAS •ob. cit. pág. 121, 
sef'iala qL.~e para la debida cornpr·c-ns1ón de la nat.uraleza Y 
efectos 1je la ad11iisió11 de pr•:ipuest.as, debe tenerse en 
cuenta que la admisión es un act•:i necesita•:fo de 
c•Jadyuvante. Es decir, que no puede tener lugar sin 
p1~evi¿, solicit.ud del d25t.iriat.3rio. En el caso que n•:•s 
ocupa, la solicitud de p21.rticipa1" en el pri.:icedimiento de 
sel2cci·:··n implica la present.aci·~·n ,::f,? una pr•:•Püsici6n. El 
di:st.i11atario del act•J administrativo necesitad•:- de 
co.=-.dyuv.;.int.e peo.rt.i e ipa con su voluntad e11 el nac irniento 
del a•:t.o. Su coopei'ación co11siste en gue p1:ir rnedi 1:1 de 
la m.:..ni fest.ac .:.6n de su volt.mt.ad, se pone en m•:ivimient.o 
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T...;! Y CiJíili:• se analiz6 en su op1)rtunidad, el actc' de 
é1djudicaciiSn .=·roduce efect.ivarnent.1? cm1secuencias jw'ídic:as: 
la elecci•)\1 del licit.adi:n· 1je ent.re los admit.idos y la 
det.e1"'minación °je su situación jurídic~l; por ello con la 
adjud!caci 1~•n sobre cuál es t:l licit.a•:k'll' con quien desea 
cont.rat . .;:,r ni crea 111 dec !ara en fav1:i1"' de é'st.e el derechc1 a 
s=-p C•:int.rat.1sta, ti:1da vez que est..e der·echo existe en los 
P21"'ticL~laPes i ne luso al roorne11to de publicarse la 
cony1:icat.0:i1·i;,, Y lo declal'a, en cada cas•:i si11•3ula1"', el acto de 
adm1s~·~·1:. La elección no es ruás qL~e cc·ndición para el 
GJt=::l'C 11: tQ del d 12rech·:i a ser co11t.¡·:-·.t ist.a. ~::ól•:i ·:¡t.::.en ha sid•:• 
f:l2·~j_d•:i FLI2•:it'1 eiercit.¿t1• el der•2ch1J s1Jb1·e el conti·ato. 

El act.o de selecci6n 11ieg¡;, .::-t l1:is licit.ad•J\•es adrnit,id•,s, 
perc• no ele·~idos, el dl5irut.e de su de1•echi:i a ser 
co1-,.:.1·l<.t.ista. f'ui:::de, en ese sentido lesii:•\1.3.\" 11:.s derechos que 
10;;1:-i,ent.e t.ienen recon1:icidi:o:: los licit.~.d.;.res a convept.irse 
en c•:•nt.rat.ist.as. Sus c•:insecuencias se p1•ovectan S•.:'lbre la 
esft?1"ct .iurídica de l·.:is no e:·-··"·id,:·s rest.rin·:nendo su capacid¿..d 
de fJb¡•a.r. 

Con el 1:ibjet.o de preci~··"'1r io antes e~i:puest.•:1, la con1jici611 
p¿ra 21 ejercicio ~el der~~ho se red~ce a que la accion 
adr,1!nistp.ativa s..::·a. conducid.::\ s•:•c.re la legalidad y, s6l•J en 
e·.:;+ .. e aspecto al admin1strad•:• le a.s:st.e el int.e1·é·5 le·~ítimo de 
•:¡1_:~? la .z,c\..•...1.::1ción .::ldr1iinist.rat.iva ·:iuede investida pi:1r la ley. 

El ejercicio del derecho a ser contratista se encuentra 
condicii:·nadiJ a la legalida1j dt:·l ;:·POCQd1rnient.•:i unilat.e1·al de 
selección, por lo cual al n:.:irn . .::!'1t.o ,:~1 acr_.o de adjudicación 
det.~r·roin¿, ~l licitador selo.:.::on.::ido gc.:z:ando ést.e del derechc• 
~ ser co11tratista. 

L.::.is pe\~s1:•nas que se eo::··nsideren lesionadas pc•r la 
adjudic,\ci•,\1 pueden en ~plicaci•)l1 de li::is pri-.:cipios si:•b\'e li::is 
·:iue descans~\ nuest.ro re·3imen juridico-adrnin1st.tat.ivc•1 acudi\• 
211te l.·:;. ..:·r•:•pia.s .:i.ut . .:irida•:h:.··.:. ~·.dmi.iistrativn-5 para que éstas 
pr1::ic~da.n a l.::•. revisi6n de los .:1ct.::is que const.it.uyeron el 
p\'OC2d:!..mient.o c•:•niirmánd•:>io5 y, ~n su :aso, ·=tuedando 
subsist.ent.e l.:\ legalidad del pr•::icedirnient.o, ,, en s1....1 cas•:i. 
l''".:?';";•'Jlv..-:1· s1::ibre aqu2!~C•'3 a.sr·t?Ct·•)S q•..1e v:·:iar.,n el 
proc¿·dir1d::nt.•:i, pero sin qt..e: el sentido de la res1:ilución 
c•.:inf i-;iure la. pret.ensión del 1'ecu1·r-:nte. 

la actividad d~ la administración cuyo termino es el 
acto administrativo. 
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los Licitadores en contra de los 
la Administración en el 
Vni lat.eral de Selección del 

Comc1 efectc• del Est.ado de DeI·echc• las relaciones jurídico 
adn\i11ist1·ativa.s entre la admi11istl·aci6n pública c1:in otr•:>s 
sujet.i;.s sea11 o ni:i estat.2tles1 gueijan nc1rma•jas por el 
o\•deliamient•:i jU1•í1::iic•J, s111 er1)barg•:)1 •:escansa soJb1•e el mismo 
principio aquella relacion especial da sujeción entre el 
·S.rga111J estatal '/ el súb·ji to. 

En relación a li:1 anterior, e11 E·l cc•ntrat.o aijministrat.ivo 
de- obro püblica se p1•esupi:0ne neci;::-s~:wiarnent.e los efectos de 
las relaciones jurídico administrativas, con la diferencia de 
•:¡ue t.1:ida 1·el.z...c1ón especial de sujeci611, implica el eje1•cici1J 
de las pot.E·stade5 p()blict:1s 1jet.erh·11n.::~das po1· la Le'/. En el 
procedimit::\1t.c- uni la t.eral de seleo:c i611 del contt•a.t.ista 110 
existe aquella relación jurídico adMinistrativa entre él o 
11:.s licit.ad•Jres y lo adroinist.raci•)\'1 pública1 ú1iicamente ciJm1:i 
proced!mie\1t.o de form¿11:ión •jE-l act•:i di? adju•jica.ci·~·n, y p1Jr 
e-fect.o del int.e1•e5 le·;ít.tf\\o ..:iue le asist .. e a l1':ls licitado1·es, 
p1,,ti2de irur:·licar una modific¿•ci·~·n de la. situación que guardan 
c1:1mi:i 1·esul t.ado de la pr1~puesta fo\•1w .. dada, de tal ma11e\•a que 
t10 t.?~::ist.i=:- un.::, rQlación es~·ecial de sujeci611 de éstos, al 
m1::ime11t.o de se\• admitida la pcopuest.a. 

De·5de est.€.· pw1t.i:1 de vist . .::1, cualquie\" acció11 que P\"et.enda 
fQrmular el o lQs l ic i t.ad:ii·es -:;ued21·t1 1 imi t.ad.:i., seg(,m se ha 
s¿;f"i2.lado ¿1 la CQt1sids•ración ..:1bjet.lva de su PPOPL~€·st.a, sin 
f1.:irm'.ll.;-.ci1:ine-s subj~tiv~s, ni acci•Jnes poi .. •jaf'í•JS y pei~juicios 
o ini:ic·r111ni:::acion2s de cua.l·=ti .. tier t.ipi:•, de1'ivadas del act.o de 
e.dju1J1::ació11. No ·~bstant.e ello, este t.ip1:i de d...:ciones pue1je 
ci:msid~rarse c1:im,:i cfect.o inoire.:t.•:t de la ialt.a de apreciació11 
p.:ir part.i= del ótga110 iicit.unt.e de l:' 1~ferta '' P\'tJPUesta 
formulada, siempre y cu¿t11dr:. l.;i. considet'a.ci·~'\1 hecha a la 
pr1,;::-ue5t.a 1•esul te ser lü <.:1Ue mej 1:ir ci:i11ven9a a la 
administ.1 .. aci6n F=·ública. 

C·:·n t.·l c•bJet.o de at•oPdar el an~l isis de las instancias 
~·je e i·:ias p1:-r li:is licitadores e11 c•:q1t\'a de los ac t .. 1:is de la 
adr11 nist.raci•~111, hemos de refe1•irnc•s en PPincipio C1. la funci6n 
..:-.dm 11isí...r.)r,.iva de i:a.rácte1· j!.A1·isdi 1:cíi::inal. 

F':•oó·..Acid1:0 eJ ¿.,et . .:• de la admi11ist.raci.Sn, e11 seguimient.o 
del ppocedimient .. 1~ uní lat.¿ral de ~elecc íón cor\•espondie11te, el 
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i:·1·d-:namient1:i jur ídi C•J reconi::•ce a sus des t.~ na tar ios la 
po·::ibilidad de inconforma1"se 1:ibt.eniendo c..:111 ello la revisión 
1J~.?l prcn:edimi~11to, bien c.nte el pr1:ipio ente licitante de 
quien el act.ci Prc•cede, o en su cas•:i, ant.e un 6rgano de la 
administraci6n distinta al qu~ c1J11vocó a la licitación 
F·úbl i ca. <::n 

A Pesa1• de .;:¡ue a los licit.adores ne• les asiste un de1•ech•:i 
subjetiv•:i concrete• y particula1• 1 i11·1·:>can li::.s intereses 
l12:.;ít.im1:is .;:¡ue como presupuest.1:i necesario r:-roducen 
ind:.scutiblement.e el que la aut .• :iridad le•Jitimüda papa conocer 
de la vía recursi "'ª ent.1·e el f 1:i11do del asu11t.1:i 1 revi sandi:i 
1:.bje+ ... ivamente el procedü¡1eni:.•J •Ja selección del contratista. 

La i11co11forDiidad prevista en la Ley de Ob1•as F'Llt•!1cas 
impli..:z~ una verda1je1·a pretensión ei1 cu.:;nto de cuya 
articu:aci6n técnica, es requeri¿0 para tener acc~so a la via 
jurisdicci 1:inal, elli:i tiene c•:·mo :·t:.·sult.ado i:n principiü, el de 
un aut.ént.ico privile9ic1 d~ la ¿~dminist.ración y 
c1:i1•relat.ivamt?nt..e, el 1.:ie- una carg.:;. efectiva para el 
adr1dnis.t.l'ado si se Preten1je juzga1· los ai:t.•Js de autoridad. 

E11 vi rti.1•: de lo a11tt?ri.,:,r J !a inc1:inforrnid~d administrativa 
es e~ierc1d& c1:in la p1·ett:·nsi•>r; de rE·v:.s.::11" los actc1s 
proc.=1:±!.mentales a fin de 1:ibten121· de elliJs la le9alidad.gue 
d:?be:(. obsei·vaP; el 1..:i dista r¡¡uchi:. ·:iel recurso adr11i nist.pat.1 vo, 
~-~ :::uan:.1:i a que el efect1::i direct.:i es c.-1 1:.bt.ener la rev1Jcaci6n 
d2l act.c1 le!:·i·.-o a l•:is dePechci~. c.:•n·:retos C• pcH·t.iculares, o 
bien la di.:it:nsa de l·:.s int.eres12s legí tini•.'.)S del propi 1J 
administradrJ. 

H.::1 de sef'ialarse que de la llarnzvja autot.utela de la 
~1dmin1sti·a.c i1:.n Pública deriva lc:1 posibilidad de que la 
adm111i st.1•.t1c l·~·n prciceda a revoca1~ 1:i pef •:ir mar, anular o 
su3pe11de1· una d~c1s1ó11 adn)!n1strativa sin que esta.s me-didas 
se.:.,,., e·;p,~·= í f ic;;:1urent.e la c•:•ns12cuenc 1a de un derecho subjetivo 
he•:;-.. :. ·:;;:..i,:·l' &:·•:11· un p2trt.icul~r fre11te a la administración, 
s:1x• de !.}!-,a .;: .. cci.~·n est:•cint .. !\nea, .:.tici1:isc:i, de ésta 1J de una 

(.f:·: ~:.:.b;"t: 2st.e .z1specto herni:rs dt- rc·mit.irnc•s a lo seí1.alad•:• 
P•:.l' el t1"atadist~ argentini:i Rafo.~l C!ielsa, tomo I! Qb. 
cit .. ptig. 2 e11 ~.:r Pel~ü.ivei a gue la funci6n 
C\·=·· :.ni·5ti•ativa queda s1::ib1•e el grado jurisdicci1::i11al cuar~d·::i 
st? impug11a un acT;,o a•jminist.r~t.ivei fw1dad•:• en la lesi6n de 
un 1.:h=i·ech•::i •:. u11 int.eréos legi t.im1:i del 1·ecurre11t.e y que 
P•.'.'lJ' t.e-.nt. 1:r, en €.·se pPir,·iS·r- ::iC:r1·:~·nt•:i la misffla aut.oridad o 
sup•2J'i1::ir jerttrquic1J i.;:.11 ftn1:.:.:.:1es decide 1) •:iecla1·a P•Jr 
'Z·i mismo la pretensión. 
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simPlt:: de11uncia del particula1•, que puede ser u11 inte1·esad 1:i 
en t:l cas1:i, pero tit.ula1• de un int.e1·és simple. (15) 

La aut.otut.ela de la Admi11istración Pública se manifiesta 
fundar¡,ent.alr11121~t_.e en esas medidas .;¡uE- put:.·de ést.a ti:imar: la 
revucación, la 1•ef1:·1·ma, la a11ulación y la suspensión del act.o 
(:f:), peri:• de co':'lfc,rmidad i:co11 la Ley de Obras Públicas, el '" 
l1::is licit.adores deberán incoar la inconf,,rrrlidad a efecto de 
que el 1.'.i-rgano adrninist.rat-ivo proce:·da al e;i:arnen de las 
consii::fer;;:..c i•:ines alegad.J.s por el i11conf•:i1•me. No 1:ibstante 
12110, ¿.n at.e11ción al fin ·:;ue pePsig•_:e la obra pública, así 
com1:i li:is intei·e~es que 1:!est.ai:a11 en la ejecución de esta, al 
ór·san1:i adrninist.rat.ivo no s6lo le asist.~ compett?ncia par·a 
res•Jlver lc•s argumentos vc:1·tidi:is por el licitador, si110 gue 
PC•r Principio debE: refe1·irse Et t.i:id.;.s aquellas situacicines .::¡ue 
h:.,n viciaijo el priJcedimient.o lic1t.ato1·io y 211 act.1:i de 
ad .it.~·j i cae i ·~n. 

Es decir, la i11confo1·mi1j21d lleva ir1iPlícit.1:i el determinar 
la ve1·dad r1lat.erial, o -sea, L!\ realidad de l•:is hech1Js t.al cual 
ést.os s1:1n y ne• cc•mü puede-n resultar de lo di·:ho por el 
p1·om1.:ive1Tt.c-. F'•.:ir elliJ, la autül'idad a.:ímlnistrat.iva investiga 
:.:is hech1:is, acLm1ula las p1·uebas gue est.ima conve-nient.es, 
uclara los puntos que le par~=·:~;.11 dudüS•JS y, e11 fi11, llega a 
precis~r si:•b\•e bases efect.ivi:1s !iJs supuest.os s•:ibre l 1:is cuales 
ha de funda1· su decis!.1)11 de actividad p1Jst.eri1:ir. 

F'·:ir iJt.r·a parte, de ac1.Jel'd•J a lo precept.uadi:• por la Ley de 
Oora.s Públicas la inconf1)rmid~'J ,c::·revist.a e11 dicho 
•:i1·den,1miE-nt-•:i n1J se c•:rnsi·::iera cc•rrw l'ecurs•J adr11inist.rat.ivo, lo 
cual impl i,:a el que P•JI' el moment1J debamos atender a otro 
t.ipo de r l9u1~as administ.rat.ivds ci:•rno lo es la instancia 
adrni11ist1·at.iva. 

(!S)Ant . .:.11io Carrillo Flores LA .Jl_J.~;TJC!;) FEDERAL Y LA 
AOf-1IN:.:::RACf!JN PIJBLICti (la. Edici•,n, E•:lit•:irial F'o1·rúa, 
Me><i eco 197:3 :i p«g. 1 O.S 

I*> El tratadista mexicano Antonio Carrillo Flores, al 
1·Ederirse a l~ áut.i:itutelz... de la administ1·aci611, cita lo 
.:iue 1.;l dQi:t.1·in~ .;.lern¿1n.:1 h.:.. de ll~mar "El Refleje. del 
Dei'ecn•:r'', lo cual im;:-l1c2. necesa1~iame11te una defensa 
r-e.al para el part.icular·. Así una det.E.'l'fl1inaci6n- t.i:•mada 
p1:.r la Adrninistraci•)11 Pública e11 ejercici 1J de sus 
facultades puede favorecer al particular inconformista. 
Inclusive es co11cebible la c•Jincidencia e11tre el 
favorecid•) y e-1 p1•c1r1;ov2nte, en cuant>J el act.o ha sido 
afust.ado a la 111:i1·ma jurídica; sin embargü, seguirá 
~·~~~noose de un fen6meno r8flejo. 



C.: ... bia p.\•ec is.:;,r en términos ·aen~rales quia la inst:..a\1cia 
admin:strat.iva desd~ un punt.o de vista doctrinario, es una 
fl\(':1~a pri:tensió11 ..:;ue t.iene comi:1 finalidad Pl'eveni 1~ el 
n,;\c1r1.:.'.:::.·nt.1:1 ,je un ~ct.1:1 ,t(drnínist.r.z1t.iv1J desfavorable 1 es un 
mej:. : ... :e dG-fens.;;.. con gue cue1-,ta el particula.1~ p..lra hacer 
f1"¿;nt.¿: ~ los act .. c.$ de la aut .. :·rir:J¿1d adMi11ist.rt~t.iva. 

L1:1 ariteri1:i.t' h~ce sup•:iner que la negativa por parte del 
cirden~mi.>nti:i jurídico en cuant•:1 .;:1 consi1j21'ar a la 
i11i:onf1:.rmidad 1:•:•mo un recurs•:> 2.dm1nist.1·at.iv1:•, ha de \"esi=·onde1" 
en principio a aquella ~~tnica de Ja ins~ancia. Sin embargo, 
cabe c.cla.1'c\\' 'iUe t::l a.ct.1:i ,j . ., ,:,djudicac:.·>n ci:1.nt.r; .. el cual 
P\'>JCed¿ l~\ inceinf·~rmidad, es un act.:i .:=.:1dru1nist-Pat.ivo 1•esultado 
de le:" Qbserva11c i.l dl: un i=·r1:•cedim1enti:1 ui1i lateral qut!' pe1•sigue 
1:1 Ztdminist-.·~;·:ión i:-re-vi~ndo la :::;elecci6n d·~l cont.ra.t.ist.a. 

Con e-1 i:ibjeti:i de c1,r:iFr'•?nd1: .... 1• d"1?1"'!t.ro del ma1"c•:- juri1:Hco a 
la i nc1:1nfi:ir(111•jt\d, se :-1z\ ue cons1de1'r~r 2.~\ Pelaci6n •:iue 9uap,ja 
~.:. ~i(it.ad•:t1· e-n i:l pr•:•ce-,jími2nt.•::i 11c1i:.~to1·:;.i:i pa.1·.a gue, ci:in 
'<i:::tl'I'·=· .je la ilt.·9.:1lid.:.d de los ¿~et.os d~2 lE administraci6n, la 
ínci:·nf1::i1'mid¿..1:J se t·e·J'uzo:a a i..ma preten'3i6n ·:·bJetiva 110 
calificaaa ni detern1inada por la ley 1 p2ro con un fin 
i11h~i'e11ti: a su gi:?st.i<•n, i.:-11 :·..i~;.1ito r, 1..:... rfrv1sión de los actos 
ri1.:it.iviJ de la pi•etens::.6n f 0:.:11 5\J c.;.so obtener i:je elli.:i la 
·1·1,'-::i:tia l.;gal id~,j di? aquél l·JS, segt::.111 li::i prev~a la n1:irmat.ividad 
.:j¡ ~ t.¿1da í=',!o.f'ct +2SE COfi1et.idü' 

En c\tan.::ió·I1 a l•:is d1:1s obj>Etiv•:is cef"iidos 
de l~ il1Cl'.)\1fi:'II ... midad p1·efer:m•:.s darle el 
l'i?CLlr~1:i 1 p1"t-vie11d:· para \.al fin li::ts 
ne-cesa.1· i~ni2nt.•::: impl i..:a. 

por el ejercicio 
calificativo de 
r.:•bstáculc·s q1.1e 

En pr1ncif:·io para dar vid.:1 al Pe1:urso administ.rat.iV•) se 
rt:·.::;uiere qu~ el derech•:i Qbjetivi:J ¿-:;t.ablezca la p 1:isibilidad de 
·~1.,..1~ un part.ic•~~lar iffrP'..J•;Jne- ;:,nt.·:· r..Jna ZH...Jt.eiridB.d administ.rat.iva 
una di:c1si.?11, c,:.n el dE-recho •J·.2 que l,':i . ..:i.ut.01•id;.,d a q1..1ien se 

c1_:.:_·.,':.~'.....':'," ~.:_:~,11 11 t-a _ •... 1~~~~~,-,t_,',_,'-,10va )'esi:. l 1~''= !. t~·n .:1dr11 L ni st.rat· i va sobre el - .~ ~~ ~~- __ examinando solo la legalidad o la 
op1:.r~.v1,1ded, s¿:·gún la 6rt1i t.~ de f.:io::u: tad2s conferidas a la 
2l:'...i~··=·1·1d~.d F"'r ~i. de1"2cho r··..:·:-_tiv·=·· 

El 1·c:·cu;~so administ.1'af...iv•:i rK• e~ds+..e ta-11 aL~sencía de la 
lc?'f. (>...1,:-.ndi:i ~l derecho ()bJet.i·10 que \•egule el .:..cti:o ··ima.\•i 1~ 
i:i 21 pr•:Ot~dimient.eo en gent:•ral dE11t.rc1 del cual se ob1·2, nc1 de 
el dei·-ec:ho di: 1:"1curt'ir, no debe hablat•se de- u11 \"ecurs1:i 
2dro~f1istrativo.(l6) 
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Además de la vigencia del derech1:i que lo conceda, se 
requi2re la e}c;istencia dé una aecisi6n impugnada, de una 
iwpugnac i1)11 por pe1·sona a quien el derech1:i objetivo 1·ec1:in•:izca 
cc.m1: 1 int.eresa•j•:• directo, que la irnptJgnaci6n se haga ant.e una 
aut.i:H11jad adnrinist.rat.iva y ·=iue esta deba pr•Jveer sobre el 
f 1:indo de la c•:1ntrovers1a con Lma nueva decisión 
admi nist.r,::..t.i va. 

Sc.bre es t.a base, ha de adm i ti 1·se gue la i ne onf orm i dad 
previ:;:.ta en la Ley de Obras Públicas, a pesar de su carente 
dt:·i:.21•;1)i11.::ici6n •:•bjet.iva i:·or li::• que se refiere al p)•ocedirniento 
·.::¡ue ha de seguí rse poi· la aut .• :.¡· idad prtra su t\•ami tac ión 
alcanza11do la •:J'ecisión definitiva, ha de tratarse en 
p1•i11cipio 1je u11 verdader1:• i·ecurso p1:i1" el cual la aut>:iridad 
est.á obl19a.ja a resolver la cuestión c•:int.rovertida, acz:ttando 
indisc:ut.1blemente 11:is principios rect.>:i1·es ..:¡ue fija la ley 
ci:irüC• 1·2sl~l t.adc· .jel Est.!1do de D1.:-rech1:i, ..:¡ue se t.raduce en 
1091·2.1· L:'1. m.:á:ima legalidad de los act.0·5 de autorida1j, 

A pesar de que son variadas las pet.icicnes y alegaciones 
que se ptJeden efectuar b.nte la eo.dministraci6n, siend•:i muy 
d1vers1:i 1;,.ambi~ni su car.=..cter y •:•bjet.01 los reCUl''S•:is se 
t1pi f ican por consti tiuir una impu-¿m~c ión f1:wmulada c1:i11tra 
decisi•:ines de !a a•jminist.raci6n es oec1P1 una 1:ibjeci6n del 
acto dict.ad•:•, que queda ei.sí cuesti1:inado por ld sustancia del 
reCLJl"S(•. ( 17) 

En general, el recurso administrativo implica la 
impugnación del act.•:i ~dministrativo c•:in el efecto direct•:i de 
gue s.a ri'1odi'f1que o revc".::iue el acto gue se esta impugnand•:i. 
Pero, est.1)s efecti::is alcan=~"1.dos dii•ectament .. e por el recurs1:i 
2.dninist.rat.ivo, si::in de igual manera c•bjet.ivizados por la 
inconformidad precisada en la Ley de Obras Públicas, ell•:i es 
así por el fin al .;¡ue 11eces~1ri¿:tr1ient.e se cif1e el pr•:icedirniento 
de selec::ión del cont.1'3.tista, Pl'eviendo por· ell1:1 la elecci•>n 
d•.? 1¿1 ppopuest.a que meJor conven·3a p¿tra la ejec•.Jci6n de la 
o~,r~ .Pú~lica, la cual refleja un interés preponderant.ement.e 
pLJt•dC•O·. 

C·:in ell1:•, qc.ieda acreditado d¡¿·sde Lm punt.o:.l de vist.a 
finalist.2. el que la inconf1:irnüdad ·:;ea. un recurs1::i POI' cuant 1:i 
?.l ·:ibjet•:• la:•grad•:1 1 así es tr•adlJcida la pretensión deo un mer1:i 
ínte-rt:s le9itim•:i, mism•:i que rn:i encuent1•a obstácul 1:i 8\1 la 
.;:idrnisi•:·n del rt:cu1•so administ.r.;:1tivo por ser resultado de la 
má~¡;ima 1jefensa a la legalidad en los act.os calíficado:is 

( 17 .>Jo•·se H<;ct.or Eseo~Ja TRATADO TEORICO PRACTICO DE LOS 
F:'OGUR~:0:3 ADf'l!NIS rRATIV0:3, ob. cit. pag. 211. 
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conf ''rme a. la norma ti vi dad dispuesta para la l ic i tac i6n 
F·GlbJ : . .:a. 

Dent.rc.1 del c•:•ncept.o de l1:is recursos adrninistrativeos, se 
admite el •:¡ue l>:ts admini5tr.: ... d•:is pueda\1 deducir ta\1lo un 
derect-10 ¿.11 s.e11ti1JO est.rict.i:•1 c•:•f1'':-' un int.t.·rés legítimo 1 de los 
que a·:.;i·5t.e a. los licitad•:i1·25 (\'ecurso 1;ibjetivc• a d1fer•?ncia 
1j12l rect.H"S•J subjetivo). En gene1·.:::ll, n1J h~.y obstáculo algunc1 
:=·ara q1...ie des:•:l2 esta sit.uacii.."l.n la i11c•Jnf•J1·rnidad se compre11da 
cent.ro d:.:· l.:::ls vias recursi .... •.:::ts. 

Ant.es de pros~.?guir con l~\ cct1•acte1·izaci·>n i11trínseca de 
~·:·s recurs•:•s adrninistrc.t.ivos, es di.::c:i1· i:1:•n e-..quellos va.lores 
l.nt"u.::1·ento::s ·:¡ue ·5e persi·;Juen con el 1·e-cu1·s·:•, her11os de p1•ecisar 
·=lue dt3 c•:•nformidad con la L•:OY de üo1·as Públicas 1 result.a 
competente pa1·a. •.?l conocirnient.o d.: :.~ inconf•J1•r1\id&.d el br9an1:i 
licii:.a.nt.e, así c 1:•f1) 1:i la Oi;:..;:·t:.·ndencia de la Adrninistraci6n 
Pública Fede~·al v:;ec1·et..a\'L1. de la C1:)nt1·alo1~i.a Ge11e1•al de la 
Fe.jer-a•.:i,:,.-,J. 

Aún c•Jand•:i hemos seist.enid,:· que la inconf•:iPriüdad prevista 
¿.n r11.G.teria de obrz1 p1.:'.:blicai es e11 p1•111cip~1:i un recu1·so 1 h8 1je 
s12¡• objeto •:le e·;t.ud1ü t!i. va).:q· '=lL~e dist-in91...ie a la 
u1c•:•nf 1:.n.•:.dad •Je u11a s iri"1F·le denui1c 13., t:·n cuz,.t1t.1:i a l·:•s ef ec t 1:is 
q1.;e •:Hch.::\ p¡•etensión pi...ied,:.. .::-•.lcanz.~r ·~n relación ccin el act.•J 
1:.:-f i ni r_.iv•:•. 

La inconf•:irm1dad cori1i:1 mediD de impu911ación de w1a 
ri.::5•Jlución definitiva de la admi11ist.1•ación, POI .. virtud de la 
Lu:d se adJudica una obra pt:.~bl1ca, const.it-uye una garantía 
p.~Ya. los afectados po1· aqu .... '.>lla, en la medida en que les 
asegura la posibilidad de reaccionar contra ella y, 
ev211tualment.e, de elimir1a1· el efeLt•:i que \'CPt.:'l\'ta el acto de 
adjudicaci6n.(18) 

C:i:irni:• 9ara11t.íz~ para los licit¿do1·es1 queda limita.da 
pri1-.. :::.pñlme11t~: Et ·=k:•s .:..speclos fundument.ales; P•J\• u11a pa1·t.e se 
l"eileja en el i11terés li;;:og:l.t.imo que le as1st.e al promovent.e 
pa1•.;:i que los act.•:os d2 la a.dmin1s:.raci611 que1jen investid•:iS de 
l~\ H:,il<irna legal 1dad, de rili:u:k• qu.2 se.:o.n producto de lo gue la 
rui·3fnd. 11•:i1·ma p1:isit..i\·~ .:.:·.:e'.~.a.. 

r=-·.:.¡· •:it.r•:· lado, gueda el daf"io C• perjuicio ocasi•:•nad:i por 
el : .... :t.1:i de la :..dminist1·.G.ci611; ~;-:{ ! de·;:.jc- i.=l punt·~ de vist.a de 
lo:i·3 _. nt.e1·es12s del 1 i e i t-adi:ir, q 1_1eda red!...ic ido a un árnbi t.o 
.:,o ... 1ei.!.·..-·.,:, 1 por tanto sus intere·;:;es se1·án 1~educidoJs al daf'\1:3 1~ 

(1B)t.•Jua¡·.:::¡¡;i Gz,1·cía de Zn+..erri", Tomás Ramó11 Fernández, T·~m·:i 
l ! 1:io . e i t. . pa·a . 41 9 . 
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per jui e i 1:> ocasionad1:i P•:ir el ac t.o de adjudi cae i611, pero como 
efi?ct-1:• de la modificaci1)n del a.et.o. 

Desde el punt.o de vista de la aub:iridad emiso1,a del ai:t.o 
de la admini~t.i'ación, la t.rans9resi611 al 1:irdi?n normativo 
implica 11ecesar iamente el c1:ir1,ela ti vo da~,,, i:1bjeti vi:> y 
subjetivo a l1:is int.ereses de los licit.ad•:ires. 

Ot.1,a situació11 a C•:>nsiderar, es la que c•:insiste en que la 
vi.a recursiva const.it.uye e11 ciert.a rnedida, un privilegio para 
la adm1111straci611 y una correlativa carga para l1Js 
administ.rados. Es decir, la vía recursiva est.á ci.:1nfi9ura.•ja 
t1'etdici•:inalmente co11 curáct.t?r •:>bl igat.i::iri1J para p1:hje1' acceder 
et 1.;-1 garant.ía .. iudicial; al parecer, est.e rncuj1J de articular la 
•1ía adm111ist1•ativa y jurísdiccio11a.l 1 i .. esp1:>11de 11ecesa1•iament.e 
~' la dt.·f i ni t-i vi dad de i11tent.ar 1:.bl i·.3at.1:1riame11t.e la pr1:•pia 
;•evisíón admi11íst.1·ativa, lri cuL:d se da a t1·aves del 1·ecurso 1 

Y sobre esa resolución se logra el acceso a esa garantía 
judicial. 

Ant.e el 11•:i ejercicio del recurso, dé'nt.ro del plazo 
previsto para tal fin, el ctct.i:i ·:ibjeto de la p1•et.ensió11 que1ja 
firmeJ s:..~bsana•j•:•s sL~s i=·i:.si.::·~E.·S vic1•:is de mera f1:irma, sie11d1.:i 
inatacable de acuerd1:i a l•:is principi1:is a que responden las 
vías adrninist.rat.ivas. Ct:) 

Nw obst..ant.e lü ant.eri1:ir, result.¡, 1jiscut.ible el .:¡ue el 
eict.1:i que se encuenti·a viciadi:i de 11Lúidad se convalide ante la 
aus~·ncic:1 del rnedi':i impus111.;tt·Í'.'•::i. 

Que.ja al mi'.:1rge11 de cualquier apreciación a11ál1:iga can el 
recurs•:i administ.rat.ivo, la de11uncia, toda vez .:¡ue ~st.a queda 
ceñida ei1 cua.ntQ a sus efect.i;is al ámbi t•:i meramente i11ternc1 de 
la administ.ración, sin t1·asc:ender a l1:is int.ereses objetiv1:is 
de 11.:is pa1•t.ic!.Jletres. 

Hast.a aquí, nos hetr)QS 1:icupad1:i de sostener la 
su5t.ant.ividad de la í11confo!'m1 1jad com 1:i 1·ecurso 
aomin1st.J'at.iv1::i; sin embarg1,:., ..:iuc:ida por superar la parte 
f1;:i1~mal de est .. a vía. 1 la ct.:a.l s2 traduce e11 el pr1:icedimie11t1.:i 
administrativo en vía de recurso. 

et.) Pcuj¡•íc ser 1:ibjet1:i de reconside1•ati6n el hech•:-i de que 
trat . .i-.11d•:ise la inc1:inf1:il'midEtd de una pretensión 1.:ibjetiva 
no es necesario agotar dich~ vía, si la pretensión es 
~ubjGtiva para acudir a la gar2ntía judicial, siend1.:i 
ello la e~·:cepcí6n a la definitivid¿1d de los act.os de 
.::iut•:Jr id~1.d. 
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En at.e11ci6n a l•.:is principios gue ataf1e11 a t1.:i1jo 1·ecursi::i 
cti:~rtdnistrat.ivo, la interp1:isici611 di: est.e da lug211, a la 
inc.:iaci6n de u11 pr•:icedimit:mt•:i distint1.:i e independiente del 
gue fue seguidc• para elab1.:irc..r el act.i:i recur1•id•:i, per•:i al 
is;ual ·~ue est.e, de carácter administ.rativo. En vi1•tud ,je 
ello, 11: 1s principios generales q'.h? rigen a aquel 
p1•o•:t.:dimient.1J prevalece11 en el segund1:i de ést.:is, para 
alca11z.:i.r la decisi6n final del recurso. 

Tenemos en Principio la sencillez., la cual reporta la 
re 1Jucci 1~·n de t.i: .. j•:is aquell•:is element.os que 1.:ibst.aculicen la 
prc.nta t?~<r:·edic ión de la resolución. El nant.enimiento de l~ 
unidad de la actuaci6n y la resolución, so~ principios 
in•.1uebr,:mt.ablt:s, aplicables a la inc1.:inf•:irm!dad en mate1'ia de 
ot•ra pública. 

El f·:irr1E,lismo t1K•derad·:, t.iene como objet.ivc• fun·j~r~lent.al 
evitc.r el excesivo form¿"'lisr.io, coadtuv.8.ndo c•:•n e; .. :i al 
control de la juridicidad administrativa. Por lo q~e se 
~er1er2 a la oficiocidad del Procedimien~o, s1 la 
inc·:,nforruid.;~d representa un act.o:• de control dBpendiente de 
in-;;t.:-n.:1:·. ¡;-·1'iv~d.:-t 1 ni:i t?}<Clu/'12 el que una vez cumplida esa 
e:.<::·.2-:-:1a s12 ..!"tPl!que t.•l F·r1ncipio de oficiocidad, di=:· ruod•:• que 
la ..::ti..n .. 01'id:-..: administrat.i·..-a St?.J. la qrJe a p~rt.1r de ese 
rn.:iri"ient.o f1H.-1E-v.=. t:·l procednnent.•.:i, hasta obt-ener l~ rescilución 
de f in 1 t. i va . ( 19) 

Cabe aclarar, que con el desistimiento de la acción 
int.ei1tada 1 gueda e;<c luida •:ualquie1' considerac i6n relativa a 
l;:.s a.:cionE-s in1jependient.es de inst.ancia privada, de tal 
forma ~ue 1:oncluye el procedirnient.o, a menos ~u¿. de su 
seguimiento exist.a la certeza de vicios de legalidad, gue 
independientemente de afec;:.ai· los int.ereses part.iculares del 
l~ci~a~or, 2tentc en co~tra ~el ir1terés p~blico.(20) 

De confo1'midad con est.,: . .; p1'incipios de se·3uimient1J en el 
procedimient.o recursivo, la acción que tiene por objeto 
i11coar d1ch1:i p1»:icedimient1:. debe Peunir dive1·sos element1Js, 
así c1:if1)0 condici•:111es t.ant.o en t.•l c:•r•.:Jen subjetivo como 
objt:t..iV1'), 

C1:·m·:i eler1ient.os resul t.an ~ .:. ) L•:is s1..-r5et.cis, en los que se 
dist.in·:i1..:e11 un sujeti:• pa1'ticular que e-s quie11 deduce el 
re•:urs·:•, y un sujet.o adnii11ist.rat.ivo; b) El obJet.1:., implica el 
efectc• gue se persigue con el recu1~s1:i de inconforrnido.d; e) La 

<19:•.J•)rge H~ct·•)>' Esc•:•la TRATADO TEORICO F'RACTIC:O DE LOS 
REC:l.IRSO::: AOMIN!S:TRATIVOs:' ob. e í t. ' pág. 2:?4. 

(20)Lot.. cit. 
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causa1 consiste en un acti~ dete1·n1inad·~ cuyos efectc•s inciden 
en los intereses di: los administrados. Las condiciones de 
l•:is 1·ecursos, a su vez comprenden: 

a) Condiciones del ejercicio del recurso, o sea 
ague! las gue deben reuní1·se para que si: i11strumente 
el r:·rocedirnient.o 1:1el recursi:•. Estas condici•:ines 
si:in: la p1·etensió11 objetiva •:i subjetiva y el 
cumpl imie11t.i:0 de l..:•s requisitos f1:i1"'rl1ales e~dgid1.:is P•:ir 
!a ley aplicable. 

b) C1:indiciones de la adrnisi·>n del recurso, o sea 
aquél las ·:¡ue deben N?uni rse para que la prQm1:ic i.S.11 
forrnul,;da en el recui·so sea c:tdmi t.ida y resuelta, por 
elli:i deb12 entenderse1 a la legitimaci.:>11 de las 
:=·a1·t.es, la exist.enc1¿t de un i11t.eres concret.o y de un 
dere•:h•::i aplicable c.. la relació11 exist.ente.(21) 

De c•:•nf1:irm1d.::1d c1::in !•:as crit.eric1s ant.eriorment.e vert.id•:is, 
la in°:i:i11fiJrMidad p1'evist..:-t en la Ley de Obras Públicas 11•:i 
ceint.radice los aspect.os fLmdc:1r1ient.ales que rigen ~l recursi:• 
a.dminist.1'ativ1:i. N•:i i:ibst.ante ello, nos enco11trarnv·5 con t.res 
cui::·st.i1:111es procedirnent.¿1les gue merecen dest.acdrse para 
ratificar el crite1'i1J hctsta a'.:¡L~Í. si:ist.enido rt?specto a la 
inconformidad: El principio da libertad de formas, el 
carácter preclusivo de l•:is plaz1:is y la regla del efecto 
suspensivo de 11:is rec•...1rsc1s. 

La libe1't.ad de forrnt1s ni:1 sólo se reduce a las e}dgencias 
de la i11t.erposició11 del l'ecurso, sino que atarl"en al 
procedin-.ie11t.o seguido ant.e autoridad adrliinistrativa, de tal 
mane1'a ·.:;ue l1:is l írn i tes a l ct f 1:Jrma procedimental quedan 
cef"'l1d.:1s a aquel las si t.uac iones imprescindibles de las que n1J 
puede sustraerse la aut.i::iridad .:i:•mpetent .. e; en ese orde11, se 
co:).··i?Pel1den t.od·:·s ague! los i nstr1 ... ir1i12nt1:is '=?l~e la ni~rma P•:isi ti va 
disp.:ine, y ent_.re l1:is cuales quedan impl icad.:is l•:is derechQs 
objet.i v.;:15 de ·~1'den co~1st.i tuc ional, si ést.cis se comprenden en 
la vía recursiva. 

Lo anterior, eguivale a afirmar ·=?ue es la Administ.raci6n 
F'úbl tcd. guie11 está obl i•;.ada a dar al 1~ecurs1:i la h·ami tac i611 
·=iu12 lesalment.e corresp•:inija de acuerdi:1 con su concPeto 
c1::int.enidi:i y ci::in el fin pi' opuesto. 

La interposición del recurso t.iene un efecto principal, 
e! i:~e int..errumpir las c•::in·:;ecuencias del a.ct•:i 1'ecur1'ido, t 0::ida 

(21 )Jorge Héct.or Esrnla TRATADO TEORICO PRACTICO DE LOS 
RECIJRSOS ADf'llNJSrRATIVOS ob. cit., pág. 246 
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\!E= gt..ie ést.e queda s1;,m~t.id1::> a revisión '' nuev1J e~<amen, 
co11st1tu~e11do a la adrriinistt'aci6n en la obligación de 
p1~ 1:.11unc ia1'se e}<presame11te si:1bre su legalidad, deber del que 
no queda e;o-:onerada pc1r el simple ·tra11scurs1:i 1je los plazos, de 
ahí que co11 anterior ida.d nos· hem•::is referido a la of i e i•::ic ida1j 
del procedir1lient.o . 

. A pescu-· d~ gue la Ley de Obras Públicas es omisa respect.o 
a plazos o terroin•::is para el Pl'•:icedimient.•::i recu1'siv1J, la 
Administ.paci6n F"Crblica no puede abstenerse de resolver lo 
ci::i11ducente. ~:in ernba1'g•:i, el efect.•:> sr....1spensivo del act.r:i por 
caLlsas 1je int.ert-s públic1:i, imp!ic;i., '=!!.Je aún cuand•:i 110 se 
p1'eve.;.. en lo. ley, la autiJridad adrnin1s~.ra.t.iva ·:it..te c•Jl11Jce de 
lci. ac.:i~1n pue1je pe1ji1" al part.iculC.i' 1nc•:•nf1:irr11e cualquie1" t.ip1:i 
da pru¿:ba o c1:insider¿,ción p,;:rtinent.e para escla1'ecer lo 
ale9¿\ 1:'·:i por t:st.E:• s•:ibre la legal id.:1d d~·l Pl'C•cedimient.o. 

En 1"-t:lació11 con l•:i a11tes ·=~..:puesti:i, a.l res1:ilver la 
inconformidad, la autoridad ~uedara obligada a oir al 
inconf~rme antes de emitir la r25oluci6n si ello implica el 
esclZ·!'·~c1mient.•:1 del p1'oced1mient.·:• 11c1t.at.orio, de r11•:idi:i que 
co:in al lo se busca lograr l..'.1 r,1~cdma le·;ia.l ida.d de l,:.s d.C ti;,s 
proci.:~i:tirni?.nt~tles, más no sat.isf~cc·r el interés privado del 
1"ec•....11"rent.e. C.22) 

Dentro ·:le L;:ts consideraciones que los oferent.Gs vencii:k1s 
pueden alega\" c1:in m•;,t.iv1:i del act .• :i da adjudicación, se 
~ncuen~.1~¿~11 a·=ti...iel l•:is v1ci1:is en cp_.1e la autorid.:d incurri6 
dL.l\",~.nte el p\ .. •)Cedimiento administ.tat1v•:•, así C1)n1i::i al n\•)ment1:i 
de emitir el acto cuyos efectos inciden en e: imbito juridico 
oel licit.z..d:i1•. NiJ obst.a.1t.e 1 ,j,::;¡tl'ü d12 ... :..~: aspect.os que 
podr.:~n c:;,l2oars2 c1:ir1i•:• cons~·cuenc1a del act.c1 y qui.::· 9•2neralruente 
~.en:!1·án ·:;u;; dem•:ist.ra1", ser.::"' e! relativo a la p1 .. 1v.:ición de un 
hipot.t-t.ic•:• lucro cesante 1 el ci...1al que,jarí~ . al rnargery del 
int.er~s.~r.:Jblic•J ........ ,P•)I' result..:q" d~ un mero int2res particular 
dal l 1c i -;: . .:i.dot·. C.!. . .:·) 

En cons•.:.-cuencia, si la irre3ularidad cor11et.ida en el 
procedirnient.o 1 ic i t.at1)1' io 1·esul ta. im¡::,.1•esc indible pasar por 
alt.0 1 le:, adJud1cacii:·n result.a1·ía v1cic:,dc:, de nulidad abs1: 1 lut.a 
y por tanto¡ la alegación f1 ... nid.~ .. da de tal i1·re9ula1"ida.d por 
parte 1jel 11cit.ador venci,J•:i, ir11put.a,-:>:• est . .;:( al ente 
ciJnv•:•ca11t.e, ti:,rnaría pri:,cedenb:? el que que,~a.ra sin efect.1:is el 
¿\et.o de adjudic.;:1c1·:~n: ant.e dichc:, sit.L~c.ci6n, resulta factible 
.~demás ot.ro t.ip1:i de inst.ancias com1::i- la. irnput.ació11 de 

i . ..:.:::·)EdL1ardo García de Ent.ePría1 T>:irMis Rarn6n Fernández, Tc1r1l1::i­
I 1 ob. e i t. pág. 4:;!.S. 

C2:;!:•H·.?Ct.or A. Mail'G:tl, ob. cit .. , p.:1g. :::8. 
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re·:;ponsabilidades a los servbjores públic1:is que tramita1,on el 
procedir111ent.o licit.atorio. 

Cabe aclar.:..r, '=!Lü? a pesar de qui::· la Ley de Obras Públicas 
Prevé que tod·:i act.•:i celebrado e11 co11t.ravenció11 a la n1:11~ma 
posi t.iva es nulo de plen1;i de1,echo, considerarrK'S que la propia 
autoridad c1:.11vocante al deJar sin efectos el act.1:i de 
aijju.jicación o act.os prc1ced1me11t.ales por esta1, viciados de 
nuliciad, implicaría una di?claración de insubsistencia. del 
.:1ct.o por c 1:•nt.ravenir disposici•:1nes de derecho pQblico. 

::;.;ibre estas bases, cabría un últ.im1:t argument.:i, en cuanti::i 
~ la opc•sici·:>n de lc•s int.ereses públic•:is; por una part.e est.á 
la convenie11c ia dt: no d>.:?rno1'0.I' la eJecuc ión de la obra 
P~blica1 imprescindible para satisfacer necesidades 
colectiva.-:;; POI' la ot.ra part.e, está el interés de 1·espetar el 
principio de la legalidad administrativa. 

E11 esti: •:i1·de11, ~· desde el punto de vista de la 
admi nist.i•ac i 1:111, se enf re11t.an los valores 1je legalidad y 
eficacia. De::;de el P.unt...1::i .j,~ vista de los pa.rticular2s, ent1'a 
en juego !a seguridad jurídica como valor y garantía gue 
i11i;.e¡•esa p1· imordialment.e al adjudicatari1:i de la l ic i tac ión 
pQbl1c? afettad~ de vicios de le9al1dad. 

:::obre estas bast?s descan·,;a l•:i ·~ue en repetidas ocasiones 
heruos ¿dudioo poi· obt.ener le.. rnáxim.:i l eg~l idad en los act.cis de 
la a.dmi11ist.ración, C•:•i1 ello 512 liJ•;ra ll•J S•~li:• el ..:¡ue dich•JS 
actos quiI·•jen investidos de jL~ridicidad, sitio i::iue se obtiene 
la se•:iu1·idad j"Jri•::::..:a pa1·a el 1;:1feri::11te vencido y demás 
1 i c i t..~•J•:ires, en cuant .• :i a gue se 1;ibserv6 el det•ido 
p1·ocedimiento licitat·lrio. 

Ni:• i:.bstante lo ant.erior, la eficiencia que se busca con 
el p1·oc2.Jimie11t..Q l ic i t.at.or iQ dE.-be ·;¡ued.:s.r de antema.11i::i en el 
marco n.:•rm¿,t.ivo de l.:t licit.aci6n1 ci:in ello queda valc•rada 
PZtl':, emit.1r el act...o de adjudicación, pero sobre la base 
11,:,rn1..:\t·i·.¡.=.. del pliegi:i de re·:¡uisit.1:is. En cc•nsecuencia, sobre 
l.:;,s be.ses de la licitación pública, sólo asiste al licit.ad1.Jr 
un int.erés legítim1:i ~11 que se cur.ipl¿111 tal y c•Jmo lo propone 
el p1~1:ipiiJ órsano c1:inv•:icant.e, naciend1~ el derecho subjetiv1~ al 
rtJ1:ir11e11t.i:o de emitir el act.c• de adju•Jlcaci6n, P1Jr el cual queda 
~. la lu= del act.i:i def1n1tiv1::i la seguridad jurídica de que el 
procedi~11ento licitatorio sa llevó a cabo conforme a lo 
esi:..oblecido en .:1 p1•6pio 1:irdenamient1:. ju1·idic1J. 

La i ncc•nf1:ir1rddad 
de l.:'t ct1..1t.otut.2la de 
control de los actos 

en materia de obra póblic8.1 forma parte 
la i1.dmin1stració11, co11 el efecto de 
adriiinistTó.t.ivos, lo cual irnplica en la 
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re.sQ!uci..Sn de la prete11si.Sn f)bjetiva la emisi1~11 de un nueve• 
act-1:., 1) la r-ati~ica•:ii~J1 de agué! por el PrC•PÍO 6rgano. 

III.4Los efectos de la Acción Administrativa en el 
Contrato:> de Obra PiJblica sobre las Situaciones 
,Turídicas del Contrat.ist.a. 

Según hem•:is e;<:puesto, la actividad adm111isti·ativa está 
ligada a la posición de la administración, es decir a la 
SU?.0:1·i·:i1•1dC1.1j de ..:¡ue go::,;,. como t.1t.ul¿tr del PO•je1· de i01peri1::> a 
ef2.:t.o de s¿..f..isi;o.ceP los int.ert:.·:;:·f"::: pL~blico5. Así, cc•r1lo ltt 
~ct1v1dad negoci~l del particular constituye el ejercicio del 
peider· j1...¡ri•Jicci del que e~ t.1t.ul¿u• c1:in •'.':!! fin de sat.isf¿..cer Sll 
pri:ipi.:i y personctl int.e1·és; ;:;:.n dud2t, ello permite que el 
eJercic10 .J:::.-1 P>:·d~·r C•:1nferid1:1 a 1¿1 Adnünist~·aci•:1n Pública, 
dai:;2 su 5up1·em~cía jurid!.ca, pued12 2.-:: .. >2rnJe1·se a la 
mc..:::¡:fic2'ci·~·n de la esfi;;:·i~.=:1 ~iurídica de s.uj~t-•:-'s e~c:trafl'i:1s, 
suboJrdin.:-,d,Js, ri1ed1ant .. : mai:i fest.a.c ltJnes uni 121.t.eral·.::·s de p.ode1·. 

La int . ._::.rv~ncicSn de le:•. c:1druinist.raci~·n sobre la esfera 
jurid1ca d0 los pa1·t1cula1•es puede manifestarse en el 
ord2~-1ür.rit:·nt.:o (¿. travt?s de l¿~ at.i·itiuci·~n de pot.est.ades, que 
sup•:•nen !..::1 p.:.sib:.lidJ.d 1Je p1•oduci1" •2fect.os ju1""ídicos en 
si t.uac ii:.nes afect.c:,nt.es a cit.1·.:is ~.JJjet.os) fllediant.e alguna de 
1: .. s cL.ar.i··J r1J1·mas jur ídi •:¿:,-:;: Reglar.\e11t.os, ac t 1JS 
adruinist.r.at.ivos, c·~nt.r,t.•:•s, cei;::1cci·:ini::-s. (24) 

En li:i 1·elat.iv1:i a la ir1.:1.jencia i11t.ersubjet.1va gue pueda 
s·.:i~ 1:•brc:1 1je lc•s contrai: .• : . ...; perfecc ionad1:is entre la 
:-v:1,\i11i·5t.r;..ci•:•n .,, su coco11t1•.a.ta11te se producen, mo•Jifican o 
¿.:;d.1.-.s:_...~11 a lil vez sitL~.;..ci•Jnes eict.ivas 1:r de vent.aja Y pasivas 
0 de desventa.ja para el p21"'ticular c1:int.1·atista, en los 
términos y condiciones ejercidos por la Administración 
F'1)t·l i~? .. 

Co:1\•i:nt: n•Jt.¿,1· gue en el c•:.rri:.·t·at.o de i:1bra pública se 
c•:rnt¿mpl.:..n, ¿._den\ás de las sit.uacia)nes activas o pasivas que 
pc·r si se 1"'2con•:1cen al propio adfüinist.radc•, aquellas 
1.::'.2cisiones a..dmin1st.rativa.s qu¿ m•Jdifican unilatei-alment.e las 
si tu=.1c i•:•nes sua.rda•jas por lc-.5 part.es e-n el contrato de obra 
í=·úbl1c.3.. Es di.;-ci1• 1 t.ctnt•:• ~·l .:1ct•:r administrativ•:i t1::imc1 el 
rc·\-,t.1~-5:t•:• de est.rt e:;pec:.e:, s.:_JPC•l1f.•n la inc11jencia jurídica en 

(:::.tPE•juardo Ga1·cíc:i de EnterPía, Tc·wt~s Rani{n Fernández, Tom·~ 
: ! , C•ü. e i t.. pág. 92. 
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la esfera del administrado; ello implica la creación y 
ampliación de situaciones activas favorables, '' en su caso 
desfav1:i1·ables para el administl'•ad•:i. 

Así, 1...ina diSP•:isici6n administ.rativa en el sent.id•:• de 
·;tuardar el equilibri1:i ec•:ilógic•J e11 la ejecución de u11a obra 
pública, necesariament.e tiene corno result.ad•:• una restricci6n 
o limitación a las titula1~idad~s activas previas. C1:>n11:• 
t.ít.Ul•J, ton la ampliación de der·echc•s, f1;,:'.,.1lt.ades ,, p1:.deres, o 
bien aquell 1Js actos que tiendan a. •.?l1m1nar limitaciones que 
c.fect.ab~.n a su ex:t.ensi6n •:i a su desenvolvimie11t.o, quedando 
c•:•mprendid.:o.s t•Jdas aquel las 2.ut1J1• iza e iones necesa1" ias que 
•:it.or·J:• la A1jr1Hnistraci1)n F'L.iblica, PBra la ejecución del 
cont1·at.•J de Qb1·a pública. 

Cab2 aclai·ar·, que tanto las sit.uaciones activas cc•mo 
pasivas que a través del act•J administpativ•:i se ot•:irgan, S•;:l\1 
en 1"2l¿\c1·~·n c•:1n los der-ech•:is u obligaciones que les asist.en a 
los ddri1!nist...1·2.di:is; sin eri1ba1•9.:1 dichas si tuac ii::ines tienen 
relac.i.:,n d1rect.¿{ con el est..!{d·J ·=iU8 guaPda el administrad.:. en 
su caráct.e1· i:h:- c1Jc011tratant.e •:'r~ la Administración Pública 
Fe.jepa:. 

No c•bst.ti.nt.e lo ~1nt.eri1Jr, ,je la celebr.aci6n del ci:mtrato 
de 1Jbra pública deriva11 por sí lirnitacii::1nes 1:i pl"e1•rogativas 
al eje1•cicio de l•:is derechos u obligaciones ccimunes, 
p'"evist.as pard u11 cont1·at·:i de de1 .. echo p1•ivad•:•. Es decir, 
guc·1:JZ111 fLJera del orden p:-•ivat.ista por el carácter 
adrninistr:;.t.ivo del ¿1.ct•:i, por el fin que persigue y P•:Ol" los 
sujetc.s que int.ervienen, segr.:..r11 lo her1K•S anticipado c 1J11 
a11terioridad. 

~::e presup•:•ne en este orden, '4Ue los derech•::is u 
1.:ibli·;21ci1:-.ns-s:,, ca1 .. go del coc1:int1"~+ .. ante de la administraci611 
pú;:ili.:-Ei. se encuentran suJet.os e11 cuant.o a su ejercici1:., al 
acto qu¿ p1:ir sí celeb1·a11 y 2.·~uellos actos administrat.i•b:is que 
en eJercicio de las potestades públicas trascienden a 
aquel las situaciones co11t.¡·ac tuales. 

~:e t.r¿ita p.;.r tanto, de ·4ue el i11t..e1•és públic•:i adquiera 
rele·13.ncia j1...11•ídica di1·ect.a,po:.1· l1J que se refire al motivo 
dE:·l .:\ct.•:1, c.:•rúo al rnm11i~·nt.o.:o 1j2 lci valor..aci6n comparativa ent.re 
el i~terés a satisfacer y el medio de satisfacerlo. Por otro 
l~1do, st?gún lo hemos seílala•jo, la norrúatividad pública e~:ige 
U11a conf•:i1•rni•jad a las fi::irmas del act1:> más estrecha y 
rigur·üs.;..; ello irnplica que c•:iruo ejercicio del poder del 
~st..;..di:. pe1•so11ificad1J en la autoridad adrni11istrativa tiene un 
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cont.enid·:i amplio, e~<tr1:ive1·s•:i, suficiente para p1·oducir 
rno1ji t i::ac ici11es en las esferas jui•idicas de ot.ros. (2E.) 

Ant.e t.c11j 1:i, debemos precisar ·=iu.: la supremacía de la 
adwinist.raci6n '/ la pi:•test.ad de i111p1:1ne1· c•:•activarnente su 
voluntad, se- sini:.etiza en la naturale;:a nei:e:sariament.e 
cor:·1pleruent.¿¡_1,1a del .::~ct.•:i de pr1:ii:u 1:ci6n jur:i:dic•:• 
i·.i:::H1'¡inist.1•a.t.iva, act ... :, que debe se1· 5ir11pl·2mente actuación 
C1: 1ncPet.a de un acto C:tbst.r~\cto •:oiit.eni•J•:i en la ley, de ahi 
deriva. aq1...:2ll..:;, sup1·emacia y relación es~·eci:.d de sujeci•>n p1:ir 
part.2 del .;;,.jminist.radi:1 a t.·xk1 acto que die:.~ la 
Admini~~rac~6n Püblica Federal. 

En el contrato de obra pQblica, la relación directa del 
co11t.1,at.ist.a O:Qil la Adrn1111str2c1ón F'Ublica ci:·n vist.a. al 
ejercicio ~e una relac1011 adMinistrativa. implica con motiviJ 
de est:: 2Jt?i,cicio una suj.:ci1~•11 especial del particular 
1·€.··5i::·eci:.•:i ¿\ 1~ ,:.drl)inistración1 c.::in el fin de •:l1sc1pl111ar el 
cor11po1"L:·1.1n1e11t.o pe1";ona.l 1:,2~ pa1·i:..icul2.1', sujeción 
paralelaMente a la cual aparec2 ~na especial y más acentuada 
s1...1premací.;., de la administ.1·c.ci1~·n. C.27) Lo ant.f!l'ior tiene 
s¿nt.ídc·, se·:iün lo e~·:Pc•ne el autor en cit.,:.., en l.:. medida en 
que ia relación ir11pli·=tue un cont.a.ct.i:i ;:·>::.·tsonal y directo, con 
cierto car~ct.er de permant.·ncia y cont.im.üdad, entre el 
individu·::i t.it.ular de l.::.. relación y la esfel'a. de la 
¿,dr.1inist-ración 1 ,:::i'e manera ·=:ue- SLH'ja la necesidad d2 re-=iular 
al c1::irnP•:irt.amient.•:i persi:•nal .;:le su CQCont..1•J.t.ante, a fin d~ 
ases~·~r el mejor ejercicio de la propia relación. 

Sob,·e est.:1. base descanse.. el acto de autoridad, que pui::de 
ci:.ruprendi:.·r;:;::· en a·4uella l"':?-la.c16n ,jurldic•:i a•jminist.rat..iva que 
!r:1plic.a el .:·:•,1t.Pato de i::.b1·a. ?úbl1c.:L A·:iu*l corno p1" 1:iduct.o del 
ejercicio de un poder ju!'idico. a decir, como un poder 
fund~vj1:0 en el de1•echo 1:ibjetivo Y presupuest>:i de11t1'0 de los 
!imi~es se~&lados por.el del'ocho; así o~rece ciertamente una 
Sct1·.:.;-·.·-=-·· dc- pr•:it.ecc11~n de los part.icula1•es cont.ra las 
posi~i~s arbitr&l'1edad~s y GPresiones del Organo 
ti.:i~:·1!ni3t.'1"af..:.vo 1 i:-ero en,:u21-..tr~. ese a.et.o además de un límite 
;~ridico un fin concedido en raiac16n con la realización de 
d2t9rn.inados intereses. 

En pr·1nc1pi•:• se h~. de ·;:.2?ial2r que el act.o de autoridad se 
ha ci:..T51de1·ado pi:ir la d·::ict.i"ina i:onK• el hech•:• V1Jluntari1:"1 e 
int.t:·n·:i•:•r,.~.,:, n~gativo '' posit.ivo, iruputable a un órgano:• del 
E'5t.ado, .::·:insist=-nte en una decisión o t:>n una ej..:cució11 •'.:I en 
an.bas conjun~amente, una afectaci6n 

~2€.)F;anztt.•:, i-:1less1, Tomi:i I, 1:ib. cit. Pit·3. 252 
c::.7 J It·id..:rn, pás. 227 

en 
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si tuaci•:)!1es ju1•ídicas o facticas dadas, y que se- in1po11ga11 
:r:perativa, uni!at.eral y coercit.ivarnentt?. (28) 

C1.:i11secuentemente, el act.•J de auti:iridad c•:instituye u11 acto 
de gobie.rnc' i;. de imperio, rnediant.e el cual el 01•gani:• estatal 
afecta c•:iact.ivamente la esfera del gobernado. 

oe conf1:irmidad con la rei.t.ificaci6n hecha por parte de la 
doc tri11a e11 el sentido de los ti·es elem(.·nt.vs fundame11tales 
del act.o de aut.ori1jc.1d, a saber, la im~·erat.ividad, 
cmilateralidad y c•:iercitividad; estos si:•n resultadi:i del 
ejer·cicio de las pot.est..::~des públicas, 1je mo•j•:i que al pc-.recer 
no e~.:istt: act•:i de auti::irídctd -~::. Cl}Tece éste de alguno de esi:is 
elE-ment1:1s ..:i,ui:- lo configur.an. 

Al respect.o, guarda el acto administ.rat-ivo como 
principios: el de ejecutividad, acción de oficio y presunción 
de legalidad." La doctri11a ha clasificado el grado de 
ejecutividad del acto administrativo, en ejecutividad propia 
e imPrCtpia. La priri"1e1·a de ell¿1s i·adica en que el actc• lo 
~jecuta lCt misma Administ.1·ació11 Pública, 1~eservánd1Jse la 
eJecut.ividad lfnpr1:ipia papa i'1quél que es ejecut.ad1:i p1Jr u11 
órgano emin1.?nt.emente jurisdiccional. 

Est.t( 211 íntima relaci1)n con los actos de autoridad 
aqi...tel!o ·~ue la ju1·isprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Naci6n, ha s1:ist.enid·:1 en cuanto a l•:is act.os de aut.1:iridad 
1J12 decisi1)11 '/ act.os di: aut.1:iridad de ejecución. 

En ese c•rden, dict"-11:is act.os implica11 como contenido unét 
de-cisión, que se manifiest.2\ en un acti:i de VIJlunt.?1.•j de la 
Administración F'lJblica d1rigi.jer a un fin, el cual se preve 
c1...1ar·pj1:i el ente administ.1'a.tivo obra en ejercicio de sus 
pr•:tPias funciones, ejerciendo un po:i1j~·r inherent.e a su calidad 
de tal ·1 sit:n•jo e-sa función t:l medi·:i 1:ibjetiv1:i de alcanzar el 
fin t:-nc•:imen•j¿~d1:i por la norma P•Jsi t.i v¿1. ( 29) 

Pero el carác+..e1' ijel acto ci:1mo decisión definitiva es 
espei:ial o c.:incret.o, a diferencia del gue se le at.ribuye a la 
no1~rna jurídica, 1~esulta aquél, i1id1vidualmente determi11ad1:i, y 
en ello se manifiesta de manera concreta el acto. Ccimo 
últiri1a apr<:·ciación de este tip•:i de act.1Js, está aquella por la 
clJal ~m¿tna de una aut.orid~1d u 6rgano:o administrativo con 

118)Ignaci•J E:u1'9C•a Orihuela,"EL JUICIO DE AMPARO" (2:;:A. 
Edición, Edit1:irial F'orrúa, Mé;dco, D.F., 1986), pág. 206. 

<29)Rafael E:ielsa, Tort11::t I, ob. cit .. Pá'.3. 18. 
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ci:impaten~ia pa\"a emitir aquel act.1:i qui: alcan=a la Pl"esu\1ci 1~n 
de lt:•g¿~lidél.cl en la esfera ;:·reipi~ di?! derech1:i público.(:=:O) 

De l•:•s pri\1cipios ·~ue se \"eserva para el act.1:i 
~1.droinist.~ .. ¿.t.ivo y la decisión que ~stos c•,nllevan 1 se 
ds-sprender1, de l1:is aspect.1:is i11t.e1•\11:is a11tes p1·evistos, el de 
le :.ndivi 1JV.?.l1da•j o concreción del act.o, cie t.al r11¿~nera que va 
diri·:.;1di:i .; urn:i o vari•:is sujet.1:.s deterrni11.3.dos, misrni:is que se 
¿.¡~cL.:ent-r~n en vi1·t-ud de esa sit.uaci611 en una relación 
especial de ;ujeci·~n, P•Jl" la •:Ud.¡, tier,e c1:ir111:• efect.1:i la 
r110 1jificc:tci·Sn de !a sit.uaci6n jurídica hast.a ant.es di: que la 
~~.ut1)r1dad emil.ie1·a el ,:,et•:>. 

Así, Gl act.o:i 1je aut.1:i1·id¿td administ.rat.iva rliodifica por sí 
'/ ~nt.i:? ·:;:, 1:on las condiciones i:1:-t121":?nt.es de unilat.eralidad, 
inu=·era~.iv1°:iad, y €'jecutivi1:lad la si"f:..u¿i.ci15n part.ic1.Jlar ciel 
r..•jm:.11istr.a.•JO, de 1w:i,j.:i ·.:¡ue a la P~l" de dichas ci:indiciones 
i111plicit..:,s, est.án a·::iuelleis ,.._spect.üs que perfecci•:inan el 
•:•:i11t>:2nid·:i del act.•:i, el cual una ve= nac i1Jo so=.:-\ de aquel l-C\s 
p1"1:tF·1edaci::·s. 

~:abre 0-st.as bases, p•:idem•:•s s•:•st.ene\" .:¡ue el acto de la 
,:<.drni\~istr~c ii:,n ..:¡ue consi·;ina necGsariaffle\1te una decisión 
alcc:,n2e. su perfección cuz\11dc· prt.:vé aquellos asp-ect.os antes 
r¿.f er idi:is, ·:pz.:"\nd•:i de las proi=-ied.:"des que aún cuand•:i se 
e11c1.ic,.nt.ré.n lir11it.adas p1:ir la preipia n1:•\'r1·1¿\ j1..1rídica i:. por un 
sirnr::·le h.;:cho de la administ.rac i1)11, norr,\.1\1 el carácter· 
dis.::-•:isi t.1v•:i 1:lt:· la dt:•c isi6n. 

Es decir, la ni:irr1ia jurídica así l 1:i ha dispuest.o, 
previ~n·j•:• aquel los elernent•:is t::·~<i ~tenc iales 1:i de cont.en~i:k• del 
¿,ci::.0 1 c;ued.:: ... nd•:• corii,:• c·:i11secuenc1a de est.e lc:\s propiedades 
i:,,plfcit.as de las cualt:=<.3 n•:i se cont2ri1plan 2~<p1·esame11t.e en la 
1·1..::.rrna prirü.::o.ria abst.ract.B 

Ahi:1ra bie-11 1 ese act.o ;:\nt.e la posibilida1J de afect.,;:,r 
de1·ech.:•s subjetiv.:i,s o int.er·eses 1-:gí.tinlo:)S, es •Jbjet.:i de 
irnPL~·:;,inaci·)n cuandc1 t.al ac•:•nt.ecimient.ci sucede, a través de las 
v~as c1:i11tenc11:•sas admi11i:;;-t .. 1•ativas, o Gon su caso, de las 
acciones judiciC!les corresp.:indi.,:.nt.es. Pa1"a alcanzar t.al 
c1Jnh::. id1:i, el .:ti: t.1:i debe 1-:::·=: i·:~-• .:..,1· .ji i"o:c t..a.rnent.e es•:is derechos o 
int.eres~si per•:i ell1J1 coruo efect.o 1je la fl\O•:Hficaci•)n 
uni 1.:-..t.ei•é..l d¿ las si t.u¿,i:iones •:le li:•s adrninist.1•&1:k1s. El 
r-0s1...Jl~-: ... 1::!.:i d.e 8llo se t:·,·¡:r·~sa en 21 .¿.je\"cicio de las 
instan·: tas o acciones co1¡f..eriL;:·ladó.S poi" la norma ju1"l.dica pa1"a 
cor1ó~.t.ir Gichc:ts 1j.;.cisiones. 

(~:i:~:iioi•jer1i, pág. 20. 
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Lo antes e~:puest 1:i, 11os lleva a ci:•nsiderar que el 
c1:intratist.a de la Administraci6n Pública, está sujet.o con 
m1:itivo de la ejecución 1je u11 c1:int1·ato administrativ1:i a .:¡ue la 
sit.uación jurídica que guarda cc•n respect·~ a la 
Admi111straci1>11 Pública com1:i resultado de dicho act1:i, sea 
modificada por la prc•Pia aclminist-l·aci1:in, por las facultades 
129.cdes ·.::iue se le atribuyen al ente adrninistrativ1:i, así com•:i 
pc•r la objet.ividad que se pePsigue cQn el acto, los cuales se 
consignan en el interés público c•:imo fil1 del c1:intrato 
admi ni st.ra.t.1 v1:•. 

En virt.L~d de ello, l·~s act.os de aut.•:ii·idad de la 
ad111in:.stració11 s•:•n •:>bjet.o d2 p1·evisió11 por la n•:i1·ma jurídica, 
seg(~n le• hef1"10s previst.o, ~tLtn cuando se precisen en el 
d1:1curnento contractual, t1:11:la vt:z ..::¡ue aquel los a.et.os que 
presup1:ine11 la acci~·n ¿tut .• :irit.aria no sQn t:•bjet.o del act.o 
neg1:icial, ni me111:is aún, los derech•Js subjetivos consignados 
en la 1101·ma suprema Y de los cuales resLllt.a Qbligator•ia su 
i:ib,::iel'v.a.ncia p1:ir part.e de la misma autoridad administrativa. 

III.Slas Autoridades Administrativas como Titulares de 
los Intereses Administrativos en la ejecución 
del C·~ntrato de Obra Pública. 

Según se hizo referencia, el sujeto activo de la función 
administi·ativa, es precisamente la Administr•aci6n Pública 
Federal c-n cuant.o que, coriK1 se ha se1~ala.do, represent.a el 
conjunt•' de centros de las fw1c ianes estatales. El 
particular como colaborador del órgano administrativo en la 
ej}:cució11 de esas funciones queda sujeto a una relació11 
especial gue ?.sí com.:1 se ha denominado de sujeci6n, queda de 
igu.:tl modo sujeto a una sel'ie de pre1·rogativas o derechos que 
van rn¿.s al l!-1 de los ~ue Pt~diera recc•n1:icerso a alguna de las 
p.a.rtes ·:1:in n11:•t.1v1:> de un acto C1Jntractual de orden común. 

A pesai· de que en el contrato e>c:ist.en aquellas cuestii.:ines 
1•egi1jas bajo l1Js principios p1"ivat.istas~ nunca se han 
d€·sc¿q•tado que en el c1:i11trat.1:0 de obra pública exist.a una 
relac i1>11 que va más allá de la de derech1:i común; el lo implica 
r~t! i icar l·::i ya expuesto CQll ant.erioridad, en el sent.ido de 
-=tu•:: el órgano a.dministrati v1:1 goza 1je facultades y 
atribuci.:.nes pot.est¿1t.ivas de orden público p1:ir las cuales 
queda e11 un nivel s1,bera110 respect.o de su ci:ic1:mt.rat.ante. 



E11 principio ha de c 1:.nsidera1·se gue la p1Jsici6n y funci6n 
nat.ural, normal y significat.iva de la Administraci1~1n Pública 
resul t.a de la expresi•)n de-1 Est.ad1::i actuandJ pa1·a la 
sat.isfacci6n de intereses públicos concret.os y cc•nfiados a la 
mism¿l; se trat.a, P 1Jr t.anto, de una posición ju1·ídica 
s•:1t•era11,;, es decir, de ent..i dad ·:iue emplea awique sea den t. ro 
de lirüt.i::s c 0:.nc1·et.os y p1·ec'.'.~1:0 s, el pi:.de1· de imperio del 
[~;ta 1jo desples¿1111j.:1 la función de sat.isfacer intereses 
p6blicos concretos inherentes a la misma.C3!l 

F'1.:ir lei t.ant.1.:i, el caráct.er de autoridad adrninist.1·ativa 
est.á det.e1·rninRdo po1· la norma jurídica directa ,, 
in•:Ji rect . .;1:11ent.e segC.:m las func ioni:.·-= que le at.af1en al ..'i1·9an•J 
admi 11ist.¡·a t.i vo. 

Asirui srnc1, las facul t.ades confiadas a la Administrac i6n 
Pública para el ejercicio y cumplimiento de sus fines, pueden 
·=iu:id.:ir ppevist . .:15 de m¿ .. ner~· c. <~·rt.:-sa por !a nc•rma jurídica, o 
e11 su ca:5o, de ma11era in1Ji1•ecta p1:ir dicha norma com1:i 
1~esr.d-t..;.j.:1 del c1:1r1·1et.1d1:• ·:iL~e en t.errn1nos generales e imprecisos 
qu~~a a cargo de la administración. 

El roncept.o de aut.oridad para efecti:is del .Juicio de 
Amparo niJ ..:iut!da ceílid•::i a la determinac i611 Pül' el órgano 
est . .:it:;:d de emplear el poder de imperio del Est.ad1:i, ente11dido 
és" ... e ;:.Jr1i•:• la potestad 1J p.:..1•te de la fuer.za pública 11ecesaria 
para ~.s·2·3ur.ei.r la ejecución de las decisi•:ines y mandatos 1je la 
justicia. El C•Jncepto de autol'•idad presupi:ine necesariamente 
l¿.. iacu! t.~d at.ribuida al 1,.",rgano estat.a1 para la dispc1sici6n 
de aquellos act.os que m1:idifica11 la situ.:,-,ci·~·11 jurí,jica de los 
¿tdfriinist.rdd1:1s, t·n virt.u•j •je que el sistema legal ha d·:ita,~.:· al 
ór·3.3110 adnllnistrativ1:1 de esas pi.:it.es~ -:.,-:!·:-s públicas de cuy 1J 
ejercicio ha de incidir al án1b1tei jurídico de los 
adrnin1 strad1:is. 

Ca.be .:1c 1 ar~.r que l•:is argument.os e.~.:puest.os, adqui ere-11 
i·elev;;y•,:ia cua.ndo el e.et.o de aut.•:.ridc..d t1·a.scie11de a la esfera 
del .E<Wi1ni;::.:.r::,.:k•, y el lo t:•s así, P01"·=iue el mismi:i concept.o dt? 
c..ut.rJr ::.dad iH1pl ic.:-i dos su jet.os e11 ,jos si t..uac i1:ines distintas; 
un,;1. c. 1:tiva y l.:1 c•tra pasiv.:i 1.:i b1211 dt? domi11i1.:i y sujeción. 

Así, el gue el ór•aan1:i administrativo tenga o ni:i imperio 
para h.=.··:ei' cw1rpl ir sus di:.·t.errninaciones, es at'1C•Pa una cuest.i611 
•:¡•Je ·3i:o ri:::oduc·~ a un se:;L.md1:i pl,:,111.:i pct1•a detei•minar, P•Jl' sí 
~ .. :da, si es~:: 6rg.¡1no en c¿tso de t.e11er ese imperi1J es 
aut.,='r id ... ~.d. Un ac t.1:i de aut.iJ\' ida•j puede ser también una 
r0.:;•:11u- .·11 ciue afect.e a los int.eresadc•s, res•:il1.1ci•Sn que pueda 

('.;:1)R0n5t .• :i Alessi, Torno I ob. cit .. pág. 2.SO 
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hacerse e~dgible mediante el uso directi:> ,, indirecto de la 
fuerzci. pCJblica; p1;ir lo cual 111:- e~ necesario el .:iue dicho 
&rgan•:i a1jministrativi::1 tenga por s1 mismo la fuerza peiblica 
para hacer cumplir sus det.el'minaciones, t•:ida vez que ést.a es 
el 2fect1:i de a•:¡uella res•:ilucibn c•:intenida en el acto de 
aut.r:il"'idad. (32) 

En el orden antes expuesto, cabe acot.ar que el criterio 
•:¡ue dt=be serv~r de norma para definir en ·=iué ca.s•:is se está en 
presencia .je una autoridad, es el relat.ivo a que en las 
mi:>dernas f•:itmas de Est.ado rige el Pl"'incipi!J de ·:;ue el derech•:i 
i:ibjetivo debe regulai' t.i:•da e~d.erioriza•:i6n de la vida y de la 
actividad estatal, por ¡,, que el pode!'' de impe1'io del Est.adi::1 
no puede co11cebi rse como:• un rr1t?Pt:• poder de hechi::i, basado en 
una nueva. relación de fuerZl'"i, en 1 .. ,111a preval-?nc1a 1je hecho, 
sini:1 c1:iruo un P•:•der jurídici:., ¿¡ decir c•:1mi:i u11 p1:.1:ler fundado en 
el derech•:i- objet.iv1J y ejercit.ad•:i dentr•:i de 11:is límites 
sel~C\la,jos p1Jr la no1·rna jurí1jica. 

Así t.al y ci:•mo se e'-:presó con anterioridad, los órgani:1s 
administr..:1tiv1: 1s p.:idrán imponer coact.ivamt?nte su volunt.ad corno 
efectiJ de la preve.lene ia. establee ida en abst1·act1:i con 
referencia a Lma fut.ura aplicación concret.a de un act.o 
primati•J dispuesto por la 11orma le•3islativa. El cas•J de 
atribuc io:•nes pi:•t.estativas a leos órgan•:•s estat.ales se 
encuent.ra imbuida:i en el pr i ne ::.p io d2 legalidad de la 
c..dmini.;:.t.ración, __ . decir SE· e~<presa cm un meca11isrn•:i t.ecnico 
precis1J: la legalidad atribuye p1:1testades a la 
administ.J"ación. La legalidad otorga facult.ades de actuación, 
defi11iend1:i cuidadQsament...e sus limit...es, &podera., habilit.a a la 
administ.ración para su acción confiriéndole al efecti:i poderes 
jurfdi•:os. Toda acción administ.rat.iva si? 111JS presenta así 
CG(¡1i:• eJ2Pcici.:J 1Je Lm p1:11:ler atribuido previamente por la ley y 
por ella delimitado y construido. 

(:32.JGer.~rdiJ D. G6ngora F'imentel y Miguel Acosta Romero 
CODIGO FEDERAL DE f'ROCED!f'1IENT0:3 CIVILES Y LEY ORGANICA 
DEL F'ODER JUDICIAL FEDERAL <2a. Edición, Editorial 
F'1Jrrúa, Mé~üc1::i 1986) pág. 20. Al respect•J se sefiala en 
dichtt obr~ que el concept.o t.radicicmal de autoridad, 
est.i.rnad>:1 c1:1mo a·.::iuel la que se c•::inf ie1·e al funcic1nanüent.1) 
esr..at.al para imponer ci:.activarnent.e sus res 1:1luci..:mes a 
11:.s part.iculai·es, se e11cuent.1·a cmnpletamente superad1), ya 
que el órgani:• del Estad•:• pueije hacer e~dgible su 
r12S1)lUció11 al pa1·ticular me•.:iante el uso i11direct1J de la 
fuerza F"~~C-.lica, pidiénd1:•le a •:.tras autoridades que 
disponen de esa fuerza. 
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La figura juddica d'1 la P•'t"stad r'1sulta d" la figura 
subJetiva creaaja nc1rmalrnent.e por l.:<. ley en su relación con la 
adm ini st.rac ión, de tal manera que la legal ida1j de la 
act.uaci6n adrninist.rat.iva c0pera t:•n la forma de una cobertura 
le·aal di: toda su acción; s1Sl·:i cua.nd•:i la administración cuenta 
c•;111 esa cobertura l~gal prt?via su actuación, surgen t.•:id1.:is 
ag;.,,¡ell 1:is efect1.:is y c1:insecue11cias que el mismo sistema 
n~rmat.ivo cont.iene, de cuya actualízaci·~'n se originan 
situaciones •:::¡ue i11cide11 en el ámbi t.o de l•:.s administrad•.)s, 

C:•:•i1 la figura subje,t.iva de la 
C•J11cept1::i de aut.:irida.d, per•:i siempre 
o administradc•s en cua11t.o se 
situaciones jurídicas de éstos. 

potestad se articula el 
referido a 11:is gobernados 
han de, det.'1rmi 11ar las 

En re:l¿1ci6n c1.:in los argume11t.os i!:>~«puest.i:•s, las p1:itestades 
públic.z-.o.s 1:e los ó1'g¿o.nos administ.rativos queda11 dispuestas a 
det.err!!i11ad1:is ó1•9an1:is de la administ.ración, en ese orden el 
1:e1'echo i::ibjetiv•J at1'ibuye específicamente lc..s p1:itestades de 
t.a1 rua.ne-1~a qLit:.- la autoridad P•Jr disp1:•sición e><Presa de la ley 
qued,:;, f~cult.a•Ja para emitir el act.o ·::¡ue ha de incidir en la 
esfera jurídica de los adrninistradi:•s. Asimism•:i, el sujeto 
administ.1•¿..t.1vo para el cumplimie11ti:i de sus funci·~nes y 
ejecuc1•:,n •:!t? sus objet.iv1: 1s, cuenta con aquellas pot.est.ades 
·::ue invisten el carácter de- autoridad en relaci611 con li::is 
¿._c'r11inist.Pados, pero cor11 1:i cc•nsecuencia de la atribución que 
hace la norma jurídica al re·5ult.ar su aplicabilidad y 
obl l ga t.01' iedad del cumpl imient.i:. de su·:; funciones y objeti YC•S 
previ.::\m2nt.•? seflalados pü1' el sist.*ma l1•::lr01ativ1~. 

Así, lftS ¿tL~t.,:iri1jades por disposicii..\n indirecta de la 
norma jurídi·:a son C•Jmpetentes para 1•ealizar l1J que la regla 
j1_.1rídic~ c1:1ncret.a prevé, comprendiendo com1J efect.o el que 
para el cumpl imie11to de sus fun,: i•:ines adMi11ist.1'ativas guarde 
una relaci6n diPecta entre la eJecución de lo que implica la 
ejecución de- sus C•::lmet.idos y, -3quell·:i en l·~ que para dicha 
~jecw:rún el sist.erna ni:trr.¡¿..,t.ivo ha at.Pibuido potestades 
i:·úblicas que est.á11 al ampari::i de esa no1'ma peguladQra de la 
par·t.e J:?jecutiva de los act.•:is ·:iue c•:inllevan al cumplimient.1:i de 
las func1•:ines del órga11ü est.a 1 .. al. 

S·:·brt.: ~·st.¿1 base, se considera que en materia de obra 
públl•:a, las disp1:i·5ici1:me5 de ese i:irde11 t•:infiei~en potestades 
públicas al 6rganc adr1'dnist1'ativo, en cu¿i.nt.o a que éste para 
el cumpl ir,1ienr..i:i d~ su cometid•:i debe limitarse a lo que 
prev2nga11 esas disposiciones, consignand1J el carácter de 
aut .. J1~idad P•:•r U11a relaci6n directa co11 esa no1'ma originada de 
cma >'elaci6n indirecta P•Jr los ef'1ctos de la obligat.ori'1dad 
de su i:ibsi:;rvanc ia para el cumpl imient.o de sus funciones. 
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Dentr1:i de las autoridades de hech1:-i se comprenden a 
aquél las qu,;, ,;,rni ten actos al rnargen de cualquier 
ci:i11sideraci611 legal, transgrediendo al mism1::> tiemp1J la esfe1~a 
jurídica de l•JS administrados. Los actos producto de una 
actividad mat¡>rial implican la vía de hecho administ1•ativa no 
codificada ni di?te1·~1inada P•Jr la legalidad, pero cuyos 
efectos. transitan poi~ el ámbiti:• jurídico del admi11istrado. 



TERCúlA PMTE: LA RESCISION ADMINISTRllTIVA DEL CONTRATO 
DE OBfúi J'U8LICA. 

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SEGUIDO ANTE 
,:,l)TORIDAD ADi1INISTRAT ! VA. 

1.1 Objetivos Esenciales del .r='rocedimiento 
Administrativo. 

PaP::. l~( 1~eaj_ización del Est.ad.:1 de Dere-cho come• mc1delo 
jurí.d.i.c·:i. los actos de la 2.:ti1::.rlist .. 1~ación estd.11 E-n íntima 
relación con la técnica jl.'l'í·:nco foPmal. sin desconc•cer el 
r.;}•:!.'>";~t:ismo de a·:::iuell2 declaPació11 constitutiva de los 
i.-:·v:t.os, ,2::1it.idi:1s al mar·.:;en d12 cuei:..• :=.er ic•rmalidad jurídica, 
s~.···> ·:.u·? el act.i:i haya ;:;ido dicta•-=k· de11t1'0 dt? lo que de una 
;.~n~ra s~11eral se llam& la vía J¿ cer~~no p~blico. (1) 

E~ pr 1: 1cedirniento a•::'.,·.:..nist.r.?.+ ... iv•::i 1 conv:i efect•:i de esa 
uc1idad formal, está refe1':~0 ~: desarrollo de una serie de 
activid.::i,jes Tu11c11:.11alme11te uniT.,arias i:-or est~tr i:lirigidas a la 
reali.::.a~ ..... ;·1 de un ün::._,_:, int.i=1"éS s.ustc.ncial, r1)ediant.t? el 
ejercicii:• ij2 1 ... ma prer'.'•:<;at.iva pública; oesernpef"ia u11 papel 
io,....rrial p2ra el cum;.:olim11:2nto de u·.-\ obJ;::i:..ivc• esencial. Es el 
.e 3.,-1ce f 1:irmal por el ·=iUE s12 e;c;ter i•:ir iza la ac: tuac: ión 
adminis~_.r;;..tiva del Estad•:i. 

El Principie• de legalidad c:ernsti t.uyi:- aquel la parte 
iorrnal de l1:is actos 1je la 2i.d111:111st.i·ació11, va!e deci1', de una 
s2rie de ciperaciones lt:9étlrnenT.e esi..atilecidas, que aseguran la 
perfecc16n y ef1cac1a d~ los acto~ de la administración. Con 
ello, el producto jurídico del ejercicio oe las potestades 
pútl i c:as se di 1' ige a la real iza e i 0:-n do:! interés co11c reto bajo 
;::-1 C-"·!Pl:rni1?nt.ei de una s2rie de actividades a cuyo 
acaiar111enti::i está condicionada dicha actuaci•:in. (2) 

A pesar de qut? el procedimient.o administrativo implica 
una actividad CO•Jrdi11ada haci..:, un fin precisado por la 11orri'1a 
j~ridica, hemos ae reierirnos al procedimiento 
6dm1n1strativo, para traducir la relación jurídica sustantiv~ 
~;1~rfr 12 administracion y el aoministrado. Así, con la 
lt?gal idad f•::irmal •:::¡ue atarie al procedimie11to quedan aseguradas 
las situaciones subjet.1vas F--!:•licas, ta.ntci de la 
administración como Ci'2 los a 1j1ü111istrados, por aquella 
r2!~tl6n juridica que los une. 

(1) Antcinio Carrillc1 Flores, ob. cit. pag. 7~:. 
< 2) Re na t.1:i Al ess i , Tamo I I , ob . e: i t. pa9. 28:3. 
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Con ello el procedimient•o administrativo como 
instrumento de gobierno describe, ar~icula, regula y a la vez 
h?.bilita, el ejercicio de las distintas Prerrogativas 
púcd icas que comPC•nen la capdcidad estatal primigenia llamada 
poder. Las prerro•3ativas i11tegra11 el poder, son sus 
atr·ibut.c•s inseparables, que el ordenamie11tc1 jurídico regula, 
c•:impatibi!izand•:i la actuación del órgano .:i.dmin1strativo con 
aquellc•s medios pc1r lo:os cuales ha de participar el 
.:i.,:!r1iinistrad1:i 1211 el nacimienti:i dC!! acto. (;3) 

En el alcance de los efectt•s del acto administrativo, 
pr1:iducto del procedimiento administrativo radica 
funaamentalmente la participi:jción del PT'C•Pio administrado y 
de la relación jurídica qu,;, guarda con la administración. Es 
decir, en la medida en que radica la perfección y eficacia 
del acto, Pr•oduct•o de aquella pot.,;,stad pública, queda 
asegurada la Participación directa del particular en el acto; 
r--or ello nos hemos referioo al efect.o de su intervención para 
lograr aquel comt?tido; un acto de la administración con las 
propiedades inhei'enti?s que la misma disposición 
gdministrativa ha previste' para t.al fin. 

Cuando el acto estatal incide en la esfera del 
administ.rad1:i, de t.al mant?ra que afecte- las situaciones 
~;urí1jicas de éste, no hay •:>bstáculo para que ante la ausencia 
neirr1).:.t.ivi"1 se observen aquellos principios rectores deo orden 
jurídico previsti:rs en la 1101~mo. suprema, por formar parteo del 
orden i ns ti tu·.: i..:.11al de ésta, y como resul t.ado de las 
gara11tías constitucionales que asisten al administrado. 

Cabe aclarar deis tipos de procedimientos que iMPlican 
11ecesariamente actos distintos, aquel Procedimiento que tiene 
Cüríl•:i fin }Ct CCrl1St.i tUCÍÓl1 del acto previa formación de la 
voluntad administrativa o ,je los actos procedimentales ya sea 
de origen unilateral o bilateral con consecuencias 
individuales o generales; y otro de fiscalización, co11trol e 
impu·~nac i6n que- comienza cuandc1 ac¡uél ha concluido, gozando 
•:ie todas :as pr•::>Piedades qui? al efect.::> consi911a el sistema 
li:?sal obJetivo. (4) 

De cualquier modo, entr2 el Procedimiento administrativo 
ju1•(dicame11te regulado es posible destacar algunos que ,;,stán 
irt:Put?stcis con un expreso carácter obli9at.c•ric1, por lo cual se 
t.ü1~nan ineludibles para el órga110 de la administración; ello 
hace supc•ner que la relación procedimental queda en c1rden a 
l.:.. r:1:irmd jurídica, mie11trd.S gue t:-11 la p1~evisi6n de otro tipo 
de procedir1)ientc1s, lc1s órganos administrativos pueden no 
adoptar en su integridad ao:¡uellos presupuestos normativ1:is de 
ca-.Pác ter e cinc reto, segiJn rE-sul t.e más opc.rtuno. No obstante 

(~:) .T~·s" Rc•berto Drc•mi. ob. cit .. pag. 23. 
(4) ¡~~aem, pag. 31. 
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las pres e: r ipc iones de carácter gent:H·al deben ser acatadas, 
aC;n cuand1:t no sean objete, de cc1nsideraci6n pc1r la norr::~ 
pa1·ticular. (Si 

En atención a lo anterior, destaca como principio 
fundamental en el pr1:icediff1ient1:0 administrativo el que la 
act.uación administrat.iva quede stJjet.a a la prescripción 
!~gal, para asegurar la perfección y eficacia del act•J, así 
corno para ·3arant.izar la participación de los administrados en 
el proc:es1:i constitutiv•:i del acto, tuteland1:i al mismo tiemPD 
la d2fensa de la propia le·3alidad. 

Según lo hemos serialad1:i, el i:::irdenamiento jurídico prevé 
aquellas condiciones esenciales en el ejercicio de los 
p1:ide1'es públicos, •3arant1zando con ello la ejecución del acto 
en aras de la realización del fin pCrblico. Así, enccintramos 
c1Jm1:i aspectos propios de raí::: constitucional •:¡ue predica11 en 
t.odo momi?nt.c:, la e'-dst.encic:1 de esa legalidad y la nc•rma 
jurídica, Mismas que se acogen a l·::i •:¡ue ya hemos serialado con 
ant.eric•ridad. 

En la jerarquía normat.iva se reconc•ct? aquella parte que 
mantiene la unidad del sistema 111:.rmativo, de manera que 
ninguna ncn .. ma o actc1 emanado de un órgano inferior podrá 
dejar sin efectos lo dispuesto por otra de rango superior. 
La Cc•nsti t.ución es la no1"ma fundamental, suprema fuente de 
validez de tcido el ordenamiento jurídic1J. La validez formal 
de una norma o 1je- un acto depe-nde de que haya sidc1 creado por 
el órgano y con el procedimie1ito establecido poi~ la superior, 
mientras que la validez sustancial existe en cuanto el 
co11tenido jurídico de la norma sea congruente con el 
substracto de derecho del act.o ant.ecesor. C6) 

Por otra parte, dentro de lo gue la doctrina deno~\ina la 
razcinabilidad, todo acto de la administración debt:n encontrar 
su justificación con preceptos legales y hechos, conductas y 
circunstancias que le causan. Bajo estas consideraciones 
encontramos la motivación y fin del acto procedimental. 

De c..cuerdc• al tratadista argentinc• .José Rc•berto Drc1rni, 
la raz.1Jnabilidad de-1 acto responde al de-bid•J proces1J de 
verificación de los hechos que los justifican y la 
apreciación objetiva al valorarl•:is. Debe haber una relaci611 
lógica y prc1p•:•rcic1nada entre el consecuent.e leis antecedentes, 
entre el objet» y el fin. Por ello los agentes públicos 
deben valo1'ar razonablemente las circunstancias de hecho y de 
derecho aplicable y disponer de medidas proporcionalmente 
adecuadas al fin perseguido por el orden jurídico. 

(Sl Jorge Héctor Escc•la, EL PROCEDIMIENTO ADMINJ~;TRATIVO, c•b. 
cit. pag. 26. 

(6) .Jc•sé Roberto Dromi, C•b. cit. pag. 63. 
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En adición al g1•ado de participación del administrado, 
se af1aden ot.rc•s principios que independi t?ntem.;.nte de aspe-e tc•s 
jurídici:is de orden inter110 que inciden en el 
per·feccic1narnient.o y eficacia del acto, atit?nden aquellas 
cuestiones en las cuales el adnunist.rado guarda una relación 
directa con el e-nte est.atal a fin de dar nacimiento al acto 
admi 11ist.1·a ti v1:i. 

Dentro i:Je esos .principios generales a los que ya nos 
hem•:is referid..:1 , se ag1•e9a el relativo a la defensa, en el 
cora;;,n constit.ucic•nal. La defensa en juicio o del debido 
proces•:i es también aplicable al procedimiento administrativo. 
La ·;a.r·ant.íCt de defensa, i.:omc• efectiva posibilidad de 
participación útil por parte del administrado en el 
priJcedir11iento adroinistrativo cc,mprende- come• derechc•S en la 
secuencia de aquel, el de ser oido, ofrecer y producir 
pruebas y el de una decisivn iLmdodCt cc•n la cual se c·bt.enga 
aquella seguridad jurídica en el ac~o. 

No obstante lci ant.erior, la facultad reservada al 
adr1linistrado para impugnar aquella decisión, •:¡ueda 
cc•mi:•rendida dentro de las const?cuencias del acto, que come• 
resul taijo del grad1:> lesivo a li.:is inte1~eses o derechos del 
•3,:iberndd1:1 , puede recurrir en su defensa a las instancias o 
ru(:dios impugnativos correspondientes. 

La participación activa del administ.rado en los actc•s 
est.ataies no se reduce a una simple presencia del interesado 
en el acto, ni tarnpocc• a un derecho común de ser oído antes 
del nac innento de aquél, responde nt?cesar iamente a un derecho 
tutelado por la norma suprema, a una garantía que representa 
Lm.:i. activa participación bajo los parámetros que el 
oraenamiento jurídico prevea. (7) 

Ese derecho no responde a lo convenido 1j acordado entre 
el 6rgano estatal y el gi::obernado, ne• forma paPte de la 
dispi.:inibilidad •:¡ue en el orden común puede ser ·::ibjeto de 
con~~n?o; te ello dista, el que el propio administrado no 
eje:r::a .:iajo los térrnin•::is y c1::indic:iones aquellos derechos que 
prescrit.2 la norma papa ese fin. 

Corresponde al órgano estatal que interviene en el 
prccedirnir:nt.o administ.rativc•, la realización de todos 
a·:iuel li::is actos •:¡r...1e tienden a co1isi·:inar l•:is hech1:>s necesarias 
para alcanzar" la decisión final. En virtud de ello, la 
realiz.::i.ción de las diligencias te11die11tes a la constatación 
de los hechos que fundamenten la decisión queda a cargo del 
ente püblico, en tant1::i la norma jurídica no impo11ga la 
obligación al administrado de t.raducir su conducta en una 
participación colaborativa con el órga110 estatal. 

(7) lbidem. Pag. 67. 
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P·:>r parte del gobernado se ci:•mprende necesariamente el 
derecho de c.frecer y producir las pruebas p.:-rtin&ntes, 
.B.sequranijo con ell•:> la veracidad de los hechiJs o acti:>s que 
han do: t.cimarse:- e11 considt?rac ión P•:•r parte del 6rganc• 
administrativ•:., en tal virtud se encuentra el que toda pru-abz:. 
razo11ablement.2 propuesta sea producida, de que ésta sea 
c•:insiderada antes de t.oM2<.t" la decisión y la sustanciación gue 
a tal fin disponga la Aaministrac16n Pdblica sobre la prueba 
·:ifrecida. 

De acuerdo con le• anl.erior, podemcis precisar que el 
derecho a u11a decisión fun•jada imP•::'lrta en si un criterio de 
eficacia c..dministrativa, en dond12 se har1 respetado todc1s 
aquellos principios que la norma juridica prescribe para la 
cc·nstit.ucíón del acto. Sobre est&s bast:os, la H1otivaci6n y 
fundamentación de la decisión implica una declaración de 
cuales han sido las ci.rcunstancias de hecho y de derecho que 
han llevado a la emanación del acto; constituye por tanto los 
presupuestos ci Pazones del act.o, su fundamentación jurídica 
C•Jn que la a·dministrac ión e-ntiende sostene'r la legitimidad y 
oPort.unidad del acto deciso!"io. 

Segú11 quedó precisado en el capítulo c•Jrrespondiente a 
la licitaci6n pública, el actei de adjudicación ccimo resultado 
di: un P1"'ocedimient1:. administrati V1J de ca1~ácter unilateral, al 
quedcir debidamente fundado y motivadc4, y t.oda vez que con él 
concluye aquel procedimiento, el efecto jurídico que incide 
en Ja esfera jurídica del licitador es indiscutiblemente el 
de lograr Ja seguridad jurídica para el mismo adjudicatario, 
e.si ceimo B los demáis ofer-ent.es; si11 embargo, si en ese 
procedimiento 111J se vie1"'ten los presupuestos que se han 
consignadc1 para ac¡uél, en el que i11t.erviene activamente el 
particular ei1 la forr.1ación del act•J adniinistrativo, éste 
quedará viciado, siendo c•bjeto de impugnación por el prc•pio 
administrado. 

En relac i6n con lo sel11aladc1 en el párrafo anterior, como 
se ha indicado, el. debido proceso adjetivo y el derecho de 
defensa consti tuciC•nalmente resguardado exigen que no se 
cercene, prohiba u obstaculice con limitaciones 
inconst.itucicinales la posibilidad real de irt1Pugnar las 
decisiones administrativas. 

En ese orden de ideas ne• debe de ser impedimento del 
derechc de def e11sa las e reac iones procesales e~<C luye11tes o 
limitativas de la via judicial, ni recuPsiva, por ello se ha 
hecho hincapié en el grad•:. ·4ue guarda el recurso de 
inconformidad prevísto en la Ley de Obras Públicas, at::m 
cua11do carezca de aquella re•aulación obligatoria que todo 
recurso debe consignar. 



Li:•s principios formales del procedimiento administrativo 
descle el J:-1. .. mto de vi si.a de su integrac i6n son: la 
oficialidad, el informalismo y la eficacia. 

La oficialidad o impulsión de oficio, implica el que la 
propia auti:iridad administrativa i11st.a las actuaciones, la 
cual t.it?1:e pot.E-stades y al mismc• t.iempc1 el deber de mover el 
procedimio?nto hasta llegar al dictado del acto adniinistrativo 
que sea resul tadci del prc1cesc1 desarrol ladc1 y con el cual se 
lleva a cabo la gestión del interés p~blico. (8) 

Lo ant.i?ri•:•r obedece al imprescindible e irrenunciable­
cometido 1101,mativo que atiende a un interés supremo a todo 
par·ti:ular y al del mismo agente administrativo, siendo el 
móvil de su acci611, el i11terés público. Aún cuando el propio 
administrado juega un papel activo t!<n dichc• prc•cedimiento, 
t!<llo es así p1Jr disposición normativa, quedando en esti:is 
casos la impulsión del prc•cedirniento a cargo del prc1pio ente 
público. 

El informalismc1 tiene come• objet.ivo esencial una 
interpretación menos estricta al sistema legal objetivo, de 
r11anera •:¡ue ant.e el excesivo form.:i!ismc1, perniciosc• para la 
administración así c1::1rno para los remedios procesales 
const.1 t.ucionaliza.dos ·:¡ue merecen ~mplio amparo, y ante el 
escolli:i dt:.- la técnica formal, la interpretación 11ormativa 
debe engri:1sar la Mdxima le·,;alidad sin irnplicacic•nes c•bsoletas 
•:¡ue im?i.jd.n alcanzar efectivamente la eficacia del acto de la 
o.dminist.ración. 

El procedimiento administrc..tivo no debe ser concebido 
como mera carrera ae •::ibstá.culos, sino c•:>mo un cauce ordenado 
e eipaz dE- sar~intizar la legalidad l el rnéri to del obrar 
administrativo dent1·0 del respeto y la salvaguarda de l•os 
derechos subjetivos e intereses legítimc•s. Lo anterior· 
supone que- a11te la ausencia legislativa de una estricta 
regLJ!aci.:1n de los act.c•s procedir1H?ntales, la unidad formal 
deb2 caminar hacia la juridicida·j de los actos con los 
rnin1mQs presupuestQs no esencialt-s para la e-f icacia del acto. 

Por ültiruo, hemos de referirnos a la eficacia de la 
~ctuaci·ón administrativa en orden al mismo procedimiento, en 
cuanto se caracteri=:a este pri11cipio p•::>r ti:idos aquellos 
a5pect.os que le dan unidad, a sat•er; le cele-ridad, sencillez 
y economía procesal. (9) 

De confQrmidad con los intereses de car¡;,cter público, el 
fin de la función admi11ist1~ativa c¡ueda ceí1ido al cumplimiento 
de esos int.eresé-s, el lo rt?present.c:s que bajo el roarco legal 

(8) Jc•rge Héctor Escola, EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, 
ob . c it . pag . 125 

( 9 > José Ri:rbertci Dromi, ob. e i t. pag. 79 
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quede e.:pedido el acto con la prontitud que se requiere para 
la satisfacción de los int.ereses supremcis. Sc·bre este mismo 
orden queda la sencillez de los actijs procedimentales, eti 
cuanto posibilitan una tut.ela efectiva de derechos y poderes 
juridicos, se trata, de acuerdo con el autor en cita, de la 
pronta solución que reclama el ejercicio del poder el 
respeto del derecho. 

Con base en los argumentos generales que deben 
prevenirse para la ejecución del procedimiento administrativo 
con el alcance que he-mc•s fijad•:., cabe aludir a la doble 
finalidad que- con· precisión se le asig11a; com1j garc..ntía 
administrativa, ya que por un lado procura la tutela de los 
derech•jS e intereses de 11:.s administrados, mientras que por 
el c1tro persigue la buena marcha de la administración. (10) 

Hasta a·::¡uí 1ios hemos ocupado de a.:iuell,~s principios 
objetivc1s del procedimiento administrativo, en el cual existe 
la ingerencia del administrado para alcanzar los efectos 
prc•Pios del acto estatal. Sin emt•argc•, queda por abordar una 
situación relevante para les efectos que nos •Jcupa, el de los 
actos procedirne-ntales. 

En ese sentidc•, la unidad funcional del procedimient.c• 
administrativo y di? las actividades que se desarrollan e11 el 
rn1smc1, no se traducen en un.a identidcid funcional de dichas 
actividades, por lo que concierne a su acción a su posición 
respecto de su fc1rmaci6n, rnani fes tac i<in y ejecución del 
actividad administrativa en función de la cual se desarrolla 
todo procedimiento. Cll) 

De acuerdo a lo anterior, las actividades que se 
desarr•:>llan en el seno del procedimient•J se- sitúan en 
diversos planQs, según la diversidad funcicinal en relación a 
la unitaria realizaci6n del interés concreto CC)nl•:> últin10 
cibjetivc1 del procedinli12nt.o. Así podemc•s ejemplificar en 
principio por aquella fase preparatoria, como roanifestaci6n 
esencial que constituye el ejercicio del poder para iniciar e 
instrumentar el procedimiento; poor •Jtro lado está11 aquellas 
actividades que representan la función ve1'dadera y prc•pia de 
la manifestación reali=adora y directa del interés concreto. 
( 12) 

Sobre esta última fase, esencial en el procedimiento 
administrativo, se vierten ti:>dos aquell•:is actos producto de 
la relaci6r1 juridica de caráct12r administrativo que guarda el 
administradQ con el ente públic1J, A11te ell1J, resulta que se 
reconoce c•:1meo elementos constit.ut.ivos, solamente aquellas 

( 10) Jor·3e, Héctor Escola, EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, 
o)b. cit. pag, 151 

(11) Renat.c1 Alessi, Tomo 11, ob. cit. pag. 284 
(12) Lot. cit. 
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manifestac:io1ies de actividad de cuya realización deriva el 
interés PÜblico, rnient.ras que t.ienen naturaleza de elementos 
meramente confirmativos aquellas manifestaciones de actividad 
,=-, 1..1e si bien hacen pc:is~ble tal actuación, lo hacen de rnanera 
·;= .. ,h? el ''rigen de ésta parta de un mor1H:nto anterior, no 
pudiendo receinocérseles evidentemente naturaleza de elementos 
constitut.ivQs. 

En la licitación pública como procedimiento unilateral 
de selección del contratista, los eler1ient.os confirmat.ivi::1s se 
conf ig1..:ran p1:ir los ac tcis de los 1 i e i tadc.•res en cuando 
ci:.nlleva11 a que el órgano administrativo de una manera 
unilateral seleccione al contratista. 

No sucede lo mismo cuand•::i fact.1:-ires imprevisibles 
amenazo11 el equilibrio económic.:i f:.nancierc1 del cont.rat.o, de 
tal ma:1era ·~ui: de acue1'do con el A~~t.ículo 46 de la Ley de 
01.:ir·as Públicas, cuandc1 ocurran circunstancias de orden 
económico no previstas en el c1:)\1trato, pero que de hecho y 
sin dc1lo o culpa de las part.es determinan un aumento o 
reducción en un cinc1:> p1:ir ciento de los trabajos aún no 
ejecut.ados, dicr1os cost.os pc1drán ser revisadc1s, de 
conformidad con los pr•:>cedimie\1ti:1;s previstos en el Artículo 
f.1

) del Re·~lam2nti:1 de la Le1· de Obras Públicas. 

En ese sentid.:;,, lo-~ elementos consti tutiv1:>s de los 
pr1:1cedimient.c•s se real izan por los actos del contratista y 
del ·~•1'•3ano administrativo, en cuant.::i aquellas manifestaciones 
de voluntad, así como la actividad in1plicada en la ejecución 
del ci:mtrato reportan la real i=ac i6n de una •::ibr•a de evidente 
interés público. 

Así en el procedimiento se ccinsideran aquellos aspectos 
prc¡pios de liJs act.:is ·::¡ue inciden en el cometido fi11al de 
aquél, con ello, lc1s a.:: tos adquierc-n verdadera relevancia 
ci:msti tutiva aún cua11do provc:ig~n de los propios 
par·t.icul.:i.res. Sin embargc1, sobre esta consideración versan 
&•::¡uell1Js actos c1::impuestos, de modo que la determinaciolies 
vo~:. t.ivas se present.an unidas Pc•r vinculos tan estrechos que 
p:,..ede11 lle·3ar a considerarse 1:~:.i.,.,.?r•namente como un acto único. 

"·2 La Titularidad de las Potestades y de los Derechos 
en el Procedimiento Administrativo 

La importancia del procedimiento adrninistrativc• queda 
reconi:ic ida tan pronto com1::i se reconoce la existencia de una 
;ºune i6n admi ni strati va. Esa función representa el objeto al 
que st:: l .. rnit.an las c:1:;1ndiciones 1Jel pr1::icedimient•::i. De acuerdo 
al crecir1nento de aquellas f..;;,cicines y en atención a los 
c:omet.idos estatales, ha dado C•::;wo resultado la invasión a 
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n1uchas zonas y esferas de la actividad privada y ante ello ha 
n&cido la justa demanda dt?l particular, para que P.stas 
int.ervenciones se hagan de con'f.::irnüdad ci:m una f1:irma que 
c1fr8=ca al goberneidc1 lds 9arant:ías para el proceder de la 
actividad administrativa. 

La autolirnitaci6n y autc1det.errninaci6n son atributos 
inherentes al pode1" pUbl ico qui? lhlPl ic:an la negac i6n misma a 
la arbit.rariedad, al traducirse en la creaci<in de un orden 
juridico. Lo anterior implica, ·~ue el Estado de Derecho 
guede c•:1nstatadc1 en el ejercicio de las funcic•nes públicas, 
cuan•jo las P•,test.ades públicas, así. cor1K.1 el producto de éstas 
se cif1en a l•::i estrictamentt? jurídico. En ese orden el 
9i:ibe1"11ad•::i 1io está al mar•.;;ie11 de acto:. estatal, el instrumento 
procidemental es una de las formas por virtud de las cuales 
a•:¡uél participa activamente en el eje1·cicio de esas funciones 
públicas i rrenunc idt•les pa1·a las partes. 

Si~"3Úl1 se ha sefl'lalado con anterioridad, en el 
procedimiento dc•nde tiene ingerencia el gobernado, deben 
atenderse todos a•=iuellos derech.::>s e intereses que le ataMen, 
como reflejo de la tutela jurídica y de las directrices 
rn::irrnativas que se prevén para el nacimiento del acto producto 
del prcicedirniento. 

Los dert?chos e intereses del gobernad•:• están prcitegidos 
por el sistema normativo, sin embargo, independientemente de 
la jerarquía normativa, hemos de prestar atención a la 
regulación secundaria que rige los actos de la administración 
hacia su instrumentaci6n para emitir el actc• de autoridad. 

A pesar de que el procedimiento administrativo queda 
previste• por normas de carácter secundario, deben atenderse 
aquellos presupuestos jurídicos imprescindibles para la 
eficacia y perfeccionamiento dc-1 acto, de tal manera que ante 
su ausencia el a'!to queda viciado, según el grado de 
afect.aci6n por la transgresión jurídica al ordenamiento 
supremo. 

En el prcicedimiento administrat.ivo, hay una nota 
domino.nte •:¡ue ha sido la preocupación fundamental para 
asegurar la colaboración del particular, o mejor dicho la 
audiencia del g1:ibernado; en ell•:i radica la valoración 
Jurídica del prc•cedimiento, en cuanto a que queda garantizada 
esa intervención del administrado P•Jr efecto directo de 
aqut?llos derechc•s jurídicamente tutelados, más que por la 
simple determinación normativa de carácter administrativo. 

Una menor o una mayor formalidad en los actc•s estatales 
debe implicar necesariamente esa participación, como 
resultado de la potestad jur:ídica de la administración. 
Pero, independie\iteme1ite de aquel acto, cuy1:is efect•Js 110 
trascienden . a la esfera del particular, los actos 
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adrninistrat.iv1:>s qut? inciden en el álea privada del gobernado 
detien consignar· las pretensiones e• alegaciones que éste haga 
valer de modo gue manifiesten el •)bjetivo de la garantía de 
eiudiencia prescrita por el ordenamiento positivo.(*) 

La más eficaz de las garantia.s es real izada P•:>r la 
colc:,bc1raci6n en el prc•cedimient.o adrninistrat1','C•, de aquellas 
F='l'rsonas cr...1yos derech1:::is y obligaciones van a •:¡uedar afectadas 
pc~r el mismo acto, por le• cual, la reglamentac i6n de esa 
colaboración vendría a ser al reflejo de la institución 
furn:1arnental dc1nde se tutelan las garantías del gobe-rnado. 

En virtud de que en e: procedimiento administrativo se 
encuentran implicados los derechcis o intereses del 
administra.d•:i, se genera una relación jurídica de derecho 
públicc• por ld. cual la aL..;tciridad y los interesados 
+.,i t•Jlarizan diversos derechos y debe1~es que la norma jurídica 
rec•:•noce a cada uno de ellos, a fin de cumplir con la función 
ai:;:rui nistrati va. 

F'erc• antes de considerar lc•s deberes que pudieran ser 
objet•:> de apreciación en la relación procedimc-ntal, ha de 
aclar·arse, si como contrapeisición de las potestades jurídicas 
que le asisten al ente público se encuentran los derechos 
:ubjet.i vos, mismos gue en seguimiento de la doctrina cc•mún 
·:::iuedar ian C•Jmo una pretensión •:::¡ue lleva consigo un poder de 
ejercicio frente a aquella potestad pública. 

De acuerdo con los fines y cometii::fos que se han previsto 
para el procedimientc• adrninistrat.ivo, esas potestades son 
poderes de 1::ib1~ar en el mund.::i del derech•:i, que inciden en la 
situación jurídica del adrninistradc•, en tantc• el derecho 
subjet1v1:i, n1::i representa sin•::a una garant.ía (que deriva de un 
vínculo impuestc' directamente por la norma a otrc1s sujetos) 
ccin u11a utilidad sustancial directa al sujeto que le asiste, 

<:P En relación a est.e aspee t.o, el President.e Hughes, citado 
por Antonio Carrillo Flores, ob. cit. pag. 100, sel'lalaba 
que el campo de regulación administrativa para a.tender 
las necesidades sociales debe atenderse ~ tres 
condiciones: primera la adhesión a los pr1nc1p1os 
básicos del sistema constitucional <es decir, por el 
respete• a las garantías fundaruentales de la 
Constitución); segunda, la previa determinación que la 
legislatura deberá de hacer de lc1s padrc•nes de la acción 
administrativa (la Corte no acepta ·~ue se encargue a un 
órgano administrativ.:• la e1ecisión de asuntos sin que al 
pr•:iPi•:i tiempo la ley que l": encargue los asuntos fije 
por vfa imperativa el procedimiento a seguir para la 
decisión) y tercera, en los i:-r 1::acedimientos 
administrativos de carácter semijudicial, la libertad Y 
la pri:)piedad de los c iuda.danos han de estar protegidas 
por las exigencias rudiment.arias de un trato justo. 
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de m1:>do que en un primer orden está. el poder 
1 ibrernent.e, o bien gozar de aquel las pres tac ic•nes 
por otros sujetos de ca1~ácter administrativo; como 
su ccintr·avenci6n está el ejef'cicio de las acciones 
cor respo11dientes. < 13) 

de obrar 
ofrecidas 

efecto de 
judiciales 

Es decir, por la relaci~·n que guarda la norma jurídica 
con el sujeto, el administrado comparece al acto 
procedimi?ntal, seg(.m se ha reconocido; a t.al fin la actuación 
administrativa debe ceriirse a los lineamientos n1:"1rmativos con 
el objet.c1 de lograr la juridicidad de los actos, así, forman 
parte de esa observancia legal la facultad o poder que le 
asiste al administra•:lo para comparecer en el prc•cedimiento, 
con el objeto de constituir la decisión definitiva. 

En virt.ud de lo ant.erior, queda excluída aquella 
considerac i6n p1l1~ la cual como c•:intraposi c i6n de los derechos 
que le correspc•nden a una de las partes, están las 
obl io:.iac iones a cargo de la otra. En el acto procedimental, 
t.ant•:1 las potestades p(Jbl icas cc1mo el derechcc del 
administrado irnpl ican dos P•:lde1~es jurídicos de distinto 
eirden, calificados en distintos ·3rados por el sistema legal. 

Esos poderes ,,,, implican la. imprecision de aquella 
situación especial que guardan tantc• el administ.rado como el 
6r•3ano estatal en el pr 0:icedimiento administrativo. Por ello, 
destaca comCt ·cc•ntt?nidei Particular de la supremacía estatal la 
si luac ión de especial sujeción perso11al del i ndi vidu•:> frente 
a la administración, como consecuencia del procedimiento 
administrativo y por el cual, se preve a la administración 
come• tit.ular del poder de imperic•, suficiente para mantener 
aquella situación de sujeción. 

A pesar de que esa relación jurídico procedimental 
c•:::>nstituye la referida situación de sup1~emacía 110 es, sin 
embargo, suficiente para la identiíicac16n de las relaciones 
a las que se u11e la sujeción especial del gobernado frente a 
la administración. En el contrato de obra pC:.blica, el 
ccintratista se encuentra su jet.:> en un relación especial de 
subc•rdinación a la potestad del órganc• contratante, de manera 
•:¡ue las si tuacio11es están definidas, siendo éstas el 
antecedente directo de aquel actc•, que ha de quedar dentro de 
las formas procedimental.:s como puede ser la de aquel la fo1'ma 
an•:•rrnal de concluir el ccintrato de obra pública, dentro del 
cual queda c•:::>mprendida la rescisión administrativa. Es decir 
con rn•:itivo de la celebT'ación del contrato de obra pOblica el 
contratista es ti tul ar de de1~ech•:>s aú11 cuando su situación 
jur·í.d1ca s12 encuentre det2'rrtiinada. Lo anterior en virtud de 
que con el procedimient1:> administrativo se garantizan los 
derechos del cont.ratista, sin que en ello agc•te su funci(1n el 
p1'oced1miento, t.:::>da vez que permite ase·3urar la pronta Y 

( 13) Re na te· Al i?SS i. T º"'º I ¡ ' C•b. c i t . pag . 455-457 
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eficaz satisfacción del interés general n1ediante la adopción 
de las medideis y decisiones necesarias por los órganos de la 
administraci6n, intérpretes de ese interés y, al propio 
t.it::rf1Pci, parte del preicedimiE-ntc• y e<.rt•i tro del mismo. 

El procedin1iento admi11istr~tivo tiene como fin el 
nacimiento del acto definiendü las si t.uar:í•:•nes jurídicas del 
administrado, pero cuyo valor l'adica e11 la instrurnentaci6n de 
aquellos int.12r2ses t.uteladc1s c1bjetivetmi:-nte, y de los cuales 
se desprende ci:1111i:1 efect.cs imprescindibles, el que el órgano 
c:.dmini.5t..··at.iv1:i con.:izca de ac¡u2llos ~1•?chc•s o acti:•s que no ha 
tci":1QW•J t?n co11sideración o de los que nQ tie11e conocimiento, 
gar21nt.!::and•::i con elle• los derechc•s que le asisten al 
aórni nistrado p1:ir virtud del ordi.:namiento jurídico. 

Ta~ ·1s-z con ést.os dos últimos objetivos, el ent.e pút1licc1 
rnc.nt.ierie l.a eficacia del pr•:icedimienti:1 admi11istrativo, pero, 
é:ste .a:d·:;uiere relevc111cia JUria1ca en cuant.c• prevea aquella 
i=oarte ·:iuc- rna11tie11e en el marco de la legalidad, el respecto a 
las ·~arantí ciS cc•nsti tuc ionales d2 los adrr1ini str-ados. Aunado 
d. l1:i antel"i•:ir, est.~ la eficacia y perfección del acto 
pr•:.rductc• del PrC•cedimiento administrativo, mismo que en ese 
orden esta. configurado normativamente. 

Poi" otra parte, he-mos de referirnc•s a los deberes que al 
pa1~ecel'' ·=ruedan consignados en el procedimiento 
administrativo. Ante ello, hemos de argumentar que más que 
u11 deber por observar el ordenami~11to jurídico, reporta un 
verCc:·.dt-1'0 irnperat.ivo ncirmativo que va mas allé de cibservar 
t.&l ., cual actividad c•or.10 1·esul todo de aquél derecho que le 
asis~e a la otra parte. 

La actividad administrativa, queda sujeta al orden 
jurídico pa1~a lograr· l1:>s cometidos de las funciones 
enccimen•Jadas di r&c tame-nte por la nc•rma suprema. PoT' eso la 
pi::-testad pública no se genei~a en relación jurídica alguna que 
haga 1jet.t?rmínable su cont.e·1ido, sino que por el contrarie• 
oésta surge 1.mica y directamente por disposición legal. A la 
potes~ad no coT'resP.:•nde ningún det11:-r posi t.ivo o negativo de 
part~ 1jel sujeto administrado, sino una simple sujeción o 
sornet.irr.i¿.ntci de otros st.uet.os a soi:·ort.ar sobre su esfera 
jurídica los ev~ntuales efectos derivados del eJercicio de la 
ps:itest.ad. (l.:,. .. 

Esa sujec i<'1n puede.- ser para esc•s su jet.es ventajosa o 
desventajosa, o bien i11dife1•ente, pero en ningún caso implica 
un deber o una o obligación por parte del sujete• s1:1metido al 
ej~rcicio de la actividad administrativa. En fin, como 
.=•ri:,ducto de la normo jurídica, ne• exist.e un deber, ni de 

í.14) Edueir-dc· Garcíet de Enterríei., Tomés Ramón Fernández, Tomo 
I, ob. cit. pag. 257 
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i:·arte del 6r•3ano administ1~ativo, ni de parte de otro sujeto 
frente al ejercicio de las potestades conferidas. 

Si las potestades administrativas encierran las 
P·~sit.ilidades de una actuaci(111 concreta de la administración, 
es pr·ec isamente en esa actuación do11de se func i1:mal izarán las 
exigencias y limitaciones que el principio de legalidad 
impone a dichas potestades al regular sus particulares 
condiciones de ejercicic1. En ese c•rden, la autoridad 
adn1inistrativa queda sujeta en el procedimiento a la 
C•bservanc ia de los siguient.es aspectos: 1) adoptar las 
medidas necesarias para la celeridad económica y eficacia del 
tráu1ite; 2) impulsar de oficie• el prc•cedirniento; 3) realizar 
todas aquellas diligencias necesarias, a efecto de conocer 
con cert.eza los elementos que han de incidir en la decisión 
fi1ial; 4) respetar las ·3arantías constituci•Jliales de lcis 
gobernadc•s, así c.:.r1)0 l•:•s rC!o·:iuisi t..:•s prc•cesales que ante tal 
observancia aseguran al admi11ist1~ado sus respectivos 
derechos. 

En fin, frent.e a esas potestades póblicas del 6rganc• 
administrativo corno consecuencia del contrat•:i de ob1~a 
pública, y en virt.ud del procedimientc• administrativo, no 
existe para ese acto una situación de deber u obligación p1:>r 
parte de la aut•:•ridc.td administrativa. Los deberes y derechos 
Pr•:icesales ·:it..:e le asisten a las part.es con motivo del 
procedimientc•, sólo son refleje, de aquella parte dispositiva 
p1:ir el ordenamiento jurídico. 

LJna vez precisada la doble finalidad del prcicedimiento 
administrativo, corno 9ara11tía de los derechos individuales de 
los administrados y como garantía de orden de la 
administración y de justicia y acierto en sus resoluciones, 
han de quedar comprendidc1s entre los int.eresados en el 
prc.cedimiento administrativo quie11es lo promuevan c0m·~ 
t.i tulare-s de derechc1s o i nt.ereses le-gí timos, o bien, los que 
sin haber iniciado el procedimiento, ostenten derechos que 
puedan resultar directamente afectados PL•r la decisit•n que en 
el mismo se adopte. 

Así, la ccindici<•n de interesado se suste-nta por sí sola 
en la titularidad del derech•:i subjetivo, •::¡ue p1:ir ser tal y 
existir con anterioridad a la iniciación misma del 
proce1jimient1:i de que se trate, como lo es el caso del 
CC•nt.rat.c• de ot•ra pública, comporta una cc•rrelativa c1bligaci6n 
por parte de la adnllnistració11 de garalit.izar el derecho del 
administ.radc1 antes de emitir el ¡;et.•:•, pues la adquisición de 
la condición de interesado n1l depende de la promoción del 
prc•c:edimiento por el ti t.ular del derecho ni de su 
comparecencia en un procedimiento ya iniciado. En ello 
radica la import.ancia de la forma prc•cedimental en cuanto 
queda asegurada la ·aarantía de los derechos de 11,s 



administradc)s, como efecto de un acto anteri•:ir de cuyos 
eJ~rcicios actualiza la hipót.esis normativa y como 
c 1:insecu2i1c ia la titularidad de eses derechos. 

I.3 El Procedimiento Administrativo seguido en forma de 
Juicio. 

De acuerdo con leos objetiveos esenciales del 
pr1::i::edimienti:1 adrninistrati vo, y e11 vi rtuij de que éste 
re;:.r·esenta aquel instrume-nt.o demcicrat.izadcn~ de los mecanismos 
de decisión ·~ue las i11stancias propiamente administrativas 
distan mucho de asegul"ar, por si solas los actos crbjeto de la 
funci6n adrni11istrativa, el orden jurídic•:i reserva a través de 
las gar~nt.ías cc•nstit.ucionales, una participación más int.ensa 
de los administrad•::is en li:is act.os que han de incidir su 
esfera jurídica. 

Asegurar las garantías del gobernado mediante el 
proce1:1iMient1:J administrativ1:i, implica necesaria.mente 
reconocer aquellos principios rectores del obrar 
administ.r&tivo que, aún cuandi::. no se prevén en la norma 
secundaria son c·bjeto de su cumplimie-nt.c• para que aquél quede 
invo::st.ido de la juridicidad necesari=., guedando en ese •J,rden 
perfeccionado el acto. 

De ceoniormidad con lo expuesto, no queda al margen de 
cualquier consideración juridica, el que en el procedimiento 
administ.rat.ivo se consagren aquellas situaciones que al 
perecer han quedado c•::in exclusividad reservadas al proceso 
judic1¿,,l, Nc1 ot•st.ante ello, y con mereis efectos expositivos, 
hemos de referirnos en principio a la garantía constitucional 
vista en el procedimiento. 

En primer lugar, cabe resaltar la común pertenencia de 
a-:¡1..1el las, al f:•r1:icesc1 judicial al i=irocedimiento 
adminis~.rat.ivo, de t.al rimdo que con elle• se ha contribuido a 
real i::a la func i6n gara11ti=a·:::J1:ira que en el á.mbi to esp~c í fice 
d2l procedimiento administ.rat.ivo correspcinde prever como 
efecto de las relaciones jurídicas que surgen en el marco 
le;;.:11 ·;in ernbarg1:1, a pesar de lo antes precisado, los 
intentos de asimilación del proceso judicial Y del 
pr·=:1te•j.Lf1"dentc• administrativo, irnpulsadc•s por el afán de 
refor=ar al rná>::imo las gara11tías de los administrad•:JS, 
~ienden como consecuen:ia a jurisdiccional izar al 
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procedimiento administrativ•:i en cont1"a de lo que p1:>stulan las 
concr8tas nec8sidades de aqu~l. (15) 

En razón al desenvolvimient.:1 sistemático del 
prc•cediroient.c• adrninistrativc1, se ha aludido al concepto de 
jurisdiccionalizar como aquello que se ri•3e bajo 11:.s mism1's 
pa.rii.rnetrcis e1el proceso judicial se•3uido ante un tribunal 
.:1Jmpetente. Elli::i 110 es óbice, para referirnos al fin a que 
uno y otro sirven y, sobre todo, a la posición y carácter de 
los ór·3anos cuya actividad discipline... Pero el hecho de que 
el proced1rnient.o adruinist.rativo se ha se·3uid•:• en forma de 
juicio lleva implicita la prescripción de la garantía de 
audie-ncia, la cual demanda esencialMente que aquel a quien 
deba concederse la etudienc i::=i. t.en.:1a derecho de apoyar sus 
pretensiones con ale·3at.c•s por br-t?ves que ellos sea11, y en 
ce.so necesario, con pruebas aunque c:arezca\1 de formalidad. 
(16) 

El procedimiento adrninist.rativo en tanto queda sujeto a 
las bases de 1Jbtener la le·3alidad e~:ige pues, la audiencia, 
·:;ue a su vez se descc1mpc1ne en la posibi 1 idad de alE .. 3ar, 
presentando la ar·3umentac ió11 jurídica que faviJrezca al 
par·t.icular y 1:!e rian•jir las pru12bas sobre leis hect-1os. Pero n•:i 
b¿..sta tal exhibición, sino que al igual que en el proceso 
jud1~ial, las pruebas y ale·aatos deben producirse en tal 
forma ·:;ue quede •3arantizado ·::::;ue al dictarse el acto 
admin1st1·ativo, dichas pruebas y alegatos habr~n sido 
estudiados y tornados en cuenta. (17) 

La ·3arantía procedimental completa, de algún mc•do, la 
garantía judicial desde •Jtras dos perspectivas. Por una 
parte, porque aquella actúe antes de o:;ue la decisi6n sea 
adoptada, mie11tras ·::::;ue ésta entra en juego a posteriori, 
rev1sandc• conductas curf1plidas cuya pc•tencialidad lesiva no 
sii:!rnpre puede C•Jntrarrestarst? debidamente P•Jr la dificultad 
intrínseca de cc1rre·3ir situaciones ilegalr"ente alteradas. 
Por ot1·a parte, porque la garantía procedimental opera, 
incluso, en el ámbito de la sirople opcirtunidad, aspecto éste 
que escapa al control judicial, ·:iue es y no puede dejar de 
ser un control de d8recho.(18) 

Tal y c1:1mi::i se Rizo referencia en el apartado anterior un 
aspecto de la institución del procedimiento de una importante 
proyección en la legalidad de los actos de la administración, 
está en la colaboración en el prcicedimientc• de aquellas 
pers•::inas cuyos derechos y obli·3aciones van a ·~uedar afectados 

<1.S) Eduard•:i García de Enterria, Tomás Ram6n Fernández, Tc•mo 
II, ob. cit. pag. 365. 

(16) Antcinio CarT'illc• Flores, ob. cit. pag. 9E. 
(17) Lot. cit. 
< 18) Eduardc.1 García de Enterría Toroás Ramón Fernández Tome• 

II ob. cit. pag. 384. 
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FOl" el mism1:i, por lo que la reglamentación de esa 
c 1: 1iaborac ión vendría a ser la institución fundamental del 
d0re:ho de procedimiento. 

!11de-pe-ndientemente del al canee formal que de-be seguir la 
auti:iridad administrativa para emitir el acto pr1:iducto del 
procedimii:nto administrativo, es decir lo que constituyt?n los 
trii.fld tes que preparan, forr1l?.11 1:;, ejecutan la decisión 
adm1nist.rativa, hemos de referirnos a la garantía de 
aud ier1c ia cor110 proYecc i6n legal de •:>bservanc ia obligatoria 
por •Jisposición nC•Pmativa para el nacimiento del acto 
admi11i~t1"a ti vo. 

El ·~oce de la gaPantía de audiencia, como derecho 
público subjetivo, corresponde a ti:>do sujeto en su calidad de 
adrrdnist.rad1:1, de manera que éste conceptc1 es inseparable y 
co1"relativ•:., por mod1:i necesario, al de la idea de autoridad, 
de t.al suert.e que tal como lo hemcis expresado, no es posible 
la existencia del primero sin la de la segunda. En palabras 
del -:..r.;t.adista lgnacic1 E:uP-;c.o. Orihuela, el sujete• cc•mo 
gob~rnad•::J y la autoridad s~ encuentran en la relación de 
supra ~ subeord1nación, que se traduce indispensablemente en 
multitud de acti:is de autoridad que tiende11, pa1'a ser tales, 
como ~mbito de operatividad la esfera del part.icular.(19) 

En raz.ón, de que están comprendidi:is dentro de los bienes 
jurídicctS tutelados por la garantía de audiencia lc•s derechos 
del g1:ibernado, ha de comprenderse dentro de su tOl1t1otaci6n el 
d2recho subjetivc1, sea real o r=•ersr:•nal. Así, en atención a 
las consideraci•.)11t:s a.¡:.·unt.adas ci:::m anterioridad, la ideo de 
derech:•s subjetivos se c1:incibe-, p.;,ra el caso que neis ocupa, 
como a.:¡uella facultad ·:::iue incumbe a un sujeto nacida de una 
si t.uac i(1n jurídica concreta, ccimo lo es el cc•ntrato de obra 
pública y el p 1::.steri•Jl" procedimiento de rescisión, 
esi:.ablecida por la actualizacic:1n del status normativo 
abst1·acto y gue importa a cargo de otro sujeto la observancia 
y cumFl ir1J:.ent.o de lo dispuesto por la n1:1rma jurídica (20) 

La situación jurídica determi11ada por el acto 
contract.:;al, queda come• antecedente del procedir~iento 
admi111strativo de rescis:.,sn; co11 ell1:>, el acto resc1sor10 
reporta una verdadera modif icac16n a esa situación jurídica 
en perjuicio de los derechos ·:;ue le asisten al contratista, 
si el t:i11t.e público emite al margen del orden jurídico el acto 
trans·;r¿sor de los derech•jS sub je ti vos. 

( !9) 

(20) 

lgnac ic• 
C'20a. l 
531. 
Ibídem, 

Burgoa Orihuela, 
Edición, Edi to1•ial 

pag . .542 

LAS GARANTIAS 
Porrúa, México, 

I NO IV !DUALES 
1986), pag. 



De ci:mformidad ciJn la connotación que hemos dado en 
cuantc1 al procedimiento administrat-ivo seguido en forma de 
juicio, ha de consig11arse en este ·~rado la •3ara11tía de 
segul'id8d jurídica integrante de la audiencia en cuanto 
previo el cumPl i01ie11ti:. de la disposición 111::.rmativa, y 
~ .... :Se·aurada la audiencia al •3obernado, se alcanza la seguridad 
jurídi~~ por el acatamiento de la actividad administrativa al 
or-den jurídico. 

No c•bst.ante el lo, y para ef ec tcis exposi t.i vos nc•s 
referimos brevemente a las cuatro ·;arantías específicas y 
nt-cesariamente concurrent.es que cc1rnpc1nen a la garantía de 
audiencia. Lo anterior a fin, de definir en nuestro concepto 
lo que hemCts de .entender pc1r procedirnient.o administrativo 
seguid1:i en forma :je· juici•::i, según lo henKis apuntado con 
antel'iC•ridad. 

En principie• el concepto de juicio, según lo expone el 
autor antes citado, rn:i necesariamente supi::me un real 
verdetdero conflicto jurídicc.1 •=1ue debe ser resuelto por una 
resolución jurisdicc1•:inal. En tal sentido basta que en un 
procedimiento cualquiera, se dé la ciport.unidad a la persona a 
la que se pretende privar .je al·3ún bien jurídico para qua. 
aquel la se oponga al act.cr re-spectivc•, o instaurar las 
pretensiones que trate de obt.ener en su favor, para ·::iue se 
establezca la PC•sibilidad de que surja una verdadera y 
positiva controversia. 

En este sent.ido, el juicio estriba en aquellos actos 
cuya característica específica radica e11 que el gobernado 
deduzca sus derechos ante el inminente acto de autoridad, 
misrno que es m•:itivo de sustanciaci6n en el procedimiento. 

De lo antes previsto se colige que el a etc' 
administrativo que modifica la situación jurídica del 
gobernadc• en forrna unilateral, de tal manera que · de esa 
modific:aci611 se indica en aquell1::is bienes jurídicos tutelad•:>S 
por el Artículo 14 Constitucional, el juicio o procedimiento, 
es suceptible de ventilarse, .je acuerdo c•::in los ordenamienti:is 
legales aplicables, ante las mismas autoridades de las que 
Pr•::ivenga el acto. Ah•::ira bien, dicho procedimient•) debe 
instituirse le9alrf1ente CC•rt'JC• medio para que el adruinistradc• 
formule su defensa a11tes de que st.i ré'alice en su perjuicio el 
acto administrativo 

En relación con lo anterior, preferimos referirnos al 
acto ·::¡ue probablernente m1:idifique las situaci 1:"1es jurídicas 
del ·3c1b1?rnado, que aludir al act.r:• lesivo, toda vez que no se 
conoce su alcance, en la esfera del particular. 

La segunda garantía específica de seguridad jurídica que 
concurr•e en la integración de la audienciet, es la ·::iue serlala 
que d12be el juicio seguirse ante tribunales previCimente 
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..:.·stablecidos; ello implica la preexistencia de esos órgan•:>s 
jLoiciales ante el caso de cual~uier modificación sustancial 
a 12, situación jurídica del gc1bernad1::i. No obstante el 
alcance limitativo que al pa1·ec~r tiene el sentido de dicho 
c1Jncepto, se ha interpretado por m..iestro máximo tribunal que 
los :..!canees de esta garantía de:t.en ser extensivos a las 
autoridades administrativas. 

En este orden de ideas, el juicio seguido ante lc•s 
tribunales previamente establecidos, según el Artículo 14 
C1:institucic•nal no es privativo exclusivaruente de los 
tribunales judiciales, sino también de las auto1"idades 
administ.rc:itivas, a quienes la ley ordinaria cc•nfiere 
ceir11pete11cia para emitir el acto, pei"o respetando la previa 
eiudi€.·ncia. (*) 

En el procedimiento se•duidc1 e-n forma de 
observarse •:i cumplirse las formalidades 
esenciales, lo cual ir{Jplica la t.e1"cera garantía 
integrante de la de audiencia. 

JU1c10 deben 
procesales 

específica, 

Las formalidades a las gue tanto hernc•s hecho referencia 
encuentran su razón de se1" en la propia naturaleza de t•:>do 
pr·:•ced1mient.c•. En éste se consignan dt:is oPort.unidades al 
administrado, mismas que 1~esultan de la garantía de 
audiencia, a saber: la def12nsa y la probatoria. En ese 
ot·~~n se er i :::en en f •:>l"mal idades pr·~cesales, las cuales asumen 
el carácter de esenciales, por que sin ellas la función 
prccedimental n•:i se desempef1aría debida y exhaustivamente. 

En sentidc• inverso, si el ordenamiento procesal sólo 
consi911a como formalidades esenciales una de ellas, dicho 
ordenamie-nt.o c•stenta un vicio de inconstit.ucionalidad. Sin 
embar·3•:i, el acto de la administración p·....ifrde quedar subsanado 
s1 l~ prc•Pia Administ1~¿tc!.:1n Pública ha dado debida 
oc•5erv~nc ia a las impl i cae iones f i..:.1darnentales de la garantía 
de audiencia. (21) 

En relación con lo anterior, ha de ser objeto de 
consideración que aquellas formalidades de carácter 
secLm,::.::i.rio, cuya violdción ne• irn?ort.a contravención a la 
•;c.rant.ía de audiencia, c·~11sistiendo aquellos en todos los 
;.;t.t.c•s, elt?mentcis, forrn&s e• requisit.cis procesa.les que no 
il'l1Plican las sustentación normativc,, de las dos fo1~malidades 
esenciales a ·:¡ue hemos hecho referencia, no implican 
trdns·3resi·~111 "1191..ma al 1:>rden.&m1ento fundamental. 

(;t:) !nfc•rme de 19E.9, Suprema Ccirt.e de Justicia de la Nación, 
fu11cionando en Pleno, Prirnerc. Parte, pa9. 216. 

(21l !gm,cio E:ur·goa Orihuela, LAS GARANTIAS INDIVIDLIALES, c•b. 
cit. pag . .S.Sl 



garantía específica de seguridad juridica que 
la de audiencia, estriba en que el fallo o 
culminatorio del juicio o procedimiento en que se 
la función administrativa, debe ser confc•rme con 
y disp•:isic iones e~(pedidas con anterioridad al 

decir, al que constituya la causa eficiente de la. 

La 
configura 
res·:iluc. ii::.11 
desarrolla 
las leyes 
hecho, es 
privación. 

En ese orden de ideas, la garantía de audiencia queda 
i1itegrada por a·:i.uel las c•:msiderac io11es que el 01"de11amiento 
jut·ídicc• prevé F•ara el nacimiento de cualquier acto de la 
administración que ha de incidi1" en la esfera del 
administrado, modificando su situación jurídica respecto con 
el ente püblico. Con ello, el acto en si, tiene el efecto de 
alcanzar con relación al administrado la seguridad juridica 
para éste, en el sentid1:> de que han sido cumplidas las 
prescripcic•nes nor~·,ativas; por eso nc•s encontramc•s con 
a•=luella inte·~raci•>n de las •3arantías constituci1:>nales cuando 
éstas han sido cum¡:.lidas por el Organo de la Administración. 

La garantía de audiencia, de acuerdo con lo hasta a•=lUÍ 
expuestc1, y en virtud de lc1 manifestado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación co11siste en ·:¡ue las autoridades 
administrativas est~n ..:ibligadas a llenar los requisitos que 
sef'iale la 1101·ma secundaria aplicable y, además, a cumplir las 
iorrnalidades esenciales del pr1:1cedimientc. 1 de tal suerte que, 
aunque la ley del acto ni:i establezca, en manera alguna, 
requisitos ni forr.-1alidades previamente a la emisión del act.o, 
de tQdas suertes queda la aut.01'idad gubernativa obligada a 
c·bser-var las formalidades necesarias para respetar la 
garantia de previa audiencia que consagra el Articulü 14 
Ccinsti tuc ional. 

En esas condiciones ha reconc:·cido la Suprema Ccirte, que 
no es indispetisable para el quejQS1:> atacar la 
inconstitucicinalidad de la ley respectiva, puesto que, para 
alcanzar el otor·3amiento del amparo, basta que el mismo 
agraviadc1 demuestre la contradicción entre el act.o combatido 
y la Carta Fundamental. (:!'.) 

<*) -Amparc1 en revisión 212S/S9, Antonic• Garcí.a Mict-1el, 23 
de r11arzo de 1960. .S votos. PQnente Felipe Tena 
Ramírez. Sexta Epoca. Tc•r1K• XXXIII, Segunda Sala, pag. 
37. 
-Arnparo en revisi(•n 22SS/61, Venancio López Fernández, 9 
de octubre de 1961, .S votos. Pm1ente .José Rivera P. C. 
Sexta Epc•ca, Torne• LI ! , Segunda Sala, pag. 10 Y 11. 
-Amparo en revisión 4048/61, Rosali110 E:aí"iuelos Carreni, 
5 de oct.ubre de 1961. Unanimidad 4 votos. Pc•nente 
Felipe Tena Ramí rez. Sexta Ep•:Jca, tomo LI I, Segunda 
~;ala pag. 99. Idem, Tesis 338 del Apéndice 1985. 
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For otra parte, se ha destacado la importancia de que si 
la g;:1rant.ía de audiencia ha de t.ene1" una verdadera eficacia, 
debe constituir un derecho de los particulares n•:i sólo frente 
a las autciridades administrat.iva y judiciales, sino también 
i1•ente a la autor ... dad legislativa, de tal nianera que ésta 
c¡uede C•bligada, para cumplir el e>:;preso mandato 
consti tuc io11al, a consig11ar en sus leyes los procedimientos 
necesarios par·a ·:iui= se oiga a los interesados y se les de 
op1:irtunidad de defenderse, en t•:idos a·~uellos casi:>s en que 
::-uedan resultar afee t.adc•s sus derechos. (22) 

Entre proceso judicial y procedimiento administrativo 
existen semeJanzas indudablt:·s, dada la pertenencia de- ambas 
insti tui:: :..1:-•.1es a un tronco c•:•mú11, pero hay tambié11 pr1Jfu11das 
diferencias cc1r110 c•:.nsecuencias necesaria de la diversa 
iiat.w"ale::a de los fines a •:¡ut? una y otra sirven y, sobre todo 
CE la distinta posición y carácter de los órganos cuya 
actividaa disciplinan. El proceso tiene como fin esencial la 
averig~aci6n de la verdad y la satisfacción de las 
pret.en~ion~s ejercitadas P•::ir las partes, mediante la dec isi611 
de Lffla instancia neutral e independient.e de ellas, el Juez o 
Tribunal. 

La condición del procedimient.o administrativo, según 
quedó e·=..::puest.::i, comi:' cauce formal de la serie de actos en que 
se concret.a la actuación administrativa para la realización 
óe un fin} reporta la necesa1"ia presencia del Estado e11 todas 
los esferas de la vida social, exigiendo un procedimiento 
r~pido, ágil y flexible, •:¡ue permita dar satisfacción a las 
:iecesidades pL/blicas sin olvidar sus garantías dt?bidas al 
ac!ministrado, en cumplimiento de los principi1:is consagrados 
en nue-stras ley¿.s fundamentales. 

C•::im1::i resul tadi:i de lo anterior, el procedimiento 
administ.rat.ivci t.iene un mayc1r efectc1 en las relaciont?s que 
guardan los administrados cc·i-1 lct adrni111straci611 1 de t.al nlodo 
qut? como c.:msecuencia de la gap~ntía de audiencia, queda 
arti·:ulada la actividad de una pluralidad de sujetos y de 
órganeis en el seno de una relación jurídica (distint.a de las 
\"l!<lac ion12'5 mate1' iales subyacentes), .:¡ue se traba entre la 
Adffiinist.raci.:•n y quien tient? la condición de part.es en el 
pr•:icedir1áe11to y de cuy1::i seno se coordi11a.n las distintas 
inte1·venc1ones en torno a un vinculo, esencialmente dinámico 
que culmina con la decisión final. 

De le• antes expuesto, hemcrs ·Je acotar que aquellos 
element.os ese-nciales o fundamentales del procedimiento 
administ.r·at.ivo no sc•n c1bje-to de t-ransacci6n entre el 
Gobernado y la propia Administración POblica; ello nos hace 
supc.ner que pc·r ningún mc•tivc• de-be quedar a la libre voluntad 

122) Ignacio 8urgoa Orihuela, LAS GARANTIA:3 INDIVIDUALES, C•b. 
cit. pag . .S.S8. 



de las partes co11tratantes el 
gardntía de audiencia que 
cocontratante de la Admin 
administrativo, que unilatera 
juridic& del particular. 

destino que ha de te11er aquella 
~ asiste irremediablemente- al 
straci6n ante cualquier acto 
ment.e decida sobre la situación 

Cc•rt1t:• cc•nsecut?nc ia de lo anteric•r, cuando la propia 
Administración Pública dentro del marco de las ci:Jmpetencias 
gue le ataf'ien a lc•s Organt•S comprendidos dentro de la 
jE-1~arquía insti tuc i•:111al, han de e>i:pedi r aquel las bases sobre 
las cuales ha de regirse el procedimie11to adndnistrat.ivo, por 
el cual se instrumenta la rescisi611 administrativa, resulta a 
t.odas luces vigente cuando prE-vé ague-llas consideracicines 
fundar.lentales que tienen como fi11 su observancia, asegurando 
con elle+ aquellc•s t1em12ficic1s gue se desprend12n dt?l ejercicio 
de la •;arant.ía de audiencia gue le asiste al ci:mtratista 
ante;.s de gue la adr1dnistraci(•n emita el act.o de autoridad. 

El acto definitivo así observado, queda investido de la 
juridicidad nec12saria para producir efect.os; aún cuando pueda 
ser 1Jbjeto de impu•3naci611 a11te el superior jerárquico, a bien 
ante un trit•unal juiJicial. 

I.4 La Rescisión Administrativa como efecto del 
Procedimiento Administrativo. 

En lo relativo a las cláusulas exorbita11tes de derecho 
privado en el contrato de obra pública, la presencia del 
interés pQblico en 121 acto determinará en principio que el 
cocc•ntratante- de- la Adrninist.raci6n,titulor de la realización 
de ese interés, no está obligado solamente a cumplir su 
c•bligacibn cornc1 lo haría un part.icular cein otro particular, 
sino ·:¡ue, por extensión, lo esté también a todo lo que sea 
atisolutamente nt?cesario para asegurar la ejecuci6n de la 
obra, según lo prescriba el ordenamiento jurídico. 

A través de la clitusulet e:.::c1rbi tant.e de derecho comC.m, se 
contie11en e11 el acto contractual aquellos poderes inherentes 
a la administración, misr11c1s que ésta nc1 puede legalmente 
desentenderse en la marcha de las actividades que en 
ejecuci(in de la c•bra pública son de su cc•mpia-t.encia, porque 
ésta es irrenunciable P•Jr ser de igual m•Jdo la prescripción 
normativa; así, el acto, según lo hemcis expuesto, no debe ser 
i:Jbjeto de disponibilidad co11tractual en aquella parte 
regulada pc1r la norma jurídica y de la cual no queda. al 
arbitrio de las partes cocontratantes. 

De acuerdo al contenidc1 del ccintrato de obra pública, el 
text•:. de di cho d•::icurnento previen>? que para el caso de 
incumplimiento pc•r parte dt?l ccint.ratista a cualquiera de las 
esi:.ir-ulacii:i11es del co11t1~ato, el órgano administrativo podríet 
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exigir el cumplimiento del mismo o decla1•ar su rescisión 
administrativa; bajo esta premisa conviene- eaclarar el alcance 
del contenido •:le esta estipulación tanto en el árnbi to del 
derec:r-10 privadc1 como en e-1 derect-10 público. 

Bajo el régimen ordinario comQn, la cláusula de 
resolución del cont.rat.1:i encut?nt.ra su alcance en aqui?l poder 
complejo rec.:anccido a la persona par-a el .:jercicio de sus 
facultade-s, sea dentro del fiíi1bitc1 de libertad que le 
pe\"tenece como sujet•:i de derech•::l, sea para crear reglas de 
conducta para sí y en relación con los demás, es decir, 
comprende tanto definición y extinción de relaciones 
Jurídicas en el ~mbito del negocio jJridico. 

Así la 1 ibertad •:.. auton•Jn1ía c•::i11tractual tiene varios 
si·.;ni f ic~dos, siend•:· los m&s útiles par-a est.e- estudio, tanto 
le.. 11:iertad para fijar el conte11ido de cada c·~nt.rato, 
insert.ando dentro de él las clausulas ·:¡ue elijan las part.es, 
como la facul t.ad de dero•3ar las normas supleti:>rias o 
di sposi t.i vas e~t.c;,blec idas espec ialf(¡ente para dc-ierminados 
contratos. En ese sentido, la consecuencia del ejercicio de 
esa libert.ad contractual est~ en ia determinación de aquellas 
s3.11c iones de los compromisos contrei.ctuales dentro de las 
cuales PC•demcis refeT'irnos a la resoluci•!in del contrato que, 
aú11 cJando constituya u11a sanción inherente a la ~ey 
contractual, nci es en modo alguno de orde-n público, sino 
inter&:·ret.;..tiva de las partes, y, por to.11to, desde el momento 
e-n qu12 i;-1 pacto cc•misorio no existe más que en función de la 
volunt.a.j presunta ae las partes, depi:::-ndt= de éstas su 
exigibilidad y coíloC• efecto la realización efectiva de lo 
aci:ird.3.do en el co11trato. 

De acuerde• con lo expuestc•, para la eficacia de la 
resoluci·:,i1 mediante simple aeclaración y sin necesidad de la 
sent.encia judicial, se re·::¡uieren dos precisiones en el 
co11trato, a saber: la determinación de los incumplimientos 
que puedan dar lu•3ar a la T'esolución, y el expreso 
rec•.J11oc imient1:i de la f acul t.ad concedida al acreedor 
p¿.pjudica,jo para cibtener tal resolución, en cualquiera de 
es•JS eventos sin tener que acudir al tribunal y en virtud de 
su sl.'.:>le:i madi fest.ación de vwlunt.ad. 

Baf,:; el marco comparativo del acto de rescisión 
ccint.rCict.ual ent.re el Oerech.:. F'rivad•:i y el Derecho PClblico, la 
1~esc i sión bajo éste último ré·3irnen se contempla comi:• Práctica 
u.:i1i1i•11st.rativa en el que, antes de rescindir' el contrato, se 
deja que el afectado ofrezca razones válidas que justifique11 
su incumplimie-nto, y si ellas son sat.isfactorias no se 
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declar2 la rescisión; en caso contrario, si se procede a 
re:sci•·1·1ir el dcto que fue plenament.e válido. <24) 

Al referirnos al régimen ordinario, el derecho de 
resc•l.,¿.r el cont.rato:• queda co:1r¡1prendid•:i dentro del contenido 
del at t.o previamente consignai:k· pQr las partes, de tal manera 
que pue-de cc•nceptuarse dent.ro de la cate·3oría gentorica de 
de1~ech•:.s subjetiv•JS dt:nominadi::.s de extinción, cuy1::ic 11ombre se 
origir1a de la facultad para dejar sin efectos, mediante una 
maní f 0sta.c ión uní lateral de volu11tad de sus ti tu lares, un 
a~~o Jurídico concluido. (25) 

A pesar de las cc•nsiderac i•:1nes expuestas, cobra 
importancia en la determinación de aquellos derechos de 
ext.inción la figura del pétcto comisciric•, la cual de11c1t.a la 
estipulaci6n obli·3atoria o válida y c1::i11venida por las partes 
cuyos efect . ..:•S quedan comprendidos en la esfera jurídica de 
los ci:mtratantes con m1::itivo del act1J jurídico. 

Respecto al alcance qui:- la Suprema Ci:irt.e de .Justicia de 
la Nación ha dado al pacto comis•::i1'io se ha seriCtlado lo 
siguiente : 

PACTO COMISORJO.- El pact.c• cc•rnisorio expreso es 
legítimo y en virtud de él dive1'samente a lo que aci:mtece 
con el t.ácit.o en que en el incurnplirrdentc1 se requiere la 
declaracion judicial para lograr la rescisión, el contrato se 
resuelve aut.ornáticarnente P•:•r el s6l..:• efecto del 
incumplimiento y si1'1 intervención de los Tribunales; por 
t.anto, si el pacto comisario no es expreso sino lícito, es 
evidente que una de las partes no pudo rescindir por sí y 
ante sí el contrato tan sólo porque la otra haya dejado de 
cumpli1~ con las obligaciones que el propio contrato le 
impuso. Si el pacto comisaric• o sea la cláusula PC•r la qut? 
las partes convienen en que el contrato será resuelto si una 
u otra de ellas no cumpliere con su obligaci6n, no figura 
e>t:prasamente e11 el documenta en que- consta el contrata 

(24) Ernesto Gutiérrez y González DERECHO DE LAS OBLIGACIONES 
(Sa. edición, Editorial Cajica, S.A., México 1984) pág. 
517. 

(25) ,losé Ramón Sánchez-Medal Urquiza LA RES:OLllCION DE LOS 
CONTRATOS POR INCUMPLIMIENTO (4a. Edic ihn Editorial 
F'orrüa, México, 1989) p.;.•3. 89. Al respect.c• se sef'lala que 
a l•:is derechas de extinció11 la d•:>ctrina alemana li::>s ha 
designadc• derechos negativos C• contraderechos por su 
función extintiva. A su vez estos der•echos de extinción 
constituyen una especie rnás amplia del g&nero derechos 
de farmac ión, los cuales se caracterizan P•::>r comprender 
el podt?r de transforrnat· un estado jurídico mediante let 
sóla ma11ifestaci6n de v1::>luntad del titular. 
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respec ti v1::i, es evidente que tal pacto 111J pudo operar de pleno 
dt?recno:<. (26) 

:::s:•'.:1re los criterios expresados PC•r el máximo Tribunal 
.Ji..~dicial sa es'3rime la crítica en el sentido de que si se 
pacta expresamente la resolución ipso jure, ésta C•Pere, y en 
cambio si ne• se dice nada, auti•:::¡ue exista el pacto tácito, no 
oper-e de plenc1 derecho; cc•n este criterio, expresa el 
coni::ic ido t1~atadista Ernesto Gutiérrez y González, se está. 
dP.rflc•strando la ignc•rancia sobre el cc1ntenidc1 del artículc• 
1949 del Código Civil que ccimo t11::irma supletoria, como 
e lausula nat.ural, opera sieri"1pre gue las part.es no digan otra 
;osa 211 contrario.(27> 

A pesar de los argumentc•s expuestos, la deterrni nac i(1n de 
la resolución ipso jure tiene un efecto en el acto jurídico 
¿.n cuanto a que la deciaraci•:•n ·=iue conlleva la rescisión del 
c1:0ntrat1:1 incide en la esfe1~:.. ::.:0 los c1:111tratistas, sin que 
e:-dsta i:·or sí mismo la posibilidad de hacer efectiva aún por 
me1::io~ ci:1ercitiv1Js el cumplimiento de la declaraci6n. La 
necesidad de hacer efectiva la rescisión del contrato implica 
por si mismo el conocimiento del Tribu11al ._Tudic ial, toda vez 
que los efectos declarativos de rescisión del contrato por 
nin·:ilm 11otivo comprenden la ejecución material por medii:1s 
coactivos a instancia de &.quella parte que ha declarado la 
resolución del contrato. 

En el cc1ntrat.i:1 de c·bra pública se prevé la rescisión del 
actc., con la Particularidad de que la Administración Pública 
tiene la facultad para declarar la resolución del contrato, 
facultad con la que no cuenta el contratista en el caso de 
que el ór•3ano administrativo haya incumplido con lo pactado 
en el contrato. 

De acuerdo con el contenido del documento contractual se 
contempla ·=iue para el caso d.: incumplimiento peir parte del 
conti'~t.ista a cualquiera de las t?stipulaciones ccintenidas en 
~~ contr&to, la administración podrá exigir el cumplimiento 
del r1lis11)=.:i o declarar· su rescisiC:1n administrativa, conforme al 
prc .. :edirl)iento Pr~visto en dicho acto. 

La instrumentación dé<l pr.:•cedirfliento administrativo de 
rescisión inicia con la notificación al co~tratista de las 
causas incurridas por est.e que ronii·,;uran el incumplimiento a 
las obli·3acion12s C•Jntractuales. Lc1 anterior, a fin de que 
maní f 1este lo que a su derechc• convenga dentrQ de un plazo de 
20 di~s. Al transcurso del plazo fijado si el contratista no 
rnarr1 i iesta nada en su defensa o si después de analizar las 
rc-::ones aducidas por éste, el órgano administrativo estima 

C26) AMF·aro Direct•:i 6E:(l3/55 México Tractor and Machinery Co, 
S.A. 1.5 de juli•' de 19.57. f1;;,yoría de 4 votos. 

(27) C:rnesto Gutiérrez Gcrnzález, ot•. cit.. pág. 537. 
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que las mismas no s•:>n satisfactorias, dictará la res1:>lución 
.gue proce-da. 

Sc•bf'e esta base surgen dos cuestic•nes ·~ue es necesario 
dilucidar con el objeto de precisar las facultades 
atribuibles a los contratantes para declarar la rescisión del 
cont.1,ato. Por una parte, baji:i el régimen ordinario puede 
ent.enderse que el contenido pr-evist.c• en el dc0cumento 
contractual para producir la declaración de rescisión del 
acto d12scansa sobre el pacto ccimisorio expreso. 

Por •::itro lado, sur·.:ie la determinación 
potestades públicas del O:•rgano adrr)inistrativo 
la rescisión administrativa del contrato, con 
facult.ades ccintenidCts en la norma jurídica, en 
en el artículi:1 4t3 de la Ley de Obras Públicas. 

de aquel las 
para declarar 
motivo de las 
lo particular 

St?g.,::m qut?dó seftalodc• con anterioridad, la legalidad 
define y at1~ibuye c.:)11 ni:H·malidad p1:itestades a la 
administración, así, la acción administrativa es el ejercicio 
de téiles potestades, ejercicio que creará, m•:idificará, 
extinguirá, protegerá, ejercitará, relaciones jurídicas 
concretas. 

Las pot.est.ades administrativas pertenecen a la especie 
llamada potestaij función, est•:i es, aquellas potestades que 
deben ser ejercitadas en interés ajeno al propio egoísta del 
ti tul ar, por el lo C1:Jn ac iert•:i se sef'\ala que las potestades 
admi nist.ra ti vas deben i:-jerc i tarse en función del interés 
público, o:;ue \1•j es el interés propio del aparato 
administrativo. Comc1 consecuencia de este c·rigen legal y no 
negoc ial, las potestades s•:m inalienables, i11transmis ibles e 
irrenuncié!ibles, justamente por que son indispc•nibles por el 
sujeto en cuanto creación del derecho objetivo supraordenado 
al misrno. 

En ese sentido, el titular de la potestad puede 
ejercitarla o no, pero no puede transferirla; la propia ley 
puede a lo sumc1 permitir su delega e ión del ejerc i e io. Así 
explicado el mecanismo de las p1:itestades; el contenido del 
artículo 43 de la Ley de Obras Públicas contempla la potestad 
de rescisión administrativa, en virtud de que el referido 
precE:-pi.c1 además de atribuí r dicha potestad acata las razones 
de su ejercici•J; al interés general o por contravención de 
los términos del cont.ratc• o de las disposiciones normativas. 

Por lo 
contempladas 
general, al 
su ubicación 
pudie11d1:1 más 
t.erminacibn, 

que se refiere a dichos causales de rescisión 
en el referid·:i preceptc•; las razc•nes de interés 
parecer no corresi=-•:1nde técnicamente al lugar de 

en el artículo 4:,:: de la Ley ·de Obras PLlblicas, 
bien constituir una habilitación genérica de 
en las hipót.esis en que una valoración 
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subsecue11te del interés general comprometido en el c•Jntrato 
dete1~;1\ine la insubsistencia de éste. 

La rescisión presupo1ie necesariamente como condición 
constitutiva de su operación el incumplimiento del 
contrata11te, por lo cual carece de prec isi6n el que esta 
ligura sea considerada come• rescisi~·n, toda vez que la 
inv1:icac ii>n de t.dl interés ·:ie11eral n:.i podría hacerse valer 
cor110 causal de incu111Plirni&nt.o sL correlativamente, no 
e>::ist..e, en el contrat.o, algi:.:n contenido obligacional de tal 
int.-::rés constituido como rnate¡-ia específica del contrato, a 
11l.=..ner& de que su vii:>lación pudie1~a engendrar la acción de que 
se t.1~ata. (:l.) 

Respecto de la confravenc i6n a los térroli nos del cont.rato 
de las violaciones a la pr1jpia ley, debe admitirse su 

cc1njunci6n comer efecto del ré·=iir11en de derect-1c1 C•bjetivo 
incorporado al contrato por la vía dispositiva de la propia 
r1orma juridica; asi la infracción a la Ley de Obras P~blicas 
coli:.ica a la Administ.\·ación F'vblica en el plano de autoridad 
respecto del contratista, toda vez que la rescisión operaria 
com1:i u11~ especie de sane i6n independientemente de otro tipo 
de castigc.s. 

Der1lC1Straci6n de lo anterior es o:tuG- la vic1lación al 
sister1)a \1•:irmat1·10 supone distintQs órdenes de consecuencias: 
a) Que la r~scisión es s6lo una rncidalidad de las posibles 
s~nci1:ines a su inobservancia; b) Que eii este caso la 
Adruinist.r.:~ci6n Pública nei puede hacer valer la rescisión como 
incumplimie11to a la parte neg1:icial del contrato; c) Que la 
rescis·.,:•n puede decretarse con independencia de otras 
:::anc i1Jnes. 

En consecuencia la trans•3resi6n a la Ley de Obras 
F'ública.s, ·;enera la sanci6n de rescisi6n, lo que implica que 
es lrilPUest.a como acto de autoridad, no proveniente dt:ol 
incum?lirnie11to alguno al cont1 .. at•:i como acto negocial. (28) 

De lo:• anterior se desprende la inaplicabilidad de los 
C•J-ncepti:is del pacto comisario expreso en el contrato de obra 
pUblii:d., toda vez que en principic1 el acto del cual nos 
1:icupaí1'.~)C3 qL;12d<:.i sujeto al ré•;imen jurídico de derecho póblico 
y cc•r1K1 consecuencia de ello, la previsil.•n concreta Y 
determinada de aquella potestad administrativa pai"'a declarar 
l.:.. rescisión del contrato, cor110 efectc• de la contravención 
del cont1·atista a lo estipulado e11 el contrato o a las 
d1spc•sici•::ines norrnativas. 

( r) Gabriel Ort.iz Reyes, ALGllNAS PRECISIONES SOBRE LA 
RESCI~;IIJN ADMINISTRATIVA EN CONTRATOS DE OBRA PUBLICA 
<?ublicacic•nes en la Revista Jurídica de Petróleos 
Me>:icanos N•J .. s; Dicienibre de 1988) pág. 18-19 

(2:o:J Lot.. cit. 
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Ahora bien, la consecuencia del ejerc1c10 postestativo 
por part.e del 6r·3ano adrninist.rativo para rescindir el 
c1Jnt.rati:. comprende necesariamente la incursión de aquellas 
pcitestades innovat.ivas consistent.es en la PC•sibilidad de 
crear, modificar o extinguir situaciones o relaciones 
jurídicas concretas, derechos, deberes u obligaciones 
derivadas de un tí.tuli:i determi\1ado; de ahi se origina el que 
esa potestad sea de suprer,)ac fa especial en cuanto es 
ci:.nsecuenc ia de una relación especial de poder. 

Le• ant.erior nos lleva a retoruar lo expuest.c• en relación 
al Proce1jimient•:> adrninist1'ativo, el act1:i adrninist1'ativo se 
forma a través de una serie de trámites y formalidades gue 
concurre1i a su constituci6n, lQs cuales r·espondi:n a la 
circunstancia. de que la administración no sólo tiene que 
aplicar un derecho sustancial, Material, sino ·::iue además, 
debe hacerlo con sujeción a ciertos trámites y formas fijadc•s 
p1::ir un derecho adjetivo y fm·rnal, de m1:>do que se pe1•fila, por 
tal medio, la forma jurídica en que act~a la administración, 
es decir, su modus procedendi; pero la finalidad del 
pi'oc2dirnient.•:1, ader1rás de ser el inst.rument.c• jurídico para la 
caiiali::ación de la v1::iluntad pública, como un requerimiento 
legal que protege el ejercicio de las prerrogativas públicas, 
asegura por 1:itro lad•:i las garantí.as individuales de los 
administr-adc•s. (2'3) 

El debid1:1 prc•cedimientr:i le-gal no sólo ccimprende el 
conjunt1:i de trámites administrativos que deben jurídicamente 
cumplirse paT'a que e-1 acto administrativo sea formalmente 
válid:i (aspect•:> objetivo del debido proceso), sino también 
para que sea un cier-t.o orden, una cierta seguridad, una 
cier-ta justicia en cuanto 110 lesi1::ine indebidamente cierta 
dosis de lit:iertad jurídica presupuesta ccimo intangible para 
el individuo en el Estado liberal (aspecto sustantivo del 
debido pr-oceso). 

Así, en el prc.1cedimiento administrativo se admite la 
garantía del debido proces1::i legal, no ya por apl icac i6n de 
Precept1:1s cCJnstitu!ionales que la administración pública no 
puede desconocer, sino incluso como e:i<igencia. de u11a mejor 
adminis~1·aci6n ya que el administrado, como se sabe, con sus 
petici•:mes y reclamacio11es es coadyuvante imp1:>rtante en el 
logro de una actividad administrativa legit.irna y eficaz. (30) 
La ·3arantía referida tiene valor constitucional, de carácter 
general, ccinsti t.uye-ndo un pri ne ipio aplicable a todas las 
situaciones asimilables a aquella que, ori9inalmente puede 
habe-r dad1:1 lu9ar a su formulaci(1n. 

(29l José Robert.o Dromi, EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ob. 
cit. pág. 24-2.S 

(3(1) Jorge Héct.c•r Escola, TRATADO GENERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINIS:TRATIVO, •Jb. cit. pág. 143 
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Cabe aclarar que la determi11aci611 del procedimiento 
administrativo aún cuandc• no se t:?ncuentra objetivamente 
re9ulado por el sistema normativo; pero previsti:i en el 
docur1·1entc• contractual, resulta su configuración de la 
pr·:i1¿·cc1ón de aquellos instrumentos jurídicos que conllevan a 
gaf'anti;:c.r la le·3c.lid<id del ejercicio de las prerrogativas 
públicas de las cuales se despr~nde el poder de declarar la 
rescisión del contrat.c• d2 c·bra pt:Jblica. No obst.ante, corno 
col1secuenc ia de esa p1Jtestad 1 se e11cuentra la deterrniliac i6n 
de las ,;it.uaciones jurídicas del c•:•ntra'l,.ista en la cual 
incide el poder público del Estado que declara la rescisión 
~--1.ciri-rir,istrativa del contrat.ci. 

Asf el contratista de la adroinistració11, sl:'jeto de 
a.:tuella relación especial de sujeci6li debe saber siempre a 
donde va ul órgano adrninist.rat.ivo, éste no debe guardar en 
secreto sus intenciones. Desde el m1:imento en que inicie el 
~roceairoiento administrativo y lla1~e al particular, debe 
de..: i rl...:· •4ue es lo que se pri:J:>one •:i todavía más; que se 
pri:•P•:•ndrt1n hacer le·~' agt?nt..e·;; ~.\dr1dnistrativos si encuentran 
co·1\pr1:iback.s tales •:J cuales hechos. (31.) 

A pesar de la ausencia norrnat.iva que re•3ule los actcis 
·4i...:2 cor11pren•:::en el procedirnierito e:.dministrativo, las 
dispc1sicio11es contt-nidas en las Reglas Gent?rales de 
C:o11t.rc.tac16n de Obra Pública son de observa11cia obligatoria 
par·a efectos adrinnistrativos, lo cual ir,1Plica come~ rasgos 
fundamentales: pr irnero, el pr i ne ipio de la audiencia de las 
p;::.r·t2s1 sc:i.;·¡1ck1, le.. determinaci6n del plazo en el cual el 
co11tral.ist.e.. ha de manifesta\, 11:.i que a su derecho convenga, 
asi corn.::• aqu~l por el cual la aut.ciridad ha de resolver: 
te1·cer1:i, la 11ecesidad de fundar y mi:itivar el acto 
adrninistrat.ivo por el cual decló.ra la rescisión del cont-rat.o 
de •:ib1~a pública y cua\,to las c•:mdiciones por las cuales la 
decisión debe ser not.iiicada al contratist.a. 

Como se desprende de las precisiones a\1teriores, el 
int.erés en el procedimiento administrativo respc·nde al 
ca1,&c ter de asumí r por las partes lo dispuesto por la norma 
Jl..Jr{d1ca, ..:,: ... .-•. :. efecto •:lel cc1nt2nido obligacional de los 
diversos pr~c12pt•:is del rang•J constit.uc:ii:inal y puramente legal 
para la deterr11inación del acto administrativo c::¡ue ha de 
incidir e11 el esfera jurídica del contratista. 

(3\) Ant.o:.nio Carrillo Flores, ob. cit. pag,. l(l(l. Al respecto 
sei"•=-~~l'd. que la Sup1,ema Corte Norteramericana entie11de 
al proc&diruientc• administrativo en esta forma: cada vez 
que pueda culminar en una afectación de los intereses 
del particular hay una contienda; en ella son partes el 
pa1~ticular y el a·;e11te de la administración que haya 
prCi!i1i:ividc1 el act.eo peor t?l cual ha de iniciarse el 
pr1:icedím1ent1:i. 
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I.S El carácter del acto de rescisión del contrat<i 
emitido por la Administración Pública Federal. 

La primera c•:msecuenc: ia que se desprende de los 
contratos de eibra pública celebradcis t=nt.re la Admi ni strCi.c ión 
Pública c•:in te1~ceros 1 es la sujeción de aquellas relacio11es 
que se cc•mPrenden e-n el c•rdenamient.c• jurídiro, de tal mant'rd 
-:¡ue viene a c•:i11stituir un régimen jurídico indisp1:inible para 
las paf't.es que con base en el c2lebran el cont.rato. 

El Articulo 43 d"' la Lc,y d"' Ob1•as Públicas co11f iere a 
las dependencias y ent.idades de ln Administración Pública, la 
facultad de rescindir unilateralmente l1::is contratos, es de 
una fuente de derecho pQblico, cuyo ejercicio conlleva la 
fü.:idificaci6n o extinción, por S¡ y ant.t? sí de la esfera 
jurídica del particular en sede administrativa.(32) 

Así. corn•:i el instrume11t.i:i jurídico protector de los 
intereses individuales es el derechei sut•jetivo, recon1:icido u 
oto1'9ado p1:ir el ordenamiento jurídico exclusivamente a su 
t.it.ular; la pc.t.estad, en tanto pi::ider jurídico, es el 
instrument.:i de protección de los intereses públicos confiados 
a los 6r·3anc•s estatales en la medida de una de-t.erminada 
competencia limitada y expresa o raz•:mabler1lente deducida. 

Por est.a razón, si en el derecho subjeti ve• es f ac ti ble 
la renunciabilidad de su ejercicio (por afectar 
exclusivamente a su titular), en el caso de la potestad 
pública el dep•:>sitario de la misma carece de la facultad de 
su f'enunciabilidad, ahí donde la vinculación de su ejercicio 
con la orden del 1:itor•3ante <Estado), ir1lpide la apar ic i6n de 
la libert.ad . (33) 

Si previamente a la decisión de convertirse en 
contratista, la Administración PQblica debió valorar la part"' 
y grado del inte1'és público a satisfacerse con la puntual 
realizaci611 mc..terial del 1:ibjeto del pact•:>, es lógico concluir 
que subsistiendc• su deber de atender tal interés, una vez 
p1~•:iducid1:i el incumplimiento grave del particular, a-:¡uella 
debe sin PC•sibilidades de elección desvincularse de los nexos 
contractuales con ·el constructi:ir incumplido, a efecto de 
procurar por sí o por conducto de terceros la cabal 
satisfacción de este interés. Se entiende que la gravedad 
causal de la rescisión si es típica, confortará una simple 
constatación de los hech1Js respectiv1:>s de acuerdo a la 
di spc1sic ión c¡ue la Prevenga. En sentido opuesto, se pc•ndr~ 
en r11archa la discrecionalidad de la Administración Pública, 

<32) Gabriel Ortiz Reyes, artículo citado, pag 23. 
(33) Lot. cit. 
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que se c.:mcretará precisamente en la forniaci611 del contenido 
de-1 acto. 

En tales condiciones del ejercicio de la pot.estad 
de-r1va un acto de auti:iridad, t•.:ida ve:: que el poder jurídico 
de, su emanación es de, fuente pública (ley de Obras Públicas) 
Y por y ante sí afecta la situación jurídica del particular 
en el cuntrato. Come• tal acto de autoridad, se halla 
pr1:ivist.o •::ie la presunción de legalidad y ad·~uiere por ello 
e-jecut.ividad inrriedi~:.:i en la esfi:-·:.\ ·1.:- 1 ~·dnis:.rat.iva. 

En la ni::.cibn tradicional de la ejecutoriedad de los 
actos de autciridad en la dcictrina administrativa, encuentra 
se11tido en la breve e>t:posición de Renalleti (34), guien al 
re.-:;p12ctc• sef"iala gue la ejecut.orie:dad del acto adMinistrativo 
iropli:a~ia la ejecución m~teri~l ce! acto por la propia 
Adminls":.r·,;¡ción; ~::i:>ibilidad de '2,:ecución ·fc•rzosa de un actc• 
por· el propi•:i autor de la dt:ocisi•Sn.. La aut•:>ridad 
administ.rat.iva tiene el r:-oder de e~d9ir coactivame-nte el· 
ct..:rupl imi2nt•J de sus res1Jlucio11es 1 _: 110 las obedecen los 
obligados, 5in intervenci15n de los administrados, en acción 
t1Jercitiva di1~ecta s1:ibre lQts persona;; o sobre los bienes; de 
allanar, pues dirt?ct.ament.e, con el uso de la fuerza física, 
~1 1~b 1.:;t.:i.cul1J ·:i<.Je se opo1-.e o la ac: tuac ión de la propia 
·.·olunt . .;.i•j. 

Así la posibilidad gue tiene el acto administrat.ivo de 
ser 2>dgido coactivamente p1:iJ"1 la Adr1li11istr·ación Pública, con 
si...s F'l'c;.:..·:i.os rn12dios, sin nt?cesidad de acudir a la autoridad 
j~dicial, constituye la ejecu~oriedad. 

Le• que singulariza a la decisi(1n ejecutoria, dentro de 
los actos administrativos de las autoridades de ese orden, es 
su forrn¡:¡ ejecutoria, la decisión ejecutoria es administrativa 
p1:.p ra=on de la autoridad que la erniti::, pero su condició11 de 
¿.j¿.cut...c1r·1a la singulariza dE?nt.ro del grupo de actos de la 
administración. 

H.::iuriou aNade: la dec i si·~·n admi ni strati va debe ser 
ejecc.rt,:iria, es decir, una decisió11 cuya ejecución puede ser 
inrfit:-diat.ar .. ent.e llevada a ef~ctc1 ~·t.••"' la vía administrativa, en 
otras palabras, por el Procedimiento de oficio. La 
indicación de la circunstancia de c¡ue la decisión podrá ser 
~jecutada por via administrativa es capital, porque es la 
posibilid~d de esta ejecución privilegiada por la acción de 
oficio la que lesiona al particular y justifica el recurso. 

A partir de las ideas de 
doctrina trancesa ha puesto de 
causa de las lesiones de 

Hauriou, un sector de la 
manifiesto que el origen o 

las situaciones jurídicas 

(34) ,.Tesé María Boc¡uera Oliver, ESTUDIOS SOBRE 
ADMINISTRATIVO, ob. cit. pQg, 376 

EL ACTO 
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individuales no es la acción d.: ofici•::i, la fuerza material, 
sino la especial eficacia jurídica de las decisiones de la 
Administración PLlblica calificadas de ejecutorias. Eficacia 
gue t.:ene su origen en la s6la volunt.a•j adrilinist.rativa, y por 
eso:i r.lismo se dem)mina ejecuto1~iedad, la ejecución material 
P•:1r la pre.pi c. Administración PLlbl ica no E-S nota esencial o 
carac • .. :;rística de algun•:is de sus act.os, pe-ro si lo es la 
e-jecut.oriedad, la creación 1,,,milat.eral e imposición de 
sit.u?.ciones jurídicas a los admi1iistradi::1s. Así la 
ejecutoriedad es un especi~l efecto jurídico y no un simple 
poder material. (35) 

En ~se- sentido la decisión ejecutoria y acción de 
oficio, significan la eficacia jurídica unilateral y no 
pc1sibilidad de ejecución for·zosa. La decisión es ejecutoria 
11i:) p1Jrque la materialización la lleve a efecto la propia 
adruinistración inclusc1 coact.ivamente si lc•s administrados no 
la cumpi~~ voluntariamente, sino porque modifica 
unilater~lmente situaciones Jurídicas. 

Las breves referencias doctrinales •:¡ue se acaban de 
T'ecoger permit.en afirmar que, unas veces, se- emplea el 
te-¡·rnino ejecutoriedad como sinóniriw de eji:=cutividad con el 
significeido de t?jecución for::c•sa de los actos administrativos 
p1Jr la prop

0

ia administración. Sin embargo, otras veces, 
a 1 .. mgue con menor frecut?ncia ejecutoríedad expresa también, la 
cualidad juridica especifica del acto administrativo; la 
facultad, con fundamt?nto en la presunci<in iuris t.antum de 
legalidad, de crear e imponer unilateralmente derechos y 
obligaciones lo cual podriei concluirse en princ1p10 que este 
es el sentido nuevo de un tti-rmino que antes no se entendía. 
(36) 

Ahora bien; respecto a la atribuci~·n de la potestad 
rescisoria en favor de las entidades institucii:111ales de la 
Administr·aci(in Pública, el planteamiento de su carácter de 
autoridad tendrá que hacerse desde el concepto mism1:1 de 
autoridad administrativa y no desde la perspectiva del acto 
administrativ•:i, ya que éste resulta ser una manifestación 
regular del poder público pc•r la vía de un sujeto 
administrativo. 

(35) Ibideni. pag. 379 
(36) El fund.,r.i;;;ntc• jurídico de la posibilidad de ejecución 

forzosa por la pr•opia admi1üstrati611, es la Propia 
naturali?za de la decisión administ.rativa. La presunción 
iUl"Ís tantur11 de legalidad es el fundamento de la 
ejecutoriedc:1d·-•c:1e la decisi\.•n eidminist.rativa, o sea, de 
su poder de crear unilateralmente e imP•Jner obligaciones 
y derechi:is. La decisi6n administrativa, PC•r su 
ejecutoriedad sirve de fundamento a la prerr1:igativa de 
la acción de oficio (ejecuci(1n uiat.t?rial o forzosa) de la 
·::iue goza la Administración Pública aut.:ira de aquella. 
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No obstante conviene reiterar que la pot>?stad d,;l ór•;ano 
d.,; la administracibn para producir el acto se cor11pr<mde en 
l'i:-.z611 a la especial iza e i(;\1 fui1c itJnal que preside la 
c1 rgani::acíc!111 administr-~tiva, la cual no es genél'ica sino 
específica. Esto es, 11•) t.1,da clase de ór9a11os pueden 
prc1d1..~o: ir te.da e lasE- de actas y en cualc:;uier lugar, la 
Pe.rticularidad de la potesi,ad rescisoria •:¡ueda atribuida al 
$Ldt:ot.·:i adMinistrativo que celebra el ccintrat.o, excluyéndose a 
otr1:JS sujet . .;is distintos al de la administraci6n C•J\1tratante. 
07) 

En el marco jurídico de la constitución política, se 
dispone ~u~ la Administracion P~blica1 será centralizada y 
para~statal ccinfc•rme a la Ley Orgtinir:a que expida el Con9réso 
(Artículo 90). 

La Ley Orgánica di? la Adr>linistración Pública Fed,;ral 
l"eCnie r=-•:tr un la.di:• las Dependencias y por otro las entidades 
<articulo 45, 46 y 47), caracteri~éndose éstos últimos por la 
posibilidad de g 1lzar de una personalidad jurídica y 
pat.rimonio propio con distint.i:is •3rados di? autar•:;uía. 

En el case •:fe las dependencias agrupadas en la 
organi~~ci6n centralizada, las atribuciones que ejercen se 
encuent1·a11 vinculadas de 01anera directa e i11mediata al poder 
Ej~cutivo Federal, come• Ól"ganei5 oe las funciones públicas en 
el ,~amo admi,1istrat.iv1:i.. El eje1"cic:io de tales competencias 
v.:.enE:- ta1·act.erizado PCt1" su estirpe aut.c•rítaria. 

Conu::n1riH:nte, las actuaciones de las dependencias se 
fundan i:n precepteis legales ·~u!? revela la posición de 
=:.ujeción directa de l1:is part.icui(.\res a los efectos de sus 
r0~olucío11es, dentro de los límites que impone la 
consti tuc i•'.>1• a la líbertad y propiedad de aquél los. Desde 
est.e punt.ei de vista, la posibilidad Ge arbi tt"ar en favor de 
las depe11denc ias una compet.enc ia especial para resc índi r 
unil.at.eralrn2nte los c:ont.rat.-c•s en que sean parte, constituye 
un.a mera té.:1iic:a de dist.ribuci6n de competencias de 
auteot.ut.ela dispuesta por 121 legislador fed>?ral para la 
org&ni~ación administrativa. 

O,; igual forr'"ª las entidades de la Adroinistracibn 
Públ:c.a, tienen atribuciones le·3&les que revelan esa posici6n 
de sujeción dif"ecta de los administ.rado5 como efecto de la 
concr~ci6\1 normativa. en el 12je1"cicio y cLnnplimiento de sus 
funcic·n~·s. De acuerdo a lo manifestado, no existe ni 
c•.:.111st.ituci•:mal ni legalrnent~ obstáculo de 11ingú11 gé1iero para 
ad;l)i t.i r qu~ las insti tuc ic•nl?s parét?Statales resulten 
titulares di: la potestad r~scis•::n"ia, siempre y cua1ido tal 
fact.11 t..ad se encuentre prevista e-n la ley y se ajuste a los 

('.;:7) Car'leos García Oviedo, Tomo I, C•b. cit. pag. 209 
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de fondo de cual•:¡uier a.e to 

El Priml?r Tribunal Cc1le·,;iCtdo en materia administrativa 
del Primer Circuito, se ha orientado a conferir el carácter 
de autciridad a los su jet.os administrativos con aptitud legal 
para modificar por si y ante si, situaciones jurídicas 
particular·es, creandc1 o extinguiendo, por el efecto misrnc• de 
su propia unilateralidad, derechos y obli•:Jaciones. (:39) 

Como se desprende de las consideraciones anteriores, el acto 
admi11ist.1~ativo por el cual la autoridad rescinde para efectos 
adn)inist.rativos un cont.rato de c•t:•ra pública tiene la 
Particularidad de incidir en la esfera jurldica del 
adrninistradc1, de tal modcc que su sit.uación jurídica queda 
modificada, sin que dicha modificación ·:iuede al amparo de 
co11secuencias negciciales, sin.:. cc1mc1 result.ado del acto de 
~utoridad ..::;ue por disposición de la 11orma debe que•jar 
cc•nf iguradc•. 

(38) Gabriel Ortíz Reyes, artículo citado pag. 25 
(:39) AUTORIDADES, <~UIENES LO SON.- Amparo 201175, 870/80, 

811/80, 884/80 ••. 191/80. Aut.oridad para los efoct.os . del 
.Juicio de Amparo, caso en el cual un organismo 
descentralizado resuelve una cont1~oversia administrativa 
entre particulares.- Amparo en revisión. 



II EL EJERCICIO DE LA ACCION JUDICIAL ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL COHO EFECTO DE LA CONTROVERSIA CONTRACTUAL 

II.1 La Acción Ordinaria 

II.1.1 El Juicio Ordinario Civil 

:::c•bre el argumento de 1 a 1'11 ta de afectación al interés 
de la fei::eración, come resultad·:. de la controversia del acto 
jurídico ce:-lebrad·~ entre:- la Administr·aci6n Pública Federal y 
el gc1bernado, se pretende fijar la competencia E:-ntre los 
Tribun;;les del fuero federal y cc•mún en materia civil. (1) 

El principal aspecto) esgrimido) en la determinación 
competencia! radica en lét ident.iiicación de intereses de los 
sujet.os que intervienen en la concertación del acto, quedando 
al margen cualquier participación de intereses de orden 
,.:.úblico ·:¡ue pudiesen quedar involucradijs,atendiendo a las 
finalidades que persigue el 6rgano de la o.drni11istraci6n. 

De ~c·..ierd•' al Artículo 54 ,je la Ley Orgánica del Poder 
.Judici.;l F1?deral, fr;;1~cii:·n VI, se sel"'°ala que los .Jueces de 
ü1sttit1.:i i:n Materia Civil conQceré.11 de las controversias en 
que la federación fuere parte. Al respecto conviene precisar 
..:¡ue el concepto de federación tiene su ;;,ntecedente en aquella 
fc1i"rna de orsanizacic..')n política, PC•r lci cual no es un concepto 
que por si mismo per·mita establecer un criterio para fijar la 
comPt?t.encia de los tribunales. No obstan~2, facilita el 

( 1) COMPETENCIA FEDERAL. CASO EN QLIE NO SURTE EN FAVOR DE 
IJN JIJEZ DE DISTRITO AIJN CIJANDO INTERVENGA EN ALGIJNA 
CONTROVERSIA LINA EMPRESA DE PARTICIPACION ESTATAL 
MAYORJTARIA. 

- Competencia 116/86, ,Tuez 180. de lo Civil en el D.F. y 
el Juez 3o. de Distrito en Materia Civil en el D. F. 28 
de novi ernbre de 198€ .. 

- Compete-ncia 242/85, Juez So. de Dist.rit.o en Materia 
Civil en el D. F. y 100. de lo Civil en el D. F. 7 de 
maye, de 1986. 

COHPETENCIA FEDERAL. NO SURTE EN FAVOR DE UN JUEZ DE 
DISTRITO EN EL CASO DE QUE FUERE PARTE EN ALGUN JUICIO IJN 
ORGANISMO Pl18LICO DEE:CENTRALIZADO CON PERSONALIDAD 
JIJRIDICA Y PATRIMONIO PROPIO. 

- CCtrtrPet.encia Civil 25/86, solicitada entre los jueces 
200. de bj Civil antes 320. del D.F. y el 2o. de Distrito 
en Mat.oria Civil en el D. F. 21 de m;;Pzo de 1986. 



tratamiento de este apartado comprender a la Administración 
Pública Federal cciri•C• par•tt:i integrante de la Or9anizaci(1n 
Polit.ica c1el Est.ad.:-, por ser el Ejecutivo Federal 1..1110 de los 
Organos que lo implican. 

En ese st-ntido, &l 'forwar parte las Em¡:.resas de 
Participación Estatal Mayoritaria y los Organismos Públicos 
Descen~ralizados de la Administración Póblica, necesariamente 
el Tribunal Fede1~a1 es competente para el conocimiento de las 
cont.r·oversias que se sus e i t.t?n, tt•da vez que en atención a los 
sujetos de los actos ari·~en del ccmflicto, aquellos órganos 
de la adri'dnistr·aci•)n forman part.e del Estadc1. 

Por otra parte, el citado numeral en su fracción IX 
prevé come• ccimpet.encia de los .Juzgadi:•s de Dist.rito en Materia 
Civil, el de que ti:•d·:is aquellos asuntos de la competencia de 
los .Juzgad1:1s .je Dist.riti::a, co11fc1rm~ a la Ley, y que no estén 
encor1iendados a los otros juz·3ados federales, éste sera el 
competent.e. Así le asist.e competencia a ese tribunal para 
resolver las controversias que se 1:Jrigi11en co11 íii•:itiv1:i de la 
aplicaci..:'111 t? int.erpret.aci•:1n dt-1 cont.ratc•, con las excepciL1111=-:; 
que ?~steriormante se precisarán. 

El art.ícul•:• SO de la Le>· de Obras Públicas, seflala en su 
se•;;und·:i pár1~af•:i que: 11 las controversias que se sus e i ten c•:ni 
UIC•tivo de la int.erpret.ación o ciPlir.-=.c.i•:111 deo esta ley o de los 
contrati:Js celebrad•:JS, serdn resueltos por los tribunales 
fe·jE•r~lt?s 11 • 

Con la precisión anterior, aún cuando la Ley Org~nica 
del Poder .Judicial no sef'lale e~:presamente la c1~mpetenc ia del 
tribunal federal que ha de coneocer de la cont.roversia del 
contrato de obra pública, la Ley de Obras Públicas atribuye 
expresamente "B los tribunales de ese fuere' competencia para 
su co11oc imiento y resoluc i6n. 

Ahora bien, la corr1petencia P•:ir la materia de los 
tribunales del fuero federal esta dada p•Jr la atribución 
contenida en el artículo 54, fracción IX de la Ley Orgénica 
dt::-1 Pode1" .Judicial. N1:i obstante, cuando la controversia del 
acto de derechc• público te-nga su origen en la declaración 
sobre la le9•didad o subsist.,ncia de un acto de autoridad o 
de un procedimiento seguidc1 pc1r autoridades adr1ánistrativas; 
la conipetencia se atribuye al Juz9ado de Distrito en Materia 
Administrativa en lc•s términos sef'lalados por el Artículc1 52, 
fracción I del ordenamiento referido. 



Hechas las precisiones anteriores conviene aclarar que 
el act.cc C•bjet.i:i. de la cont.roversia, cuyo conc1cirniento es de la 
competencia del t.ribunal federal en mati=ria civil no puede 
implicar un acto dt? autciridad. Es decir la controversia 
puede darivar de aguellas situaciones ei1 las que se reclamen 
cant.idades c1 importes como consecuencia del curnplimient.o del 
CtJnt.r•at.c1, o bien de rei:.er~c iones efc-ct.uadas por la 
;odministración sin acuerdo P>'o?vio de las partes. En fin del 
cumplH11iento del act.c• c•:intractual p:..:edt:-n surgir c1:introversias 
gue necesariam12nte conll.:-van a la cc•JuPt?tenc ia del tribunal 
federal en materia civil. 

El pagc• oportuno de estimaciones, los actos de 
verif 1:aci6n de obra ejecutada, las diferencias técnicas o 
numéricas gue surjan con motivo de la ejecución de la obra 
eJecutada, o en su cas•:i, vicios ocultos en ésta, etc., 
pt::·r·mi ten C•:•nocer la competencia que le asiste al Juzgeado de 
Dist.riti:i en Materia Civil, t•:ida vez que no 11ecesariamente 
con2 leva Lm actc1 de au!...c11--idad por part.e de la Administ.ración 
F0::i1. 1.:;:,, en vir-tud de que no e>dste una disp1:::>sici611 normativa 
qu2 cc~ibuya facultades a~ <-•1-.gano oe la Ad11i:.i.nist.raci6n para 
effiitir un acto administrativo. 

Ahora bien, conforme al artículo 75, f racci6n VI del 
Código de Comercio, se ·,~~pu;..~n acti:.s. di= comercio "las 
empresas de cc•nstrucci6n y 1..rat•ajos públicos y privados". Lo 
e.nterior, deb.:- acla1•arse en el se11tid•:i de que el acto objeto 
d(•l present.e estudio no puede quedar al margen del 
01·de11amiento que lo rige, de tal manera gue la naturaleza 
corrt?sponden al cirden administrativo de eacuerdo al régiroen de 
derecho püblico. 

El prc•cesc1 que correspc1nde se·3uir con motivo de la 
contr·::iversia judicial,. n•:i puede quedar determinado por los 
actos de comercio, según la fracción citada del numeral 75 
del Código de Comercio. Los traoajc1s públicos a li:ls que nos 
referim1:1s en la primera part.e encue,1tran su excepción al 
orde11amie11to mc-rcanti l al quedar incorporados cc1n motivo de 
la obra pública al régimen de dei~t?ch.;1 público, de conformidad 
ci:i11 la L.ey de Obras Públicas y con su respectivo reglamento. 

Con el objeto de aclarar dicha situación, el trabajo 
público tal y como fue precisado con anterioridad, implica 
necesar-iC1r11ente l•:• que ha de s~r motivo de ejecuc i6n para lét 
.:.bra pública, es decir, comi::• rf1ed10 para eregir aquello que el 
cc.nt.ratist.a se ha obl igadc• a real i=ar o ejecutal' como 
resultado del contrato de ob1•a públ i. .::a. 
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En ese orden de ideas, los t.rabajos sujetos a la 
realización de la obra no determinan el régimen jurídico de 
la Obra P6blica, lo que implica reconocer la subsistencia 
legal del ré•3imen que acota al contrato administrativo. 
Asimismo debe considerarse ·::iue al m•:imento de expedirse la Ley 
de Obras F'óblicas y su correspondiente reglamento, ya 
atribuía el Códig•::J de C1~mercio la naturaleza de acto de 
comer-cío a lc:1s trabajos peiblicos, por lo cual ante la 
distinción eminente que realiza la vigente Ley de Obras 
Públicas, resulta imprecisc• c.:msi•311ar como acto de comercio 
a·:iuel los trabaj1:is comprendidos en la realización de la •:ibra 
pública. 

Las controversias judiciales del acto negocia! serán 
resueltas por el .Ju=·3ado de Distrit.o 12n Materia Civil, cuando 
el lo ne• imi=·l ique un ac t.c• adrni ni st.rat.i vo, como resultado del 
ejercicio de las potestades administ.rativas conferidas 
di ri;.c t.amente PC•r la Ley de Obras Públicas. 

En el .Juici•::i Ordi11a1~ii:i de carácter federal se van a 
1jilucida1· todas aquellas acciones cuya cont.roversia tiene su 
origen e11 aquell1:is actiJs a los que ya se hi.zo referencia, aún 
a•::¡uella en la cual SI? pretenija e::agir el curoplirnient.o del 
co1T:..1~ato en los té1~mi11i::1s y condiciones previstos c-11 éct-=, 
ante la ausencia de un act.r:i de la administ.ración que pretenda 
modificar o dar por terminada la relación contractual que lo 
vincula con el administrado.(*) 

De acuerdi:J cm1 lo anter im~, se puede con e luir en 
principio que en el Juicio Ordir1ario de carácter federal 
radicado en el .Ju=gado de Distrito en Materia Civil, se van a 
veri-ir aquellas cont.rc.versias qt.Jt:< no impliquen c.ctos de 
autoridad, sin •::¡ue ello permita desc•::in•:icer la situación en la 
que se encuentr·an los sujetos cont.ratantes. 

(:t) Sobre este aspecto hemcis de remit.irnos a lo citado por 
l•:is tratadistas espaf'k•les Eduardc:i Garc ia de Enterría y 
Tomás Rarn6n Fernánde::::: 1 en el sentido de que cual~uier 
sujeto que pretenda al tera1• frente a 1:itr1:-i la si tuaci6n de 
hecho existente (status ·::¡uo) no puede hacerlo por propia 
autoridad~ si el 1:itro sujeto n•::i aceptase de •,;1·ado esa 
alteraci<•n, tiene la car·,;a de cometer su pretensión a un 
tribunal, el cual la val1:irará desde la perspectiva del 
derecht• y la declarará cc•nforrne C• no con éste, dándole en 
el primer caso fuerza ejecut•:iria, est•::i es, una virtud 
especial que la hace indiscutible y de cumplimiento 
fQr=oso p1:i1~ la parte Qbl i·;ada. 
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El Contencioso Administrativo de Plena 
Jurísdicción 

A diferencia de la via recursiva en la cual la propia 
Administ.raci<·n Pi:Jblica es ju12= y part.e, en la vía contenciosa 
administ1'ati va la situación es t.otalmente distinta, pues la 
contr•:iversia se ventila ant.e un Tribunal Administrativo que 
fuiv:icnid. en un plan1:i semejante al Tribunal C•:irnún, pero en 
o;~aen a cuest.iones emin2ntemente administ.rat.ivas donde 
comparecen tanto el administrado como la administración. 

En el prc•ceso contenci•:•so administrativo, los tribunales 
estt..n l lc..mados a. valo1'ar y enjuic: iar a posteriori actos y 
con¿uctas ya efectivamente producidas, cuyo proceso de 
mater·ialización y ejecución no se detiene sino por un acto 
jurisdiccional de aquel tribunal que tiende a asegurar la 
veri f icac i6n de!. ct.:mplimiento pQr la administración de la 
legalidad c1bjet.iva y su eventual restablecimiento en aquellos 
casi~s en ·:::iue haya resultado vulnerada e\i perjuicio de los 
particular·e-::., para ·:::iuit?ni:cs la peisitiilidad de acudir a una 
instancia neutral e independiente, e1i defe11sa de sus derechos 
constituye la garantia máxima. 

Como premisas del p:~•:icesi::• conte1icioso administrativ•j y 
cc1n 81 pro¡:.6s1t.o de equipare..·~· esta jurisdicción a la 
ordinaria en lo relativo a su eficacia garantizadora, 
encontrarncis d·:1s r1)üfflentos distintos que convienen dest.acar. 
En primer lu·3ar, está el asegurar la posibi 1 idad de 
residenciar ant2 los Tribunales todas las pretensiones que se 
deduzcan en relación con los actos de la Administración 
Pública, sujet..:•s al Derecho Administrativo y con las 
dispi:isiciones de cate•3oria ané.lo·;,;.. E1i u1i segundo orden se 
proclaraa con el procese• cc•ntencic•so administrativo un 
.::11.1téntico juicio o proceso entre partes, el administrado y el 
propio ei1t.e estatal, seguido ante una jurisdicción que no es 
más que U\1a especie de la genérica función jurisdiccional; en 
i1n 1 su nc,.t.u1~aleza no difieí'e esencialrnente de los demás 
pri:icesi:is de c1:i.noc imiento. ( '.::) 

En est.e sentido no existe lirni taci<"•n extrínseca que 
merme l1:is p1:ideres de decisión del Juez, que pueda no s6lo 
r:-·r·:inunciar la resolución, sinr.:• también hacer cuantas 

< 2) Eduard1:• García de Enterría, Torné.s Ramón Fernándeoz, Tomo 
I l , •ob . c i t . pag . 480. 



dec larac io\ies pr 1Jcedan sobre los 
ad 1: 1pt.ar cuantas medidas sean 
restablecimiento de la situación 
al te1·ada cont.ra derechc• por dict-.o 
a asegurar la plena eficacia de 
(3) 

derechos de las partes y 
necesarias para el pleno 

jurídica individualizada, 
acto. Todo ellc1 contribuye 
la garantia jurisdiccional. 

De acuerdc1 con las premisas ant.eric•res, lo contencioso 
admi11isttativ1:i es estrictame11te la ci:nitienda •-=1ue surge por el 
ot•rar de la Administración Pública, por ello no pierde dent.ro 
del cauce procesal aquel lo que como instrumento logra 
prc•t.e·~er los derechos de los particulares. No c•bstant.e ello, 
hemos de fijar le. atención en principio, en aquellos act•:>s 
administrativos configurat.ivos de verdaderos actos de 
autoridad y rnJ simplemente P•=>l' la ingerencia de la 
Admir1istraci6n Pública en los diversos actos que realiza. 

Así. independientement12 de la justificación que en 
nuest.ro sistema c1:instit.uciondl encuentran los Tribunales ·de 
lo Contencioso Administrativo, hemos de fijar en principio 
nuestra atención en la distinción que e::o::ist..e entre el 
contencioso administrativo de mera nulidad y el contencioso 
administ.rativo de plena jurisdicción. Arnbos t.ipos 
c1:irresponden a la c•:impete\1cia de tribunales de distinto 
c1rden. ~:in embargo, para el cometido que nc•s ocupa sólo 
hemc•s de refe1'irn•:>s a la acci6n deducida poi· el administrado. 

El juicio contencioso de nulidad se rige conforme a lo 
previsto por el Códig1:i Fiscal de la Federa.e: ión, el cual por 
el contenido y objetivos de este trabajo no ha de ..-:.:. ... 
considerado en este apartad•:>. Por otro lado, el cmitencioso 
etdrninist.rativo de plena jurisdicción se ciNe a la 
c•:>ntroversia deo verda•:h~reis derechos subjetivos 
individuali=ados, por lo cual cue:-nta con la facult.ad de hacer 
cumplir sus determinaciones; en el ci:mtencioso de mera 
nulidad C• ile·3alidad del ai:.L.o contrc•vert.idc1 1 son actos de 
constatación, lo que implica el carecer de facultad para 
hCtcer- cumplir sus determinaciones. 

Otra distinción que se es·;¡rime es la relativa a que en 
el contencioso administrativo de plena jurisdicción el efecto 
de la sente11cia es interpartes; e\1 el c•:intencioso de 
anulación el efect.c• de la sent.encia es general o sea erga 
onmes. En efect1~, en el c•::intenci•:iso de plena jurisdicción, 
la sentencia s0:1lc• prcduce efect.c•S co11tra las aut.oridétdes 

(3J Lot. cit.. 



2(17 

5el~aladas ci:•mo responsables lo cual no sucede en el de 
anulación. (4) 

La Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federació'L.Sfil 
su Artículo:> 23, Fracción VII prevé la competencia que¡: le 
c.,,:st.e a las salas del Tribunal Fiscal de la Federación para 
c•:in•:iceor de aquellas resoluciones definitivas que se dicten 
sc1bl"e la interpretaci~·n y cumplimiento de contratos de c•bra 
pública celebradi::is por Depe11denc ias de la Administrac i6n 
PQblica Federal. 

En este supuestc1, sólc1 es competente dicho Tribunal 
cuandc• el acto contractual es suscrito por una Dependencia, 
·:iL«?dcndo e>:cluidas las Ent.idades de la Administración PQblica 
Federal. Asimismo, de acuerdo a los principi•=>s que rigen el 
cont.enci•:iSQ adrninist.rativo de nulidad, los tribunales de este 
orden est.aría11 sujetos a la prescripción dispositiva que 
pr~cisa el Código Fiscal de la Federación. 

Antes de con ti 11uar con los al canees del proceso 
contencioso administrativo, hemos de referirnos a la vía 
1~ecursiva para determinar si ésta queda comprendida dentro 
del fen6menc1 cont.enciciso o bien, es c1bjet.o de una 
consideración totalmente distinta al caso que nos ocupa. 

De acuePdo con lo expuestc• por el tratadista Antonio 
Carrillo Flores, lo contencioso administrativo es, 
estrictarM?nte, la contienda que na:e por el obrar de la 
Administ.raci6n Pública, tant..:i en su seno mismo com1J fuera de 
ella. En virtud de elle•, se entiende que lo contencioso 
administrativo debe compre11der incluso el proceder propio de 
la Administ.raci.Sn activa cuando interviene para decidir un 
punti:i conte11c ioso: el problema de los recursos 
cidritinist.rC\tivc•s form21 según lo sef'leilado por el autor en cita, 
lo conte11ci1:is1:i administrativo. (5) 

La justicia administ.rat.iva, en cambio, se refiere a la 
intervención jurisdiccional ·:iue tiene como materia o como 
antecedente una acción administrativa, pero que no se 
desarrolla por órganos directos de la AdministPaci6n Pública 
Activa, sine• por <•rgancis que frente a la Administración han 
alcanzado la aut1:inomí.a indispensable par& ser considerados 
cc1mei jueces, C•:•m•:• tribunales. 

(4) Emilio Margain Manautou DE LO CONTENCIOSC1 ADMINISTRATIVO 
DE ANIJLACitJN O DE ILEGITIMIDAD (3a. Edición Universidad 
Aut6nmtrn de San Luis Pi:-tosí México 1980) pag. 14. 

(5) Antonio Carrillo Floras, ob. cit. pag. 141. 
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Para los efectos que aquí nos interesa, el contencioso 
administrativo de plena jurisdicción queda cefüdo a la 
t>:•niPelitencia de los Tribunales Federales ·::::iue tienen 
conc•cimientc• de los actos de la Administración Pública 
Federal y que la norma positiva e~:presamente les atribuye. 

En la vía administrativa swn resuelt.os t.odos aquellc•s 
recurs·~s ci instancias de los cuales tiene conocin1ie11to la 
propia Administración F'Ciblica Federal. Es decir, como órgano 
activo que resuelve la prete1isió11 inte1itada por el mismo 
gobernado. ~:c.bre esta base, la competen e ia que se prevé a 
cada un1:i de los tribunales federales para deducir la acción 
intentada pc1r lc1s administrados, está en el artículo 23 
fracción VII de la Ley Org•nica del Tribunal Fiscal de la 
Federación, y artículo 52 fracción 1 de la Ley Org~nica del 
P•:ider Judicial Fede1'al. En ambos supuest.~s, tanto la 
Oependenc ia cor11•:• la Entidad que-dan investidas del carácter de 
autoridad P•:ir lo que, de cuyo acto la le·.;alidad se impug11a. 

En el artículo 52, fracción I de la Ley Org~nica del 
Poder .Judicial Feder•al, se establece 1...ma competencia 
c•rdinaria gen&rica t-n favor de los jueces de- Distritci en 
materia administ1~ativa 1 distinta de la mene i•:mada p•:ir las 
f1··acci•:•nt?s II a V, que instituyen su comp¿.tencies en materia 
de amparo. P1:>1' l1:i cual, resultando esta vía de carácter 
exce;::::•c icinal, su agotamiento debe en todo caso ajustarst? a lc1s 
limites de la ley que la establece. 

De acuerd•:. con estas premisas det:ie cc•nsignarse que la 
defensa jurisdiccional de los derechos del C•)ntratista se 
cirientará en sentidos diferentes peir lo que te.ca a lt:is 
ac e iones, órgan1:is y procedimientos según el contenido de la 
pretensión, pues ciertamente una es la controversia 
determinada p1:ir la lesión directa •Je sus intereses jurídicos 
y otra, muy distinta, es aquella que comporta queja sobre la 
violación a las ·=ia1'antías individuales. (6) 

En primer orden, neis encontramos con la competencia 
ordinaria al .Juez de Distrito en Materia Administrativa 
di=duc ida de las cont.roversias qui? se sus e i ten con motivo de 
la aplicación de leyes feder~.le5, i:.uand•::i deba decidirse sobre 
la legalidad o subsistencia de un acto de autc•ridad o de un 

(f,) Revista Juridica 
PRECISIONES SOBRE 
CONTRATOS DE OBRA 
Lic. Gabriel Ortl= 

de Petrólecis Mexicanc•s. ALGUNAS 
LA RESCISION ADMINISTRATIVA DE LOS 
PllE:LI CA EN LA LEG I SLAC ION MEXICANA . 
Rey~s. 
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(Ar~iculo 52, fracción I de 
Jucicial Federal). 
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autoridades administrativas 
la Ley Orgánica del Poder 

En lc1s antecedentes expositivos de esta fracción, 
•=1uedaban c 0:imprendii:k.1s todos l1:>s pr1:::icedimientr::;is de opi:>sici6n 
•=1Ue algunas leyes federalt?s consagran para que- lc1s 
PCd'ticulares pidan judicialmente la revocación de algún acto 
administ.r·at.ivo o de todo un preicedimiento seguido ante 
a~t.=:.•:'idades de ese orden. N1:i obstante, aún cuando en la 
e:"=:pcisicic111 se hace refert?ncid a lc•s procedimient.os 
insirurnentad1:is en leyes fe·J~.·ales y del .:1.Jal nace el acto 
administrativo, ha l'esult.ado en la actualidad escasa 
efectividad practica el recurrir a dicho Tribunal en 
c.-~c?rcicio di? esa acción contenciosa administ.rativa para 
•:ibtener la rev1:>caci6n del act1:i, toda vez que a ello se hace 
eco de lcis recursos adr11inist.f·ativc1s tan en boga, come• efecto 
de la aut..1::itutela de la Adr11inistració11 Pública, y de los 
c1,,;.;.les puede cibtenerse la modificación e• revocación del actea 
lesivo por la Misroa autQridad. 

Del n1ismo modo, el Tribunal Fiscal de la Federación y el 
C.ontenc i.oso Administrat.i vo del Distrito Federal, han hecho 
poco cornt:ln el obtener una resolución del .Juzgado de Distrito 
en Materia Administrativa, P•:ir la ci:iropetencia gue le surte a 
aquellos trit•unalt?s t:in embargo, consideramc•s que el 
ejercic1:i de esta acción no resulta intr·ascendente en cuanto 
es previsible por el ordc-naroiento juridico. 

En la exposición de motivos de dicha prescripción 
norrna+..iva, se argume-nt6 lo siguiente: Aún dentro de la 
orientación que piensa que la fracción I del Art(culo 97 de 
la Const.ituci6n de 1:::57, cc•rrespc·ndiente a la fracción I del 
Artículo 104 de la Coonsti tuci6n de Querétaro, (actualmente 
Articulo 52, fracción 1 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicic-.1), da un camino dive1~so del juicio de garantías, se 
exige necesariamente la existencia de una ley reglamentaria 
para que lo que se co11sidera c1Jmo una simple posibilidad 
const.i ti...lc ional, se tradu::!'ca en un procedimiento que 
eie·: t1 ·1amente pueda abrirse ante los Tribunales Federales. 
(7¡ 

Aún cuando se carezca de aquella reglamentación 
especifica del Conte11cioso Admi1iistrativo seguido ante u11 
.Juez de Dist.ri to, queda expedido en el orden federal el 
Códig·~ Fede1•al de Procedimientos Civiles, orde11anliento de 

(7) Antonio CCo.rrillo Flores, ob. cit. pag. 184. 
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naturaleza adjetiva que en nada se contrapone en cuanto a la 
natLn·ale-za de lc•s actos, obje-to del conc+cirnient.o del ..Tuzgado 
administrativo pronunciar resoluci6n con base en dich•=' 
c·rden.:irniento. 

D~ acuerdo con lo antes expuesto, el contencioso 
administrativo de- plena juridicción ·=tueda en defi11itiva al 
concicií: ianto del Juez de· Distritc• en Materia Administrativa, 
c1:i11 i11de;:·endencia del amparo administrativo que de igual 
forr{1d t:S competent.t? para su conocimiento y resoluci6n. Ambas 
situac1m1es no entran e11 co11flicto en cuanto a que el acto 
deducil::,:• en el Contencioso Administrativo y resuelto en esta 
via pue.:ia ser abjetable en apelac i6n ante los Tribunales 
Unit.ar1.:.s de Circuito y pc.steriorrnente t?n amparo ante lc•s 
Tribun~ ... les C1:;.legiados de Circuito del ram•:> correspondiente. 

II.2 La Acci6n Ext.raordinaria. 

II. 2 .1 El Ejercicio de las Acciones en contra de 
lc•s Actc•s di:- AL1toridad. 

En el marco .je la legislación vigente que regula la 
cont.1·at.aci6n de obra p(Jblica, exist.e la atribución expresa y 
específica de las potesta.jes administrativas, la cual 
determina agot.adoramente todas y cada una de las condicic•nes 
de ejea~cicii:> de la potestad, de modo que construye un 
supuesto legal complejo y una potestad aplicable al mismo, 
definida en todos süs términos. 

La rescisión administrativa del contrato de obra 
pública, in1plica en el orden expuestc una atribución 
norma ti va que faculta al ~1rganc• admi ni strat.i vo, para emitir 
una resolución que se traduce en un acto de autoridad por el 
cual se modifica la relación jurídica exist.ent.e entre el 
órgano administrativo y la administración. Así este medio 
ext.int.ivo del contrato de obra pública puede ser act.uadc· 
directamente por la Administración Pública sin perjuicio de 
la revisión jurisdiccional de léi decisión, pe.dría 
ejemplificarse en el ejercicio del poder sancionatorio por el 
i ncun1Pl irniento del cocontratante. 

La rescisión del contrato de obra pi:Jblica es, para la 
administración, una potestad póblica que puede ejercerla y 
materializarla con la s6la decla1~aci6n y emisión del acto, 
previo el procedimiento administr·at1vo cuya ot1servancia 
condiciona la legalidad del ~cto. 
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Ah1:ira bien, C•-'ntra el acti:i de aut•:·!"idad que ocasiona 
parjuicios al cocontratanta da la Administración PQblica con 
motivo d.a- la rescisión del act.o, quedan dispuestas a favor 
~01 administrado el ejercicio de acciones que tendencialroente 
ase•,;uran la p 1:isibi 1 idad de residenciar ant.e l•:is tribunales 
tercias las pret.ensiones que se dedi..i::can en relación con el 
act..o de autc1r1dad. 

En asa sentido hamc•s da refarirnos al Tribunal Fiscal da 
la Federación y al Juzgad:. de Distrito en materia 
administ~ativa, con las particularidades que distinguen la 
ci:impetencia de dichos tribunales por t.\"atarse oe las 
Dependencias i:i Entidad&s de la Administración Pública Federal 
que emiten el acto de aut•:::>ridad. 

No 1:1bstante, a pesar de la func i6n garantizadora que 
tiene el administrado en sede jurisdiccional, el Ejecutivo 
Federal pretende asegurar los •:lerech•:•s del cont.ratista en vía 
adrninist1·ativa, al disponer el Reglarnent1:-i de la Ley de Obras 
f'Llc.·licets que lc•s contratistas podrán inconformarse en contra 
del acto de rescisión, Mediante escrito ante la autoridad 
correspc.ndit?nte, dentro di? los diez días hábiles siguientes 
al del acto mi:itiv•:i de dicha inconformidad, para lo cual 
deberdn acor;1;:•.:diar a su inconformi•Jeid las pruebas documentales 
necesarias. 

El santido dal Ql t.imc• párrafo dal artículo 52 del 
re·;l~ . .-1H:nto de la Ley de Obras f'Úblicas, no contiene en 
prin·:ipi 1:1 una medida que permita garantizdr los derechc•s del 
cont1·at.ista, toda vez ·:¡ue el alca11ce de dicha disposición 
parece reducirse a asegurar la legalidad del acto 
administrativo ·:¡uedando al margen el ejercicio de cualquier 
acción deducida por el contratista con motivo del acto de 
aut1:i1•idad. Es decir la relación que :]uarda la inconformidad 
prevista en el reglamente., con la sef"ialada en la Ley de Obras 
Públicas en sus artículos :;:E. y S:;: bis F·ertenecen a la misma 
categor-ia de recursos de r.1era legalidad objetiva, pc~r lo cual 
resulta en principio insuf ici~11te la determinación del 
re·3l ;.,r;.entc• ·invocado, paT'a garantizar en vía recursiva los 
derechos del cont1·atista p1:isiblemente afectados con motivo 
del acto que rescinde unil3t2ralmente el contrato de obra 
pública. 

La óndividualidad cobjativa del administrado en la 
reie1•ida vía recursiva se origina de lo puramente 
conLeniplativo de los actos de la administración, de tal 
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nianera que si de la revocaci6n del acto por la administración 
con mot.i vo del recurso interpuesto, se producE- em el 
recurrente la desaparición del dafto o perjuicio pretendido o, 
lo que es iguesl, la obtención de alguna ventaja o beneficio, 
debe estir1iarse ·:iue existe u11 inter~s en la revocaci1)11 del 
act.o, pero dicho inteorés tiene proyecci6n en cuant.c• a la 
pa1~ticipación •::::iue guarda el administrad1::> C•Jl1 el órgano 
administ.rat.ivc• como efecto del pr•:icedimientc. de licitación 
públic;:.. L1' a11teri•:ir no c-:1rresponde a la relación material 
01"iginada con mot.ivo del act.o cont.ract.uesl, toda vez que- el 
ac t.o que declara la resc isi6n del contrato proyect¡, sus 
efectos en la esfera jurídica del ccintratista, el cual es 
sujetei de u11a p•:isible afectación a sus derech.:;is. 

En el C•rden expuesto, la inc.:mforrnidad cipera como recurso 
c•=>ntra el act1::> administrativo co11siderando aisladamente 
cual·:¡uier aspecto de naturale-za subjetiva del recurrente, es 
decir como un medio de control, en fin, de la legalidad de la 
decisi6n ejecutoria. 

De acuerdo a lo dispuest.0:1 por la Ley de Obras Públicas, 
de intentarse la via recursiva el acto de rescisión 
unilat.ei"'al del contr·at.c• queda sujet.ci al conocirnient.c1 de la 
propia autoridad que ernit.i·~· el acto, iJ bien, a11te la 
-,:;ecrc-tar·ía de la Cont.1·aloría General de la Fedt?ración, dichc•s 
1~1"'gani:.s co111::iceran únicamente scibre- la legalidad del acto sin 
concluir en la calificación de los perjuicios ocasionados al 
contratista. Es decir, si el recurso de inconformidad por su 
propia naturaleza es objetivo, el interés del cont.rat.ista va 
encaminando a la aplicación legal del acto, de tal manera que 
cualquier Ci.spec t.o subjetivo queda al ruargen del recurso de 
incmiformidad. 

En relación con lo anterior, resulta necesario acla~ar 
si la necesidad de su agotamiento es i1idispe11sc,.ble para 
intentar cualquier otra via contenciosa e incluso el juicio 
de amparo. 

Al respt:-ct.o, la falt.a de una estricta regulación 
no:1rmativa que ·~a1·antice en principio los derechos del 
contr&tist.a en la vía recursiva, permit.e concluir la 
improcedencia del recurso como requisito para intentar con 
pcsteric•ridad el e-jercicio de ot.rc• tipo de acciones ante los 
tribunales federales. 

Ahora bien, t.odas a·~uellas cuesticines de ilegalidad sólo 
·::::iuedan depupadas c-n el .Juici•:. Ordinari•:i, de tal ma11era ciue 
debe comprenderse como principio de definitividad en el 
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.Juicio de Amr:>aro el agotamiento de la vía 1:irdi11aria, sin que 
ellcr l''epresentE- la improcedi::-ncia de las excepciones a dicho 
pri11cipit::i '/ de las cuales ta11to la legislación como el poder 
judicial han definido. 

En los términos expuestos, ne• se encuentran debidamente 
garantizados los derech•JS del c'?ncontratante del órgano 
adm1nist.rativo ant.e el eJerc1c1c• del recurso de­
inconformidad, asimismo aún cu.._,nd1:i se ha explicado el sent.ido 
dé- 1a in:;:._:.nforrnidad, la Ley a~ Obras Públicas niega el 
carái:t.er de recürso y con ello aún cuando de manera 
confi·3urada lo sea, ne• hay una determinación expresa en 
cu.;,nto a la i:i=.:Iigación de resolver por la auti:>ridad 
administrativa la pretensión del contratista. 

Co11 el lo se pretende sostener el efecto de la 
incc•nformidad, en cuant.o sólo hay un resultadc• al que ha de 
cef"iirse est.rict..ament.e la autoridad, el cual corresponde a 
de-terruinar gue la acción administ.rativa y los actos que la 
c•:-nfiguran quedan investidos de la suficiente legalidad, corno 
papa producir por sí y ante si li:·s ef12ct.os necesarios fr&nt.e 
& lc•S administ1'ad•:is. 

Ahc•ra bien, la acción cc.ntenciosa administ.rativa 
e11c ierra la garantía de le•3a! idad del acto en cuanto a que el 
adr11inist.rado podr~ accionol"' le. jur-isdicci6n ordinaria para 
evitar en SL: cas•.:i l1:is perjuici·~s del acto combatido. No 
obst.ei.nt.tt otr·o ~\specto que detrE:o cc•nsiderarse, es el relettivo a 
los actos p1··::ic:edimentales que- han de c:onst.i tuir el acto de 
aut.:orid~d; así cuando deba qecidirse sobre la legalidad o 
subsister1cia de un procedimiento administrativo la 
competencia ordinaria se reduce a que la acción ha de 
J'adicarse ante el Ju=·3ado de Distrito en materia 
adrui ni st.T'a t.i va. 

Sobre esta base, se puede comprender que el 
procedimiento •:¡ue da luga1· al acto de rescisión del contrato 
corresp1:•nde a lei determinaci<1n hecha E-11 el artículo 52, 
fracción l de la Ley Or9c..nica del Pi:1der Judicial Federal. Lo 
anterior nci pt..11.?de e-ntenderse cuando, a través de la acción 
i:i1'1jinaria han dt? co11t.rovertirse los actos del procedimiento 
licit.~ttcirio, en virtud de o:¡u2 la naturaleza de dicho 
pr·ocedimient•:i excluye por completi:i l•:is derechos del 
adri)i ni st.r·adc1 quedando tJni carrient.e det.l!-rmi nados los intereses 
lE-gitimos de los licitadores. 
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Asimismo bajo el ejercicio de la acción contenciosa 
administrativa puede lc.grarse la suspensión de los efectos 
del acto en cuanto.ague el tribunal federal puede decretar, 
con base en el artículo 394 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, t•:idas las medidas y acciones 
nacesarias para r1·1ant.eni:-r la situación de hecho existente. 

II .2.2 El Juicio de Amparo 

Ha sido criterio de lc•s Jueces de Distrito declarar la 
improcedencia del amparo propuest•:. en contra de actos que 
resuelven el contrate• administ.rat.ivo, peir considerar que nc1 
provienen de auti::>ridad, sino de parte, por lo que no reunen 
el re·~uisit.c• de procedencia et que s~ cc•nt1·ae el artículo lo., 
fracción 1 de la Ley de Amparo.C*l 

Asirnismc1, se discute la calidad de autc.ridad de las 
instituciones públicas del secb:ir paraestatal de la 
Administ.r·ación Pública Federal, en cuanto a la fal t.a de 
disp1:inibilidad de la fuerza pública para hacer cumplir sus 
deter·rn1ni'iciones. Al respect.o debi:- considerarse que la 
materia del acto de autoridad n•:i es alg1:. que •:iuede en la 
par-te coercitiva, sin1:1 en la posibilidad de modificar 
legalmente, por si y ante si la situación juridica de los 
administ.rado. Le• ant.erior resulta de esa facultad de 
derech1:. público c•:mf er ida di 1~ec tamente pQr la norr11a jurídica 
al ór9ani:1 estatal para emitir el acto con efectc•s 
administratiVQS. 

No c·bstante lo precisado con ant.eric•ridad, merece 
especial ate11ción la determinación del procedimiento 
administrativo de rescisi(•n del contrato de obra pl'.iblica, en 
cuant.o a que éste se encuentra previsto en el reglamento, 
dicho prc•cedimiento formaba parte del contenido contractual 
gueda11do su observación obligatoria para el órgano 
administ.rativo, t.oda vez que se encontraba inr11erso en las 
dispQsiciones administrativas cuya obligatoriedad era propia 
de la administración. 

<*) %5 CONTRATO CELEBRADO POR AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
COMO PERSONA MORAL DE DERECHO PRIVADO. AMPARO 
1 MPRC1CEDENTE CONTRA ACTOS QUE SON CONE:ECUENC: I A DEL 
MISMO. 

956 CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. 
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P1:ir •:1tra parte de la ·:ieterrninaci6n jurídica de-1 
prc•cedim1ento, segt.Jn quedo expuesto se cc•ncice la garantía de 
audie11cia y la debida observancia del procedimiento, de tal 
manera ·:::::iue dichas garantías no han quedado modificadas por la 
regulación prevista en el re•3larnento del ordenamiento 
invocado. Así, el procedimiento para declarar la rescisi6n 
del c.:111+ ... ra+..1:i descansa en la forr1l~1 de juicio seguid:i ante 
autoridad administrativa. 

De acuerdo con lo anteric•r, el poder judicial ha 
interpretado la fracción II en relación con la IV del 
articcilo 114 de la Ley de Ampare•, en el sentidc• de que 
tratánd1:ise de actcis que proven•.:ian de un p1~ocedimiento seguido 
en fc1 f·r11a dt- juicio, el ampare' sólo ¡:·c•dr·a prornc•verse contra la 
resolución definitiva Por violaciones cometidas en la misma 
rt?soluc ión C• dur-ante el procedimientc1; la relac i·ón que guarda 
esa diSP•Jsici.Sn con la C•:Jntenida en la fracción IV del mismo 
precep\.o, radica en la F·reicedencia del amparo indirecto 
cont1"a act.os en el juicio que ten·~an sobre las pers1:i11as o las 
cosas una ejecuci{•n qLle sea de imposible reparaci6n. 

Así, ha interpretado la Suprema Corte de Justicia que si 
bi~n la fracción IV alude a actos en el juicio, por igualdad 
de ra=ón debe aplicarse a actos en pr•:Jcedimientos seguidos en 
fol"ma de juicio, F•ues lo que se pretende a través de ese 
P:"ecept.o es que los actos que tens;&n una ejec ión de imP•Jsible 
reparac:::.<·n Pl~t2Gan ser impugnados de inmediato en la vía de 
amparQ sin 1iecesidad de espe1·ar la resolución defi1iitiva, y 
tales actos pueden producirs~ tanto en juicic•s propiamente 
dichos como en procedimientos seguidos en forma de juicio. 
(:¡;) 

Corno se desprende de lo anter ic1r, si con motivo del 
procedimiento administrativo para declarar la rescisión d~l 
contr~.tc' existen actos que t.engan una ejecución de impc1sible 
reparación: como lo será la ejecución de la obra por un 
t.er-cero ajeno al contrato durante la tramitación del 
procediri~iento, puede impugnarse de inmediato en la vía de 
amp~ro sin necesidad de esper-3r la resolución definitiva. 

Ahora bien, 
de definitividad, 

reti:imando la idea conte11ida en el principio 
la cuestión .:¡ue debe plantearse es la de 

(:;:) PROCEDIMIENTO::; ~:EGUID0:3 EN FORMA DE JUICIO. APL!CACION 
DE: LA FRACCION lI, EN RELAC:ION CON LA IV. DEL ARTICULt) 
114 DE LA LEY DE AMPARO. 
Precedentes 2a. Sala Séptima Epoca, Volumen Semestral 

133-138, Tercera Parte, pag. 81 
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determinar si previamente al JUlClO de garantías, el 
cont.ratisto. deberé dem«ndar la insubsist.encia de la 
declaratoria de rescisión ante el Juez de Distrito en un 
juicio ordina1·io conforme a la fracción I d~l articulo 52 de 
la Ley Organica del Poder Judicial Federal. 

De frent.e a i·a~ p1:•sibilidades de impugnación de tal 
resolución, el ordenamiento jur:idic.:i dispone dos vías al 
efecto: por un ladr:•, el juicio de amparo y en segundo 
término, el juicio ordinario ante el Juez de Distrito, 
comt•atié:indose en ambos casc•s el acto de autoridad, en el 
p1,imer supuesto po1, razones de t•:institucionalidad y en el 
segund1:1, peir cuestiones de mera legalidad relacionadas éstas 
de manera directa e inmediata c•:>n el f•:mdo del asunto. 

Teniendo presente que e-1 ~nibi to PrC•PÍO del juicio de 
an1paro es la c•:mtroversia derivada de la OP•::>sición del acto 
reclamado a las gc.trant.ías individuales, se sigue de ello que 
tal materia irnpide al juzgad•jr del arnparo el prejuzgamiento 
de las cut:-st.ione:-s de fondo (cont1·act.uales). En este sentidci, 
>' de manera semejante la Suprema Corte de .Justicia sostuvo 
que los jueces dt? amparo se encuent.ran impedidos para conocer 
de las cuesti•::ilies 1ji;: propiedad, lo gue se 1~ese1'va de maner•a 
exclusiva a los jueces ordínaric•s. 

P•Jr l•J d"'rnás, la subsi ten e ia de la frac e ión del 
Etrt.ículo s::: de la Ley Or·.:i<rnica del Poder Judicial Federal, 
cuya vige11c ia es indudable, permite al ci::mtrati sta impugnar 
la resolución de rescisión en el juicio ordinario, en el cual 
se deducirá una p1~estac i611 material en térriii nos del ar tí culo 
I dt?l C:6digo Federal de Procedimientcis Civiles, dent.ro de un 
juicio en el ·~ue ya evidenterne11te se vantila1'á. U11a OP•:>sici6n 
de intereses y de legalidad c.l mar·.;en de la apreciación de la 
constitucionalidé:id •:'I inconstituci•:.nalidad de la resolución o 
procedimiento administrativo que les hubiere lesionado. 

Incluso así, en contra de la 1·esolución definitiva que 
pusiera fin a la controversia ordinaria queda1•ía expedita la 
vía de amparo directo. No obsta11te, en las condiciones 
sef1aladas, el efect..:1 de la se11tencia de amparo, dependiendo 
del tipo de violaciones hechas valer, se agotaría en ·la 
insubsist.encia del act.c• y la correlat.iva reposición del 
queJoso e11 el goce de las ga,1·antías violadas, sin 
pr~nunciamiento sobre el fondo del negocio jurídico. 

Opuestamente , si la setene ia resul t.ara desfavorable al 
GUejciso, nada impediría que éste acudiera a la vía ordinaria, 
sin consider·ar al respecti:> cuestiones de plazi:>, ni de 
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proponer cuestión alguna de constitucionalidad propia de un 
c..cto de autoridad, por aplicación del principio de cosa 
ju=gada alcanzado p1:ir la sentencia de a1nparo. 

F'or lo que se reiiere a la suspens1.:>n del acto 
1"ec lamado, en las condiciones consideradas, dicha medida 
caut.elar no debería otor•3arse, toda vez que se contravendría 
-al artícul1:i 124, fracción Il de la Ley de Amparo, además de 
que con violación a los principios del juicio de garantías, 
se daría efectos restitutorios a la p1"ovidencia suspetisional, 
desde el punt.o y rooment.o en que el quejoso qu¿.daría en 
ci::indici1'.):1es de c•:intim..:ar ejerciendo el contt·ato respectivo 
c1:in cist.ensible a'fect.ación del int.erés •3t:?neral. (;t:) 

Ctl Gabriel Ortíz Reyes, artículo referido, pag. 27-28 



e o N e L u s I o N E s 

1. Los contratos de la administ.ración constit.uyen el género 
que integran a los contrat>Js administrativ>Js y a los 
contratos de derecho privado celebrados por el órgano 
estatal; ia diferencia e11tre ambos es material objetiva, 
no subjetiva, y hállanse regulados por reglas similares 
en lo atinente a Ja volu11tad y C•)mpetencia; sin embargo 
n•) representan dichas reglas la generalidad o la 
exc lusió11 cuando se ha de ate11der por imperi>J del 
pr111cipio de especialidad de las normas vinculado con la 
capacidad •:i c•:impetencia de las personas jurídicas que, 
cua11d•) la act.ividad de la Administración t.iende a 
satisfacer directa e inmediatamente la finalidad de su 
exist.encia, cumple una act.ividad administrativa regida 
necesariamente por el Derecho Públic•). 

No sucede lo n>ismo cuando el órgano est.at.al despliega 
una actividad en forma C•)ncreta y determinada por el 
r~9iu1en de del'·echo Privad.:., aún cuando se pretende la 
satisfacción de una finalidad de interés público. De esa 
rnane:ra la ~¡¡;t.ructura de los contratos de la 
admi11ist1·ación • se organiza p•)r efecto de la acción 
gestora del interés público espe:cífico, con arreglo a 
determinaciones normativas de consecuencias disponibles o 
indisponibles para la Administraci611 Pública y para sus 
C•,ntratantes. 

Sobre: ese: esquema que.da comprendido el contrato de obra 
pública, el cual por su determinación juridica al amparo 
de normas de de:recho publico se concretiza la titularidad 
de la potestad propia del sujeto públ ic•) frente al sujeto 
privado, titular de derechos subjetivos. Así, la 
CiJncertación del contrato se da por un equilibrio entre 
interés público e i nt.e:1•és privad•:" en un acto que: los 
armoniza, sepai .. ándol1:is al misn)o tiemp.;1 del negoci•:i 
privad•) y del acto de autoridad. 

2. Dentro de l•:is efecti:is jurídicos del acto administrativo 
como especie del acto jurídico, se encuentran los 
derecheis y 1:>bl igac i•:mes pr•:>duc idos por la dec larac i6n de 
voluntad, así queda det.erminado el contenido del acto 
admi11istrativ•J. No obstante, u11as veces dicho co11tenido 
es el que el sujeto Guier·e; ot.ra v~ces es el que las 
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l.eyes y reglami?ntos ti'1ni?n previst.os para la causa de la 
de-e la rae ión de voluntad. Es dec i 1•, los actos di? la 
administraci(1n por d1fel'encia sustancial con el negocio 
Jurídico Privado S•::in esencialmente típicos desde el punto 
de vist.a legal, no obedece11 a ningún principio genérico 
de aut 1:inomía de la volutitad, sino exclusivamente a la 
previsión de la Ley. 

En ese sent.id1:i, el cont.ratc• de obra pública implica la 
f•)rmalizació11 de un acto cuyo contenido obligacional ha 
sid1:1 det.ermi nado p 1:ir el órganc• estat.al, de ma11era que el 
orijenamient•:i jurídic•J permite a la voluntad que 
det.errnine, para el acto que surge, part.e de los efectos 
jurídicos (contenido parcialmente discrecional), 
represent.ando la inclusión en el prciceso aplicat.ivo de la 
ley 1je una estimación de la propia voluntad 
administ.rat.iva. 

Así, i?l juicio subjet.ivo del ·'.>rgano i?St.atal no pui?de ser 
más que parcial, en cuanto ·ia dirigido al eJercicio de 
una pot.est.ad discrecic111al, cuyos elementos de su 
ejecuc iiSn se e11cuentran reglados por la Ley. 

S·:·bre est.a base descansa la determinación jurídica del 
ci:int.1"dt1:i de obra pública, el cual implica un acto 
ni?gc•cial que contempla Ja bilate-ralidad como result.ado de 
la disposición de d1:is sujetos que encontránd1.:ise en 
distinto oit.uación jurídica di?\.erminan Ja existencia del 
acto. En ese sentid•'• el efecto de la celebración del 
c-ontrat.o trae apart•jada la indisponibilidad para las 
partes de a<]uello <]ue constituye la materia de la obi·a 
Rública y de s1J respe-ctivo reglament.o. 

De acuerdi:i c•.:m las disposiciones p1:isi ti vas vigentes en 
m~t·?i'ia de:- obra pública, ésta compré<nde todo trabajo que 
t.enga por ''bjet•:i crear, const.ruir, conservar o modificar 
bienes i nmuetol es, de tal n·1~ne1·a gue el concepto de obra 
pública a.sume dentl'o de la fase: ejecutiva de ésta lo que 
debe ent.enderse ¡:•or t. raba jo público. La obra p!Jbl i ca 
inl¡:·lica el objeto del c•:.ntrato, la materialización del 
fin t.u·velado por el ordenc:"mient.o jurídico y, el trabajo 
pUol ici:• debe contener a..:¡uel la. fase ejecutiva de la 
materia del cont.rato y del sistema normativo. 
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E11 relación con lo anterior, a la luz del ordenamiento 
positivo en comento, se entie11de que la ob1·a pública 
comprende el ccincept.o de t.ratndi:1 púl:il i co, quedando por 
tal mQtivo deteminado este últimi::> en aquello que se 
califica como obra póblica. 

A!! !.mismo quedan C1;)MPl'e11did1:is dentro del c1:.ncepto de obra 
p~Dlica aquellas acciones relativas al gasto, planeaci6n, 
pr.Jgramac.ió11, presupuesta.e ión y c011tr1;,l, de tal manera 
que la indet.erminaci,\n del concept.c. original de obra 
pública, S•)b1·evie11e cua11d•) las ac c i•)nes te11dientes a su 
rc-alizaci.,,'.n no guarda una relación directa con el fin por 
el cual se 1.:H·iginaron, s1 la 1:ib1'a pública n•:. fue 
real izada o ejecutada e11 su tot.al idad en los t.érminos 
previsibles. En el •:trde11 e;<puest1:., las acciones 
t.endient.es a la ejecución de la C•bra pública pueden 
C•'l1te11er la i11tenc ión de la voluntad estatal, quedand•) 
p•:ir tal hecho comprendidas en el concept.o de obra 
pC.blica. 

4. De conformidad con la Ley de Obras Públicas, para la 
celebración del contrat., debe atenderse a la selección 
del cont.rat.ista, a t.ravés del procedimiento 
administrativo de Licitación PC.blica. Dicho 
p1•ocedimient.o aparece como una ordenación material de una 
pluralidad de '.Operaciones exp1•esadas en actos divers•)S 
real izadc•s hetereogénear11ente (por la función, por la 
naturaleza, por el fin), por divers•os sujet.,s o por uno 
mismo; operaciones y actos, que no obstante su relativa 
auto11omía se articulan tod•OS ellos en orden a la 
producción de un acto decisorio final. 

Asi, aparece en el Procedimie11to una distinción 
fundamental entre decisión final o resolución y actos 
procedimentales, l•:is cuales adoptan una P•:isición 
inst.rumental respecto d"' ac¡uella. El pliego de 
condidiones, la ConV1jcator ia o l lanlad•:i a la f •:irmulac ión 
de propuet.as, de Apertura de Propuestas y Evaluach\n de 
las mismas, son entre •:itros actos pr•:icedimentales o de 
t.rámi te, gozan no obstante estar ordenados a la 
producción final de la re,solución Cadjudicaciónl, de 
singularidad y de relat.iva autonc•Utia (producen efectcis 
procedimentales propir:is, tienen sus reglas propias de 
validez, incluso t.iene11 causa pre.pi a), de ahi que pueden 
ser impugnados en forma independiente sin trascender al 
acto de adjudicación. 
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Ahora bien, la situación jurídica de los licitadores 
•:iriginada con motivo de los acti:is de la administración 
dc11•ant;, ;,l procedimiento uni lat.eral d;, selección del 
contratista, representa la titularidad de intereses 
lt?gítirnos, CLIYO contenido evoc.:, el vínculo objetivo que 
guarda11 en relac i6n con la legalidad de l•os actos de la 
admi nist.rac i 6n. 

Es d;,cir, la relación que guarda el órgano 
administrativo con la n1:-irma juridica es de tal natu1•aleza 
que representa para el c11jministrad1:r un int.erés objetivo 
en que la c•:mduct.a del órgan•:i estatal sea debida como 
tal, porque la !egit.imidad deriva de la relaci~'n estrecha 
entre el i11terés y Ja producción del acto en el 
pr1:icedirnient.o. Así, aún t.rat.ánd1:ise de facultades regladas 
o discrecio11ales co11curre e11 amb1Js aspecti:is el interés 
Jegít·iMo, cuand1:i los act.os presuponen la int.ervención del 
administrad•o sin implicar la titularidad de otro tipo de 
derE:·cheis. 

No ::-w:ede lo mismei con el acto de adjudicación, por el 
cual concli. . .:;e el proce:·dimiento administrativo de 
selección del contrat.ist.a, toda vez que en virtud de su 
formac i611 consti t.uye un derech·:i i r1·enunc iable en favor 
del administrado, de tal manera que mientras para los 
demás Ji C1 tad•ores implique Ja legitimidad de un interés 
en que el act.o sea acorde con Ja legalidad, reporta pa1·a 
el licitador seleccionado u11 derecho subjetivo cuya 
transgresión presupone el ejercicio de acciones 
judiciales para combatir el efecto de Ja violación 
i 11CUl' 1~ :!.di:.~. 

5. S.;gún se s.:;~aló en su oportunidad el contrato de obra 
publica como acto negocia! bilateral implica la 
dt?t€.•r-winación concreta de la situación jurídica de las 
partes, de tal manera gue frente a la potestad 
administ.rativa del .,rganei estatal se encuentra la 
especial si tuaci6n de subo1•dinac ión del c•ont.ratista. En 
ese sentido, leis efectos qL.e t=·ueden implicar el negocio 
privado c1:"1m1:i la determi11aci6n de derechos y obligaciones 
qued.::111 al margen de su consid~raci6n para el acto 
jurídico, en cuanto a que el proceso de aplicación 
subj;,\.ivo que r;,aliza el órgano estat.al respecto a Ja ley 
1:-irigina la determinaci.Sn del conte11id•:i del acto, siendo 
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por tal motivo suficiente para concluir que los derechos 
y obligaciones no son calificados por el régimen de 
derecho F=·r i vado. 

No c•bst.ante, una situaci6n que merece un tratamient.o 
especial en lo relativo a aquellas obligaciones 
originadas por disposiciones administrativas que resultan 
imperativas para el 6rga110 estatal ci:)n exclusión del 
cont.ratista, comprende de acuerd•:i con la propia Ley de 
Obras Públicas, aquellas reglas de carácter gene1·al 
expedidas por los órganos de jerzirquía superior en 
niateria ·~e interpretación del ordenamient1:> referido 
siendo d2 c•bligat.oria C•bservancia para efectos 
administrativos; sin embargo, en virtud de la relación 
jurídica qui= guardan tanto i=J órgan•' est.at.al corno el 
contratista, la obligatoriedad de esas disp•,siciones para 
el contratante de la administración s6lo deben C•bedecer a 
los principios rect•:ires del negocio jurídico privado. 

De acuerdo con lo anti=rior, en el cont.rato de obra 
pública los elementos determinantt?s del acto quedan 
c 0,mpre1ididos por el sistema norrnat.ivo, dt? t.al manera que 
no implica pa1•a la determinación del acto, aquellos 
aspt?ctos negoc iales pri=vist.os t?n las Reglas Generales de 
Contratación, en virtud de qui= pa1•a Ja Adrninistración 
Pública reporta una obligación su observancia, como 
efect•o de la inte1•pretac ión que hace el mismo órgano 
aojrninistrativo al ordenamii=nt.o jurídico y de cuya 
observancia legpl no queda exceptuado. 

6. La vinculación positiva de Ja Adrninistración por la 
legalidad, expresa la disposición de que no hay en 
Derecho ningún espacio franco o libre en que Ja 
Administración pueda actuar con un poder ajurídico y 
libre, Jos actos y las resoluciones del órgano estatal 
han de someterse a Derecho, han de ser conformes a 
Deri=cho. El desajuste, la disconformidad, constituyen 
infracción del ordenamiento jurídico y los priva, actual 
ei pot.encialmente de validez. 

El sentid•' de lo expuest•o se reduce a que el ejercicio 
de Ja potestad administrativa se encui=ntra condicionado y 
determinado por el Derecho de manera positiva, y no será 
válido sino responde a una previsión normativa. Así, a 
la P•,t<!stad sólo c•,rresponde Ja simple sujeción o 
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sooh?t.imü:nto de otros sujetos a soport.ar sobre la esfera 
jurídica del C•Jntrat.a11te 1je la A•jministración lc1s 
event.uales efectos der1va•:ios 1,:jel ejercicio de esa 
potestad pública. 

No obst.ante, cuando el c•rdenamiento jurídico no regula 
los element•:>s de un act1:., pe1~mite implícitamente que la 
P•:it.estad administ.rativa los conf l9Vre discrecionalmente, 
en ello co11siste la dele·;J:tción por el producto 
legislativo de la facultaij i_:;¿. di;.•terminaci6n, segdn el 
intert:s público el elernent.•:. del act•:'.I i::'.e que se trata, a 
11:1 .:.int.erior correspond~ el ejercicio de lc.'.\s pot.estades de 
direcci1~n y control de los trabaji::is que implican la obra 
PLiblica. N•:i sucede lo mismo t.rat.á11dose de aquellos 
element1:is del act•:i que esta11 reglad1:is, al configurarl1Js 
di? mane1~a expresa el order.a1i"riento jurídico. 

Al respecto la declarac ió11 de resc isió11 del contrato de 
crbra pública comprende l"?! ejc-rcicio de una pot.est.ad 
re·3lada, en virtud de ·=tue cual..::¡uier co11travet1c i6n por 
¡::·art.e del cc0ntrat.ist.a a los t.érminos del cont.rato origina 
la causa para que el ór·ga110 1jec la re la resc isi611 del 
cont.rato. En el mismo sent.idc•, queda comprendida 
cualquier transgresión al •:irdenamiento jurídico. 

Asimismo, en virtud de que la rescisión conlleva 
necesariar.1ente una situación de incumplimiento por alguna 
de las pan.es, debe entenderse que la rescisión por 
razones de interés general tal y como lo precisa la Ley 
de Obras Públicas, implica en estricta técnica la 
dc:cl.7:1.raci611 de termi11aci6n del c1:intrat1::i. 

7. Como efecto de la formalización del contrato 
ao'ministrativo de obra pública, surge una relación 
esp12clal de sujeción ei1 razón a la supremacía del órgano 
t::stat...ll P•:ir disP1JsiciiJ11 del ordenamiento juridico y como 
t.al, por la t.it.ularidad de Ja potestad pública. En 
virtud de ello, el co0ntratista no ¡;ólo esta •Jbligado a 
ejecut.ar el contrato 1je ·::ibra pública de conformidad con 
el cont.enido 1:ibligaci1)nal pPescrito en el documento, sino 
·:¡ue, cc•m•:• result.ado de su i°'i:sulación normativa prevista 
en la Ley de Obras Fúolicas y en su respectivo 
reglaruent.o, el contratist.a se encuent.ra vinculado por el 
•:ir1:jenarniento jurídico sie11d1:J de aplicación reglada o 
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d,iscrecional de acuerdo a la disposición cont.enida por la 
norma. 

Así, esa relación especial de sujeción permite 
C•Jnsidera1• otro aspectoJ distinto del negocial, en cuant•:> 
a <¡ue implica a<¡uella P•Jsici6n jurídica soberana del 
órgano estatal, bajo los 1 inu tes y si tuac io11es concretas 
de Ja norma positiva. Pcq• dlo en a<¡uellos aspectos 
p1•evistos por la norma jurídica <¡ue co11fiere potestades 
al órgano administrativo no existe fre-nte a ésta una 
obl i·.;raci6n, sin•J una verdadera sujec ió11 especial, 
concreta y particular a los designios públicos, a través 
de la acción administrativa. 

No obstante la sit.uaci6n prevaleciente del contratista 
con motivo del contrato de obra pública, éste es a su vez 
t.itular de- situaciones jurídicas activas de entre los 
cuales destacan: l•:>S derechos subjetivos. Esta situación 
se e-difica sc•bre el reconocimie-nt.o por el derecho de un 
pode1• jurídic•J en favor del contatista que lo hace 
e-fe-ctivo frente a otros suje-tos de carácter público o 
privado con la intervención del P•:>der judicial 
impc0niéndole obligacione-s o de-beres en su interés propio. 

De acuerdo con l•J expuesto, la relación jurídica que 
liga di 1·ect.amente al ti tul ar de-1 derecho subjetivo con el 
sujeto obligado comprende directamente aquella relación 
dada entre Ja norma jurídica y el sujeto obligado, lo 
cual da lugar al vínculo, y Por otro entre la 11orma y el 
titular del de-re-cho subjetivo implicando necesariame-nte 
la garantía. 

E:. Como se despr8llde de la Ley de Obras Públicas en su 
artículo 43, el órgano administrativo podrá rescindir 
administrativamente el cont.ra to de obra pública por 
cont.ravenc ión a los términ•:'IS del ci:>ntrat•:i o de las 
disposiciones de Ja ley, En ese sentido, la potestad 
para declarar la rescisi,~n del contrato tiene su origen 
en el sistema normativo, siendc• la causa del ejercicio de 
tal declaración el incumplimiento e11 <¡Ue incurrió el 
contratista al conte-nido contractual o al ordenamiento 
jurídico. 
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De acuerdo con lo anterior, la det.erminación del 
c•ontenido del acto se encuentra en la propia ley, por lo 
cual c.quellc•s asi:•ectc•s que impliquen obligaciones a cargo 
de! co1itratista podrán constituir la posibilidad de 
det.ermi11ar el ejerc i e io de un'°' potestad rescisoria en 
cas1:i de incumplimiento por el contratista. 

No obstante a pesar del efecto cont.enido por la 
de-e lar•ac ión rescisoria del contrato, ésta sólo puede 
c.:.mprenderse para efectos administrativos como u11 acto de 
aut1Jr idad determinad1;) 1:ibjetivarne11te p1::ir la norma 
Juridica, de tal manera qu~ su ejercicio implica la 
invest.idura subjetiva del acto administrativo que ha de 
incidir en la esfera juridic~ del administrado. El 
carácter del act1:i de rescisión del c1:intrato de obra 
p(Jblica se haya vinculadc• al concepto de autc.ridad, toda 
vez •:¡u.: éste resulta ser una mani testación regular del 
podr:r públicc1 cuyc• efecto va dirigido a la modificación 
unilate1~a1 de situacio11es jurídicas. 

El concepto de ejecut.oriedad no se materializa en el 
hecho C•)activo, sino eii la detel'mi11aciól1 de la situación 
juridica del administrado, de modo que el status jurídico 
del co0ntratista queda "''"di' icada al emitirse el acto de 
1'¿.sc1sión del cc•ntrato s1e11d1' un efecto de tal 
declaración la ejecución coactiva de la decisión. Es 
deci1", por no cc•mPrenderse lc1 disposición de la fuerza 
pública como determinante del cc111tenido legal del acto, 
la eficacia de ést.e subsist.e E=·ara producir por si mismo 
efectos jurídicos. 

9. El concepto:• de autoridad debe entenderse c.l considerar 
a·:¡uellos aspectos •=1ue como causa y efecto inciden en la 
determinaci6n de ést.e, al res,:·ecto basta advertir que su 
co11figuración comprende una p•:itestad administrativa que 
iMPlica un poder jurídico d~ origen público, siendo 
irrenunci&ble su ejercicio, sin que implique con motivo 
de .j1cho ejercicio la consunción de Ja facultad por su 
._i:::terminación en el acto ci:•ncreto. 

Sobre est.c. base surgen los act.c•s de autoridad como 
Pl'•Jducto del ejercicio potestativo del órgano estatal; en 
ese sent.ido, t.anto las Entidades cc•mo las Dependencias de 
la Administración Pública Federal son autoridades, en 
cuant.o F·~1ra el cuf'llpl imientei de sus tune iones cuentan con 
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aquellas facultades para ejercer las acciones que se 
desprenden de la actualización n1Jrmativa. 

10. En contra del acto de rescisión del contrato de obra 
póblica el contratista ejercerá la acción ordinaria, 
radicándose en el Tribunal Fiscal de la Federación si se 
trata de Dependenc las de la Administración Póbl ica o 
bien, ante el Juzgado de D1stri to en rnateria 
administrativa t1•atánd.,se de Entidades. 

La competencia atribuída al Juez de Distrito en materia 
de •obra póblica, se reduce a aquell"s aspect"s en los que 
se discute la subsist.encia del acto por cuestiones de 
mera legalidad o bien, cuando éstas recaen sobre un 
pr.,cedimi?=nto seguido ante la autoridad del r1iismo orden. 

De acuerdo con lo anteri•or, la pretensión objetiva cuya 
conipetencia correspc•nde al Tribunal Fiscal de la 
Federación, C•Ol'responde al Contencioso Adnii11istrativo de 
nulidad, cuya resolución constata la legalidad o 
ilegalidad del acto, lo cual implica el que dicho 
tribunal carezca de facultades para hacer cumplir sus 
dete1•m i nac io11es. 

No sucede lo mismo con la competencia atribuída la 
Juzgado de Distrito, en la cual el proceso contencioso 
adniinistrativo es de plena jurisdicción, por lo que la 
sentencia tiene un efect•o interpartes, P•O. tratarse de 
una pretensión en la que se ventilará una oposición de 
intereses y de legalidad al margen de cualquier 
apreciación sobre la constit.ucionalidad de la resolución. 

En contra de la res•olución definitiva que pone fin a la 
contr.::iversia 01"dtnaria, el admi11ist.rado podrá interponer 
cont1~a dicha 1~es•Jluci6n el juicio de amparo. No obstante 
conviene precisar si el contencioso adr1ünistrativo de 
plena jurisdicción debe inv•:>carse en princ1p10, para 
depurar las ilegalidades del acto impugnado, 
conip1•e11diendo la incoación del juicio de amparo con 
P•Oster ior idad. · 

Sobre el particular, 
del ejercicio de una 

se debe considerar que al tratarse 
acción judicial, las ilegalidades 
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del acto relacionadas directament.e con la relación 
material del contrato y no ro1eramente con el acto de 
E<utoridad, encuentran como medio de defensE< mE<YOr 
protecc i611 en el c1)11te11c ioso administrativo que en la vía 
de arnpaPc1. 
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